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    Prólogo


    Antonio Esteban López


    General de brigada (ET)


    Subdirector jefe de Estudios


    Escuela Superior de las Fuerzas Armadas


    La obra que tienen en su poder recopila los ocho mejores trabajos de investigación elaborados por los alumnos del XX Curso de Estado Mayor de las Fuerzas Armadas (CEMFAS) durante el curso 2018-2019. Es la segunda ocasión en que la Escuela Superior de las Fuerzas Armadas (ESFAS) contribuye al Plan Anual de Investigación del Centro Superior de Estudios de la Defensa Nacional (CESEDEN) en este formato y lo hacemos porque la primera experiencia fue altamente positiva.


    La publicación y presentación de los mejores trabajos del XIX CEMFAS tuvo una muy buena acogida y ha quedado como modelo e incentivo de los alumnos que año tras año acuden a esta Escuela para convertirse en oficiales de Estado Mayor. La elaboración de estos trabajos supone un gran esfuerzo por parte de los alumnos y exige una especial dedicación a los profesores que ejercen como tutores.


    El currículo del CEMFAS da un papel muy importante a la investigación. Cuestión lógica si tenemos en cuenta nuestra pertenencia al Espacio Europeo de Enseñanza Superior (EEES). Los trabajos de investigación constituyen una herramienta fundamental para que los alumnos alcancen las competencias definidas en el currículo. Los alumnos aprenden a investigar de forma autónoma, a desarrollar ideas y planteamientos originales, a emitir juicios coherentes y fundados, a relacionar datos e informaciones…y además a escribir elaborando documentos legibles, inteligibles y sistemáticos.


    Con esta publicación seguimos apostando por impulsar iniciativas que mejoren la calidad en la enseñanza, la metodología y los resultados, teniendo siempre como ambición alcanzar el mayor grado de excelencia posible.


    Los ocho documentos seleccionados contemplan un amplio abanico de temas unidos por un denominador común que consta de dos sumandos: interés y actualidad.


    El capitán de corbeta Juan Miguel Evangelista realiza un interesante estudio sobre la capacidad de defensa de los países ante la desinformación. El autor desarrolla un índice cualitativo de medidas de respuesta, que denomina «Índice de defensa ante la desinformación» y lo aplica en varios países de la Unión Europea. Tras establecer una comparación entre los países objeto de estudio, el autor llega a la conclusión de que la capacidad de defensa ante la desinformación en España tiene un amplio espacio de mejora.


    El capitán de corbeta Carlos Cordón centra su investigación en la comunicación estratégica de la defensa y en la comunicación pública en las operaciones en el exterior. Destaca el papel esencial que el oficial de información pública (PAO – Public Affairs Officer) desempeña en este ámbito. El autor concluye su estudio afirmando que, en operaciones, no se realiza de la manera más eficiente y no contribuye eficazmente a la comunicación estratégica de las Fuerzas Armadas. También apunta algunas posibles medidas para mejorar esta situación. Entre otras, dotar a los PAO de medios adecuados y de personal de apoyo, impulsar su formación y optimizar el flujo en la transmisión de la información.


    El comandante del Ejército de Tierra Jaime Michelena desarrolla un original método para la evaluación del impacto medioambiental del empleo de los campos de maniobra y tiro del Ejército de Tierra (CMT). El método pretende ofrecer herramientas objetivas para detectar si el uso que se hace de los CMT se ajusta a su capacidad natural de acogida o si precisan de medidas adicionales para reducir el impacto de determinadas actividades. Con el desarrollo de 31 indicadores ambientales distribuidos en seis áreas, el autor evalúa un grupo de CMT en el periodo de 2010 a 2016, estableciendo una comparativa entre ellos, a través de parámetros estadísticos.


    El diplomático Miguel Heine analiza la estrategia contrainsurgencia (COIN) de la OTAN. El estudio se centra en analizar cómo influir en la población local para ganar su adhesión al gobierno legítimamente establecido y a las fuerzas regulares, y por ende su desafección a la insurgencia. El autor, después de estudiar el conflicto de Afganistán, sostiene que las medidas propuestas por la doctrina COIN tratan de asegurar ciertos valores o creencias subyacentes que no han dado resultado. Finaliza afirmando que el caso afgano debe ser contemplado, no como la lucha por el poder entre un grupo armado y un gobierno local, sino como un conflicto entre partidarios de dos sistemas de valores.


    La diplomática Alicia Moral aborda el análisis de la denominada «responsabilidad de proteger» (R2P). Este concepto, surgido en 2005 en el ámbito de Naciones Unidas, desarrolla la obligación de prevenir y evitar las violaciones masivas de derechos humanos en situaciones donde impera la violencia. La autora destaca los tres pilares en los que se fundamenta la R2P: la responsabilidad de los Estados en materia de prevención, la cooperación internacional y las posibles reacciones cuando la prevención no ha sido efectiva.


    El capitán de corbeta Eduardo Almazán se ocupa de los programas especiales de armamento (PEA). Su investigación se centra en analizar los procesos de validación y verificación de los requisitos de los PEA con la finalidad de determinar las consecuencias negativas (sobrecostes y extensión de plazos) que pueden derivar de su adecuada elección y su posible variación. El autor estudia los seis principales PEA desarrollados por el Ministerio de Defensa en los últimos años, llegando a la conclusión de que es necesario definir, establecer y mantener requisitos razonables que sean alcanzables en un lapso de tiempo determinado.


    La capitán de corbeta de la Armada del Reino Unido Anya Claire Sheperd atraviesa las gélidas aguas árticas. Analiza las oportunidades y amenazas que, para Rusia, podrían derivarse de la apertura y explotación de la denominada ruta marítima septentrional (NSR). La autora argumenta que aunque se prevé que el deshielo continúe, la naturaleza impredecible de las condiciones y el hecho de operar en el duro entorno ártico hacen que las compañías navieras internacionales se muestren reacias –al menos de momento– a invertir en esta ruta. Concluye afirmando que la reducción de la capa de hielo del Ártico está creando un problema para Rusia que deberá ocuparse de un espacio marítimo que hasta la fecha permanecía naturalmente cerrado.


    Finalmente, la comandante de la Guardia Civil Tamara Roselló analiza el problema del absentismo laboral en la Guardia Civil. Señala que diariamente se pierde un potencial de servicio de, aproximadamente, 5.500 efectivos. La autora identifica varios factores que parecen explicar los altos niveles de absentismo. Entre otros, las carencias de los servicios médicos de la Guardia Civil, la falta de regulación y la inexistencia de instrumentos de inspección específicos y eficientes.


    No puedo sino finalizar dando mi enhorabuena a los autores de la presente obra y animando a los alumnos del Curso de Estado Mayor a engrosar este elenco de investigadores que día a día crece en calidad y cantidad.

  


  


  
    

    

    

    Capítulo primero


    La lucha contra la desinformación en España: un largo camino por recorrer


    Juan Miguel Evangelista Pintado


    Resumen


    En este trabajo se lleva a cabo una investigación sobre los medios, capacidades e iniciativas puestas en marcha por España para la lucha contra la desinformación, con el objetivo de establecer si son suficientes o, por el contrario, sería necesario abordar otras iniciativas o contemplar otras soluciones que permitieran limitar el impacto que la desinformación pueda tener sobre la opinión pública.


    Aunque la desinformación no es un concepto nuevo, la evolución de las tecnologías de la información ha aumentado vertiginosamente la exposición de las audiencias a este fenómeno, convirtiéndolo en un instrumento malévolo de manipulación de la opinión pública con fines diversos, desde el mero fin comercial, hasta el intento de desestabilización de un país por medio de su polarización.


    Para abordar este tema se ha llevado a cabo un estudio bibliográfico que ha permitido enmarcar el problema y situarlo en contexto, posteriormente y con objeto de elaborar un índice cualitativo de medidas de respuesta que permita cuantificar la capacidad de defensa ante la desinformación de un país, se han analizado las posturas adoptadas por otros países de nuestro entorno en relación a la desinformación, así como las medidas puestas en marcha o recomendadas por la Unión Europea y las recomendaciones de algunos centros de pensamiento o informes estatales en este ámbito.


    Palabras clave


    Desinformación, posverdad, fake news, alfabetización mediática, fact-checking, verificación.


    Combating disinformation: a long way to travel


    Abstract


    This work carries out research on the means, capacities and initiatives launched by Spain to combat disinformation, with the aim of establishing whether they are enough or, on the contrary, it would be necessary to address other initiatives or other solutions to limit the impact that disinformation may have on public opinion.


    Although disinformation is not a new concept, the evolution of information technologies has dramatically increased the audiences exposure to this phenomenon, making it a malicious instrument of manipulation of public opinion for various purposes, from the mere commercial purpose, until the attempt to destabilize a country through its polarization.


    To address this issue, a bibliographic study has been carried out that has allowed to frame the problem and place it in context, later and in order to develop a qualitative index of response measures that allow quantifying the defence capacity against the disinformation of a country, the positions adopted by other countries in our environment regarding disinformation have been analysed, as well as the measures implemented or recommended by the European Union and the recommendations of some think tanks or state reports in this area.


    Keywords


    Disinformation, post-truth, fake news, media literacy, fact-checking, verification.


    

    Consideraciones iniciales


    Introducción


    «Cuando una cantidad cada vez más grande de información se distribuye a una velocidad cada vez más alta, la creación de secuencias narrativas, ordenadas y progresivas se hace paulatinamente más dificultosa. La fragmentación amenaza con devenir hegemónica. Y esto tiene consecuencias en el modo en que nos relacionamos con el conocimiento, con el trabajo y con el estilo de vida en un sentido amplio»1.


    ¿Vivimos en una sociedad de la información o por el contrario en una sociedad de la desinformación? Esta es una pregunta que a priori resulta muy difícil de responder y en la que influyen multitud de factores. Algunos autores afirman que la información es en sí desinformación debido al tratamiento propio que recibe entre el emisor y el receptor, siendo estructural e inherente a la propia información2.


    La información ha ido evolucionando con el avance de la sociedad, siendo dominada inicialmente por aquellos que tenían acceso a ella y a su difusión, las clases privilegiadas, para llegar a la actualidad donde cualquier persona se puede convertir en un reportero improvisado. Esta evolución ha propiciado un apartamiento progresivo de la ética periodística y la dificultad de la prensa de mantener el rol de intermediario como baluarte de la democracia, lo que ha desembocado en un declive de la rigurosidad informativa.


    Al igual que avanzaba la información también lo hacía la cantidad de esta que recibían las personas, llegando a la actual sobresaturación informativa, que impide al individuo asimilar la ingente cantidad de información que nos proporcionan los diversos medios de comunicación y las redes sociales. Esta infoxicación3 ha obligado a los receptores a abandonar el pensamiento crítico, a buscar informaciones concisas y breves frente a otros tipos de periodismo más formales y serios y a buscar aquella información que no les requiera de un esfuerzo cognitivo y por tanto tendentes a reafirmar sus propias convicciones4.


    En este entorno, las tecnologías de la información han abierto todo un panorama a la difusión de la información, derribando las barreras físicas y temporales existentes en los medios de comunicación tradicionales, permitiendo que cualquier información sea mundialmente transmitida y recibida por millones de personas de forma prácticamente instantánea e incluso en tiempo real. Este contexto es caldo de cultivo para la sencilla difusión de informaciones poco veraces, manipuladas y sesgadas buscando algún tipo de fin, en la mayoría de los casos poco legítimo, para manipular a la opinión pública5.


    Esta manipulación forma parte de lo que hoy conocemos como desinformación6, incluida dentro de la guerra híbrida7, y está cobrando especial importancia en el ámbito de los conflictos y en el desarrollo de la geopolítica, utilizada por diversos actores con objeto de influir, favorecer determinados intereses o simplemente provocar una desestabilización de regiones o países8.


    Las injerencias de esta desinformación en el conflicto de Ucrania, en las elecciones de EE. UU. y más recientemente en el conflicto catalán, hacen de esta forma de guerra híbrida una amenaza fehaciente que debe ser abordada para limitar su impacto en el presente y en el futuro9.


    ¿Qué entendemos por desinformación?


    El término desinformación aparece por primera vez en el panorama mundial en la primera edición del Diccionario de la Lengua Rusa en 1949, que lo define como «la acción de inducir a confusión a la opinión pública mediante el uso de informaciones falsas». Como se puede apreciar, el término es bastante reciente, aunque el uso de esta técnica pueda remontarse a la época de Sun Tzu en el siglo V antes de Cristo10.


    Existen distintas corrientes que pugnan por hacerse con el significado de este término diferenciando sus apreciaciones en función de determinados matices. La primera cualidad que se aborda es la «intencionalidad»; mientras que para unos autores la intencionalidad es el factor intrínseco de la desinformación, estableciendo una diferenciación entre misinformation como aquella información equivocada que se transmite por error y disinformation como aquella información que tiene la intención de engañar11, existe otra corriente que se sitúa desde el punto de vista del receptor y su falta de información en determinados asuntos o su erróneo conocimiento de otros, sin que exista intencionalidad por parte de ningún actor de mantenerlo engañado12.


    La otra característica que divide a los estudiosos en este campo es la «omisión de verdad». Existe una corriente que considera que desinformación es tanto la emisión de información falsa, como la omisión de la verdad o parte de la verdad, ya que nos impide el conocimiento completo de la verdad; en este sentido, las definiciones recientes de desinformación en el diccionario de la RAE amplían su significado tanto a la comisión como a la omisión13. Sin embargo, existe otra corriente que se aferra a los orígenes del término, asumiendo que la omisión no constituye desinformación14.


    La tercera característica que se plantea en este estudio es la necesaria «colaboración de los medios de comunicación» para que la desinformación cumpla su función. En este aspecto parece existir unanimidad, debido a dos ocurrencias que facilitan la divulgación de la desinformación. La primera es la falta de contrastación de fuentes que permite que la desinformación llegue a tener éxito y la segunda es la dudosa independencia de los medios de comunicación que cada vez más se ven influenciados por factores económicos, políticos, sociales, etc. actuando en favor de las clases dominantes15.


    La cuarta característica es la necesidad de la «existencia de una organización» en el ámbito de la desinformación, ya que esta debe ser planificada minuciosamente para enmascararla de tal forma que el receptor no aprecie que está siendo engañado y además debe contar con unos fines, generalmente políticos y una audiencia objetivo. Por otro lado, debe ser estudiada de forma exhaustiva para mantener su «no atribución». Esta característica nos lleva a la necesaria intervención de los estados en su autoría16.


    Como se puede apreciar, el término desinformación no se encuentra delimitado de forma concisa, existiendo diversas variantes que le aportan connotaciones diferentes. Para el presente estudio partiremos de la asunción de las siguientes características de la desinformación:


    
      	Es un fenómeno intencionado que trata de disfrazarse de información para mantenerse oculto y cumplir sus fines.


      	Se basa en la difusión del engaño, si bien se admite la omisión como práctica inherente a la desinformación, siempre que se lleve a cabo de forma intencionada.


      	Es necesaria la colaboración de los medios de comunicación para la propagación de la desinformación, bien por falta de rigor o por falta de independencia informativa.


      	Es inherente una planificación y organización de la desinformación cuando persigue unos fines concretos, que supone la existencia de organizaciones o Estados beneficiarios de sus efectos.

    


    Estas características las podemos apreciar dentro de lo que la UE entiende por desinformación: «la información verificablemente “falsa o engañosa” (incluye aquí la omisión y la falta de verdad) que se crea, presenta y “divulga” (necesaria la colaboración de los medios de comunicación) con “fines” (existe un fin y por tanto una organización o Estado detrás) lucrativos o para inducir a error “deliberadamente” (existe intencionalidad) a la población, y que puede causar un perjuicio público»17.


    

    La lucha contra la desinformación en Europa


    Introducción


    En este bloque se aborda la actitud de diferentes países europeos ante la desinformación y las medidas que han adoptado para limitar su efecto en la opinión pública. Aunque la amenaza de la desinformación puede venir de diferentes actores, el presente estudio se limitará al actor que parece más evidente y activo en esta materia, que es Rusia18 y cuya influencia, aunque difícil de probar, se ha dejado sentir en diferentes procesos de gran relevancia en el funcionamiento de Europa.


    La elección de los países se fundamenta principalmente en un análisis llevado a cabo por el grupo de pensamiento European Values a este respecto19, donde establece una clasificación de los países europeos con respeto a la desinformación, así como en los últimos avances que algunos de los países de nuestro entorno han experimentado en el ámbito de la desinformación. Se han tomado aquellos países que a priori «parecen» mejor preparados ante la desinformación.


    En el ámbito de la desinformación existen algunas iniciativas de la UE, de la OTAN o independientes que se están mostrando eficaces en esta área y cuya colaboración o anexión por parte de los Estados contribuye a aumentar el avance en la lucha contra este fenómeno. Entre estas organizaciones podemos citar como más importantes las siguientes:


    
      	NATO Stratcom Centre of Excellence (COE) de Riga. Es una organización militar internacional constituida multinacionalmente y acreditada por la OTAN, que no forma parte de la estructura de mando de la OTAN, ni está subordinada a ninguna otra entidad de la OTAN. El centro proporciona análisis completos, asesoramiento oportuno y apoyo práctico a la Alianza, diseña programas para avanzar en el desarrollo de doctrinas y realiza investigaciones y ensayos para encontrar soluciones prácticas a los desafíos existentes20.


      	Hybrid COE de Finlandia. Es un centro internacional para profesionales y expertos cuyo objetivo es ayudar a los Estados miembros e instituciones a comprender y defenderse de las amenazas híbridas21.


      	European External Action Service (EEAS) East Stratcom Task Force. Es un grupo de trabajo dependiente del EEAS y cuyo objetivo se centra en el estudio de la desinformación que proviene de Rusia. Dentro de su trabajo se encuentra el obtener lecciones aprendidas dentro del ámbito de la desinformación que puedan servir de ayuda a los Estados miembros22.

    


    También en el aspecto de verificación existen iniciativas que se han demostrado eficaces, como es el caso de la Red Internacional de Verificación, que trata de reunir bajo un mismo código de principios a profesionales y organizaciones involucradas en la verificación de información23. Actualmente cuenta con 50 miembros/organizaciones afiliadas en todo el mundo.


    

    Análisis del entorno europeo ante la desinformación


    Alemania


    En julio de 2016 Alemania sacaba a la luz el documento «White paper 2016 on German Security Policy and The future of the Bundeswehr», documento principal donde se establecían las bases de la política de seguridad alemana y el marco en el que operaría. En este documento se establecía como uno de los retos más importantes presentes y futuros para la sociedad, la manipulación de la información:


    «A special challenge for open and pluralistic societies is the use of digital communication to inﬂuence public opinion, for example through hidden attempts to sway discussions on social media and by manipulating information on news portals. This approach has already gained special significance as an element of hybrid warfare24».


    La fake news de «Lisa», difundida en Rusia, donde se relataba la violación de una chica ruso-alemana por inmigrantes, fue decisiva en el despertar de Alemania frente a la desinformación, tratando de polarizar a la sociedad, generando un sentimiento xenófobo y situando al Gobierno como incapaz de proteger a sus ciudadanos25.


    Todo lo anterior llevó al Gobierno alemán a adoptar distintas medidas encaminadas a la lucha contra la desinformación, entre las que podemos destacar la aprobación en junio de 2017 de una ley enfocada a evitar la difusión de fake news y narraciones de odio (Network Enforcement Act. NetzDG)26, por la cual obliga a las redes sociales a eliminar las noticias falsas en menos de veinticuatro horas o enfrentarse a cuantiosas multas.


    También en el plano gubernamental y en el ámbito de la educación, Alemania cuenta con la Agencia Federal Alemana para la Educación Cívica, (Bundeszentrale für politische Bildung o BPB), que es una autoridad pública federal que brinda educación e información sobre temas políticos a la ciudadanía alemana27. Además, dentro de esta Agencia se encuentra el proyecto «Networking European Citizenship Education (NECE)» orientado a la difusión de información, el trabajo conjunto y el fortalecimiento de la educación ciudadana en Europa.


    Dentro del apoyo de las organizaciones que se citaban en la introducción, Alemania patrocina y participa en el NATO Stratcom COE y participa en el Hybrid COE de Finlandia.


    En lo que respecta a las medidas no gubernamentales, Alemania cuenta con varias organizaciones de verificadores de información, dentro de las cuales podemos destacar Correctiv28 que está realizando trabajos para Facebook y otras organizaciones sobre todo en el análisis de historias sospechosas.


    Referente a centros de pensamiento, el centro Stiftung Neue Verantwortung (SNV) ha puesto en marcha el «Transatlantic Cyber Forum», cuyo propósito es establecer un marco común transatlántico en política cibernética. Además, este centro ha desarrollado el proyecto «Measuring Fake News» cuyo propósito es medir el impacto que las noticias falsas tuvieron en las elecciones generales de 2017 y que pretende ser un método de medida de la desinformación29.


    

    Estonia


    Los ciberataques sufridos por Estonia en 2007 donde las noticias falsas, las denegaciones de servicio y otros tipos de ataques colapsaron al país y lo sumieron en el enfrentamiento, junto a la intervención rusa en Ucrania hicieron despertar a Estonia y hoy en día es uno de los países más avanzados en materia de ciberdefensa30.


    Estonia, en su Concepto de Estrategia de Seguridad 2017, da una gran importancia a la amenaza que supone la difusión de información falsa o manipulada tendente a generar tensión en las relaciones internacionales o a minar la cohesión de la población. En el ámbito de la ciberdefensa es uno de los países más avanzados que pone a disposición de otros países su experiencia31.


    El Servicio de Inteligencia exterior se encarga de la monitorización de las acciones de propaganda y desinformación, permitiendo una respuesta inmediata ante eventos de esta naturaleza. Por otro lado, analiza las amenazas y retos a los que Estonia se enfrenta y los plasma en el informe anual «International Security and Estonia» donde se incluyen las políticas rusas, tanto internas como externas y su influencia en los antiguos países soviéticos32.


    En lo que respecta a la participación en los COE relacionados con este ámbito, Estonia ha sido uno de los valedores más activos de la EEAS Stratcom Team y cuenta con dos expertos comisionados en este organismo. Además, patrocina y participa en el NATO Stratcom COE de Riga.


    En el ámbito de la educación, la Estrategia de Aprendizaje 202033, impulsada por el Gobierno desde 2014, ha dado un gran impulso en la digitalización y la alfabetización mediática introduciendo en los currículos la «competencia digital» que incluye la evaluación de la confiabilidad de la información por parte de los estudiantes34.


    En el aspecto de la divulgación y concienciación existen dos organismos gubernamentales que se implican sobremanera en esta área, uno de ellos es el Estonian Internal Security Service que cuenta dentro de sus atribuciones con la tarea de actuar contra las actividades de influencia tendentes a interferir en los procesos de decisión y además informar a los ciudadanos sobre posibles riesgos y amenazas de seguridad (incluida la propaganda y desinformación). Para esta última tarea utiliza un informe anual que no solo está dirigido a la población estonia sino también a la opinión pública internacional y sobre todo a jóvenes y periodistas, donde aborda con gran extensión las tareas de desinformación rusas35.


    El otro organismo es la Estonian Information System Authority que, si bien está más relacionado con la ciberseguridad, en su informe anual «Annual Cyber Security Assessment» también analiza las campañas de desinformación provenientes de Rusia36.


    Con respecto a la verificación, https://Propastop.org es un blog que intenta luchar contra la desinformación en Estonia, verificando noticias y esclareciéndolas. Este blog es operado por voluntarios, mayoritariamente miembros de la Liga de Defensa Estonia (Kaitseliit)37, que depende del Ministerio de Defensa38. Actualmente esta plataforma acaba de desarrollar un «monitor» para la búsqueda automática de noticias relativas a Estonia en ruso y la identificación de propaganda.


    En cuanto a grupos de pensamiento, el Centro Internacional de Defensa y Seguridad (ICDS) con sede en Tallin trabaja en cooperación con el Gobierno estonio en asuntos relativos a seguridad y planeamiento de la defensa, contando con un área de estudio relativa a la desinformación y participando en el desarrollo de un índice de resiliencia ante la desinformación39.


    El Centro Nacional de Conciencia de Defensa y Seguridad (NCDSA, por sus siglas en inglés) lleva a cabo estudios centrados en áreas como la guerra híbrida, las operaciones de información y la alfabetización mediática, para divulgar esta información entre los jóvenes estonios mediante conferencias y campañas en redes sociales. Sus actividades tienen el propósito de aumentar la conciencia y el conocimiento sobre la guerra híbrida y sus contramedidas para construir una sociedad más resiliente a largo plazo40.


    

    Francia


    En 2015 Francia sacaba a la luz su Estrategia Nacional para la Seguridad del Ámbito Digital donde establecía como uno de los principales desafíos en este ámbito la desinformación: «De manera insidiosa, las plataformas digitales y particularmente las redes sociales moldean la opinión y son vectores de valores que no siempre son los de la República Francesa»41.


    Sin embargo, no sería hasta las elecciones de 2018 donde Francia recibió una masiva campaña de desinformación volcada en los candidatos a la presidencia y en especial en Enmanuel Macron42, cuando establecería una postura claramente activa en este campo.


    Dentro de la estrategia de 2015 se establecían cinco objetivos principales, que han llevado a adoptar ciertas medidas a nivel gubernamental para cumplirlos, de las cuales en el plano que nos atañe podemos citar las siguientes:


    
      	En el ámbito educativo se han implementado en las enseñanzas primaria y secundaria nuevas materias orientadas a fomentar una actitud crítica ante la información desde un nivel básico y con carácter continuado. Estas materias se están desarrollando con bastante éxito y aceptación por parte de los alumnos.


      	En el plano legal, en diciembre de 2018 se aprobó una ley enfocada a los periodos electorales que permite denunciar a aquellos medios que diseminen información falsa o manipulada en los tres meses precedentes a unas elecciones, e incluso la expulsión de medios extranjeros implicados en estos hechos. A su vez esta misma ley establece una serie de medidas encaminadas a favorecer la transparencia de los medios, sobre todo en lo que respecta a su financiación por medio de anuncios y da mayor poder al Consejo Superior Audiovisual en el aspecto de las campañas de desinformación43.

    


    En lo que respecta a la participación en los COE, Francia cuenta con un experto en el EEAS East Stratcom Team, participa en el Hybrid COE de Finlandia y también en el NATO Stratcom de Riga.


    En el ámbito de la verificación, el periódico Le Monde lanzó en 2017 un fact-checker llamado Decodex, que permite comprobar si una página web o sitio de Facebook es confiable en lo que respecta a noticias falsas, en base a un estudio sobre la veracidad de las noticias que distribuye44.


    Google y Facebook se han unido en Francia a la iniciativa CrossCheck que permite a los usuarios elevar preguntas y obtener respuestas de 16 medios de comunicación al respecto de una información determinada45. Además, Facebook ha puesto en marcha su propio fact-checker de forma que los usuarios pueden marcar informaciones como potencialmente falsas y Facebook a través de sus medios de comunicación asociados (France Press o France 24 entre otros) lleva a cabo la comprobación. Si al menos dos de esos medios la califican como falsa, la información aparecerá marcada como «cuestionada»46.


    En lo que concierne a grupos de pensamiento, destaca el Instituto Francés de Relaciones Internacionales que realiza análisis y difusión de información relativa a desinformación y propaganda47. También hay que citar en este apartado dos centros de pensamiento que, si bien son gubernamentales, generaron en agosto de 2018 un informe48 sobre la desinformación con repercusión en las posteriores leyes adoptadas por Francia, estos son el Centro de Análisis, de Previsión y Estrategia (encuadrado dentro del Ministerio de Europa y Asuntos Exteriores) y el Instituto de Investigación Estratégica de la Universidad Militar (perteneciente al Ministerio de Defensa).


    

    Italia


    Italia no ha sido tradicionalmente un país demasiado interesado en la desinformación debido a sus lazos con Rusia, pero las campañas de desinformación/desacreditación de políticos sufridas durante 201749 le han hecho despertar. En este sentido en el «Informe sobre la seguridad de la información» de febrero de 2018 ya establecía como preocupación la desinformación y las campañas de desacreditación, sobre todo en los procesos electorales50.


    En 2017 dio su primer paso en la lucha contra la desinformación por medio de una reforma educativa que incluía un proyecto de educación cívica digital en los currículos de las enseñanzas secundarias donde se incluía una parcela para la detección de la veracidad de las noticias51.


    En febrero de 2018, el ejecutivo italiano aprobaba un procedimiento operativo encaminado a luchar contra la diseminación de desinformación que incluía la posibilidad de que los ciudadanos denunciaran a través de la página web de la Policía Postal presuntas prácticas de desinformación52.


    En lo que respecta a su participación en los COE relacionados con la desinformación, Italia patrocina el NATO Stratcom, y participa en el Hybrid COE de Riga, pero no está involucrada en el EEAS East Stratcom team.


    Siguiendo con el análisis de medidas, en este caso no gubernamentales, en el área de la verificación, Facebook puso en marcha en febrero de 2018 un proyecto en Italia tendente a verificar las noticias de su plataforma a través del verificador italiano Pagella Politica (único verificador italiano que forma parte de la Red Internacional de Verificación), que se encarga de sacar a la luz los elementos de desinformación que se difunden en los muros de los usuarios53.


    Existen otros verificadores, como es el caso de BUTAC, una página web dedicada a la lucha contra engaños, información errónea, alarmismo y fraude gratuito en línea. Esta web cuenta con una Black List que contiene aquellos sitios web que diseminan información poco veraz en distintas áreas54.


    En lo referente a centros de pensamiento y concienciación, el más activo en materia de análisis del fenómeno de la desinformación y la diseminación de conocimiento entre estudiantes y otros grupos de profesionales es el Instituto de Asuntos Internacionales, que lleva a cabo periódicamente mesas redondas y conferencias en institutos para la divulgación del conocimiento sobre la desinformación55.


    

    Reino Unido


    Gran Bretaña es consciente de la amenaza que supone la desinformación proveniente de Rusia y las interferencias que puede causar en su funcionamiento interno. De esta forma, en su Estrategia de Seguridad Nacional del 2015, ya situaba la desinformación como uno de los riesgos potenciales de mayor impacto en el futuro56.


    Posteriormente, las posibles interferencias en el Brexit por parte de Rusia analizadas en dos informes de 89up.org donde se ponía de manifiesto la influencia de RT y Sputnik, así como el aumento del tráfico de tweets y anuncios en Facebook con un alto contenido a favor del Brexit en los días previos al referéndum57, han despertado la preocupación del fenómeno de la desinformación, que ha utilizado las redes sociales como elemento principal para su rápida difusión, injiriendo en asuntos de gran relevancia de la política británica. Una muestra de este despertar es el aumento de su presupuesto en ciberdefensa en 1.900 millones de libras58.


    En lo que respecta a las medidas impulsadas por el gobierno para la lucha contra la desinformación destaca la creación de la unidad contra fake news59 (National Security Communications Unit) cuya misión principal es actuar como agente disuasorio de las campañas de desinformación en Reino Unido llevadas a cabo por agentes estatales u otros.


    En 2018, el Parlamento británico solicitó a la Comisión Digital, Cultura, Medios y Deportes de la Cámara de los Comunes un estudio sobre medidas para combatir la desinformación. Esta comisión generó un primer informe en agosto de 2018 que posteriormente ha sido ampliado y finalizado en febrero de 2019 y que incluye una serie de recomendaciones para impulsar la lucha contra la desinformación60. Este informe será abordado en el tercer bloque.


    En el ámbito de la educación, desde 2014 los estudios relativos a la alfabetización mediática se encuentran dentro de la asignatura computing, que se imparte de forma obligatoria entre los 5 y los 16 años61. Continuando en el ámbito gubernamental y bajo la Ley de Comunicaciones de 2003, Ofcom, el regulador independiente y la autoridad de competencia para las industrias de comunicación del Reino Unido, tiene la responsabilidad de promover y llevar a cabo investigaciones en el área de la alfabetización mediática.


    En lo que respecta a la participación en los COE, Reino Unido cuenta con dos expertos a disposición del EEAS East Stratcom Team, patrocina el NATO Stratcom de Riga y también forma parte del Hybrid COE de Finlandia.


    Entrando en las medidas no gubernamentales y en el apartado de verificación, se puede citar a la plataforma Full Fact, que trabaja no solo en el ámbito de la verificación, sino también en el plano de la alfabetización mediática enfocada al gobierno, agencias de noticias y otras organizaciones62. Otro de los verificadores que destaca en el Reino Unido es la cadena de noticias Chanell4 que cuenta con un área de verificación63.


    En cuanto a centros de pensamiento que trabajan en el aspecto de la desinformación, uno de los más importantes es el proyecto Arena, que se encuadra dentro del Instituto de Asuntos Globales (IGA)64 que a su vez forma parte del London School of Economics and Political Science (LSE) y cuya misión es el estudio y análisis de la desinformación para superar los retos que nos plantea. Uno de sus últimos análisis ha sido el estudio de la influencia de la desinformación en las elecciones de Suecia de 201865.


    Si miramos a las iniciativas educativas en el plano no gubernamental, la BBC (radiotelevisión pública británica) se ha implicado en la lucha contra las noticias falsas con la puesta en marcha de un plan dirigido a alumnos de secundaria, que busca permitir la identificación de las noticias veraces y desechar la desinformación.


    

    Suecia


    Suecia denota su interés por la lucha contra la desinformación en su Estrategia de Seguridad Nacional de 2017, donde reflejaba la importancia de detectar y neutralizar las campañas de propaganda66. Además, el Gobierno mostró su preocupación por la posible intromisión mediante campañas de desinformación en sus elecciones de 2018, que se tradujo en la implementación de una serie de medidas encaminadas a limitar la injerencia y a proteger a los ciudadanos ante las estrategias manipuladoras de la opinión pública.


    Dentro de las medidas adoptadas por el Gobierno para la lucha contra la desinformación se puede destacar la existencia de la Agencia Sueca de Contingencias Civiles (MSB), que depende del Ministerio de Defensa y cuenta con el Departamento de Defensa Psicológica (SPF), cuya tarea principal es enseñar a los ciudadanos a ser más críticos ante las noticias67. Por otro lado, el Gobierno ha anunciado la creación de una agencia gubernamental de defensa psicológica para identificar y contrarrestar las operaciones de influencia y que constituya una fuente de información veraz en situaciones de crisis68.


    En la faceta educativa, en marzo de 2017 el Gobierno introducía una serie de reformas a la ley de educación enfocadas, entre otras cosas, a mejorar la resiliencia de sus jóvenes por medio de la potenciación dentro de la educación obligatoria del pensamiento crítico y la capacidad de discernir la información veraz de la desinformación69.


    Por otro lado, el Gobierno cuenta con la agencia Swedish Media Council (Statens medieråd) dedicada a recopilar, interpretar y difundir investigaciones sobre el uso de los medios de comunicación por parte de niños y jóvenes. También produce información y materiales de enseñanza sobre alfabetización mediática e informativa (MIL) para escuelas y bibliotecas70. Este organismo desarrolló el proyecto «MIL for me», un recurso de capacitación en línea sobre alfabetización mediática e informativa, que está disponible en el sitio web del Media Council71.


    En lo que respecta a la participación en los COE, Suecia aporta dos expertos al EEAS East Stratcom Team, es país asociado del NATO Stratcom y participa en el Hybrid COE de Finlandia.


    En el plano no gubernamental y en el ámbito de la verificación se puede citar a la plataforma Faktabaari, que desarrolla su trabajo en el plano de la desinformación política y ha tenido un papel importante en las pasadas elecciones en Suecia72. Otro de los proyectos de verificación que está teniendo bastante repercusión es Faktiskt, una iniciativa que nació en abril de 2018 y reúne a los cinco mayores proveedores de noticias suecos y que imita en la forma a otra iniciativa noruega similar.


    En lo que respecta a los centros de pensamiento, el análisis y la divulgación, la Universidad de Defensa sueca, especializada en estudios militares, juega un papel muy importante en este ámbito. En noviembre de 2017, el Centro para los Estudios de la Amenaza Asimétrica (CATS)73 (que depende de la Universidad de Defensa) llevó a cabo una conferencia sobre la guerra híbrida, de la que se ha extraído el informe «Hybrid Threats and Asymmetric Warfare: What to do?», donde se enumeran ciertas consideraciones y recomendaciones políticas para la lucha contra la desinformación74. En 2018 el CATS y el Hybrid COE de Estonia publicaron un informe sobre la amenaza híbrida titulado «Addressing Hybrid Threats» centrado en el estudio de caso de la intervención de Rusia en Crimea, Ucrania y en las elecciones presidenciales americanas de 2016, donde se extraen una serie de conclusiones y medidas necesarias o recomendadas para hacer frente a la amenaza híbrida y dentro de esta a la desinformación75.


    Otro de los grupos de pensamiento que contribuye en este ámbito es el Stockholm Free World Forum que está involucrado en el análisis de las campañas de información y sus injerencias electorales. Dentro de sus análisis podríamos destacar el estudio «The Impact of Information: examples, lessons learned and conclusions for the 2018 election» que profundiza en el papel que la información ha tenido en las recientes elecciones suecas76.


    En cuanto a las iniciativas no gubernamentales en el aspecto educativo, se puede destacar la aportación del Safer Internet Center Sweden (SIC SE), encuadrado dentro del proyecto «Safer Internet» de la UE, que trabaja con el concepto de alfabetización mediática e informativa (MIL) basado en el marco y las definiciones de la UNESCO, desarrollando material de sensibilización y organizando campañas y sesiones de información. Los principales grupos destinatarios son profesores, bibliotecarios y otros profesionales que trabajan con niños, pero también padres y cuidadores. El material producido incluye informes de investigación, manuales para maestros, planes de lecciones, material de discusión, etc. Otro elemento a destacar en este aspecto es la guía para mejorar la aproximación crítica a la información, publicada por la Fundación Sueca de Internet77.


    

    La Unión Europea frente a la desinformación


    Introducción


    Una vez que se conocen las medidas y avances adoptados por seis de los países europeos cuyo desempeño en el área de la desinformación ha sido mayor o más novedoso en los últimos años, se analizará en este bloque el desarrollo llevado a cabo por la UE, junto con sus recomendaciones y actuaciones en este ámbito.


    El despertar de la Unión Europea ante la desinformación se iniciaba en marzo de 2015 cuando el Consejo Europeo alertaba de la necesidad de tomar medidas ante las campañas de desinformación al hilo de la intervención de Rusia en Ucrania. Se instaba al alto representante, en coordinación con los Estados miembro, a desarrollar un Plan de Comunicación Estratégica y a adoptar, como primer paso, la creación de un equipo de comunicación78.


    Ese mismo mes se creaba la East Estrategic Comunications Task Force dentro del EEAS, cuya misión principal es el desarrollo de elementos de comunicación y campañas informativas orientadas a explicar mejor las políticas de la UE en los países de la zona oriental (Armenia, Azerbaiyán, Bielorrusia, Georgia, Moldavia y Ucrania)79.


    Continuando el avance en este ámbito, en mayo de 2016 el alto representante generaba el «Marco conjunto para contrarrestar las amenazas híbridas» que incluía una serie de medidas necesarias para evolucionar en el plano de la desinformación:


    
      	Creación de una célula de fusión contra la amenaza híbrida de la UE. Así mismo, se instaba a los países a generar, dentro de sus estructuras de información, una célula en el mismo dominio.


      	Buscar formas de coordinación entre la UE y los Estados miembro para mejorar en la comunicación estratégica.


      	Conveniencia del establecimiento en los Estados miembro de un centro de excelencia (COE) contra la amenaza híbrida. Estos centros formarían una red que permitiría coordinar esfuerzos y políticas dentro de la UE y la OTAN.

    


    Como consecuencia del desarrollo de este marco se creaba en 2016 la Célula de Fusión contra las Amenazas Híbridas dentro del EEAS, incorporándose a la división de análisis de INTCEN, que, junto con el EU Military Staff Intelligence Directorate y en el marco de la capacidad única de análisis de inteligencia (SIAC), proporciona análisis y alerta temprana al EEAS, a la Comisión, al Consejo y a los Estados miembro. El principal propósito de esta célula es analizar, compartir e intercambiar información relativa a las amenazas híbridas y dentro de estas se encuentran las campañas de desinformación.


    En 2017 se creaba en Helsinki el Centro Europeo de Excelencia para la lucha contra las Amenazas Híbridas, que, si bien no pertenece a la UE, sí que responde al llamamiento efectuado en el marco citado anteriormente y sirve como plataforma de colaboración entre los países miembro y entre la UE y la OTAN en la defensa contra las amenazas híbridas80.


    En enero de 2018, la Comisión Europea reunió un grupo de expertos de alto nivel (High Level Expert Group. HLEG) para asesorar sobre las posibles iniciativas políticas para contrarrestar las noticias falsas y su diseminación en línea. El principal entregable del HLEG fue un informe destinado a proponer las mejores prácticas ante este fenómeno81. El HLEG finalizó su análisis en marzo y sus recomendaciones establecían la necesidad de generar respuestas a corto plazo a los problemas más apremiantes, respuestas a más largo plazo para aumentar la resiliencia de la sociedad a la desinformación y un marco para asegurar que la efectividad de estas respuestas se evaluase continuamente.


    Posteriormente, en el mes de abril, la Comisión planteó un «enfoque integral europeo para luchar contra la desinformación en los medios online»82, donde se incluía un código de buenas prácticas válido para toda la UE (este código ha sido suscrito por las principales plataformas online y asociaciones publicitarias; Google, Facebook, Twitter, Mozilla, Federación Mundial de Anunciantes, Asociación Europea de Agencias de Comunicación y Agencia Europea de Publicidad Interactiva) y donde se establecía la necesidad de proteger los procesos electorales contra la desinformación, potenciar la educación y apoyar un periodismo de calidad.


    En septiembre de 2018, la Comisión expuso un conjunto de medidas necesarias para asegurar que las elecciones europeas se desarrollaran de forma democrática, incluyendo una mayor transparencia de la publicidad política online y la posibilidad de imponer sanciones por el uso ilegal de datos personales para influir deliberadamente en el resultado de las elecciones83.


    El 5 de diciembre de 2018 la UE presentó un plan de acción que contempla medidas adicionales para contrarrestar la desinformación y que se desarrollarán en este bloque84.


    

    Medidas recomendadas por el HLEG


    En el informe generado por el HLEG se estructuran las acciones o posibles respuestas en cuatro campos de actuación que se detallan a continuación.


    Transparencia


    Dentro de las medidas a adoptar se hace necesario que todos los medios digitales dejen patente quién es el «propietario» de la información que difunden, así como quién o quiénes son los «patrocinadores» de esa información. Por otro lado, se hace manifiesto el necesario avance en las técnicas para distinguir las popularidades conseguidas por medio de técnicas de amplificación o inversiones dirigidas.


    «Desarrollo de indicadores de transparencia» por parte de las plataformas de noticias, basados en códigos profesionales de conducta y éticas editoriales que permitan al lector evaluar de dónde viene la información, el propietario y su adherencia a principios éticos y periodísticos.


    «Incorporación por parte de los buscadores de contenido» de estos indicadores en sus algoritmos de búsqueda.


    Se debe fomentar la «colaboración» entre las organizaciones de verificación y lograr un mercado abierto de verificadores para evitar la existencia de un monopolio de la verdad. Para que esta meta sea alcanzable sería deseable el apoyo a la creación de «centros europeos interdisciplinarios e independientes de verificación».


    Se debe mejorar el «acceso a los datos» de las plataformas por parte de los verificadores para permitir identificar los actores involucrados en la diseminación de desinformación y mejorar en el conocimiento de las estrategias y dinámicas adoptadas.


    Se debe asegurar una «verificación justa e independiente» por parte de los verificadores de información y para ello se puede adoptar como primera aproximación la adherencia al estándar que ya está en funcionamiento llamado «IFCN code of principles»85 al que se encuentran adheridos los verificadores más prestigiosos y que requiere un proceso de acreditación muy riguroso.


    

    Alfabetización mediática y de la información


    La alfabetización de la sociedad en el ámbito de los medios de comunicación se hace crucial. Por ello es necesario que «dentro de los currículos de la educación en toda su extensión se incluya una parte dedicada a la alfabetización mediática» y que esta faceta sea incluida en los informes PISA86, para valorar su progreso.


    La alfabetización mediática debe extenderse a toda la población y para ello será necesaria la colaboración de todos los actores involucrados en esta tarea, tanto «gubernamentales, como no gubernamentales». Un ejemplo de estas iniciativas lo encontramos en el Observatorio Audiovisual Europeo87 o el grupo de trabajo ET202088.


    

    Empoderamiento de usuarios


    Se hace necesario dotar a los usuarios de herramientas que les permitan decidir la información a utilizar en función de criterios de calidad y que estas herramientas sean variadas, para dar libertad al usuario.


    

    Empoderamiento de periodistas


    Se deben desarrollar e introducir, dentro de los medios de noticias, herramientas automáticas de verificación de material audiovisual e informes de texto difundidos por Internet, que permita mantener la confianza en los periodistas.


    Así mismo, es necesario formar a los periodistas para disminuir el riesgo de difundir la desinformación y para ello se deben adoptar medidas en este ámbito en las universidades en forma de seminarios o cualquier otro formato que resulte de utilidad.


    

    Diversidad y sostenibilidad del ecosistema de medios de comunicación


    Acciones a nivel europeo


    Necesidad de aumentar los fondos a nivel de Comisión Europea, Estados miembro e iniciativas independientes para la lucha contra la desinformación, orientados principalmente al apoyo de los medios de comunicación independientes y de calidad, a la formación de periodistas, al fortalecimiento de las organizaciones de verificación, a la monitorización de la desinformación, a la alfabetización mediática y a la investigación en el campo de las tecnologías de los medios online.


    



    Acciones a nivel nacional


    Evitar la interferencia de las autoridades públicas en la independencia editorial, así como proteger los derechos fundamentales dejando a un lado la censura.


    El apoyo público, incluyendo el formato de ayudas estatales debe ser considerado como una medida a largo plazo para asegurar la sostenibilidad de un escenario plural de medios de comunicación.


    

    Proceso y evaluación


    La Comisión Europea debe promover un código de prácticas europeo amplio que refleje las responsabilidades de todos los actores principales, especialmente las plataformas online, medios de comunicación, organizaciones de verificación e instituciones de investigación.


    Este código debe establecer una aproximación integral desde todos los actores y debe adquirir un amplio consenso en la UE.


    

    Plan de acción contra la desinformación


    La lucha contra la desinformación requiere una gran determinación política y una unidad de acción que ponga en funcionamiento todos los estamentos del gobierno que formen parte de la solución. La base de las acciones a desarrollar dentro de este plan89 se establece sobre los cuatro pilares que se desarrollan a continuación:


    Mejorar las capacidades de las instituciones de la Unión Europea para detectar, analizar y contrarrestar la desinformación


    Las mejoras en este campo pasan por potenciar la EEAS East Stratcom Task Force, las delegaciones de la unión en los países vecinos, y la EU Hybrid Fusion Cell.


    

    Reforzar una respuesta conjunta y coordinada contra la desinformación


    La rapidez con que se difunde la desinformación hace necesario establecer un sistema de alerta rápida que permita advertir sobre campañas de desinformación en tiempo real.


    

    Movilizar el sector privado para luchar contra la desinformación


    Las plataformas online, los anunciantes y la industria publicitaria juegan un papel clave en la lucha contra la desinformación, debido a su capacidad de difundir y amplificar los mensajes de desinformación dirigidos por ciertos actores.


    En septiembre de 2018 la Comisión publicó un «Código de buenas prácticas en desinformación» que fue firmado por las principales plataformas.


    Las acciones en este campo se han dirigido a permitir a la Comisión una monitorización continua de la aplicación de este código de buenas prácticas. Para ello la Comisión se apoya en el European Regulators Group for Audio-visual Media Services90.


    

    Elevar la concienciación y la resiliencia de la sociedad


    Potenciar la concienciación de la sociedad ante la desinformación es el elemento esencial para aumentar su resiliencia ante esta amenaza, pero no es suficiente y debe ir acompañado de una alfabetización que les dote de las herramientas necesarias para detectar y desechar la desinformación.


    Por otro lado, será necesario potenciar la alfabetización especializada de medios de comunicación y de periodistas por medio de cursos especializados, conferencias, debates y cualquier otro medio que potencie su capacidad de control de la información y que aumente su credibilidad. En este ámbito de la resiliencia de la sociedad juegan un papel muy importante los verificadores de contenido y los investigadores en el plano de la desinformación, para permitir conocer las formas y medios de distribución de la desinformación y mitigar sus efectos de cara a la opinión pública.


    

    Otras recomendaciones


    Introducción


    La UE está haciendo un gran esfuerzo por avanzar en el aspecto de la desinformación, intentando unificar las actuaciones en este sentido. Sin embargo, también un amplio abanico de centros de pensamiento y de Estados han llevado a cabo estudios sobre esta materia, de donde se han derivado conclusiones y recomendaciones que conviene tener en cuenta en este análisis.


    Dentro de los informes que se abordarán se encuentran los siguientes:


    
      	«Disinformation and fake news», informe desarrollado por el Digital, Culture, Media and Sport Committee a solicitud de la Cámara de los Comunes del Gobierno británico, que fue publicado el pasado 14 de febrero de 201991.


      	«Les Manipulations de l´information», informe desarrollado por el Centro de Análisis, de Previsión y de Estrategia (CAPS) del Ministerio de Europa y Asuntos Exteriores y el Instituto de Investigación Estratégica de la Universidad Militar del Ministerio de Defensa francés en agosto de 201892.


      	El informe llevado a cabo por Daniel Fried y Alina Polyakova, investigadores senior del centro de pensamiento Atlantic Council en febrero de 2018 con el título «Democratic Defence Against Disinformation»93.

    


    En el siguiente punto se llevará a cabo un estudio comparativo de las recomendaciones aportadas por estos informes con las establecidas por la UE tanto en el informe del HLEG como en su plan de acción, incluyendo aquellas diferencias en las medidas a aplicar que se consideren de interés.


    



    Estudio comparativo de recomendaciones


    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            MEDIDAS/INFORMES

          

          	
            EU

          

          	
            Disinformation and fake news

          

          	
            Les Manipulations de l´information

          

          	
            Democratic Defence Against Disinformation

          
        

      

      
        
          	
            Existencia de un organismo regulador del contenido online con poder suficiente.

          

          	
            X


            Establece la necesidad de un organismo que permita hacer un seguimiento de la implementación del código de buenas prácticas. Actualmente asignado al «European Regulators Group for AVMSD»

          

          	
            X


            Establece la necesidad de que el organismo sea independiente (p. 89, párr. 1)

          

          	
            X


            (p. 177, pto. 12)

          

          	
        


        
          	
            Existencia de una estructura dedicada, con capacidad de detectar y contrarrestar.

          

          	
            X


            En el caso de la UE requiere de un sistema de alerta, pero no establece su capacidad de respuesta.

          

          	

          	
            X


            (p. 174, pto. 9)

          

          	
            X


            En el nivel estratégico al estilo de un National Counter Disinformation Center (p. 6)

          
        


        
          	
            Existencia de un código de buenas prácticas editoriales y deontológicas.

          

          	
            X


            En el caso de la UE este código se deja en manos de la autorregulación e implementa en su puesto un código de buenas prácticas voluntario (pero supervisado) orientado a la actuación de las plataformas en línea ante la desinformación.

          

          	
            X


            Establece que sea obligatorio (p. 89, párr. 3)

          

          	
            X


            Adopción de un código de buenas prácticas editoriales y deontológicas internacional (p. 188, pto. 33)

          

          	
        


        
          	
            Necesidad de una regulación de los medios de comunicación de masas relativa a la desinformación que permita responsabilizar a las plataformas digitales.

          

          	
            X


            Para la UE esta regulación viene dada por la Audiovisual Media Services Directive (AVMSD)94, pero no cubre el espectro de la desinformación

          

          	
            X


            (p. 89, párr. 1; p. 95, párr. 38)

          

          	
            X


            General contra las fake-news (p. 177, pto. 12, p.179, pto. 14; p. 190, pto. 42)

          

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA


            Propiedad de la información y patrocinio

          

          	
            X

          

          	
            X


            Principalmente en periodos electorales (p. 92, párr. 22,25)

          

          	
            X


            Periodos electorales (p. 178, pto. 12)

          

          	
            X


            Mediante legislación. Honest Ads Act (p. 7)

          
        


        
          	
            TRANSPARENCIA


            Proceso periodístico

          

          	
            X

          

          	
            X


            (p. 97, párr. 49)

          

          	
            X


            Incluye el registro de medios extranjeros (p. 177, pto. 12, p.188, pto. 35)

          

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA


            Verificación de la información95

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 187, pto. 30)

          

          	
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA


            POLÍTICAS EDUCATIVAS

          

          	
            X

          

          	
            X


            (p. 96, párr. 46)

          

          	
            X


            (p. 181, pto. 17)

          

          	
            X


            (p. 13)

          
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA


            TODAS LAS EDADES Gubernamentales y no

          

          	
            X

          

          	
            X


            (p. 96, párr. 46)

          

          	
            X


            (p. 182, pto. 17)

          

          	
            X


            (p. 12, 13)

          
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA


            PERIODISTAS

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 188, pto. 34)

          

          	
            X


            (p. 10)

          
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO


            USUARIOS

          

          	
            X

          

          	
            X


            (p. 96, párr. 46)

          

          	
            X


            (p. 179, pto. 14, p.187, pto. 31; p. 189, pto. 39)

          

          	
            X


            (p. 11)

          
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO


            PERIODISTAS

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 183, pto. 17e, p.187, pto. 29; p. 189, pto. 37)

          

          	
        


        
          	
            DETECCIÓN Y ANÁLISIS


            PARTICIPACIÓN EN COE EXISTENTES

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 179, pto. 16)

          

          	
            X


            (p. 5,8)

          
        


        
          	
            DETECCIÓN Y ANÁLISIS


            SISTEMA DE ALERTA

          

          	
            X


            Gubernamental y distribuido.

          

          	

          	
            X


            (p. 180, pto. 16, p. 176, pto. 10)

          

          	
            X


            Gubernamental (p. 5,8,14) Coalición entre Europa y EE. UU.

          
        


        
          	
            AVANZAR EN STRATCOM

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            ¡EN MARCHE! (p. 177, pto. 11)

          

          	
            X


            (p. 7)

          
        


        
          	
            SECTOR PRIVADO


            CÓDIGO DE BUENAS PRÁCTICAS

          

          	
            X

          

          	
            X


            (p. 90, párr. 12)

          

          	
            X


            (p. 187, pto. 29)

          

          	
            X


            (p. 14)

          
        


        
          	
            SECTOR PRIVADO


            CONTROL DE MEDIDAS

          

          	
            X

          

          	

          	

          	
            X


            (p. 9)

          
        


        
          	
            CONCIENCIACIÓN Y RESILIENCIA DE LA SOCIEDAD


            CAMPAÑAS DIVULGATIVAS

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 190, pto. 41)

          

          	
        


        
          	
            APOYO A CENTROS DE PENSAMIENTO Y VERIFICADORES

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 183, pto. 18; p. 191, pto. 47)

          

          	
            X


            (p. 5, 10)

          
        


        
          	
            SANCIONAR LAS DERIVAS MEDIÁTICAS, INCUMPLIMIENTOS DE CÓDIGO E INJERENCIA GRAVES

          

          	

          	

          	
            X


            (p. 177, pto. 12; p. 187, pto. 28; p. 191, pto. 45)

          

          	
            X


            (p. 7)

          
        


        
          	
            IMPUESTOS A EMPRESAS TECNOLÓGICAS PARA PAGAR REGULACIÓN

          

          	

          	
            X


            (p. 90, párr. 9)

          

          	

          	
        


        
          	
            INTRODUCIR EN CÓDIGO PENAL, LA INFLUENCIA ELECTORAL EXTERNA

          

          	

          	
            X


            (p. 94, párr. 34)

          

          	

          	
        


        
          	
            COMPARTIR INFO ENTRE PLATAFORMAS DIGITALES, GOBIERNO, VERIFICADORES ETC.

          

          	
            X

          

          	

          	
            X


            (p. 179, pto. 15; p. 191, pto. 48)

          

          	
            X


            (p. 5, 10)

          
        

      
    


    Tabla 1. Análisis comparativo de recomendaciones. Elaboración propia.


    

    Índice de defensa ante la desinformación


    Introducción


    En el bloque anterior se han comparado las medidas recomendadas por la UE con las de distintos informes de interés en el área de la desinformación, permitiendo construir una base de aquellas que son recomendadas mayoritariamente, aunque en algunos casos con ciertos matices. Las citadas medidas servirán como pilares que serán complementados en el presente bloque para el desarrollo de un índice que permita medir la capacidad de defensa de un país ante la desinformación.


    Resulta complicado a la hora de afrontar la construcción de un índice en este ámbito, tasar la eficacia de las medidas adoptadas o propuestas por los países, la UE u otros organismos, debido a que la mayor parte de ellas son muy recientes (sobre todo las relativas a los medios online y redes sociales) y no cuentan con análisis o indicadores que cuantifiquen su bondad.


    Por las razones anteriores, el índice a desarrollar en este capítulo se basará en las medidas más comunes, tanto adoptadas como recomendadas y se incluirán además aquellas que, aunque no sean comunes, se hayan demostrado eficaces para la lucha contra la desinformación por medios empíricos.


    En este bloque se efectuará un análisis comparativo de las medidas adoptadas por los países junto a las abordadas en el bloque anterior, del que se extraerán los elementos que compondrán el índice de defensa ante la desinformación. A partir de los elementos anteriores y siguiendo la metodología establecida en el «Handbook on constructing composite indicators: methodology and user guide» desarrollado por la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo96 se construirá un índice que permita cuantificar la capacidad de los países para afrontar este problema.


    El índice será útil para identificar tendencias, fijar la atención sobre cuestiones particulares e incluso establecer prioridades políticas o de la sociedad civil en el ámbito de la desinformación. A pesar de lo indicado anteriormente, el índice tendrá poco valor si no va acompañado del análisis que se ha llevado a cabo en los bloques anteriores.


    

    Análisis comparativo


    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            MEDIDA/PAÍS-UE

          

          	
            COMUNES A UE Y RECOMENDADAS

          

          	
            ALEMANIA

          

          	
            ESTONIA

          

          	
            FRANCIA

          

          	
            ITALIA

          

          	
            UK

          

          	
            SUECIA

          
        

      

      
        
          	
            Reconocimiento del problema

          

          	

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Organismo regulador del contenido online

          

          	
            XXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            Estructura dedicada

          

          	
            XXX

          

          	

          	
            X

          

          	

          	

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Código de buenas prácticas editoriales y deontológicas

          

          	
            XXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            Regulación de los medios de comunicación de masas

          

          	
            XXX

          

          	
            X

          

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA Propiedad de la información y patrocinio

          

          	
            XXXX

          

          	

          	

          	
            X

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA


            Proceso periodístico

          

          	
            XXXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA Verificación de la información

          

          	
            XX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA Políticas educativas

          

          	
            XXXX

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA Todas las edades

          

          	
            XXXX

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA


            Periodistas

          

          	
            XXX

          

          	

          	
            X

          

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO Usuarios

          

          	
            XXXX

          

          	

          	

          	
            X

          

          	
            X

          

          	

          	
            X

          
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO Periodistas

          

          	
            XX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
            X

          
        


        
          	
            DETECCIÓN-ANÁLISIS Participación en COE

          

          	
            XXX

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            DETECCIÓN-ANÁLISIS Sistema de Alerta

          

          	
            XXX

          

          	

          	
            X

          

          	

          	

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Avance en STRATCOM

          

          	
            XXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            SECTOR PRIVADO


            Código de buenas prácticas

          

          	
            XXXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            SECTOR PRIVADO


            Control de medidas

          

          	
            XX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            CONCIENCIACIÓN Y RESILIENCIA DE LA SOCIEDAD Campañas divulgativas

          

          	
            XX

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Apoyo a centros de pensamiento y verificadores

          

          	
            XXX

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          

          	
            X

          
        


        
          	
            Sancionar las derivas mediáticas e incumplimientos de código, e injerencia grave.

          

          	
            XX

          

          	

          	

          	
            X

          

          	
            X

          

          	

          	
        


        
          	
            Impuestos a empresas tecnológicas para pagar regulación.

          

          	
            X

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            Introducir en código penal, la influencia electoral externa

          

          	
            X

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            Compartir información entre plataformas digitales, gobierno, verificadores etc.

          

          	
            XXX

          

          	

          	

          	

          	

          	

          	
        

      
    


    Tabla 2. Análisis comparativo de países y recomendaciones. Elaboración propia.


    



    En la comparación anterior se han tomado las medidas extraídas del cuarto bloque, así como otras distintas adoptadas por los países analizados en el segundo bloque. En la segunda columna se recogen en forma de X los resultados comparativos del cuarto bloque en función del número de informes que contemplaban esas medidas. En las columnas relativas a los países estudiados se han marcado aquellas medidas recogidas en el análisis llevado a cabo en el segundo bloque.


    En azul oscuro se han marcado las líneas que contienen una medida que ha sido adoptada/recomendada por más de seis países/organizaciones y en azul claro las comunes a 3 o más países/organizaciones y menos de seis. Para el desarrollo del índice se utilizarán las medidas azules. En este punto hay que tener en cuenta que, si bien hay medidas solo contempladas por la UE y los informes analizados, estas recomendaciones son recientes, algunas difíciles de implementar y otras se enmarcan en el entorno global de la UE y todavía no han sido adoptadas por los países.


    

    Construcción del índice de defensa ante la desinformación


    Marco teórico (paso 1)


    Definición


    El índice de defensa ante la desinformación trata de medir la capacidad de un país de enfrentarse a la desinformación proveniente de actores estatales u otros, a través de las medidas gubernamentales y civiles desarrolladas para afrontar este problema. Aunque este índice nos proporciona un valor cuantificable, se considera cualitativo por el método de investigación utilizado para su desarrollo97.


    



    Dimensiones del índice


    Para poder abordar este índice y debido a su complejidad, se divide en las siguientes dimensiones que se derivan de los análisis realizados en los bloques II, III y IV, así como en el punto precedente de este bloque:


    
      	Reconocimiento del problema.


      	Regulación.


      	Transparencia.


      	Alfabetización mediática.


      	Empoderamiento de usuarios.


      	Detección y análisis.


      	Concienciación y resiliencia de la sociedad.

    


    

    Definición de variables/indicadores por dimensión (paso 2)


    Dentro de las dimensiones anteriores se establecen las variables que se desarrollan en los puntos siguientes y que permiten medir cada una de las dimensiones consideradas. La escala utilizada para las variables se sitúa entre 0 y 5 puntos, donde cero representa la puntuación más baja y 5 la más alta en relación con la variable medida. La asignación de puntuación se desprende de las valoraciones que se extraen de los análisis efectuados de los informes de recomendaciones.


    



    Reconocimiento del problema


    Nivel normativo donde se recoge este problema. Establece la medida en que un país es consciente del problema que plantea la desinformación. Se medirá en función del nivel más alto de jerarquía normativa donde se haga patente este problema.


    Nivel de concienciación de la sociedad ante la desinformación. Mide el nivel en que la sociedad es consciente del problema que supone la desinformación. Para su medida se utilizarán los datos aportados por la estadística «Fake News and Disinformation» llevada a cabo por la UE (Flash Eurobarometer 464) cuya escala está comprendida entre 0 y 100, siendo 100 el nivel superior de concienciación. Se tomará la suma de las contestaciones «Yes, definitely» y «Yes, to some extent»98.


    



    [image: ]


    



    Regulación existente


    Existencia de un organismo regulador del contenido online. Mide la existencia de un organismo encargado de regular el contenido online y establece distinción entre si este organismo es independiente o dependiente del gobierno.


    Existencia de una institución estatal responsable en materia de desinformación. Esta variable tendrá en cuenta la existencia de una institución dentro del Estado que sea responsable directa en lo referente a la desinformación y su exclusividad.


    Aplicación de un código editorial y deontológico a la generación de información. Esta variable mide la existencia de un código editorial y deontológico que se aplique a todos los medios que difunden información y si su uso es obligatorio o voluntario.


    Regulación de los medios de comunicación de masas (MCM) y el contenido online. Mide la existencia de regulación referente a los MCM y la difusión de información online, su exclusividad y la inclusión de la desinformación dentro de esta regulación.


    Procedimiento sancionador. Mide la existencia dentro de la normativa relativa a la desinformación, de la posibilidad de aplicar sanciones administrativas y/o penales (en función de la gravedad y su trascendencia) tanto a los autores como a las plataformas que faciliten su difusión.


    Transparencia. Mide la existencia dentro de la normativa relativa a la difusión de información online de fórmulas que obliguen a las plataformas de noticias a incluir al propietario de la información y sus patrocinadores en lo que respecta a los anuncios o informaciones patrocinadas que se incluyen en sus canales informativos.


    



    Transparencia editorial


    Número de medios de información online registrados que utilizan indicadores de confianza reconocidos99. Mide la proporción de medios digitales adheridos a indicadores de confianza reconocidos.


    Número de medios de información online registrados que utilizan libros de estilo y de edición accesibles a los usuarios100. Mide la proporción de medios digitales que utilizan libros o manuales de estilo y edición y su accesibilidad por parte de los usuarios.


    



    Alfabetización mediática


    Media Literacy Index101. Es un índice desarrollado por el Open Society Institute Sofia102 que mide la resiliencia potencial de treinta y cinco países europeos al fenómeno de la posverdad y las fake news por medio de indicadores «educativos» y de «confianza interpersonal». El índice utiliza una escala de 0 a 100, donde 0 indica nada resiliente y 100 una total resiliencia.


    Implantación del pensamiento crítico y la desinformación en el sistema educativo. Mide la existencia de asignaturas y contenidos obligatorios referentes al desarrollo del pensamiento crítico y la desinformación dentro de los currículos de la educación obligatoria y universitaria.


    Campañas de divulgación. Mide los esfuerzos de alfabetización por medio de campañas divulgativas del fenómeno de la desinformación y las formas de defensa.


    Alfabetización mediática de periodistas. Mide la incorporación dentro de los currículos del grado de periodismo, de asignaturas relativas a la desinformación, sus efectos, su reconocimiento y las formas de lucha.


    



    Empoderamiento


    Herramientas online para el empoderamiento de los usuarios. Mide la existencia de herramientas online que permitan al usuario defenderse ante intentos de desinformación.


    Herramientas de empoderamiento de periodistas. Mide la inclusión dentro de los manuales de estilo y edición de periódicos online y plataformas difusoras de información del uso de herramientas que permitan detectar la desinformación.


    



    Detección y análisis


    Sistema de alerta. Mide la existencia de un sistema de alerta y análisis de la desinformación en línea y su capacidad de operación en el tiempo.


    Participación en COE. Mide la participación de un país en los centros de excelencia relacionados con la desinformación (EEAS East Stratcom Team, Hybrid COE y Nato Stratcom COE).


    Verificadores. Mide la existencia de verificadores de contenido y su adherencia a códigos deontológicos contrastados.


    

    Normalización (paso 5)


    La normalización de los indicadores se realizará por medio del método Min-Max103, que solo es necesario aplicarlo al caso del nivel de concienciación de la sociedad y al «Media Literacy Index» cuyas escalas están comprendidas entre 0 y 100, ya que el resto de las variables cuentan con una escala entre 0 y 5.


    

    Ponderación (paso 6)


    Para aplicar valores de ponderación sería necesario contar con un criterio de importancia o de influencia de los determinados indicadores en la variable que queremos medir, que debería estar basado en el impacto que cada uno de los indicadores tiene sobre esta variable.


    Debido a la reciente aplicación de gran parte de las medidas adoptadas en este ámbito, no existen cuantificaciones de ese impacto, salvo en el caso de la alfabetización mediática, gracias a un proyecto llevado a cabo sobre 15.000 personas entre 2015 y 2016 en Ucrania, que desprendió un aumento considerable de la resiliencia de estas personas ante la desinformación después de realizar un proceso dedicado de alfabetización mediática104. Por ello, a este indicador se le otorgará un peso superior, mientras que el resto se considerarán de igual peso, ante la falta de análisis de impacto.


    La ponderación de las variables de cada indicador se realiza en función de la mayor o menor importancia que los diferentes estudios otorgan a estas variables, aunque solo se aplica distinción en aquellos casos sobresalientes.


    

    Valoración de resultados


    Para la valoración de los resultados se divide la escala en cuatro rangos que reflejan la mayor o menor capacidad de un país para defenderse ante la desinformación, de tal forma que:


    
      	Con puntuaciones entre 0 y 1,09, el país estará muy débilmente capacitado (rojo).


      	Entre 1,1 y 2,09 el país estará deficientemente capacitado (naranja).


      	Entre 2,1 y 3,09 estará moderadamente capacitado (amarillo).


      	Entre 3,1 y 4,09 estará convenientemente capacitado (verde claro).


      	Entre 4,1 y 5 estará totalmente capacitado (verde oscuro).

    


    

    Resumen del índice


    Índice de defensa ante la desinformación


    [image: ]


    



    Índice de defensa ante la desinformación


    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            PESO VARIABLES

          

          	
            ESCALA VARIABLES

          

          	
            PESO DIMENSIÓN

          

          	
            ESCALA DIMENSIÓN

          
        


        
          	
            RECONOCIMIENTO DEL PROBLEMA

          

          	

          	

          	
            16

          

          	
            0-5

          
        


        
          	
            NIVEL DOCTRINAL

          

          	
            50

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            CONCIENCIACIÓN DE LA SOCIEDAD

          

          	
            50

          

          	
            0-100 normalizado a 0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            REGULACIÓN EXISTENTE

          

          	

          	

          	
            16

          

          	
            0-5

          
        


        
          	
            ORGANISMO REGULADOR

          

          	
            16

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            RESPONSABLE EN MATERIA DE DESINFORMACIÓN

          

          	
            16

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            CÓDIGO EDITORIAL Y DEONTOLÓGICO

          

          	
            20

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            REGULACIÓN RS Y CONTENIDO ONLINE

          

          	
            16

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

          

          	
            16

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA EN PATROCINIO

          

          	
            16

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA EDITORIAL

          

          	

          	

          	
            16

          

          	
            0-5

          
        


        
          	
            ADHERENCIA A INDICADORES

          

          	
            50

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            ADHERENCIA A MANUALES DE ESTILO Y EDICIÓN

          

          	
            50

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA

          

          	

          	

          	
            20

          

          	
        


        
          	
            MEDIA LITERACY INDEX

          

          	
            25

          

          	
            0-100 normalizado a 0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            IMPLANTACIÓN EN SISTEMA EDUCATIVO

          

          	
            25

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            CAMPAÑAS DIVULGATIVAS

          

          	
            25

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA DE PERIODISTAS

          

          	
            25

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO

          

          	

          	

          	
            16

          

          	
        


        
          	
            HERRAMIENTAS PARA USUARIOS

          

          	
            50

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            HERRAMIENTAS PARA PERIODISTAS

          

          	
            50

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            DETECCIÓN Y ANÁLISIS

          

          	

          	

          	
            16

          

          	
            0-5

          
        


        
          	
            SISTEMA DE ALERTA

          

          	
            40

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            PARTICIPACIÓN EN COE

          

          	
            30

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        


        
          	
            VERIFICADORES

          

          	
            30

          

          	
            0-5

          

          	

          	
        

      
    


    Tabla 3. Elementos y valores del «Índice de defensa ante la desinformación». Elaboración propia.


    

    España ante la desinformación


    Introducción


    En este bloque se analizarán las medidas adoptadas por España ante la desinformación en las dimensiones que permitan la aplicación del índice generado en el bloque anterior, para comprobar la capacidad de defensa de España ante la desinformación. También se analizarán aquellas otras medidas que hayan sido adoptadas y que no se encuentren dentro de las computables en el índice, por si resulta necesaria o conveniente su inclusión.


    

    Medidas ante la desinformación


    Reconocimiento del problema


    España refleja en su Estrategia de Seguridad Nacional 2017 la preocupación por el fenómeno de la desinformación y la necesidad de limitar sus efectos.


    



    « […] En gran medida, la tecnología ha premiado la interconectividad en detrimento de la seguridad. Así, actos como el robo, uso y difusión de la información y datos sensibles y acciones hostiles que incluyen actividades de desinformación e interferencias en procesos electorales representan hoy un desafío de grandes dimensiones tanto en lo que respecta a los Gobiernos como a los ciudadanos105».


    



    Sin embargo, fue durante el intento de referéndum en Cataluña el uno de octubre de 2017, cuando tanto la sociedad como el Gobierno despertaron al fenómeno de la desinformación, con la multiplicación de las noticias referentes al referéndum que provenían de cuentas automáticas (bots) y que apoyaban una visión distorsionada o falsa de los acontecimientos106.


    Tanto la investigadora del Real Instituto Elcano, Mira Milosevich, en su análisis «La combinación, instrumento de la guerra de la información de Rusia en Cataluña» 107, como el periodista de ABC, David Alandete, en su libro Fake news. La nueva arma de destrucción masiva108 establecen vínculos entre esta campaña de desinformación y la Federación de Rusia, lo que da una idea de la magnitud del problema.


    Este hecho propició en noviembre de 2017 la aprobación en el Congreso de los Diputados de una proposición no de ley relativa al refuerzo de las capacidades dedicadas a la lucha contra las acciones de desinformación para su debate en la Comisión Mixta de Seguridad Nacional, instando al Gobierno a la evaluación de los instrumentos de comunicación estratégica de España, al objeto de su refuerzo109.


    El pasado 28 de febrero (2019) la Comisión Mixta de Seguridad Nacional aprobaba por unanimidad el informe en el que venían trabajando, donde se incluía la importancia de crear una cultura de ciberseguridad en toda la sociedad para concienciar sobre los peligros que se esconden en la red, sobre todo en los sectores más vulnerables, como los niños y los mayores. Además, señalaba la necesidad de hacer a la sociedad «mucho más resiliente» ante los ataques malintencionados de las campañas de desinformación110.


    En el Consejo de Seguridad Nacional convocado por el presidente del Gobierno el 15 de marzo se aprobaba el «Procedimiento de actuación contra la desinformación», que incluía algunas de las medidas requeridas por la UE en el «Plan de acción contra la desinformación» (que se desarrolló en el tercer bloque). En esta misma reunión se aprobaba el Informe Anual de Seguridad Nacional 2018, donde se constataba la tendencia de un mayor uso del ciberespacio para acciones de desinformación y propaganda y la necesaria implicación del Gobierno en el análisis de la información, desinformación y la política informativa111.


    En lo que respecta a la concienciación de la sociedad ante el problema de la desinformación, según el eurobarómetro sobre fake news y desinformación realizado en el año 2018 por la UE, el 51 por ciento de la muestra en España consideraba firmemente que la desinformación constituía un problema en España y otro 37 por ciento que era un problema limitado112.


    

    Medidas en la dimensión de la regulación


    Hasta la fecha no se han adoptado medidas regulatorias en el ámbito de la desinformación y tampoco se extraen del informe de la Comisión Mixta de Seguridad Nacional113 ni de los acuerdos del Consejo de Seguridad Nacional recomendaciones para la adopción de medidas regulatorias o establecimiento de organismos reguladores en este ámbito.


    Sin embargo, sí que se establece la Secretaría de Estado de Comunicación como el organismo estatal responsable en materia de desinformación y punto de contacto para la UE en este ámbito114.


    

    Medidas en la dimensión de la transparencia


    De más de 50 periódicos digitales registrados en España, solo dos de los que cuentan con una mayor audiencia115 están adscritos a alguna iniciativa de indicadores de confianza periodística como puede ser «The Trust Proyect». En este caso son los periódicos El Mundo y El País que ocupan los puestos uno y dos respectivamente en el ranking de mayor audiencia digital de 2018.


    En lo que se refiere a manuales de estilo y editoriales en España, existen varios medios informativos presentes en el universo online que cuentan con ellos, entre los que podemos citar la agencia EFE, los diarios El País, La Vanguardia, ABC, El Mundo, La Voz de Galicia y las cadenas RTVE y Canal Sur. De todos ellos, se encuentran disponibles de forma gratuita para los usuarios el manual de La Voz de Galicia, El Mundo, RTVE y Canal Sur116.


    

    Medidas en la dimensión de la alfabetización mediática


    En esta dimensión no se han llevado a cabo actuaciones sólidas que nos permitan vislumbrar un avance en este aspecto. Aunque el informe de la Comisión Mixta de Seguridad Nacional establece la necesidad de avanzar en la resiliencia de la sociedad ante la desinformación y fomentar el sentido crítico117, no se han recomendado medidas concretas a nivel educativo.


    En el contexto de los próximos procesos electorales, tanto nacionales como europeos, Google ha llevado a cabo una serie de sesiones informativas para cargos políticos y periodistas con objeto de mostrarles las posibilidades de su plataforma en la verificación de información y que los partidos políticos sean capaces de luchar por sí mismos contra los bulos que se ciernan sobre ellos118.


    Dentro del plano de la concienciación y la resiliencia de la sociedad, el Centro Criptológico Nacional (CCN) publicó en febrero de este año el Informe de Buenas Prácticas BP/13. Desinformación en el ciberespacio, con el que pretende dar a conocer los elementos de la desinformación y las herramientas necesarias para que los ciudadanos puedan enfrentarse a este fenómeno con mayor probabilidad de éxito119.


    En lo que respecta a la alfabetización mediática de los periodistas, si bien se están dando pasos en las editoriales de los medios informativos, con cursos y seminarios al respecto, no existen asignaturas obligatorias ni optativas dentro del grado de periodismo relativas a la desinformación, que debería ser el primer paso para abordar la formación en esta área de los futuros periodistas.


    

    Medidas en la dimensión del empoderamiento de los usuarios y periodistas


    No existen herramientas públicas que permitan a los usuarios denunciar los posibles intentos de desinformación ante el organismo responsable.


    En el ámbito no gubernamental, existen algunas iniciativas que pueden dar la capacidad a los usuarios de mejorar su resiliencia ante la desinformación, entre ellas se puede destacar «El mapa de transparencia de la información» desarrollado por el diario Público, una herramienta que muestra el valor de ocho indicadores de calidad periodística sobre una noticia y permite al lector hacerse una idea de su confiabilidad120.


    También la web malditobulo.es permite el envío de informaciones sospechosas de ser falsas o manipuladas a través de la propia página web o de WhatsApp y cuenta con complementos para varios exploradores que permiten al usuario identificar webs poco fiables en la difusión de información121.


    En lo que respecta al empoderamiento de periodistas, si bien existen en la actualidad numerosas herramientas que permiten a los periodistas contrastar informaciones, depurar imágenes y videos122, etc., estas herramientas no son de uso ni recomendado ni obligatorio en los manuales de estilo y edición de los medios de información a los que se ha podido tener acceso.


    

    Medidas en la dimensión de la detección y análisis


    De acuerdo con las exigencias marcadas por el «Plan de Acción Europeo contra la Desinformación», España ha establecido como punto único de contacto en este ámbito ante la UE la Secretaría de Estado de Comunicación, que también ejerce de responsable nacional en esta parcela. Así mismo y cumpliendo con otra de las demandas de este plan, en el Consejo de Seguridad Nacional del 15 de marzo se aprobó el «Procedimiento de lucha contra la desinformación», por el cual se establece un sistema de alerta para la detección de campañas de desinformación que puedan afectar a la seguridad nacional123.


    Este sistema de alerta está coordinado por el DSN que cuenta con un equipo de lucha contra la desinformación y a su vez coordina estas labores de alerta con otros organismos relacionados como son; el Ministerio de Asuntos Exteriores, el Centro Nacional de Inteligencia (CNI), el Centro Nacional de Protección de Infraestructuras Críticas (CNPIC), la Secretaría de Estado de Avance Digital y el Departamento de Comunicación del Gabinete de la Presidencia del Gobierno.


    En el caso de los procesos electorales, el organismo responsable en materia de seguridad (física, ciber e información) es la Dirección General de Política Interior que trata la desinformación a través de la Secretaría de Estado de Comunicación, apoyada por el CNPIC124.


    En lo que respecta a la participación en COE, España forma parte, desde su creación en octubre del 2017, del Hybrid COE de Finlandia, pero no cuenta con expertos ni en el EEAS East Stratcom Team ni en el NATO Stratcom COE.


    En el terreno de la verificación, en España existen varias iniciativas de verificación, dentro de las cuales podemos destacar Malditobulo125 y Newtral126. La primera forma parte de la organización internacional de fact-checking en red (International Factchecking Network IFCN), mientras que la segunda no deja claro su pertenencia de forma global, si bien indica que parte de sus miembros forman parte de esta red.


    

    Aplicación del índice de defensa ante la desinformación al caso de España


    ÍNDICE DE DEFENSA ANTE LA DESINFORMACIÓN APLICADO A ESPAÑA


    
      
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            VALOR

          

          	
            PESO/VALOR VARIABLES

          

          	
            VALOR DIMENSIÓN

          

          	
            PESO/VALOR DIMENSIÓN

          

          	
            RESULTADO

          
        

      

      
        
          	
            RECONOCIMIENTO PROBLEMA

          

          	

          	

          	
            4,2

          

          	
            16/67,2

          

          	
        


        
          	
            NIVEL DOCTRINAL

          

          	
            4

          

          	
            50/200

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            CONCIENCIACIÓN DE LA SOCIEDAD

          

          	
            88

          

          	
            50/220

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            REGULACIÓN EXISTENTE

          

          	

          	

          	
            0,52

          

          	
            16/8,32

          

          	
        


        
          	
            ORGANISMO REGULADOR

          

          	
            0

          

          	
            16/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            RESPONSABLE EN MATERIA DE DESINFORMACIÓN

          

          	
            2

          

          	
            16/32

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            CÓDIGO EDITORIAL Y DEONTOLÓGICO

          

          	
            1

          

          	
            20/20

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            REGULACIÓN MCM Y CONTENIDO ONLINE

          

          	
            0

          

          	
            16/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

          

          	
            0

          

          	
            16/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA EN PATROCINIO

          

          	
            0

          

          	
            16/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            TRANSPARENCIA EDITORIAL

          

          	

          	

          	
            0,5

          

          	
            16/8

          

          	
        


        
          	
            ADHERENCIA A INDICADORES

          

          	
            0

          

          	
            50/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            ADHERENCIA A MANUALES DE ESTILO Y EDICIÓN

          

          	
            1

          

          	
            50/50

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA

          

          	

          	

          	
            1

          

          	
            20/20

          

          	
        


        
          	
            MEDIA LITERACY INDEX

          

          	
            3

          

          	
            25/75

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            IMPLANTACIÓN EN SISTEMA EDUCATIVO

          

          	
            0

          

          	
            25/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            CAMPAÑAS DIVULGATIVAS

          

          	
            1

          

          	
            25/25

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            ALFAB. PERIODISTAS

          

          	
            0

          

          	
            25/0

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            EMPODERAMIENTO

          

          	

          	

          	
            2,5

          

          	
            16/40

          

          	
        


        
          	
            HERRAMIENTAS PARA USUARIOS

          

          	
            3

          

          	
            50/150

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            HERRAMIENTAS PERIODISTAS

          

          	
            2

          

          	
            50/100

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            DETECCIÓN Y ANÁLISIS

          

          	

          	

          	
            2,6

          

          	
            16/41,6

          

          	
        


        
          	
            SISTEMA DE ALERTA

          

          	
            5

          

          	
            40/200

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            PARTICIPACIÓN EN COE

          

          	
            1

          

          	
            30/30

          

          	

          	

          	
        


        
          	
            VERIFICADORES

          

          	
            1

          

          	
            30/30

          

          	

          	

          	
        


        
          	

          	

          	

          	

          	
            RESULTADO

          

          	
            1,85 SOBRE 5

          
        

      
    


    Tabla 4. Aplicación del «Índice de defensa ante la desinformación» al caso de España. Elaboración propia.


    

    Aplicación del índice al resto de países de este estudio


    ÍNDICE DE DEFENSA ANTE LA DESINFORMACIÓN APLICADO A LOS PAÍSES DE ESTE ESTUDIO. VALORES POR DIMENSIONES


    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            RECONOCIMIENTO


            DEL PROBLEMA

          

          	
            REGULACIÓN


            EXISTENTE

          

          	
            TRANSPARENCIA EDITORIAL

          

          	
            ALFABETIZACIÓN MEDIÁTICA

          

          	
            EMPODERAMIENTO

          

          	
            DETECCIÓN Y


            ANÁLISIS

          

          	
            RESULTADO

          
        


        
          	
            ALEMANIA

          

          	
            4,1

          

          	
            1,48

          

          	
            0,5

          

          	
            1,52

          

          	
            2,5

          

          	
            1,2

          

          	
            1,868

          
        


        
          	
            ESTONIA

          

          	
            3,825

          

          	
            1

          

          	
            0,5

          

          	
            3,86

          

          	
            2,5

          

          	
            3,2

          

          	
            2,546

          
        


        
          	
            ESPAÑA

          

          	
            4,2

          

          	
            0,52

          

          	
            0,5

          

          	
            1

          

          	
            2,5

          

          	
            2,6

          

          	
            1,85

          
        


        
          	
            FRANCIA

          

          	
            4,125

          

          	
            2,28

          

          	
            0,5

          

          	
            2,7

          

          	
            2,5

          

          	
            1,8

          

          	
            2,332

          
        


        
          	
            ITALIA

          

          	
            4,25

          

          	
            1

          

          	
            0,5

          

          	
            2,625

          

          	
            3,5

          

          	
            1,2

          

          	
            2,197

          
        


        
          	
            REINO UNIDO

          

          	
            4,1

          

          	
            1

          

          	
            0,5

          

          	
            2,25

          

          	
            2,5

          

          	
            3,8

          

          	
            2,354

          
        


        
          	
            SUECIA

          

          	
            4,125

          

          	
            1

          

          	
            0,5

          

          	
            3,36

          

          	
            2,5

          

          	
            3,8

          

          	
            2,481

          
        

      
    


    Tabla 5. Aplicación del «Índice de defensa ante la desinformación» a los países incluidos en este estudio. Elaboración propia.


    



    



    [image: ]


    

    Conclusiones


    En el desarrollo de este trabajo, una vez establecido el marco conceptual, se han extraído las medidas adoptadas por seis países de nuestro entorno, seleccionados sobre la base de su estimado avance en materia de lucha contra la desinformación. Posteriormente, se han estudiado las recomendaciones de la UE, así como otros informes recientes estatales y de centros de pensamiento, que han permitido derivar una serie de medidas requeridas para protegerse ante este fenómeno. Se han obtenido las medidas comunes, que convenientemente distribuidas en dimensiones y traducidas a variables, han permitido inducir un índice complejo que permite medir la protección de un país europeo ante la desinformación.


    La aplicación del «Índice de defensa ante la desinformación» al caso de España revela un resultado de 1,85 puntos sobre 5, lo cual denota una capacidad de defensa ante la desinformación «deficiente», que permite concluir la necesidad de avanzar en este ámbito transcendental.


    De la aplicación del índice al resto de países incluidos en este trabajo con puntuaciones que no superan los tres puntos sobre cinco, se puede desprender que actualmente los países analizados tampoco se encuentran en las mejores condiciones para hacer frente a la desinformación, si bien alguno de ellos como es el caso de Suecia y Estonia sobresalen del resto encontrándose por encima de la media.


    El índice construido se ha basado en medidas cuya recomendación es muy reciente y que los países han tenido poco tiempo para aplicar, en el caso de tener interés en ello, y que explicaría las bajas puntuaciones. Además, las medidas contenidas en el índice no tienen por qué ser las mejores, ya que su efectividad no se ha comprobado empíricamente y será el tiempo el que nos permita verificar si la elección, aunque realizada según métodos científicos, ha sido la adecuada.


    Del análisis de las dimensiones contempladas en el índice y la puntuación alcanzada, podemos deducir ciertas carencias que sería necesario abordar, tanto por el Estado como por la sociedad civil, en aras de conseguir una mayor resiliencia ante la desinformación.


    En el aspecto del reconocimiento del problema por parte del Estado, España cuenta con un sobresaliente al encontrarse contenido este reconocimiento en la Estrategia de Seguridad Nacional 2017, documento de alto nivel que constituye el marco de referencia de la política de seguridad nacional. En esta estrategia se incluyen los desafíos a los que España tendrá que enfrentarse en el futuro próximo y otros que ya se han materializado. Así mismo, la concienciación de la sociedad ante el desafío que presenta la desinformación también es meritorio, superando el ochenta por ciento en la encuesta llevada a cabo por la UE en marzo de 2018.


    En lo que se refiere a la parcela normativa, estamos muy lejos de aprobar y es quizás el aspecto donde más se debe avanzar, si es que existe voluntad política para ello. La corriente sostenida por la Unión Europa apoya la autorregulación en materia de desinformación y así mismo actúan algunos países, pero según hemos podido comprobar en los bloques precedentes, existen estudios, recomendaciones y medidas adoptadas que abalan la necesidad de la regulación por parte del Estado o la co-regulación entre el Estado y la sociedad civil en este ámbito.


    La UE ha sustituido la regulación por un «Código de Buenas Prácticas» voluntario al que se han adherido las principales plataformas de contenido online y agencias de publicidad. Sin embargo, después de analizar los primeros resultados de aplicación de este código, incluso la UE se plantea la posibilidad de la regulación. Por otro lado, se ha cargado con una gran responsabilidad a las redes sociales y plataformas de contenido que, en algunos casos, como es el de Facebook, reclaman una responsabilidad compartida con el Estado a la hora de actuar contra la desinformación y evitar la censura preventiva.


    La primera figura que se hace necesaria en el ámbito de la regulación es la de un organismo estatal que cuente con la responsabilidad en materia de desinformación. Si bien la Estrategia de Seguridad Nacional ya establecía la desinformación como una amenaza en diciembre de 2017, no ha sido hasta el Consejo de Seguridad Nacional del 15 de marzo de 2019 cuando se ha definido esta responsabilidad, que en este caso ha recaído sobre la Secretaría de Estado de Comunicación. Esta indefinición previa ha dificultado el avance en esta materia y propiciado la aparición de iniciativas débiles e inconexas por parte de determinados actores actuando de motu proprio.


    Otro de los elementos de aparente importancia en el aspecto de la desinformación y con el que no cuenta España es el «Organismo Regulador», el cual aparece incluido en gran parte de los informes sobre este asunto, aunque su adopción por parte de los Estados para los medios de comunicación de masas y el contenido online es todavía residual. La mayoría de las recomendaciones optan por un organismo independiente, al estilo del Consejo Superior Audiovisual de Francia o la Oficina de Comunicaciones (OFCOM) de Reino Unido, que asegure la imparcialidad y que permita a los consumidores de contenido online defenderse ante campañas de desinformación.


    Una vez que se cuenta con los elementos anteriores, se hace imprescindible una normativa en la que puedan basar sus actuaciones todas las partes, para que las soluciones adoptadas no caigan en la arbitrariedad o voluntariedad. La normativa que más se acerca a la regulación en materia de desinformación es la «Audiovisual Media Services Directive» (AVMSD) de la UE, que España está pendiente de transponer a su normativa interna. Sin embargo, esta normativa, aunque incluye las redes sociales y medios de información en línea, solo cubre el aspecto de la comunicación visual y no contempla la desinformación como tal, sino la incitación al odio, al terrorismo o la violencia. Por ello, aun cuando España finalice su transposición, salvo que se amplíe su alcance, continuará existiendo un vacío normativo en esta parcela que es necesario cubrir.


    Continuando con la regulación, existen diversas iniciativas adoptadas por algunos países para la sanción de actitudes de desinformación. Dentro de estas iniciativas podemos citar a Alemania y Reino Unido donde las sanciones varían desde las puramente administrativas hasta las que incluyen penas de prisión, y tanto unas como otras han sido muy controvertidas por incitar a la censura previa por parte de las redes sociales o los distribuidores de información. Por otro lado, la experiencia del código de buenas prácticas, donde aun habiéndose adherido ciertas compañías importantes, su cumplimiento es limitado y la posibilidad de presión para la adherencia al código es escasa, denotan la necesidad reflejada en varios de los informes de recomendaciones de contar con esta capacidad coercitiva a través de la imposición de sanciones. En España no existe esa posibilidad por lo que se debe avanzar en este sentido para dotar al organismo regulador o al organismo responsable de una herramienta de presión para el cumplimiento de las normas que se desarrollen.


    En la perspectiva normativa de la transparencia, de los informes analizados se extrae la necesidad de incluir dentro de la normativa la identificación de los patrocinadores de la información y a sus propietarios como medida para desincentivar las campañas de desinformación tanto internas como externas y este aspecto se hace especialmente significativo durante los periodos electorales. Actualmente en España no existe normativa alguna que obligue en este aspecto, por lo que también se deberá progresar en este ámbito.


    Continuando con la transparencia editorial, del análisis elaborado en los bloques precedentes se desprende la necesidad de que aquellos medios que difunden información en línea cuenten con un código editorial y deontológico que respalde su proceso periodístico, y además, que este código sea preferentemente universal y verificado por alguna entidad o proyecto reconocido que permita dar uniformidad. Por otro lado, será necesario contar con un número elevado de medios adheridos a este código para asegurar la pluralidad de medios difusores de información «confiables». Actualmente, el proyecto que parece ser más serio en este aspecto es «The Trust Proyect», al que se encuentran adheridos más de 120 medios de todo el mundo, dos de ellos españoles.


    También en el ámbito de la transparencia editorial, otro de los elementos que se vislumbra de gran importancia son los manuales de estilo y edición, cuyo uso riguroso por parte de los medios generadores de información dotaría a los periodistas de una mayor credibilidad. Por otra parte, la accesibilidad a estos manuales de los usuarios permitiría darles a conocer las bases del proceso periodístico y aumentar su confianza. Actualmente en España existen algunos medios que cuentan con estos manuales, pero la mayoría no están accesibles al público de forma gratuita.


    Uno de los aspectos donde no parece existir discrepancia alguna, es en la necesidad de preparar a la sociedad para que sea resiliente ante la desinformación a través de la alfabetización mediática. Dentro de esta parcela es necesario distinguir entre la alfabetización que es posible realizar dentro de la educación obligatoria y superior y aquella que es necesaria para el resto de la sociedad. Esta es la parcela que España tiene más descuidada debido principalmente a la dificultad de adoptar medidas consensuadas y aplicables en todo el país. Por ello, la única iniciativa que se ha desarrollado en este ámbito ha sido un informe del CNI en el que se detalla un decálogo de medidas a adoptar de forma individual por los ciudadanos para protegerse ante la desinformación, pero cuya difusión y calado se aprecia muy limitado e insuficiente en este aspecto primordial.


    En lo que respecta al empoderamiento de los usuarios, se hace imprescindible que estos cuenten con herramientas que les permitan dirigirse de forma sencilla a los organismos responsables en materia de desinformación, para poner en su conocimiento posibles prácticas en este sentido. Además, sería necesario que también cuenten con instrumentos que les faculten para distinguir aquellas informaciones que son poco confiables y que se les dote de la oportunidad de elegir entre informaciones distintas relacionadas con un mismo hecho. Actualmente en España hay algunas iniciativas del sector civil, a través de verificadores, que permiten denunciar para su estudio posibles intentos de desinformación, pero no existe una vía de denuncia ante el organismo responsable, entre otras cosas porque tampoco está regulado este ámbito. En lo que respecta a las otras herramientas citadas, aunque las redes sociales y los principales motores de búsqueda están avanzando en el cumplimiento del código de buenas prácticas, todavía las herramientas desarrolladas están en una fase embrionaria.


    Pasando al aspecto de la detección y análisis, si se quiere contar con una capacidad de respuesta que faculte al Estado para frenar la difusión de desinformación en sus primeras fases, será necesario disponer de un equipo que monitorice el contenido online en tiempo real. Por otro lado, la participación de los Estados en los centros de excelencia relacionados con la desinformación, se aprecia de gran importancia para la detección de campañas de desinformación y el avance del estudio en esta parcela.


    El tercer pilar en la detección y análisis lo constituyen los verificadores de contenido, elemento esencial que dota a la ciudadanía de la posibilidad de contrastar la información y de medir su grado de veracidad. Para que este mecanismo sea realmente eficaz, es imperativo que cumpla, al igual que se proponía para los difusores de información, con un código deontológico contrastado y que exista un amplio número de estos verificadores para evitar el monopolio en la verificación. La Red Internacional de Verificación (IFCN) parece ser hasta el momento una de las mejores opciones para garantizar la homogeneidad y unidad de criterio entre los verificadores.


    En el aspecto de la detección y análisis, España acaba de poner en marcha un sistema de alerta coordinado por el Departamento de Seguridad Nacional donde participan elementos de varios ministerios, pero enfocado únicamente a aquellas campañas de desinformación que puedan suponer una amenaza para la seguridad nacional, dejando aquellas de menor importancia en manos de los instrumentos civiles. En lo que respecta a la participación en los centros de excelencia, España solo se integra en uno de los tres centros significativos en esta área, por lo que sería conveniente su participación en los otros dos como muestra de implicación y también para favorecer el intercambio de información y experiencias. Continuando en la parcela de verificación, en España existen dos verificadores de contenido adheridos de una forma u otra a la Red Internacional de Verificación, pero es necesario contar con un mayor número de ellos para evitar el duopolio.


    Como se ha podido constatar en el trabajo desarrollado, «a España le resta un largo camino por recorrer en materia de desinformación».



    




  
    

    

    

    

    Capítulo segundo


    El oficial de información pública y la comunicación estratégica en las operaciones


    Carlos Cordón Castosa


    Resumen


    La comunicación pública en los conflictos ha adquirido una gran relevancia en la última década debido a la rápida evolución de las nuevas tecnologías. Asimismo, la opinión pública se ve fuertemente condicionada en los hogares españoles por la información que reciben a diario. Lograr que los objetivos de Comunicación Estratégica de la Defensa sean transmitidos de la manera adecuada por parte del contingente desplegado es pues un tema fundamental a tener en consideración. La figura del oficial de información pública es primordial en esta labor. Es un nexo imprescindible entre las operaciones en el exterior y la sociedad española.


    Se analizará la situación actual de la Comunicación Estratégica de la Defensa y de la Comunicación Pública en las operaciones en el exterior españolas, así como las condiciones en que nuestros oficiales de información pública desplegados en la actualidad están trabajando. Esto permitirá identificar diversos factores que dificultan que la comunicación pública no se efectúe con la eficacia que cabría esperar.


    Palabras clave


    Conflicto armado, operación militar, opinión pública, medios sociales, medios de comunicación de masas.


    The Public Affairs Officer and the strategic communication in operations


    Abstract


    Public communication in conflicts has acquired great relevance in the last decade due to the rapid evolution of new technologies. Moreover, public opinion is strongly conditioned in Spanish households by the information they receive daily. Getting the Defense Strategic Communication objectives to be transmitted in an appropriate manner by the deployed force is therefore a fundamental issue to be considered. The figure of the Public Affairs Officer becomes key in achieving this goal. It is an essential link between operations abroad and Spanish society.


    The current situation of the Strategic Communication of the Defense and the Public Communication in the Spanish operations abroad will be analyzed besides the conditions in which our Public Affairs Officers currently deployed are working. This will allow to identify several factors that hampers the Public Communication to be carried out with the efficiency that would be expected.


    Keywords
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    Introducción


    Las Fuerzas Armadas (FAS) deben esforzarse en mejorar su imagen de cara a la sociedad civil para que esta pueda valorar y apreciar las actividades que realizan.


    Las FAS demuestran al máximo su nivel de preparación y profesionalidad cuando se encuentran desplegadas en una misión fuera del territorio nacional. Actualmente, las FAS españolas están participando en un total de 17 misiones en el exterior1.


    Es en estos escenarios donde tienen lugar un mayor número de acontecimientos que pueden suscitar gran interés en los medios de comunicación social (MCS). El impacto de estos eventos en la opinión pública puede ser impredecible si no se gestiona de la manera correcta, afectando a la imagen institucional de las FAS.


    Así, la opinión pública, los MCS y las redes sociales (RRSS) juegan un papel fundamental en los conflictos actuales. El éxito o el fracaso de una operación en el exterior dependerán, en gran medida, de cómo sea percibida por la sociedad española. De nada sirve el esfuerzo del personal de las FAS si su labor no es conocida, comprendida y apoyada por la sociedad.


    Así, los teatros de operaciones requieren la presencia de un comunicador bien formado, con capacidad para divulgar los objetivos de la misión, tanto entre sus conciudadanos, como entre los habitantes del país donde se despliegan las tropas2.


    En las FAS, la figura del «comunicador» desplegado en la zona de operaciones (ZO) la ejerce el oficial de información pública (en adelante PAO)3.


    A través del PAO se muestra a la sociedad el trabajo que se está llevando a cabo por parte de las tropas españolas en una determinada misión en el exterior. La información que transmita tendrá pues un impacto en el apoyo del ciudadano a la misión.


    El PAO se convierte así en un elemento esencial para llevar a cabo la Comunicación Estratégica (en adelante StratCom)4 de la Defensa.


    En España, se define la StratCom como «La integración de todas las funciones y capacidades de comunicación –civiles y militares– con otras actividades, con la finalidad de comprender y determinar el entorno de la información, e informar, influir o persuadir en las audiencias identificadas para lograr los objetivos nacionales de defensa»5.


    El presente artículo analiza cómo se desarrolla la StratCom en las FAS y cómo es el flujo de información desde que el PAO de la operación en el exterior emite la noticia hasta que es publicada en los MCS o en las RRSS en España. El objetivo principal es conocer cómo se lleva a cabo la comunicación pública de las operaciones en el exterior, para valorar si contribuye de una manera adecuada a la StratCom de las FAS. Para ello, se estudiarán los diferentes factores que afectan a la comunicación pública de las operaciones en el exterior y se analizarán, a través de una encuesta, las condiciones reales en las que los PAO de las operaciones en el exterior realizan sus funciones.


    

    La Comunicación Estratégica


    El inicio de la StratCom


    Una frase ampliamente extendida en el ámbito periodístico es esa de «lo que no se cuenta no existe». La comunicación se ha convertido así en una prioridad para cualquier organización y, por ende, para las FAS.


    En el caso de las operaciones militares en el exterior, una errónea StratCom puede tener un impacto muy negativo, tal y como se demostró en la segunda guerra del Golfo.


    Al inicio de la guerra de Afganistán, en un momento en el que la estrategia de los bombardeos no producía avances y la prensa norteamericana empezaba a hablar de Vietnam, el presidente Bush abrió la reunión del Consejo de Seguridad Nacional con esta afirmación: «Estamos perdiendo la guerra de las relaciones públicas. No reconocen lo que estamos haciendo en Afganistán»6.


    La llegada del general McChrystal a Afganistán cambió el enfoque que se venía dando a la operación, convirtiendo a la StratCom en un pilar fundamental del éxito de la misma. En palabras de McChrystal «todo es una guerra de percepciones. Todo está en la mente de los participantes»7. En agosto de 2009, McChrystal realizó un informe de Afganistán dedicando un anexo completo a la StratCom, integrándola como parte fundamental del planeamiento de las operaciones.


    En el año 2010 se realizó un estudio en EE. UU. y cinco de sus países aliados más importantes (Reino Unido, Francia, Alemania, Canadá y Australia) donde se demostraba que la principal razón por la que la guerra de Afganistán había perdido su apoyo en las poblaciones de los países participantes residía en las bajas, sumada a la percepción de que el esfuerzo sobre el terreno estaba fallando8.


    En Afganistán «la acción militar en sí ya no era tan importante, sino que esta se percibiera como contundente y reparadora para el pueblo americano, lo suficientemente disuasoria para que los talibanes no volvieran a dar cobijo a los terroristas de Al Qaeda»9.


    Según Arteaga, «si antes las campañas militares se apoyaban mediante operaciones de información, ahora son campañas de comunicación estratégica las que acompañan a las operaciones militares»10.


    

    Comunicación estratégica militar


    Las acciones militares comunican y, cada vez más, no se pueden ocultar. Es por tanto fundamental establecer qué se va a comunicar y cómo se va a comunicar. La StratCom militar pretende coordinar la acción con la comunicación antes de tomar la decisión de hacerlo, y tanto la OTAN como España son conscientes de su importancia11.


    Los conflictos de los Balcanes y Afganistán mostraron que «los potenciales adversarios estaban haciendo un uso de la comunicación con notable éxito»12.


    La OTAN, a través del entonces jefe de la Oficina de Asuntos Públicos Militares del Mando Aliado de Operaciones (Allied Command Operations, ACO13), Mark Laity, comenzó a trabajar en incorporar el concepto StratCom a su organización.


    En el año 2009, salió a la luz la Directiva de Política sobre StratCom de la OTAN. En ella se definía la StratCom como:


    «el uso coordinado y apropiado de las actividades y capacidades de comunicación de la OTAN –diplomacia pública, asuntos públicos, “asuntos públicos militares”, operaciones de información y operaciones psicológicas– según corresponda, en apoyo a las políticas, operaciones y actividades de la Alianza, y con el objetivo de promover los objetivos de la OTAN»14.


    En el año 2010, la StratCom se incorporó al nuevo Concepto Estratégico de la OTAN. Lindley-French argumenta que «La comunicación estratégica efectiva explica por qué las acciones son necesarias. Una política efectiva de targeting debe siempre ser capaz de justificar tales acciones, en términos de la misión y de opinión pública»15.


    Todos estos cambios doctrinales llevaron asociados la creación de una estructura orgánica que lo soportase. Así, en el ACO, se cambió el nombre de la Oficina de Asuntos Públicos para pasar a llamarse de Comunicación Estratégica. En el Mando Aliado de Transformación (ACT16) se creó una oficina de StratCom y dependiente de esta, una Oficina de Asuntos Públicos Militares17. Además, en el año 2014 se crea en Riga (Letonia) el Centro de Excelencia de la Comunicación Estratégica de la OTAN (NATO StratCom COE)18.


    Sin embargo, no se ha conseguido firmar una Directiva de StratCom Militar19 de la OTAN hasta el año 2017.


    En lo que respecta a España, la StratCom también ha ido cogiendo fuerza en los últimos años. Así, en marzo de 2013, tras la aprobación de la Directiva de Política de Defensa de 2012, se publica la primera Directiva de Comunicación Estratégica de la Defensa.


    Análogamente a la OTAN, en España se crean las estructuras orgánicas necesarias para llevar a cabo dichos cometidos. Así, se crea la Dirección de Comunicación Institucional del Ministerio de Defensa20, siendo responsable de la preparación, planificación y desarrollo de la política informativa y de StratCom del MINISDEF. En el nivel estratégico, se crea en el Estado Mayor de la Defensa (EMAD) una sección de StratCom del Gabinete del JEMAD21 (sección StratCom) y en el nivel operacional22, en el Mando de Operaciones (MOPS), una sección denominada J9 Influencia.


    La sección de Influencia, es la «responsable de coordinar, integrar y sincronizar las actividades de operaciones de información (…) y asuntos públicos; de asesorar al CMOPS23 en asuntos públicos y de comunicación, y ejecutar las actividades de comunicación pública del MOPS»24.


    A continuación, se analizarán los resultados de la encuesta bianual sobre «La Defensa Nacional y las Fuerzas Armadas», realizada en el año 2017 por el Centro de Investigación Sociológica (CIS), para ver si dichos impulsos han contribuido a la StratCom de las FAS españolas.


    De la encuesta se destacan los siguientes resultados:


    
      	Pregunta 9: La amenaza que consideran más importante para la seguridad de España es el terrorismo (8,62 sobre 10) y la tercera más importante los ciberataques (7,68 sobre 10).


      	Pregunta 12: Pensando en el futuro de los ejércitos, el 62,3 % opina que seguirán siendo necesarios para mantener la paz, la seguridad y la defensa.


      	Pregunta 15: Cuando los MCS hablan de asuntos de defensa nacional y FAS, un 58,6 % tienen poco o ningún interés en este tipo de informaciones.


      	Pregunta 23: Del presupuesto que se destina anualmente en España a las FAS y a la defensa nacional, solo el 43,1 % lo considera adecuado o insuficiente y un abrumador 33,8 % no sabe.


      	Pregunta 24: El presupuesto que España dedica a las FAS cómo es comparativamente con los países de nuestro entorno, el 46,5 % no sabe.

    


    Si además acudimos a otras fuentes, vemos cómo las FAS fueron la segunda institución más valorada en España después de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado25.


    Podemos extraer que los españoles valoran positivamente a las FAS y consideran que seguirán siendo necesarias. Igualmente, identifican el terrorismo y los ciberataques como posibles amenazas. Sin embargo, muestran poco interés por las noticias relativas a las FAS y existe un enorme desconocimiento sobre el presupuesto de Defensa.


    La StratCom debe conseguir que el ciudadano vea a las FAS como un elemento fundamental en la lucha contra esas amenazas de terrorismo y ciberataques que tanto le preocupan. Solo cuando los españoles comprendan la utilidad de las FAS en sostener el estado de bienestar y en la defensa de los valores democráticos, verán que el gasto en defensa es un dinero bien invertido.


    Como señala Santos, «la comunicación estratégica debe ser un área de adiestramiento especial en academias militares y cursos de Estado Mayor para que los oficiales puedan asumir con garantías el liderazgo en la gestión de una campaña de comunicación». Santos propone que se refuerce también el adiestramiento del soldado para que esté mejor preparado a la hora de hacer frente a situaciones de presión o provocación26.


    

    El papel de las redes sociales en la StratCom


    Un aspecto que no puede obviar en el mundo de la comunicación, y por ende en la StratCom, es la importancia que han adquirido las RRSS. Estas se han incorporado con fuerza al mundo de la comunicación por su inmediatez y la capacidad de transmitir el mensaje sin intermediarios. Por ello, merecen un detallado planeamiento para que su utilización siga las líneas generales de la organización.


    A partir del año 2012 las RRSS han sido incorporadas como herramientas de la comunicación en el Ministerio de Defensa, convirtiéndose en el primer canal de comunicación entre este y la sociedad española27.


    El 21 de febrero de 2013 el Ministerio de Defensa lanzó su primer tuit de una misión en el exterior28. Por primera vez, los periodistas pasaron de ser los primeros en recibir la noticia del Ministerio, y ser los que decidieran si era de interés o no para su publicación, a situarse en igualdad de condiciones que el resto de usuarios de las RRSS.


    Esto abrió un nuevo canal de comunicación entre las FAS y la sociedad sin intermediarios que puedan modificar la noticia. Además, las RRSS aportan dos aspectos importantes como nuevas herramientas en la comunicación: rapidez en la difusión de la información y un contacto entre emisor-receptor.


    Las RRSS están en constante evolución, cambio y adaptación y el responsable de la presencia de una institución en una plataforma debe ser flexible y reconsiderar su posición constantemente29. Así, deberá tener en cuenta dos factores a la hora de optar por una RS u otra:


    
      	Contenido relevante. Conviene hacer un análisis de cada RS antes de abrir una determinada cuenta. Habrá que hacer una evaluación de los contenidos que se piden para ver si las FAS podrán satisfacer las necesidades y tener así un adecuado eco.


      	Identidad de marca. Se debe realizar un estudio sobre si la pertenencia a una determinada RS puede dañar la imagen de marca de las FAS.

    


    Las RRSS además incorporan indicadores que permiten cuantificar el efecto alcanzado por una actividad de información, viendo si ha sido eficaz y si se ha conseguido el resultado deseado. Por ello es fundamental que se realice un análisis y monitorización de los resultados en RRSS.


    Según el «Estudio anual de redes sociales» de 201830, en España, un 85 % de los internautas de entre 16-65 años utilizan RRSS, lo que representan más de 25,5 millones de usuarios. El mismo informe realizado en el año 2016, señalaba que eran un total de 15 millones de usuarios, lo que refleja el incremento exponencial en tan solo dos años.


    Del Estudio anual de RRSS se observa que las RRSS más utilizadas son: Facebook, WhatsApp, YouTube, Instagram y Twitter.


    Otro dato significativo es que el 72 % de los usuarios siguen a influencers mediante las RRSS, siendo Facebook e Instagram las redes donde más se siguen a los influencers, seguido de YouTube y Twitter.


    Por último, se considera reseñable el estudio comparativo de tendencias entre las generaciones Z (16-23 años) y millenials (24-38 años). Los primeros utilizan con más frecuencia las RRSS y mayoritariamente utilizan Instagram mientras los millenials Facebook, siendo WhatsApp y YouTube transversal a ambos. Por último, casi la totalidad de la generación Z sigue a algún influencer en RRSS, especialmente en Instagram y YouTube.


    A continuación analizaremos las RRSS en las FAS para poder extraer algunos datos de interés y posibles vías de mejora.
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    En la actualidad el Ministerio de Defensa posee las siguientes cuentas en RRSS31:


    
      	Ministerio de Defensa: Twitter, YouTube, Facebook, Flickr, Instagram y Google Plus.


      	Unidad Militar de Emergencias: Twitter, YouTube, Facebook, Flickr, Instagram y Vimeo.


      	EMAD: Twitter, YouTube, Facebook, Instagram y Flickr32.


      	Armada Española: Twitter, YouTube, Facebook, Flickr e Instagram.


      	Ejército del Aire: Twitter, YouTube, Facebook, Flickr y Google Plus.


      	Ejército de Tierra: Twitter, YouTube, Facebook, Flickr, Instagram, Slideshare, Wordpress e Ivoox.

    


    Como primera conclusión del análisis se puede sacar la gran variedad de distintos perfiles existentes, con la dispersión de audiencias que ello implica.


    Para realizar un análisis más detallado y extraer algunas conclusiones, se han seleccionado a continuación dos RRSS, Facebook e Instagram. La primera por ser la RS con mayor número de seguidores y la segunda por ser la que más ha aumentado en número de seguidores en el último año33. Se han obtenido los siguientes resultados34:


    
      	Ministerio de Defensa: 223.546 seguidores de Facebook y 75.300 seguidores de Instagram.


      	EMAD: 64.640 seguidores de Facebook y 14.200 seguidores de Instagram.


      	Armada Española: 152.660 seguidores de Facebook y 65.200 seguidores de Instagram.


      	Ejército del Aire: 75.037 seguidores de Facebook y 47.100 seguidores de Instagram.


      	Ejército de Tierra: 164.474 seguidores de Facebook y 90.600 seguidores de Instagram.

    


    La primera reflexión es que hay una división de seguidores a la hora de seguir los contenidos, así como una dispersión en la transmisión de la información. Una posible línea de investigación para ulteriores estudios podría ser la conveniencia de crear una marca de las FAS que aglutinase todas las audiencias.


    Por otro lado, el PAO, al estar desplegado en operaciones en el exterior depende del EMAD, por lo que el contenido que es publicado en RRSS se emite en la cuenta del EMAD independientemente del ejército al que pertenezca la unidad.


    Observando el número de seguidores de las distintas cuentas, se podría afirmar que se tendría una mayor penetración si el contenido de las operaciones en el exterior en lugar de ser emitido en la cuenta del EMAD, se realizase en las cuentas de los diferentes ejércitos.


    A esto hay que sumarle el desconocimiento por parte de los españoles de las labores del EMAD, incluso dentro de las propias FAS. Esto hace que a la hora de buscar una cuenta a la que seguir, el usuario normalmente escoja un ejército o la Armada en lugar del EMAD, no teniendo, al final, acceso a la información relativa a las operaciones en el exterior. Prueba de ello es el reducido número de seguidores del EMAD, comparativamente con los ejércitos y Armada.


    Del estudio realizado de las RRSS surge la pregunta sobre si son muchos seguidores o pocos. Si lo comparamos con las FAS de las naciones de nuestro entorno, vemos que el número de seguidores en Facebook es muy inferior y en Instagram es similar o incluso mejor en muchos casos.


    Para realizar esta comparación se han escogido los seguidores de Facebook e Instagram de las FAS de dos naciones europeas cercanas a España, aunque demográficamente superiores35:


    Francia: Marina Militar 257.200 seguidores de Facebook y 62.100 seguidores de Instagram; Ejército del Aire: 251.500 seguidores de Facebook y 104.000 seguidores de Instagram; Ejército de Tierra: 667.400 seguidores de Facebook y 185.000 seguidores de Instagram.


    Italia: Marina Militar: 479.500 seguidores de Facebook y 129.000 seguidores de Instagram; Ejército del Aire: 408.000 seguidores de Facebook y 16.200 seguidores de Instagram; Ejército de Tierra: 690.400 seguidores de Facebook y 140.000 seguidores de Instagram;


    Dentro de España, si comparamos los resultados con la Policía Nacional y la Guardia Civil, los resultados de número de seguidores en ambas RRSS son muy inferiores:


    Guardia Civil: 296.000 seguidores de Facebook y 238.0000 seguidores de Instagram.


    Policía Nacional: 723.000 seguidores de Facebook y 460.000 seguidores de Instagram.


    Como hemos podido observar, las RRSS abren nuevos caminos de comunicación más rápidos que podrían ser utilizados por los PAO que se encuentran desplegados en operaciones en el exterior. Sin embargo, también son una fuente de vulnerabilidades. De ahí que el Mando Conjunto de Ciberdefensa haya promulgado una Guía de buenas prácticas para las redes sociales.


    Otro aspecto importante de las nuevas tecnologías, además de las RRSS, es Internet. Para ver el impacto de las noticias de las FAS en la red, se realizó un análisis de las búsquedas realizadas en Google entre los años 2016 y 2019 utilizando la herramienta «Google Trends».


    Como se observa en la figura n.º 2, en los años 2016, 2017 y 2018, han sido dos los eventos de las FAS que han tenido impacto importante en cuanto a «tendencias». El primero de ellos es el «Día de las Fuerzas Armadas», que se realiza en el mes de mayo, y el segundo es el «desfile de las Fuerzas Armadas», que cada año se celebra el día 12 de octubre en Madrid.


    Además, en la gráfica se muestra la comparación de la búsqueda FAS con dos de las operaciones en el exterior más conocidas, la Operación Atlanta de lucha contra la piratería y la Operación Sophia contra las redes de tráfico de personas.36


    Se observa del análisis que, en el periodo reseñado, no ha existido ningún evento de las operaciones en el exterior mencionadas que haya suscitado una búsqueda importante en la red y que haya, por tanto, contribuido de la manera más eficaz a la StratCom de las FAS.


    

    Comunicación pública en operaciones


    A continuación se estudiará la interacción entre los medios de comunicación y las operaciones y veremos cómo ambos elementos han ido evolucionando con los años y con la aparición de nuevos vectores de transmisión de noticias.
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    Se analizará el periodismo y su interacción con los conflictos, ya que, tal y como expresa Ruiz, el fin del conflicto no solo es posible por medio de la fuerza, sino a través del periodismo como medio de comunicación masivo que afecta a aspectos tan fundamentales como el impacto social y la imagen gubernamental y militar que se desprende de la cobertura del conflicto37.


    

    Antecedentes y evolución


    La primera guerra en la que los medios de comunicación impactaron de manera directa en la opinión pública, y esta en el desarrollo de la contienda, fue la guerra de Vietnam.


    Tras la guerra de Vietnam, los EE. UU. ganaron consciencia de que, «en toda operación bélica, no solo es necesario convencer a la opinión pública nacional e internacional de la necesidad de la intervención, sino que, además, es imprescindible controlar las informaciones»38.


    La guerra del Golfo supuso un salto cualitativo en la comunicación pública en las operaciones al convertirse en la primera guerra televisada en directo. Pero en consecuencia, según Llamazares, la televisión se convirtió en la principal y casi única fuente de información39.


    Surgió entonces el conocido «efecto CNN», aquel en el que los medios desempeñan un importante papel en el proceso de la guerra al mostrar los efectos de la misma, causando un impacto directo en la política40.


    En ocasiones los MCS han sido criticados por su enfoque en un determinado conflicto. Así, en Alemania, la guerra del Golfo de 1991 sumió a los medios de comunicación en una grave crisis de credibilidad, a causa de numerosos casos de información errónea y al tratamiento carente de crítica que se hizo de las fuentes de información41.


    En la guerra del Golfo, la credibilidad de las noticias se puso en tela de juicio y la mayor lección aprendida fue la necesaria calidad de la cobertura. Según Eilders, ese cambio de mentalidad en los medios de la necesidad de contrastar la información se dio lugar en la guerra de Iraq, donde se usaron numerosas fuentes de información, incluidas las partes beligerantes y los Estados limítrofes42.


    Si bien hay autores que afirman que en la guerra de Iraq los medios de comunicación contribuyeron a difundir las mentiras y manipulaciones lanzadas desde la Administración del presidente de EE.UU.43.


    La nueva característica que supuso un salto cualitativo en la comunicación pública fue la aparición de Internet y así, la guerra de Iraq se convirtió en la primera guerra de la era de Internet. Ello supuso un cambio radical frente a los anteriores conflictos y se incorporó la red al campo de batalla44.


    En este entorno de incertidumbre informativa ha surgido el «periodismo preventivo», que según Bernabé, se encarga de dotar a las opiniones públicas de elementos informativos útiles para comprender los conflictos armados antes, durante y a su finalización, basándose para ello en abarcar un gran número de medios que permitan poder contrastar la información45.


    Sin embargo, el necesario contraste de noticias al que se llegó tras las lecciones aprendidas de la guerra del Golfo, se vio de nuevo alterado con la irrupción de las RRSS. Según López, el «efecto CNN podría llamarse en la actualidad el efecto Twitter». La principal diferencia es que, en este último, prima la inmediatez de las noticias a que sean contrastadas. Se busca la información de lo que ocurre en el momento que está pasando, y esta rapidez puede conllevar a obtener datos erróneos46.


    Así, con la irrupción de las RRSS, se ha vuelto de nuevo a una situación similar a lo acaecido en la guerra del Golfo: el principal reto es el de verificar la calidad de la fuente.


    Pero en España también hemos tenido que ir evolucionando en el tratamiento de la información. En octubre de 2009, unos piratas somalíes secuestraron el atunero español Alakrana47. La cobertura mediática que se dio al secuestro hizo que, según Ibáñez, los medios de comunicación españoles contribuyesen a la estrategia de comunicación de los piratas. Así, señala que los piratas sabían todo lo que se publicaba y detectaban así cómo iba a funcionar la sensibilidad social del país de los secuestrados. El mismo autor finaliza señalando que, en ocasiones, los medios de comunicación deberían de ser más cuidadosos a la hora de tratar informaciones como acciones militares planeadas48.


    A la rápida evolución de los MCS se suma la complejidad de las operaciones actuales donde, en numerosas ocasiones, el enemigo no está definido y emplea tácticas no convencionales49. Esta compleja interacción la expresa Kaldor, como una situación en la que, en los nuevos conflictos, los actores ya no son los Estados, sino grupos caracterizados por una raza o por una religión o por un territorio, y la dinámica del conflicto ha pasado a ser global por su proyección mediática50.


    

    Periodismo de guerra y nuevos actores de los conflictos


    En mayo de 2016, tres periodistas españoles fueron liberados tras varios meses de secuestro a manos de un grupo terrorista de Al Qaeda en Alepo (Siria)51. A continuación se analizará un elemento fundamental de interacción del PAO con la comunicación pública, los periodistas en los conflictos.


    Tradicionalmente, en los conflictos, la relación con los MCS se ha realizado a través de periodistas incrustados52 y otros presentes en la zona, pero sin estar bajo la «tutela» de las FAS. Los primeros son periodistas autorizados a estar presentes dentro de las propias unidades militares y obtienen información a cambio de seguridad.


    La proliferación de nuevas tecnologías de la información, unido al abaratamiento y facilidad de los desplazamientos por todo el mundo, han sido dos de las principales causas de la aparición en las zonas de conflicto de dos nuevos actores, los «free lance no profesionales» y los «citizen journalists»53.


    Estos nuevos actores trabajan de forma distinta a los diferentes tipos de corresponsales, que sí son periodistas formados, pero que actúan de formas diversas para la obtención de noticias54.


    Además, según Sapag, la presencia de esos dos actores es además promovida por los propios medios de comunicación en un intento de abaratar costes en una época de competencia feroz y crisis generalizada. Si bien, aunque permiten tener noticias, en la mayoría de los casos son de poca o nula calidad periodística55.


    Los «free lance no profesionales» se desplazan a zonas de conflicto y se ganan la vida sin necesidad de obtener títulos académicos ni pasar por filtros de empresas de comunicación.


    Por otro lado, los «citizen journalists», son civiles en la zona de conflicto sin formación en periodismo que, gracias al fácil acceso a las tecnologías, captan imágenes de los combates y las difunden en RRSS e incluso en MCS sin ningún tipo de filtro.


    A la aparición de esas dos figuras, hay que sumar la creciente inseguridad en la zona de conflictos para los periodistas que, según Sapag, «amenazan la continuidad de la práctica de los periodistas de guerra»56.


    Según Suárez, en el año 2018 murieron 57 reporteros en todo el mundo, siendo de destacar que buena parte fallecieron en países que, en teoría, se encontraban en paz y sin la presencia de un conflicto armado declarado. Continúa Suárez afirmando que «la siniestralidad de los conflictos armados actuales indica que la vida de un periodista corre más peligro que la de un soldado»57.


    Según De Ramón, todo esto redunda en que «hay muy pocos periodistas dedicados en exclusiva a la información de defensa y, al mismo tiempo, en las FAS tampoco hay buenos vendedores de noticias»58.


    Por otro lado, según el Digital News Report de 201859, la manipulación de informaciones periodísticas es la principal fuente de preocupación para los usuarios (77 %). En el 2018 se redujo la confianza de los internautas españoles en los medios hasta el 44 %. Además, entre los jóvenes de 18 a 24 años, solo uno de cada cuatro usuarios tiene como fuente informativa favorita webs de diarios, revistas, televisiones o radios. Otro dato significativo es que, las RRSS y blogs (37 %), ya igualan a la suma de televisión (26 %), radio (37%) y periódicos/revistas tradicionales (8 %) como fuente informativa favorita.


    Según Calduch, «en términos generales, lo que los medios de comunicación difunden como información noticiosa de los conflictos armados es, en su mayor parte, propaganda debido a que las condiciones de esos conflictos impiden que se pueda obtener una información lo suficientemente completa, veraz y contrastada»60.


    Es en este entorno de incertidumbre y desinformación donde la figura del PAO cobra una relevancia especial. Así, aunque los MCS dispongan de fuentes muy diversas para poder contrastar la información, el PAO proporcionará información desde un punto de vista irremplazable y debe, por tanto, convertirse en uno de sus referentes informativos, por la veracidad y calidad de las noticias que proporcione en zona de operaciones. Las FAS a través de los PAO deben ganar ese espacio informativo que, cada vez más, están dejando huérfano los MCS tradicionales61.


    

    Las redes sociales en los conflictos


    Los conflictos han ido evolucionando, y con ellos los periodistas y la forma de informar. El tercer factor que ha evolucionado de manera exponencial y que ha irrumpido en la comunicación pública han sido las RRSS. Este es un elemento que el PAO debe tener en cuenta en los escenarios actuales. Veremos a continuación cómo han afectado a los conflictos la aparición de las RRSS.


    «El empleo de los medios de comunicación digitales y de las RRSS como herramientas clave en la política de información pública han puesto de manifiesto el potencial de la comunicación estratégica en los conflictos armados»62.
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    La utilización de los medios de comunicación, RRSS e Internet para extender los efectos de los actos terroristas en los conflictos ha sido definida por Brigitte Nacos como el «terrorismo a través de los medios de comunicación»63.


    Nacos continúa afirmando que en las sociedades de masas son los MCS los que proporcionan las líneas de comunicación entre la institución o gobierno y el público en general, en lo que llama «el triángulo de la comunicación política».


    El triángulo MCS-opinión pública-gobierno se ve afectado por la información que se publica en Internet y RRSS por parte de grupos terroristas o adversarios de un conflicto.


    Así, Nacos presenta una serie de recomendaciones para hacer frente al terrorismo:


    
      	Mantener informados a los MCS durante y después del ataque terrorista.


      	Ser conscientes de la contribución de los MCS para tranquilizar la opinión pública.


      	Utilizar, caso necesario, a los MCS para informar de las medidas adoptadas.


      	Monitorizar a los MCS para evitar escalar la crisis.


      	Considerar a los MCS como un actor cooperativo en la gestión de crisis.


      	Controlar el acceso de los MCS al «punto cero».


      	Controlar el acceso de los MCS a la información.


      	Ser conscientes de que las directrices «oficiales» a los MCS pueden no ser seguidas por estos.


      	Tener presente la opción de comunicar sobrepasando a los MCS, a través de las RRSS.

    


    Las RRSS han pasado a formar parte de los conflictos actuales, y tal y como define el NATO StratCom COE, se han convertido en un elemento fundamental principalmente en la «guerra híbrida», afirmando que las RRSS se han convertido en nuevas armas64.


    Para hacer frente a los ataques terroristas o de otro tipo en una operación en el exterior y su interferencia en los MCS, es necesario tener una comunicación estratégica que combine la difusión de mensajes a través de diferentes canales con las acciones cinéticas y no cinéticas65.


    Como se puede observar, en caso de ataques terroristas y acciones ofensivas o defensivas en ZO, el PAO pasaría a ser una figura fundamental para difundir los mensajes de StratCom en RRSS y así contrarrestar las informaciones emitidas por el oponente.


    

    Flujo de comunicación actual


    Se han analizado los conflictos y su evolución y hemos visto cómo, junto con la irrupción de las nuevas tecnologías, han modificado la forma de informar. A continuación se analizará el flujo de información del PAO para ver si la forma de transmitir las noticias de las FAS se ha adaptado a las nuevas exigencias.


    En la directiva del JEMAD se creó la «Sección de Comunicación Estratégica del Gabinete del JEMAD (Sección StratCom)» con dependencia funcional de la Dirección de Comunicación Institucional de la Defensa. Esta sección es la responsable de proponer los planes, normas y directivas de StratCom, en las operaciones responsabilidad del JEMAD.


    El JEMAD ejerce la conducción de las operaciones a través del comandante del Mando de Operaciones (CMOPS). A su vez, tal y como definimos en la introducción, en las operaciones en el exterior, la unidad pasa a depender operativamente del JEMAD. Estos cambios de dependencia de la estructura orgánica a la operativa conllevan un cambio en el flujo de información en las operaciones en el exterior.


    En primer lugar, el PAO elabora la noticia en cualquiera de sus formatos66 y, antes de ser enviada, pasa un primer filtro del jefe del contingente/unidad desplegada. Una vez el jefe de contingente autoriza su transmisión, el PAO envía la noticia al oficial responsable de Información Pública en el MOPS, encuadrado en la Sección «J9 influencia». Tras revisar la noticia, este la remite a la Sección StratCom del EMAD. Es esta última quien emite la noticia a través de las cuentas de RRSS del EMAD o quien la envía a los medios de comunicación como nota de prensa.


    En caso de que sea una información que se considere relevante o que pueda tener un impacto importante67, existe un paso más. La Sección de StratCom del EMAD debe enviar la noticia a la Dirección de Comunicación Institucional de la Defensa, dentro del Ministerio de Defensa.


    La Dirección de Comunicación Institucional del Ministerio de Defensa tiene entre sus funciones


    



    «Dirigir y mantener abiertos canales de comunicación con los medios de comunicación y con los ciudadanos a través de Internet y, “especialmente, de las redes sociales”, así como coordinar y supervisar el resto de cuentas abiertas en estas plataformas de los departamentos del Ministerio de Defensa y de las Fuerzas Armadas»68.


    



    Esta dependencia de la Dirección de Comunicación Institucional del MINISDEF tiene dos consecuencias directas que impactan en la labor de comunicación pública que realizan nuestros PAO.


    La primera consecuencia es que si sucede un hecho relevante en zona de operaciones, la noticia tiene que pasar el filtro de la Dirección, imponiendo un paso más en la cadena de transmisión con el consiguiente retraso en la transmisión de la noticia y, por tanto, con la probabilidad de que se pierda la iniciativa o que la noticia pierda actualidad.


    Según Buesa, hoy en día el mundo convencional se enfrenta a un enemigo asimétrico que supera en agilidad y capacidad de impactar a los ejércitos convencionales. La velocidad a la que se transmite la información supera los procedimientos convencionales y esto solo se puede resolver con velocidad en la respuesta, esto es, descentralizando69.


    Se aprecia que el flujo actual de información no se encuentra en absoluto descentralizado. Se debería estudiar, por tanto, la conveniencia de delegar la transmisión de ciertas noticias a nivel del jefe de contingente o al menos al nivel del CMOPS.


    La segunda consecuencia que se puede apreciar es que, al ser una herramienta controlada desde el Ministerio de Defensa, sufre los cambios de Gobierno y de ministro/ministra de Defensa, quien influye de manera directa en la forma de llevar a cabo la StratCom, incluso llegando a influir en los contenidos que se publican, al encontrarse expuesto a la opinión pública.


    Existen ejemplos recientes de cómo el carácter del ministro al cargo condiciona la comunicación del Ministerio de diferentes maneras. Así, por ejemplo, el ministro de Defensa Pedro Morenés quiso dar un impulso a la comunicación de las FAS promoviendo que se empotrasen periodistas en unidades de misiones en el exterior como Afganistán o el Líbano.


    Sirva también como ejemplo un tuit en la cuenta oficial del Ministerio de Defensa en el que aparecía la ministra de Defensa regando unas plantas. Dicho tuit fue retirado tras numerosas críticas recibidas acusándola de utilizar una cuenta oficial para hacer propaganda70. Esto provocó que la actividad en las RRSS de las cuentas del Ministerio de Defensa disminuyese para evitar la exposición a la opinión pública de la ministra.


    Como se ha visto, el carácter del ministro de Defensa y su exposición a la opinión pública, pueden llegar a condicionar de diferentes maneras la forma en que se lleva a cabo la StratCom de las FAS. Sin embargo, la StratCom de las FAS debería responder a una visión a largo plazo de mensajes que se quieren transmitir y no debería verse afectada por los devenires políticos.


    En este sentido De Ramón71 afirma que «a la estrategia de comunicación de cada ministro de Defensa tienen que subordinarse los cuarteles generales y no siempre produce políticas informativas activas».


    Se debería trabajar para que la imagen de las FAS no se asociara a los devenires políticos o cambios de gobierno y sus ministros al cargo. Si los errores o aciertos en las labores de las FAS se atribuyesen únicamente a la institución, se ganaría independencia y de esta manera se podría tener un control eficaz de la StratCom, con una visión a largo plazo.


    

    El oficial de información pública


    En la publicación de la OTAN relativa a asuntos públicos militares se especifica que «es responsabilidad de las naciones informar a la opinión pública del propio país sobre las decisiones tomadas en el marco de la pertenencia a la Alianza y que dichas naciones deberán proporcionar PAO “cualificados y entrenados”»72.


    A continuación se analizará si los PAO españoles están cualificados y entrenados, y se conocerá de primera mano la realidad de los oficiales que ejercen como PAO en las operaciones en el exterior. Se explicará cuál es la formación actual de los PAO y los medios de los que disponen para realizar sus labores y contribuir así de una manera eficaz a la StratCom en las FAS.


    Por último, la encuesta realizada a los PAO desplegados en las operaciones en el exterior nos permitirá contrastar la realidad con la información teórica reflejada en apartados anteriores.


    

    Formación del PAO


    En la actualidad, en España, el único curso que existe a nivel militar relativo a la comunicación pública es el «Curso de Comunicación Social» que se imparte en el Centro Superior de Estudios de la Defensa Nacional (CESEDEN). Este es un curso de 4 semanas de duración con una carga académica de 15 ECTS.


    El objetivo del citado curso es:


    «capacitar a los oficiales de las Fuerzas Armadas en las responsabilidades y en el desempeño de los procedimientos de la comunicación social institucional en el ámbito de la defensa, de forma “que alcancen el nivel profesional adecuado para hacerse cargo” de la planificación, organización y ejecución “de las actividades de información pública” que determine la política informativa del Ministerio de Defensa y las relaciones con los medios de comunicación a que dichas actividades den lugar»73.


    Lo ideal sería que los oficiales que tienen previsto desplegar a zona de operaciones realizasen este curso para obtener las competencias necesarias; si bien, la propia idiosincrasia de la profesión militar con navegaciones y adiestramientos previos al despliegue hace que en numerosas ocasiones esto no sea posible, como se analizará en los resultados del estudio de campo realizado.


    A esto hay que añadirle que la práctica totalidad de los oficiales que hacen labores de PAO lo hacen como un destino complementario, no dedicándose de manera exclusiva a labores de información.


    Para mitigar esto, desde el MOPS, y con anterioridad a que el personal despliegue, se realiza un curso preparatorio de una semana denominado «Seminario de Comunicación Pública en Operaciones».


    Conviene destacar que, a parte de las entrevistas que pueda realizar el PAO en zona de operaciones, la práctica totalidad de sus productos (notas de prensa, imágenes, vídeos, productos para RRSS, etc.) no son enviados directamente a los medios de comunicación o RRSS, sino que pasan a través de la Sección J9 del MOPS que a su vez envía la información a la Sección de StratCom del EMAD.


    Si los PAO fuesen dotados de la formación suficiente, se podría reconsiderar la publicación directa de información desde zona de operaciones, con el visto bueno del jefe de contingente.


    Según De Ramón, otra opción que resultaría muy conveniente sería la incorporación de periodistas a las FAS, al igual que existen psicólogos o ingenieros, ya que en la actual sociedad de la información, la imagen es esencial para cualquier institución74.


    En las FAS, se han desarrollado para los oficiales las denominadas trayectorias de segundo tramo. Según art. 14 del RD 339/ 2015, «tienen por finalidad facultar para ocupar puestos en el ámbito del Ministerio de Defensa que requieran una cualificación determinada, proporcionando una especialidad complementaria, una aptitud o una nueva especialidad “que permita reorientar la carrera del militar”»75.


    En la actualidad, entre las especialidades de segundo tramo que se pueden elegir, en la Armada por ejemplo, existen entre otras, las denominada Técnicas de Apoyo al Mando. Esta a su vez se subdivide en diferentes ramas. Se considera que para posteriores trabajos, se podría estudiar la conveniencia de crear una especialidad de segundo tramo de Comunicación Pública que englobase funciones como portavocía, figura actualmente inexistente en las FAS. Esta especialidad podría ir asociada a un Máster en Comunicación de una universidad española.


    

    Medios y recursos del PAO


    Un aspecto que cada vez cobra más importancia en la comunicación actual fuertemente influenciada por las RRSS, es la calidad de la fotografía o del vídeo que cuenta una noticia.


    Según el estudio anual de Digital News Report 2018, elaborado por la Universidad de Navarra, el 59 % de los usuarios consumen vídeos informativos al menos ocasionalmente76.


    Tal y como hemos visto en capítulos anteriores, redes como Instagram77 y YouTube cada vez tienen mayor número de usuarios. En este ámbito, donde el consumo audiovisual es cada vez mayor, cobra una gran importancia la obtención de vídeos y fotografías de calidad para poder llamar la atención del internauta y hacer atractivo su consumo.


    Para el PAO, la tradicional nota de prensa se ha visto complementada por la elaboración de noticias para las RRSS, las cuales en la mayoría de los casos, deben venir acompañadas de algún contenido gráfico.


    La evolución de la informática y los medios digitales por otro lado, han hecho posible la captación de imágenes de calidad con medios cada vez más portátiles.


    A esto hay que sumarle la evolución que las comunicaciones satélite han experimentado en las FAS. Los anchos de banda de las conexiones satélite en las zonas de operaciones y unidades desplegadas son cada vez más potentes. Sin embargo, este ancho de banda debe ser compartido por diferentes redes de mando y control clasificadas, no dedicándose por tanto de manera exclusiva a Internet, lo que implica que no se disponga en la mayoría de los casos del ancho de banda suficiente para el envío de archivos audiovisuales.


    Analizaremos estos aspectos tan importantes a través de las encuestas a los PAO, para ver si disponen de los medios necesarios en cantidad y calidad para la elaboración de estos productos gráficos. Por otro lado veremos si la evolución en las comunicaciones satélite ha sido suficiente como para poder permitir el envío de dicha información, mucho más pesada que el tradicional mensaje de texto.


    

    Encuesta a los PAO78


    Se ha considerado interesante la realización de una encuesta para obtener datos sobre la opinión y percepción de los PAO en operaciones en el exterior. Estos datos se podrán contrastar con los apartados anteriores para obtener ciertas conclusiones.


    Al no existir estudios específicos sobre el PAO en las operaciones en el exterior y la eficacia de su función en la StratCom, la percepción que tengan los oficiales que están desarrollando dicha labor en este momento, o que la hayan desarrollado en el último año, puede suponer una realidad, aunque esté en parte condicionada. Según Albert Einstein: «Los hechos son los hechos, la realidad es su percepción»79.


    La encuesta realizada consta de 30 preguntas. El formato seleccionado ha sido la realización de preguntas de opciones cerradas y preguntas abiertas para, además de obtener resultados cuantitativos en las respuestas, favorecer el análisis a través de la recogida de sugerencias por parte de los PAO desplegados.


    Las cuatro primeras preguntas son generales y van encaminadas a conocer el empleo, la antigüedad del encuestado, el ejército al que pertenece y por último se brinda la oportunidad de proporcionar los datos personales o realizarla de manera anónima.


    A continuación se realizan seis preguntas (n.º 5 a n.º 10) para poder conocer el grado de conocimiento de los mensajes de StratCom del Ministerio de Defensa.


    Las siguientes cinco preguntas (n.º 11 a n.º 15) van encaminadas a conocer los medios de personal y material que se les proporciona a los PAO para la realización de sus cometidos. Las siguientes ocho preguntas (n.º 16 a n.º 23) persiguen identificar el grado de formación de los PAO.


    Las últimas siete preguntas (n.º 24 a n.º 30) persiguen conocer la opinión de los PAO sobre las labores que desarrollan y la importancia de la comunicación pública en las FAS.


    El total de los encuestados han sido 20 oficiales, todos ellos desplegados como PAO en operaciones en el exterior en el momento de la encuesta, o que han realizado labores de PAO en el último año. El número de encuestados no es elevado dado que se ha considerado pertinente limitarlos a los del último año debido a la rápida evolución de la comunicación pública y las últimas medidas de StratCom implementadas a partir de 2017, y siempre con el objeto de obtener datos los más actualizados posibles.


    La encuesta se considera representativa de las FAS al haber sido realizada por oficiales de los dos ejércitos (Tierra y Aire) y de la Armada, con empleos desde teniente80 hasta teniente coronel, siendo el 70 % de los encuestados de los primeros empleos TTE/CAP. La antigüedad varía desde los 35 años de servicio hasta los 4 años desde que los encuestados egresaron de sus respectivas academias.


    De las 17 operaciones en curso en el exterior, se han obtenido un total de 20 encuestas debido a relevos de oficiales PAO producidos durante el periodo de elaboración del artículo. Del total de encuestados, 8 han preferido que la encuesta sea anónima.


    

    Resultados de la encuesta


    Debido a la limitada extensión del artículo, en lugar de incluir las encuestas completas, se han incluido los porcentajes obtenidos en las preguntas cerradas y se han compilado los comentarios más relevantes de las preguntas abiertas, facilitando así la interpretación de los resultados. A continuación, se realizará un análisis de los datos obtenidos.


    



    Mensajes de STRATCOM (preguntas 5-10)


    La práctica totalidad de los encuestados (95 %) conoce los mensajes de StratCom específicos para cada misión. Más de la mitad de ellos (58 %) los conocieron gracias al seminario de Comunicación Pública que realizaron en el MOPS y del que hablaremos más adelante.


    En cuanto a la difusión de dichos mensajes, el 95 % los transmiten en los productos que envían, la mayoría cuando el contenido lo permite (63 %) y el resto lo realiza siempre (32 %).


    En cuanto a limitaciones para la transmisión de noticias, un 65 % de los encuestados afirma que en ocasiones no ha podido transmitir ciertas noticias que podrían ser de interés por la clasificación de la información.


    Se considera reseñable el elevado grado de difusión (90 %) entre el contingente/dotación desplegado de los mensajes relativos a la misión, no limitándose su conocimiento a la figura del PAO. Como se ha visto durante el desarrollo del artículo, este es un punto importante a tener en cuenta ante el posible «cabo estratégico»81, término acuñado para describir cómo las acciones de un soldado pueden tener implicaciones estratégicas. De ahí la importancia de que todo el contingente esté formado e instruido también en este campo.


    Como conclusión se puede decir que los mensajes se conocen y se transmiten en los productos; si bien, es importante destacar que un importante número de oportunidades informativas no son transmitidas por motivos de confidencialidad.


    



    Medios y personal (preguntas 11-15)


    En este bloque de preguntas se buscaba conocer el material y el personal del que disponen los PAO para la realización de sus cometidos.


    En primer lugar, es de destacar que tan solo un 15 % de los encuestados han contestado que disponen de medios adecuados. La gran mayoría de los encuestados (60 %) señalan que en ocasiones han tenido que recurrir a medios propios para obtener una mejor calidad audiovisual en los productos.


    Entre los que han respondido afirmativamente a disponer de medios, la mayoría ha recibido cámaras de fotos (90 %) y cámaras de video digitales (60 %).


    A la hora de poder transmitir los productos elaborados, debido al ancho de banda de la conexión, nos encontramos que tan solo un 30 % puede enviar vídeos y fotografías sin problemas desde las zonas de operaciones o unidades embarcadas. Esto hace que, de nuevo, la comunicación se vea afectada al no poder transmitir el 100 % de los productos generados; si bien, es importante destacar el avance experimentado en esta materia en los últimos años, y prueba de ello es que todo el mundo ha respondido que, como mínimo, pueden enviar fotos y vídeos de baja calidad.


    En cuanto al apoyo con personal para la realización de las labores, la mayoría de los PAO (60 %) se encargan sin ningún apoyo y, tan solo un 20 %, tiene personal dedicado. Es decir, la responsabilidad de la elaboración de todos los productos recae en una única persona.


    Si analizamos las respuestas a la pregunta «¿cree que el material es obsoleto?», se observa que varios oficiales refuerzan estas ideas. La mayoría de las respuestas anónimas van también en este sentido e incluso coinciden en proponer material tipo cámara Go-Pro. Un oficial señala que el contingente «estaba sobre dotado» pero ello es debido al material que tenían como cargo de la misión de la UE. Sin embargo, el material del contingente español era «ajustado».


    Es destacable la información de otro oficial relativa a la elevada formación y conocimientos del personal canadiense desplegado con ellos en la célula S9 (encargada de información pública).


    Como resumen, se puede concluir que los medios que tienen a su disposición son escasos y que no tienen apoyo del personal suficiente para la elaboración de sus productos. A esto hay que sumarle la limitación del ancho de banda que no siempre permite poder enviar cualquier producto.


    



    Formación (preguntas 16-23)


    El resultado que se pretendía con este bloque de preguntas era verificar la formación que reciben los PAO previo a su despliegue a una operación en el exterior.


    El primer resultado a destacar es que tan solo el 10 % de los oficiales que ejercieron las labores de PAO han realizado el Curso de Comunicación Social del CESEDEN. Sin embargo, el personal que ha realizado el curso considera que todo el personal que vaya a ocupar el puesto de PAO debería hacerlo.


    En segundo lugar, el 70 % de los encuestados estaba realizando las labores de PAO por primera vez. Es decir, además de no disponer de formación específica, la mayoría de personal carecía de experiencia previa como PAO, ya que es un puesto en el que el personal no suele tener permanencia. A pesar de ello la mayoría (90 %) afirma tener la formación suficiente para realizar sus labores, si bien un 65 % considera que podría realizar sus labores de una manera más eficaz de haber tenido formación específica.


    En cuanto a conocimientos técnicos en tratamiento de imágenes y vídeo, la mayoría (55 %) declara no tenerlos, pero que habría facilitado su trabajo.


    En último lugar se preguntó sobre el Seminario de Comunicación Pública que se imparte en el MOPS previo al despliegue. El 75 % de los encuestados lo habían realizado y lo consideraban muy útil y el 25 % restante, no pudo realizarlo, pero le hubiera gustado poder asistir al mismo.


    Se puede concluir que el Curso de Comunicación Social del CESEDEN no es realizado por la mayoría de los PAO. Si bien, a juzgar por las respuestas de los encuestados, con el seminario que realizan en el MOPS previo al despliegue, poseen conocimientos suficientes para realizar sus labores.


    Es por tanto fundamental que, ya que el personal que realiza las labores de PAO no dispone de una formación específica, se siga manteniendo el seminario en el MOPS previo al despliegue a zona de operaciones.


    



    Preguntas de opinión (preguntas 24-30)


    Con este bloque de preguntas se pretendía obtener el punto de vista personal de los PAO sobre diversos aspectos y dar la posibilidad de responder a preguntas abiertas que permitiesen la extracción de una mayor cantidad de información.


    En cuanto a las preguntas abiertas, a continuación se ha realizado un extracto de los comentarios más relevantes.


    El 70 % considera que es un destino al que las FAS no le dan importancia, si bien observan que cada vez está adquiriendo una mayor relevancia.


    En cuanto al procedimiento de envío de información hay división de opiniones y un poco más de la mitad considera que debe seguir funcionando como en la actualidad. Del análisis de las preguntas abiertas, entre los que han considerado que el procedimiento es lento hay diferentes propuestas:


    
      	Que la información que transmita el PAO sea publicada directamente por la Sección J9 del MOPS. De esta manera se agilizaría el proceso al no tener que pasar después al EMAD. Otros oficiales argumentan también en este sentido, añadiendo que en ocasiones la noticia pierde interés al prolongarse en exceso los plazos para su publicación.


      	Que la información de RRSS sea transmitida directamente por el PAO, una vez recibidas las directrices de StratCom.


      	Que el PAO tenga libertad para enviar sus productos directamente a la Sección J9 del MOPS sin el paso intermedio del jefe de contingente/unidad. Algunos PAO consideran que este paso intermedio ralentiza el proceso y resta creatividad, principalmente en el envío de información para RRSS.

    


    En la última pregunta cerrada se planteaba si la comunicación que realizan las FAS hacia la sociedad es eficaz y de nuevo hubo disparidad de opiniones, aunque un poco más de la mitad (55 %) consideraban que la mayoría de la población española ignora la misión en la que se encuentran.


    De entre los que piensan que no es eficaz, se señalan diferentes motivos y líneas de mejora. Entre otros, que los productos elaborados no se adaptan al medio que los podría publicar, al ser una comunicación muy formal para RRSS. En este mismo sentido, algunos piensan que el futuro pasa por lanzar publicaciones más atrevidas y menos formales en RRSS y trabajar más en las emociones de las personas en lugar de hablar del material o unidad desplegada. En este sentido, desde su experiencia como PAO en Letonia, un oficial señala que aquellas publicaciones que más éxito tuvieron fueron aquellas que apelaron a la emoción.


    Por otro lado, hay personal que piensa que, además de las RRSS, se debería trabajar con más intensidad en los MCS tradicionales. Así, el PAO en Iraq señala que otras naciones que operan en la zona muestran su labor con periodicidad en prensa y televisión nacionales.


    En la última pregunta de la encuesta, a modo de pregunta abierta, se solicitaba que los PAO expresaran cualquier otra reflexión que considerasen importante.


    Algunos oficiales expresaron que, en la actualidad, existe una escasa formación para los PAO a pesar de identificar como necesario el recibir una formación específica como PAO a través de seminarios-cursos. Para incrementar la competitividad se necesita una formación mucho más especializada en la dirección de equipos de comunicación.


    Por otro lado, se señala que existe una falta de conciencia de la importancia de la información pública, lo cual redunda en que el destino de PAO se trata como secundario y que por tanto se suele llevar como «segunda gorra» de otro destino principal.


    Se vuelve a incidir en que el procedimiento es demasiado lento y que, si a esto le sumamos que el perfil de las FAS es considerado demasiado institucional, el resultado es una falta de interés en las noticias.


    En cuanto a las propuestas, un PAO señala que, para elaborar buenas noticias, se debe contar con profesionales del periodismo. Propone que en las oficinas de comunicación pública se cuente con ellos a través de diversas maneras. Otro PAO propone que, en aquellas misiones con mayor demanda de comunicación, se envíe un PAO y un fotógrafo de apoyo dedicados en exclusiva.


    

    Estudio de caso


    Introducción


    Con este estudio de caso se pretende mostrar cómo, en numerosas ocasiones, por diversos condicionantes que hemos analizado, la comunicación pública que se realiza de las operaciones en el exterior no contribuyen todo lo eficazmente que podrían hacerlo a la StratCom.


    Existen numerosos eventos que demuestran este hecho y los condicionantes por los que finalmente no han podido contribuir de una manera eficaz son muy diversos. A continuación se van a nombrar algunos casos que podrían haber servido para el estudio de caso.


    Visita del 27 de diciembre de 2018 del presidente del Gobierno a Mali. Esta fue una clara oportunidad informativa para que la sociedad española conociese la labor que nuestros militares están llevando a cabo en Mali. Sin embargo, gran parte del protagonismo de la noticia en prensa, televisión y radio se centró en la ayuda que había ofrecido el presidente del Gobierno de 400 euros a los migrantes malienses que regresaran a su país82 y en la ausencia de la ministra de la Defensa83 a la visita.


    El 10 de septiembre de 2011 se produjo el rescate de la rehén francesa Evelyn Colombo, por un operativo de la Fuerza de Guerra Naval Especial de la Armada española. El oficial al mando, el entonces capitán Rafael López de Anca García, fue condecorado por esa acción con una Cruz del Mérito Naval con Distintivo Rojo y Francia le impuso la Medalla de Oro de la Defensa Nacional Francesa.


    Como literalmente señalaron algunos diarios84, «la acción de los militares españoles constituyó un éxito en las operaciones de rescate de rehenes y de demostración de la capacidad de nuestra Armada, merecedora de un telegrama de agradecimiento del presidente francés Sarkozy a su homólogo español Rodríguez Zapatero, y “noticia de primera plana en Francia”, pero que “tuvo una escasa repercusión mediática en España”».


    Para el estudio de caso se ha escogido un evento que sea actual para poder ver si las políticas llevadas a cabo en los últimos años han mejorado ciertos déficits del pasado. Además se ha buscado un ejemplo que fuera notorio para destacar el posible impacto mediático que podría haber tenido.


    Con el objeto de obtener la información de la manera más completa, se han realizado búsquedas en MCS, Internet y RRSS. Así, se han utilizado las siguientes herramientas informáticas: para el análisis de impactos en MCS se ha utilizado la herramienta «Kantarmedia Plus»; para el estudio de búsquedas en Internet se ha utilizado la herramienta «Google Trends»; y para la búsqueda en RRSS se ha utilizado la herramienta «Social Elephants».


    

    Comandante Franco. EUTM MALI


    El día 18 de junio de 2017, se produjo un ataque terrorista en el complejo turístico Le Campement Kangaba, en Bamako, Mali. El comandante Miguel Ángel Franco Fernández, que se encontraba en bañador en la piscina, al oír los disparos condujo a un grupo de doce personas a esconderse en una colina y con una pistola consiguió contener el ataque terrorista hasta que llegaron fuerzas del contingente español al hotel, salvando con su acción la vida de todo el grupo.


    Al día siguiente, el 19 de junio, es publicada una noticia en El Español85, donde simplemente informa del ataque al hotel. Sin embargo, ningún otro medio se hace eco de la noticia.


    El día 22 de junio 2017, el secretario de Estado de Asuntos Exteriores D. Ildefonso Castro, en la Comisión de Asuntos Exteriores del Senado hizo las siguientes declaraciones:


    «Tenemos un contingente en la EUTM de Mali –en estos momentos es el segundo. Si me permiten, quiero hacer “un reconocimiento público al comandante Franco”, que realizó un acto heroico en el ataque terrorista en el hotel. Su intervención salvó muchas vidas, y creo que es justo reconocerlo. Los militares, como saben, están para hacer otro trabajo, y en este caso el comandante Franco lo hizo muy bien»86.


    A partir de esta declaración, entre los días 22 y 26 de junio de 2017, aparece alguna noticia más pero con poco impacto87. De hecho, en el blog de Ángel Zurita en el Confidencial, el día 4 de julio 2017, afirmó «el episodio heroico de un comandante del destacamento español en Mali apellidado Franco, que con su actuación salvó decenas de vidas en un ataque yihadista del que la mayoría de mis inciertos lectores tendrán primera noticia ahora; ocurrió hace menos de quince días»88.


    Por parte de las RRSS, la acción no fue difundida en su momento por el EMAD, que era el encargado de hacerlo, al haber acontecido en una operación en el exterior. La única publicación relativa al asunto que realizó el EMAD estaba orientada a informar de que no había habido heridos españoles como consecuencia del atentado. Quizá por este motivo, la acción del comandante Franco pasó desapercibida para los usuarios de las redes sociales.
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    El día 8 de septiembre de 2017, la UE le otorga al comandante Franco la Medalla por Méritos Extraordinarios de la Política Común de Seguridad y Defensa (PCSD) de la UE89. De nuevo esta noticia, informada por el EMAD, tiene un reducido eco en los medios.


    El día 6 de enero de 2018, se le otorga la Cruz al Mérito Militar con Distintivo Rojo (acciones de combate)90, noticia que solo es cubierta por medios locales de Tenerife.


    El 6 de marzo de 2018, el grupo GEES Spain91 le otorga al comandante Franco la Cruz al «Mérito y Sacrificio», como reconocimiento público a esa acción, en un acto público92. A dicho evento acuden entre otros el ex-ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación, José Manuel García Margallo y la vicepresidenta de la Subcomisión de Derechos Humanos del Parlamento Europeo, Beatriz Becerra Basterrechea.
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    Es a partir de este momento cuando realmente salta la noticia en los medios de comunicación y tiene una amplia cobertura, tal y como se observa tras el análisis realizado con la herramienta «Kantarmedia Plus».


    En cuanto a las RRSS, la acción de comandante Franco tuvo un impacto muy por encima de la media de las publicaciones que realiza el Ministerio de Defensa y el Ejército de Tierra desde sus cuentas. Sin embargo, es reseñable que el motivo para ese amplio impacto no fue la publicación de su hazaña en el momento de producirse, sino que fueron las entrevistas que medios como El País, La COPE o La Razón le realizaron en marzo de 2018, tras su regreso a España. Estas entrevistas fueron publicadas en Internet acompañadas de fotos y videos cortos que fueron utilizados por los usuarios para ilustrar sus publicaciones, lo que amplificó el impacto.


    A continuación, a través de la herramienta Google Trends, se analizaron las búsquedas efectuadas en dicho navegador desde el 18 de junio de 2017 y se identificaron 3 hitos temporales principales:


    
      	Del 22 junio – 01 julio 2017.


      	Del 14 – 20 de enero de 2018.


      	Del 4 – 10 marzo de 2018.
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    Como se puede ver en la gráfica anterior, dichos hitos corresponden con las fechas posteriores a la declaración del secretario de Estado, la entrega de la Cruz del Mérito Militar con Distintivo Rojo y la de mayor impacto, la del premio GEES con la asistencia al mismo del exministro Margallo.


    Aunque podría parecer que el impacto en búsquedas fue amplio, si lo comparamos con las búsquedas del «Día de las FAS»93, observamos que ni siquiera en marzo de 2018, las noticias del comandante Franco tuvieron un impacto significativo. En la gráfica siguiente, únicamente se pueden aprecian los incrementos relativos a los días de las FAS de mayo de 2017 y 2018, así como del desfile de las FAS de octubre de 2017 y 2018.
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    Conclusiones estudio de caso


    Como se puede observar del estudio de caso, la acción del comandante Franco, el cual se encontraba integrado en la misión EUTM Mali, no contribuyó a la StratCom de las FAS todo lo eficazmente que pudiera haber sido un evento de estas características.


    La noticia tuvo impacto real en marzo de 2018, nueve meses después de que se produjese. Además, el impacto no fue todo lo amplio que podría haber sido una noticia de estas características. La imagen de nuestra sociedad respecto a la labor de nuestras FAS en las operaciones en el exterior podría haberse visto muy beneficiada.


    La oportunidad informativa debería haber sido liderada por el Ministerio de Defensa y de esta manera se podrían haber transmitido los mensajes previstos en el Plan de Implementación del EMAD relativos a operaciones en el exterior dentro del marco operaciones UE y lucha contra el terrorismo94.


    Podría haber servido de puerta de entrada, para dar a conocer el mando de la misión EUTM Mali que España tenía previsto ejercer desde el 31 de enero de 201895 y que iba a requerir un aumento de tropas. Este hecho era uno de los eventos considerados prioritarios para el ciclo 2018-2019 en el Plan de Implementación de la StratCom del JEMAD.


    Así, se considera que la manera correcta en que esta noticia debería de haberse publicado habría sido a partir de una noticia elaborada por el PAO de EUTM Mali, que siguiendo el procedimiento establecido, hubiese elevado a través del EMAD/ Ministerio de Defensa a los medios de comunicación españoles.


    

    Conclusiones


    A través del artículo se ha visto la importancia de la comunicación pública en las operaciones en el exterior como herramienta para la StratCom. El PAO se convierte en una de las herramientas más válidas y efectivas de las que dispone las FAS para llevar a cabo su StratCom.


    La relación existente entre la comunicación pública en las operaciones y su contribución a la StratCom ha quedado demostrada y así lo refleja la normativa en vigor. Las FAS, al igual que la OTAN, han avanzado mucho en los últimos años en el desarrollo de normativa de StratCom, llegando hasta Planes de Implementación del JEMAD, así como la creación de estructuras orgánicas en el Ministerio, EMAD y MOPS que la soporten. Los PAO conocen los mensajes de StratCom y los transmiten en sus productos (95 %).


    Sin embargo, estos avances no han tenido un reflejo significativo en la opinión pública, que es el fin último de la StratCom. Se ha visto que el desconocimiento de las FAS sigue siendo amplio en la sociedad española, por lo que, si bien se han realizado numerosas acciones para desarrollar la StratCom, estas aún no han tenido un reflejo en la sociedad, por lo que se deben continuar aplicando nuevas medidas que aseguren que estos primeros esfuerzos tienen un resultado.


    El estudio de caso ha servido para destacar que, en España, existen numerosas ocasiones que podrían ser explotadas por las FAS para poner de relieve su labor en operaciones en el exterior con el fin de que la sociedad entendiese y justificase su importante existencia, además de la inversión que el Estado realiza en dicha institución.


    Así, se puede concluir que la comunicación pública que se lleva a cabo en las operaciones en el exterior no contribuye todo lo eficazmente que podría a la comunicación estratégica de las Fuerzas Armadas.


    Se ha visto que ello es debido a diversos factores que son inherentes a las operaciones y sobre los que no se puede trabajar (p.e. el carácter reservado de las operaciones96, limitación en el ancho de banda satélite…). Sin embargo, también se han identificado posibles áreas de mejora tales como un mejor flujo en la transmisión de la información o una optimización de los productos en las RRSS.


    A estos factores de las operaciones se han sumado dos condicionantes que han modificado la comunicación pública en las operaciones en el exterior en los últimos años, la irrupción de las RRSS y los nuevos tipos de conflictos.


    Las RRSS han modificado la forma de informar. Se ha abierto un canal directo entre las FAS y la opinión pública sin que los medios de comunicación actúen de intermediarios. Se han creado perfiles en las más importantes RRSS y, sin embargo, se ha visto a través del estudio de caso y del empleo de herramientas como Google Trends o Kantarmedia Plus, que el impacto de las FAS en las mismas aún no es lo suficientemente relevante. Además, la limitación del ancho de banda en zonas de operaciones hace que tan solo un reducido porcentaje de los PAO (30 %) pueda enviar sus productos sin problemas. Por otro lado, influye en gran medida el desconocimiento por parte de la sociedad del EMAD como cuenta para colgar los contenidos de las operaciones en el exterior, así como su bajo número de seguidores. A ello se suma la dispersión de audiencias por diferentes cuentas en RRSS y la jerarquización existente en el flujo de comunicación que impide la transmisión de noticias en un tiempo menor, perdiendo, en ocasiones, la primicia e incluso el interés al no ser una información actual.


    Además, las operaciones en el exterior se han visto afectadas por los nuevos tipos de conflictos donde, en numerosas ocasiones, no existe un territorio perfectamente definido ni beligerantes de uniforme que se puedan identificar fácilmente. Esto ha creado un entorno de inseguridad que hace que cada vez existan menos periodistas de guerra. Al mismo tiempo han irrumpido con fuerza nuevos actores, donde la información que se transmite, en la mayoría de los casos, no es contrastada y por ende de dudosa veracidad.


    En este vacío de la información es donde las FAS, a través del PAO, deben tener un lugar preponderante como garantes de información real y sin manipular, como una fuente absolutamente fiable, que al contrastarse y completarse con otras fuentes, apoyen el trabajo periodístico, favoreciendo una información más completa y contextualizada.


    A través de las encuestas se han estudiado las condiciones reales en la que los PAO de las operaciones en el exterior realizan sus funciones. Se ha podido comprobar que los PAO reciben unas instrucciones para que sigan una misma línea con la StratCom definida a nivel superior. Sin embargo, se ha visto cómo la mayoría de ellos no disponen de los medios adecuados (85 %), teniendo incluso que recurrir a medios propios en un elevado porcentaje (60 %) para la obtención de productos de mejor calidad. En el mundo audiovisual actual, en el que prima la fotografía o el vídeo al texto de la noticia, si las FAS quieren tener un impacto en la comunicación pública deberían dotar convenientemente a las unidades.


    Los PAO tampoco disponen de personal que les apoye, tan solo un 20 % tiene personal dedicado. Es destacable observar que tan solo un 20 % realizaba estas labores en exclusiva.


    En cuanto a formación, hemos visto que tan solo un 10 % ha realizado el Curso de Comunicación Social; si bien, el MOPS ha reaccionado bien mediante el seminario de Comunicación Pública en Operaciones, el cual les otorga conocimientos suficientes para llevar a cabo su tarea. Con respecto a la formación, cabe preguntarse si con la estructura actual se quiere formar al PAO para delegar mayor libertad en la transmisión de información por ejemplo a las RRSS o, por el contrario, se desea continuar en la línea de la estructura actual, en cuyo caso cabría preguntarse si simplemente llega con formar al personal que recibe la información, esto es, la Sección J9 del MOPS y la Sección de Estrategia del EMAD.


    Si se proporcionase a los PAO la formación suficiente, se podría reconsiderar la publicación directa de cierta información desde zona de operaciones con el visto bueno del jefe de contingente.


    Esta falta de potenciación, no solo se observa en que no se invierte suficientemente en materiales ni en formación, sino que se refleja en la apreciación de los propios PAO que, en un alto porcentaje (70 %), consideran que para las FAS no es un destino relevante.


    Se puede concluir que los PAO reciben unas instrucciones claras y siguiendo una misma línea. Sin embargo, no se les proporciona ni formación ni medios ni personal para realizar sus funciones. Se observa que en las FAS no se potencia en la medida necesaria la labor de los PAO en las operaciones en el exterior y, así como en los factores inherentes a las operaciones el campo de actuación es menor, en formación y recursos hay un amplio margen de mejora, que podría redundar en una mejora en la comunicación pública de nuestros PAO en zonas de operaciones


    Durante la elaboración del artículo han surgido interrogantes que se considera que podrían resultar de interés para un estudio más profundo y en aras de mejorar la comunicación estratégica en las FAS:


    
      	Estudiar la conveniencia de potenciar la formación de los oficiales en comunicación pública a través de la creación de una especialidad de segundo tramo de Comunicación Pública.


      	Estudiar modelos para la incorporación de periodistas a las FAS, al igual que existen psicólogos o ingenieros, con el objeto de asesorar en labores de comunicación para mejorar la imagen de la institución.


      	Estudiar diferentes medidas para mejorar el impacto de las FAS en las RRSS, tales como la conveniencia de la transmisión de la información de los PAO en cuentas distintas a la del EMAD o el estudio de la implementación de una única «marca FAS» en RRSS que impida la dispersión de audiencias.


      	Determinar fórmulas que permitan desvincular la comunicación pública de las FAS de la comunicación pública de los ministros de Defensa al cargo.


      	Por último, estudiar la conveniencia de implementar medidas que mejoren el flujo de información para que, en ocasiones, prime la rapidez: delegar la transmisión en las RRSS a la Sección J9 del MOPS o al jefe de contingente.

    

    




  
    

    

    

    

    

    Capítulo tercero


    Evaluación ambiental mediante indicadores de los campos de maniobra y tiro del Ejército de Tierra


    Jaime Michelena García


    Resumen


    Los campos de maniobras y tiro (CMT) del Ejército de Tierra son un bien imprescindible para el adiestramiento e instrucción de sus unidades. Del mismo modo, son medios eficaces para la conservación de la naturaleza y de la biodiversidad en el área donde están situados, destacando en muchos casos su buen estado de conservación respecto a su entorno más inmediato. Desde el Estado Mayor del Ejército se ha apreciado que los sistemas de gestión ambiental implementados en los CMT, pese a constituir una herramienta eficaz, tienden a aplicar criterios conservadores que aparentemente limitan más de lo deseable las actividades para las que están destinados los CMT. Es interés del Ejército de Tierra obtener el mayor aprovechamiento racional de los CMT. Por todo esto, se considera necesario establecer una sistemática de evaluación de los CMT que permita detectar si el uso que se hace de los mismos se ajusta a su capacidad natural de acogida, si es susceptible de aumento, o si por el contrario, precisa de medidas compensatorias o de reducción de impacto para determinadas actividades.


    Palabras clave
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    Environmental evaluation through indicators of training and firing ranges of the Army


    Abstract


    The Training and Firing Ranges of the Army are an essential asset for the training and instruction of its Units. In the same way, they are effective means for the conservation of nature and biodiversity in the area where they are located, highlighting in many cases their good state of conservation with respect to their immediate surroundings. From the General Staff of the Army it has been appreciated that the Environmental Management Systems implemented in the Training and Firing Ranges, despite being an effective tool, tend to apply conservative criteria that apparently limit the Training and Firing Ranges activities more than desirable. It is the interest of the Army to obtain the greatest rational use of the Training and Firing Ranges. For all these reasons, it is considered necessary to establish a systematic evaluation of the Training and Firing Ranges that allows to detect if their use is adjusted to their natural capacity of reception, if it is susceptible to increase, or if, on the contrary, it requires compensatory or impact reduction measures for certain activities.


    Keywords
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    Introducción


    Conforme a las directrices del Ministerio de Defensa, el Ejército de Tierra desde 1998 viene implementando sistemas de gestión ambiental (SGA) en los principales campos de maniobras y tiro (CMT).


    Hasta ahora estos SGA parecen haber priorizado los factores de sostenibilidad sobre los de factores de uso de los CMT, procurando mantener sus características naturales actuales y preservando las condiciones de salubridad para los usuarios y para la población de su área de influencia.


    Como fruto del interés del Ejército de Tierra en obtener el mayor aprovechamiento racional de los CMT, en julio de 2008 se publicó la Directiva 08/081. Esta Directiva en su punto 8 contempla que se deberá «disponer de unas normas de uso de cada CMT que favorezcan las actividades de instrucción y adiestramiento estableciendo los criterios ambientales que conlleven las restricciones imprescindibles para responder al concepto de máximo uso sostenible, pero manteniendo la compatibilidad con la realización de ejercicios».


    Para llegar a determinar el «máximo uso sostenible» es necesario conocer previamente la situación ambiental de los CMT. Por ello, el objetivo principal de esta investigación es desarrollar un sistema de indicadores ambientales para los CMT del Ejército de Tierra que permita:


    
      	Obtener un diagnóstico de la situación ambiental de los CMT.


      	Desarrollar un sistema de representación gráfica de los indicadores que facilite su uso por parte de los responsables de la gestión de los CMT.


      	Contribuir a determinar la capacidad de acogida del CMT respondiendo al concepto de «máximo uso sostenible» compatible con la realización de actividades de instrucción y adiestramiento.

    


    El Ejército de Tierra cuenta actualmente con 62 campos de maniobra y tiro. Como objeto de este estudio se han elegido 13, siguiendo los siguientes criterios:


    
      	Incluir por su relevancia a los dos centros de adiestramiento (CENAD).


      	Buscar la mayor dispersión geográfica posible.


      	Incluir a los que a priori pueden presentar mayor problemática ambiental.

    


    Los CMT elegidos para el estudio son los siguientes:


    
      	CENAD San Gregorio (Zaragoza).


      	CENAD Chinchilla (Albacete).


      	CMT El Teleno (León).


      	CMT Cerro Muriano (Córdoba).


      	CMT El Palancar (Madrid).


      	CMT Uceda (Guadalajara).


      	CMT Matagrande (Burgos).


      	CMT Álvarez de Sotomayor (Almería).


      	CMT Renedo-Cabezón (Valladolid).


      	CMT Parga (Lugo).


      	CMT Álvarez de Castro (Gerona).


      	CMT Barranco de los Sánchez (Murcia).


      	CMT Pájara (Fuerteventura).

    


    De estos, por cuestiones de extensión del trabajo, solo se presentarán los cuatro primeros.


    

    Indicadores ambientales


    La sistemática de uso de indicadores ambientales es una herramienta de gestión de uso habitual por organismos gubernamentales. Los indicadores ambientales o de sostenibilidad ambiental se desarrollaron a finales de la década de los ochenta en Canadá y en algunos países europeos.


    La organización pionera a nivel internacional en el uso de indicadores ambientales fue la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE). En 1991 se publica Environmental indicators. A preliminary set, la primera de una serie de publicaciones con el fin de desarrollar un modelo de indicadores ambientales que permitieran medir conceptos hasta el momento difusos como el desempeño ambiental y el desarrollo sostenible.


    El modelo presión-estado-respuesta (PER), desarrollado por la OCDE, se basa en la relación de causalidad existente entre las acciones humanas que afectan al ambiente (presiones), el estado actual del mismo (estado) y las acciones o políticas para mitigar dichos efectos (respuestas).


    Siguiendo este patrón, en 1993, la OCDE publicó una lista con 48 indicadores2. Se identificaron 13 áreas de interés ambiental basándose en su relevancia política, su capacidad analítica y la facilidad de su medida.


    Paralelamente, en el año 1992, en la Cumbre de la Tierra3, se crea la Comisión para el Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas (UNCSD), con el mandato de desarrollar iniciativas para promover el desarrollo sostenible. Dentro de esas iniciativas, en 1996 se publica el Libro Azul4, en el que se aplica el modelo PER para desarrollar un sistema de indicadores de desarrollo sostenible, categorizados en cuatro grupos (económicos, sociales, ambientales y administrativos).


    A nivel europeo, en 1990 se crean en el seno de la CEE la Agencia Europea de Medio Ambiente (AEMA) y la Red Europea de Información y Observación del Medio Ambiente (Red EIONET)5, con la responsabilidad de proporcionar información ambiental a la Comisión Europea para facilitar su toma de decisiones.


    La AEMA, en 1999, publica Environmental indicators: Typology and overview, informe en el que se amplía el enfoque de la OCDE y se desarrolla el modelo fuerza-presión-estado-impacto-respuesta (FPEIR), incluyendo al modelo PER las causas que originan las presiones (fuerzas motrices) y los cambios sufridos en el ambiente (impactos).


    El sistema de indicadores de la AEMA está constituido por 83 indicadores ambientales agrupados en 10 áreas temáticas.


    En el ámbito nacional, en 1996 se publica por el entonces Ministerio de Medio Ambiente Indicadores ambientales. Una propuesta para España, un sistema de 81 indicadores ambientales basado en el modelo PER de la OCDE. Los indicadores están agrupados en 18 áreas temáticas que sintetizan la situación ambiental española. El Ministerio, desde 2004 y en base a estos indicadores, publica anualmente el informe Perfil ambiental de España.


    Este informe ofrece una primera parte que incluye el análisis de dos temas ambientales de interés, una segunda parte constituida por el sistema de indicadores y una tercera que ofrece información por comunidades autónomas, elaborado con la colaboración directa de la Red EIONET de la Agencia Europea de Medio Ambiente.


    Algunas comunidades autónomas han desarrollado sus propios manuales y sistemas de indicadores ambientales. Ejemplos de ello son:


    
      	«Propuesta de indicadores ambientales para la Comunidad de Madrid»6.


      	«Manual del sistema de indicadores ambientales de Aragón»7.

    


    Dentro del ámbito militar, en la OTAN no hay antecedentes del uso de indicadores ambientales para la evaluación de campos de maniobras, aunque sí existe una publicación aliada con un manual de buenas prácticas para el uso sostenible de los mismos.


    A nivel Ministerio de Defensa, hay publicadas una colección de monografías sobre los valores ecológicos de los principales CMT, pero no hay antecedentes de haber utilizado sistemas de indicadores para su evaluación ambiental.


    Como ya se ha comentado, se está realizando un continuado esfuerzo en la implantación de SGA en las instalaciones con mayor potencial de impacto ambiental. Entre estas instalaciones se encuentran los CMT, contando casi todos ellos con SGA certificados conforme a los requisitos establecidos en la norma ISO 140018. La información disponible en estos sistemas ha sido de gran utilidad para la definición de los indicadores.


    

    Modelo presión-estado-respuesta (PER)


    Para la elaboración de los indicadores ambientales se ha seguido el modelo presión-estado-respuesta (PER) de la OCDE, que como se ha comentado anteriormente, diferencia los indicadores ambientales en función de su relación de causalidad con el medio ambiente, distinguiéndose:


    
      	Indicadores de presión: referidos a las actividades humanas con impacto en el medio ambiente. ¿Qué está afectando al ambiente?


      	Indicadores de estado: informan sobre la situación ambiental existente actualmente, tanto de los recursos naturales como del medio ambiente. ¿Cuál es el estado actual del medio ambiente?


      	Indicadores de respuesta: recogen las medidas adoptadas por la sociedad para reducir o mitigar los impactos ambientales que provocan las actividades humanas. ¿Qué estamos haciendo para mitigar o resolver los problemas ambientales?

    


    Particularizando para los CMT, el procedimiento debe seguir los siguientes pasos:


    
      	Identificar las actividades que se realizan en el CMT y que están afectando al medio ambiente.


      	Evaluar el estado actual del medio ambiente en los CMT.


      	Identificar las medidas que se están implementando en el CMT para mitigar los posibles impactos ambientales derivados de dichas actividades.

    


    Analizados los principales sistemas de indicadores ambientales (OCDE, AEMA y Ministerio de Medio Ambiente), se puede ver que todos ellos siguen la misma pauta metodológica, tal y como se muestra en el siguiente diagrama:
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    Primero se identifican las áreas ambientales que definen los problemas ambientales más significativos del área de estudio.


    A continuación, para cada área ambiental, se seleccionan los aspectos ambientales más relevantes.


    Por último, se seleccionan los indicadores ambientales que permitan estudiar y cuantificar los aspectos ambientales seleccionados, clasificándolos en presión, estado o respuesta.


    

    Identificación de áreas ambientales


    Antes de definir los indicadores ambientales que se van a aplicar en la caracterización de los CMT, se identifican a continuación las áreas ambientales sobre las que se va a actuar.


    Hay una serie de áreas que son comunes a casi todos los sistemas de indicadores ambientales analizados9. Estas áreas son las siguientes:


    
      	Cambio climático.


      	Disminución de la capa de ozono.


      	Acidificación.


      	Calidad del aire urbano.


      	Gestión de residuos.


      	Aguas continentales superficiales.


      	Recursos hídricos.


      	Zonas costeras y marinas.


      	Eutrofización.


      	Naturaleza y biodiversidad.


      	Contaminación tóxica.


      	Medio urbano.

    


    Tomando como base esta división, se han aplicado los siguientes criterios para determinar las áreas ambientales de estudio en los CMT:


    
      	Facilidad y sencillez en su definición, agrupándolas en la medida de lo posible.


      	Prescindir de aquellas áreas que no aplican a las particularidades de los CMT (medio urbano, zonas costeras, aguas continentales).


      	Incluir la actividad militar y la aceptación social, por la presión que ejercen sobre los CMT.

    


    Las áreas ambientales resultantes son las siguientes:


    
      	Actividad.


      	Defensa contra incendios forestales.


      	Gestión de residuos.


      	Gestión ambiental.


      	Conservación del medio natural.


      	Aceptación social.

    


    A continuación, se presenta una descripción de cada una de las áreas ambientales seleccionadas.


    

    Área de actividad


    Este grupo de indicadores integra aspectos ocupacionales y operacionales que describen diversas actividades desarrolladas en los CMT. Estos indicadores se han clasificado en los dos tipos siguientes:


    Indicadores ocupacionales y operacionales.


    Estos indicadores miden el nivel de ocupación del CMT y la actividad en las instalaciones del CMT.


    En los CMT del Ejército, el nivel de ocupación es muy variable a lo largo del año. El desarrollo de las actividades militares en las que se realizan los ejercicios de adiestramiento, los ejercicios tácticos, las prácticas de tiro, las prácticas de explosivos y materiales, y cualquier otra clase de ejercicio autorizado, hacen que, con arreglo a sus planes, diferentes unidades militares del Ejército de Tierra utilicen las instalaciones del CMT a lo largo del año.


    Indicadores de transporte y energía.


    El consumo de energía y el transporte generan grandes impactos. Este tipo de indicadores no solo permiten dar una información sobre la magnitud de las maniobras, sino que además, de forma indirecta, aportan información sobre la severidad de las emisiones a la atmósfera y la potencial erosión del suelo.


    Los indicadores de transporte tienen una gran importancia, ya que el transporte es uno de los sectores no regulados por el sistema de emisiones a la atmósfera de gases de efecto invernadero.


    

    Área de defensa contra incendios forestales


    Los incendios forestales constituyen una de las principales amenazas para los montes en climas mediterráneos.


    Representan por tanto un problema de interés general, que trasciende al estrictamente ambiental, debido a los valores que han de protegerse: la vida y seguridad de las personas usuarias del CMT y del entorno, las infraestructuras e instalaciones en las que está en juego el interés de la defensa nacional, el valor económico integral de los sistemas forestales o incluso el patrimonio histórico-artístico que contienen.


    Esta área agrupa una serie de indicadores que tienen como objetivo aportar información sobre la recurrencia y los efectos de los incendios forestales en los CMT, así como aportar información sobre las actuaciones que se realizan en materia de prevención de los incendios forestales (existencia de áreas cortafuegos y otras infraestructuras preventivas de incendios forestales).


    

    Área de gestión de residuos


    El área de gestión de residuos recoge los indicadores relacionados con la producción y gestión de residuos urbanos y peligrosos, incluyendo la recogida, tratamiento y disposición de los residuos que se generan en los CMT.


    En esta área ambiental se incluyen, además de los residuos sólidos urbanos originados por las actividades de instrucción y adiestramiento de las unidades usuarias del CMT, los residuos procedentes de la munición utilizada en los ejercicios de tiro.


    

    Área de gestión ambiental


    La Instrucción 56/2011, de 3 de agosto, del secretario de Estado de Defensa, sobre Sostenibilidad Ambiental y Eficiencia Energética en el ámbito del Ministerio de Defensa, establece que «La herramienta fundamental en el Ministerio de Defensa para la consecución, mantenimiento y seguimiento de los principios y objetivos de la Política Ambiental será un Sistema de Gestión Ambiental, certificado conforme a los requisitos establecidos en la norma UNE-EN ISO 14001, que permitirá evaluar el comportamiento ambiental de sus bases, acuartelamientos y establecimientos».


    Como consecuencia de ello, el Ejército de Tierra tiene actualmente implantados y certificados cincuenta y ocho sistemas de gestión ambiental (SGA) que incluyen a ciento tres BAE10. La mayoría de los CMT tienen SGA implantado.


    Esta área ambiental, por tanto, tiene como objetivo aportar información sobre las actividades propias del SGA de cada CMT.


    

    Área de conservación del medio natural


    Los indicadores incluidos en esta área tienen como objetivo aportar información sobre los aspectos más destacados del medio natural en los CMT del Ejército de Tierra.


    Ofrecen datos sobre el estado del medio natural a través de sus superficies más relevantes y así como de sus principales problemáticas, tales como daños abióticos, presencia de plagas y enfermedades forestales.


    Por otro lado, el desarrollo de las actividades propias del CMT genera un impacto sobre el medio natural, fundamentalmente sobre el suelo en el que se desarrollan las maniobras y actividades militares. El tránsito de la maquinaria y los vehículos pesados, el lanzamiento de proyectiles y la construcción de infraestructuras pueden provocar amenazas sobre el ecosistema generando problemas de erosión de suelos, contaminación, compactación, cambios de uso del suelo permanentes, etc.


    

    Área de aceptación social


    El ruido ambiental es un problema que afecta a la salud y a la calidad de vida de la población del entorno del CMT.


    En los CMT del Ejército de Tierra se realizan un gran número de actividades militares tales como ejercicios de tiro, de armamento individual o pesado, prácticas de explosivos o pruebas de armas o munición que generan episodios de gran intensidad de ruido. Estas actividades que forman parte del adiestramiento de las unidades pueden interferir en el normal desarrollo de la vida de los municipios periféricos a los CMT generando molestias excesivas.


    En algunas ocasiones, estas interferencias se manifiestan mediante artículos de prensa de connotaciones negativas sobre la actividad militar, e incluso mediante denuncias. Como medida de choque, los CMT pueden realizar actividades de sensibilización tales como notas, artículos en presa e incluso visitas que ayuden a contrarrestar esta visión negativa de la actividad militar.


    

    Selección y descripción de los indicadores


    Una vez delimitadas las áreas ambientales, el siguiente paso consiste en seleccionar y desarrollar los indicadores que van a definir el comportamiento ambiental de cada uno de los aspectos ambientales identificados en cada área.


    Los criterios que se han seguido para la selección de los indicadores que mejor reflejan la realidad a estudiar, la situación ambiental de los CMT, son los siguientes11:


    
      	Ser representativos de la situación ambiental regional.


      	Tener validez científica y estar bien fundamentados.


      	Ser simples, claros y fácilmente comprensibles por no especialistas.


      	Mostrar la evolución de las tendencias en el tiempo.


      	Ser comparables con datos de otras regiones (nacionales o internacionales).


      	Ser viables económicamente, tanto en la obtención de los datos como en el manejo de la información.


      	Ser sensibles a los cambios de tendencia en el medio o en las actividades humanas.


      	Ser predictivos y permitir alertar sobre tendencias negativas.

    


    El procedimiento seguido es el siguiente, una vez identificados los aspectos ambientales significativos, dentro de cada área ambiental, se han diseñado diversos indicadores buscando la mejor forma de representar dichos aspectos.


    Se ha intentado seleccionar los indicadores más eficientes, es decir, aquellos que tienen mejor relación entre la representatividad de la información que aportan y los recursos que requieren para ser cuantificados.


    Conviene aclarar que se han considerado indicadores que, a pesar de no estar contemplados en otros sistemas de referencia son, sin embargo, necesarios para la correcta descripción de la situación ambiental de los CMT.


    Se ha optado, por tanto, por un reducido número de indicadores con el objeto de, siguiendo los criterios anteriormente mencionados, lograr construir un sistema sencillo y eficaz que contribuya a mejorar la situación ambiental de los CMT y facilite la toma de decisiones de los encargados de su gestión.


    Para ello, se ha tratado de compatibilizar la característica intrínseca de rigor científico y técnico que debe tener un indicador, con la característica deseada de simplicidad y utilidad en su interpretación.


    Para la descripción de cada indicador se ha cumplimentado una ficha con los siguientes campos.


    • Nombre del indicador: denominación del aspecto ambiental del cual informa el indicador considerado.


    • Tipo: según la clasificación del modelo PER (presión, estado, respuesta).


    • Código: el código está compuesto por las dos letras identificativas del área ambiental al que pertenece, seguido por un dígito correlativo.


    



    
      
        
        
      

      
        
          	
            Áreas ambientales

          

          	
            CÓDIGO

          
        


        
          	
            Actividad

          

          	
            AC

          
        


        
          	
            Defensa contra incendios forestales

          

          	
            IN

          
        


        
          	
            Gestión de residuos

          

          	
            RE

          
        


        
          	
            Gestión ambiental

          

          	
            GA

          
        


        
          	
            Conservación del medio natural

          

          	
            MN

          
        


        
          	
            Aceptación social

          

          	
            AS

          
        

      
    


    Ilustración 2. Codificación de los indicadores ambientales (elaboración propia).


    



    
      	Descripción del indicador: características del indicador.


      	Parámetro analizado: cuantificación del aspecto o impacto descrito por el indicador que se va a medir.


      	Cálculo del indicador: operaciones a realizar para el cálculo del indicador, teniendo en cuenta que el dato obtenido debe permitir su comparación.


      	Observaciones: en este apartado se exponen todas las explicaciones que se consideren necesarias para la mejor comprensión del indicador.


      	Unidades: en las que se presentan los resultados de los indicadores.


      	Periodicidad del cálculo: plazo de validez del indicador.


      	Fuente de información: origen de los datos utilizados para el cálculo del indicador.


      	Tendencia deseada: variación del valor del indicador deseable en el tiempo.


      	Representación del indicador: sistema de representación elegido.

    


    A continuación se describen los indicadores seleccionados para cada área ambiental y el método de cálculo para cada uno de ellos.


    

    Indicadores de actividad


    En el área de actividad, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: maniobras, munición utilizada y medios de transporte.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            INDICADORES DE ACTIVIDAD

          

          	
            TIPO12

          
        


        
          	
            AC1

          

          	
            Número de pernoctaciones

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC2

          

          	
            Tasa de actividad

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC3

          

          	
            Consumo de explosivo

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC4

          

          	
            Consumo de plomo

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC5

          

          	
            Vehículos pesados

          

          	
            Presión

          
        

      
    


    



    Ilustración 3. Indicadores de defensa contra incendios forestales (elaboración propia).


    Nota de la Ilustracion 3:


    



    



    1.- Clasificación según el modelo presión-estado-respuesta (PER) de la OCDE descrito anteriormente.


    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador AC1 Número de pernoctaciones.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            NÚMERO DE PERNOCTACIONES

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            PRESIÓN

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            AC-1

          

          	

          	
             

          
        


        
          	
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            La ocupación de las instalaciones militares que componen el CMT varía a lo largo del año, existiendo momentos de máxima actividad militar en los que el CMT acoge más unidades y momentos en los que únicamente el personal de vida ocupa las dependencias.


            Al igual que varía el nivel de ocupación en el CMT también se producen fluctuaciones en la demanda y oferta de recursos del sistema.


            A modo de síntesis, el indicador informa de la ocupación media de las instalaciones a través del análisis del número de pernoctaciones medias diarias en el CMT.

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          

          	
        


        
          	
            Número de pernoctaciones diarias.

          

          	
             

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Nperd = (Npera + 1/3 Nsper + 1/3 Nppio) / 365


            Nperd: número de pernoctaciones diarias.


            Npera: número de pernoctaciones de unidades en el CMT a lo largo del año.


            Nsper: número de personas que realizan ejercicios en el CMT y no pernoctan en él.


            Nppio: personal propio adscrito a la Comandancia del CMT.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            La importancia del indicador radica en la posibilidad de analizar la demanda de recursos derivados de la ocupación media, así como tener identificados los momentos «punta» de máxima ocupación y de máximo impacto sobre el sistema.


            A efectos de cálculo Nsper y Nppio computan 1/3 del día (8 horas de estancia media por jornada).

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            Pernoctaciones / día

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Planificación anual del CMT

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Crecimiento sostenible

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          

          	
             

          
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    


    

    Indicadores de defensa contra incendios forestales


    En el área de defensa contra incendios forestales, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: incendios, superficie quemada, planes contra incendios forestales e infraestructuras preventivas.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            INCENDIOS FORESTALES

          

          	
            TIPO

          
        


        
          	
            IN1

          

          	
            Número de incendios

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            IN2

          

          	
            Superficie forestal quemada

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            IN3

          

          	
            Incumplimientos del PCIF13

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            IN4

          

          	
            Densidad cortafuegos operativos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            IN5

          

          	
            Aprovechamiento cinegético/ganadero

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            IN6

          

          	
            Densidad de viales

          

          	
            Estado

          
        

      
    


    



    Ilustración 4. Indicadores de defensa contra incendios forestales (elaboración propia).


    Nota de Ilustracion 4:


    1.-Plan contra incendios forestales.


    



    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador IN2 Superficie forestal quemada.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            SUPERFICIE FORESTAL QUEMADA

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            PRESIÓN

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            IN-2

          
        


        
          	
             

          
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Los espacios forestales son un bien social a preservar. Entre los fenómenos destructivos de los espacios forestales se encuentra el fuego. Los incendios tienen unas consecuencias desastrosas con implicaciones sociales y naturales muy negativas.


            Este indicador muestra en porcentaje la pérdida de superficie forestal en el CMT como consecuencia de los incendios forestales.

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          
        


        
          	
            Porcentaje de superficie forestal quemada fuera de la zona de caída de proyectiles (ZCP) al año.

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Tinc = (Sinc / Sfor) x 100


            Tinc: porcentaje de superficie forestal quemada fuera de la ZCP.


            Sinc: superficie forestal afectada de incendios y conatos fuera de la zona de caída de proyectiles en el CMT.


            Sfor: superficie forestal total en el CMT.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            Un conato de incendio es un incendio que afecta a una superficie menor o igual a 1 ha cuya quema no estaba prevista.


            Un incendio forestal es un incendio que afecta a una superficie mayor a 1 ha cuya quema no estaba prevista.

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            Porcentaje (%)

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Cartografía y fotografía aéreaRegistro de incendios

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Disminución

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          

          	
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    


    Indicadores de gestión de residuos


    En el área de gestión de residuos, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: residuos peligrosos, residuos no peligrosos y aguas residuales.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            GESTIÓN DE RESIDUOS

          

          	
            TIPO

          
        


        
          	
            RE1

          

          	
            Plomo recuperado

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE2

          

          	
            Explosivo no detonado

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            RE3

          

          	
            Número de vertederos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE4

          

          	
            Gestión de residuos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE5

          

          	
            Depuración de aguas residuales

          

          	
            Respuesta

          
        

      
    


    



    Ilustración 5. Indicadores de gestión de residuos (elaboración propia).


    



    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador RE3 Número de vertederos.


    



    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            NÚMERO DE VERTEDEROS

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            RESPUESTA

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            RE-3

          

          	
        


        
          	
             

          
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            En los CMT que tienen un SGA implementado, la producción y gestión de los residuos se realiza correctamente. Sin embargo, en algunas ocasiones existen antiguos vertederos sin sellar que siguen utilizándose en los CMT, lo que implica que no todos los residuos producidos son gestionados.


            Este indicador mide, evalúa y cuantifica la existencia de este tipo de instalaciones en el CMT y el estado en el que se encuentran.

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          

          	
        


        
          	
            Número de vertederos.

          

          	
             

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Nvert = Nverti + Nverts


            Nvert: número de vertederos existentes en el CMT.


            Nverti: número de vertederos incontrolados en el CMT.


            Nverts: número de vertederos sellados en el CMT.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            Aunque la mayor parte de los CMT tienen sus antiguos vertederos ya sellados y no se realizan ya vertidos incontrolados, existen algunos que todavía se encuentran sin sellar, y aunque no se encuentren en uso presentan una gran cantidad de residuos mezclados que hay que segregar y gestionar antes de proceder a su sellado.

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            Número de vertederos

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Cartografía y trabajo de campo

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Disminución

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          

          	
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    


    



    Indicadores de gestión ambiental


    En el área de gestión ambiental, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: sistema de gestión ambiental, no conformidades y formación.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            GESTIÓN AMBIENTAL

          

          	
            TIPO

          
        


        
          	
            GA1

          

          	
            Formación ambiental

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            GA2

          

          	
            No conformidades mayores

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            GA3

          

          	
            No conformidades menores

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            GA4

          

          	
            Incumplimientos de normativa

          

          	
            Estado

          
        

      
    


    



    Ilustración 6. Indicadores de gestión ambiental (elaboración propia).


    



    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador GA1 Formación ambiental.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            FORMACIÓN AMBIENTAL

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            RESPUESTA

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            GA-1

          
        


        
          	
             

          
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            En caso de encontrarse implementado un SGA en el CMT, en el procedimiento general de formación se encuentra recogida la necesidad de la formación. El personal que realice sus actividades de forma ocasional en el CMT será destinatario únicamente de actividades de sensibilización e información sobre el comportamiento y actitudes ambientales que deberá tener durante su estancia en el CMT.


            Este indicador contabiliza el número de horas de actividades, programas y acciones recibidas por comandancia de forma anual en el CMT (dentro del programa de formación).

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          
        


        
          	
            Formación en materia de educación ambiental.

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Hfor = Htot / Nalu


            Hfor: número de horas de formación recibidas por cada persona.


            Htot: sumatorio del total de horas impartidas en programas y acciones de educación ambiental desarrolladas durante el año.


            Nalu: número de alumnos partícipes de esas acciones formativas.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            En los CMT con un SGA certificado, cada año se aprueba un Plan de Formación.

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            Horas / persona

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Procedimientos del SGA o registro de las actividades

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Aumento

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    


    

    Indicadores de conservación del medio natural


    En el área de conservación del medio natural, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: paisaje, contaminación, vegetación y espacios naturales protegidos.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            CONSERVACIÓN MEDIO NATURAL

          

          	
            TIPO

          
        


        
          	
            MN1

          

          	
            Erosión del suelo

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            MN2

          

          	
            Suelos potencialmente contaminados

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            MN3

          

          	
            Grado de evolución de la vegetación

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            MN4

          

          	
            Superficie forestal arbolada

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            MN5

          

          	
            Espacios naturales protegidos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            MN6

          

          	
            Estado fitosanitario

          

          	
            Estado

          
        

      
    


    



    Ilustración 7. Indicadores de conservación del medio natural (elaboración propia).


    



    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador MN1 Erosión del suelo.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            EROSIÓN DEL SUELO

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            PRESIÓN

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            MN-1

          
        


        
          	
             

          
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            La erosión del suelo es un proceso natural, que puede causar serios problemas ambientales cuando la actividad antrópica y los usos mal regulados del suelo aumentan los factores desencadenantes de los procesos erosivos.


            La realización de maniobras militares y el paso continuado de maquinaria pesada y vehículos, puede provocar daños en la cubierta vegetal y dejar el suelo desnudo y expuesto a los fenómenos erosivos.


            El indicador informa sobre el porcentaje de superficie total del CMT afectada por fenómenos erosivos.

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          
        


        
          	
            Superficie afectada por la erosión en el CMT.

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Tero = (Scam + Sviv+ Szm) x 100 / Stot


            Tero: erosión del suelo.


            Scam: superficie ocupada por los caminos.


            Sviv: superficie ocupada por los vivaques.


            Szm: superficie ocupada por las zonas de maniobras.


            Stot: superficie total del CMT.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            Se contabilizarán también las vías en las que se observen regueros y movimientos de arenas.

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            Porcentaje (%)

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Cartografía del CMT


            Fotografía aérea y trabajo de campo

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Disminución

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    


    

    Indicadores de aceptación social


    En el área de aceptación social, los aspectos ambientales significativos identificados para los CMT son los siguientes: ruido, denuncias, patrimonio y concienciación.


    En base a estos aspectos se han identificado los siguientes indicadores ambientales:


    



    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            ACEPTACIÓN SOCIAL

          

          	
            TIPO

          
        


        
          	
            AS1

          

          	
            Nivel de ruido alcanzado

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AS2

          

          	
            Número de quejas / denuncias

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AS3

          

          	
            Actuaciones de sensibilización

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            AS4

          

          	
            Bienes de interés patrimonial

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            AS5

          

          	
            Superficie forestal restaurada

          

          	
            Respuesta

          
        

      
    


    



    Ilustración 8. Indicadores de aceptación social (elaboración propia).


    



    Se presenta a continuación, a modo de ejemplo, la ficha del indicador AS2 Número de quejas o denuncias.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            NOMBRE DEL INDICADOR:

          

          	
            NÚMERO DE QUEJAS / DENUNCIAS

          
        


        
          	
            TIPO:

          

          	
            PRESIÓN

          

          	
            CÓDIGO:

          

          	
            AS-2 

          
        


        
          	
             

          
        


        
          	
            DESCRIPCIÓN DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            La realización de las actividades militares genera elevados niveles de ruido. Las zonas de caída de proyectiles, que se encuentran acotadas al paso, son las áreas sobre las que se dirigen los impactos de la artillería y misiles. En estas zonas el nivel de ruido es muy elevado. Otras zonas con altos niveles de ruido son las zonas de maniobras, donde se desarrollan los ejercicios tácticos y las prácticas de tiro. Hay que tener en cuenta que las zonas de seguridad, espacios reservados para garantizar el aislamiento de las actividades militares del entorno, en algunas ocasiones no tienen un ancho suficiente como para amortiguar los efectos de las actividades.


            El indicador analiza la interacción por ruido que genera la actividad militar en el CMT con las poblaciones periféricas.

          
        


        
          	
            PARÁMETRO ANALIZADO:

          
        


        
          	
            Número de quejas, denuncias o amonestaciones por ruido.

          
        


        
          	
            CÁLCULO DEL INDICADOR:

          
        


        
          	
            Nqj


            Nqj: Número total de quejas verbales, escritas, denuncias, artículos en prensa, etc. recogidas en el CMT durante el año.

          
        


        
          	
            Observaciones:

          
        


        
          	
            Por número de quejas se entiende cualquier tipo de amonestación recibida en el CMT referente a actividades generadoras de ruido en el ambiente.


            Estas quejas tendrán una distribución variable en el tiempo condicionada por la existencia en el CMT de maniobras, siendo máximas las actividades generadoras de ruido en los momentos en los que mayor número de unidades albergue el CMT.

          
        


        
          	
            Unidades:

          

          	
            N.º de quejas / año

          
        


        
          	
            Periodicidad:

          

          	
            Anual

          
        


        
          	
            Fuente de información:

          

          	
            Recuento de las quejas en el CMT

          
        


        
          	
            Tendencia deseada:

          

          	
            Disminución

          
        


        
          	
            Representación del indicador:

          

          	
        


        
          	
            El indicador se presenta de dos formas diferentes:


            • Mediante una tabla que contenga los valores calculados del indicador para cada CMT y para cada año estudiado.


            • Mediante un gráfico que represente el valor ponderado de cada una de las áreas ambientales.

          
        

      
    







    Sistema de indicadores ambientales resultante


    



    En la siguiente tabla se resume el sistema de indicadores desarrollado:


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            TIPO

          

          	
            CÓDIGO

          

          	
            INDICADOR

          

          	
            TIPO

          
        

      

      
        
          	
            ACTIVIDAD

          

          	
            AC1

          

          	
            Número de pernoctaciones

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC2

          

          	
            Tasa de actividad

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC3

          

          	
            Consumo de explosivos

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC4

          

          	
            Consumo de plomo

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AC5

          

          	
            Vehículos pesados

          

          	
            Presión

          
        


        
          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            DEFENSA CONTRA INCENDIOS FORESTALES

          

          	
            IN1

          

          	
            Número de incendios

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            IN2

          

          	
            Superficie forestal quemada

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            IN3

          

          	
            Incumplimientos del PCIF

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            IN4

          

          	
            Densidad cortafuegos operativos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            IN5

          

          	
            Aprovechamiento cinegético/ganadero

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            IN6

          

          	
            Densidad de viales

          

          	
            Estado

          
        


        
          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            GESTIÓN DE


            RESIDUOS

          

          	
            RE1

          

          	
            Plomo recuperado

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE2

          

          	
            Explosivo no detonado

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            RE3

          

          	
            Número de vertederos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE4

          

          	
            Gestión de residuos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            RE5

          

          	
            Depuración de aguas residuales

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            GESTIÓN AMBIENTAL

          

          	
            GA1

          

          	
            Formación ambiental

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            GA2

          

          	
            No conformidades mayores

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            GA3

          

          	
            No conformidades menores

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            GA4

          

          	
            Incumplimientos de normativa

          

          	
            Estado

          
        


        
          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            CONSERVACIÓN


            MEDIO NATURAL

          

          	
            MN1

          

          	
            Erosión del suelo

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            MN2

          

          	
            Suelos potencialmente contaminados

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            MN3

          

          	
            Grado de evolución de la vegetación

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            MN4

          

          	
            Superficie forestal arbolada

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            MN5

          

          	
            Espacios naturales protegidos

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            MN6

          

          	
            Estado fitosanitario

          

          	
            Estado

          
        


        
          	

          	

          	

          	
        


        
          	
            ACEPTACIÓN SOCIAL

          

          	
            AS1

          

          	
            Nivel de ruido alcanzado

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AS2

          

          	
            Número de quejas / denuncias

          

          	
            Presión

          
        


        
          	
            AS3

          

          	
            Actuaciones de sensibilización

          

          	
            Respuesta

          
        


        
          	
            AS4

          

          	
            Bienes de interés patrimonial

          

          	
            Estado

          
        


        
          	
            AS5

          

          	
            Superficie forestal restaurada

          

          	
            Respuesta

          
        

      
    


    



    Ilustración 9. Sistema de indicadores ambientales para CMT del ET (elaboración propia).


    

    Fuentes de información


    Una vez seleccionados los indicadores a emplear es necesario identificar las fuentes de información de donde obtener los valores para el cálculo de los indicadores. Se han utilizado cuatro fuentes de información.


    
      	Campos de maniobra y tiro. La mayor parte de la información necesaria para el cálculo de los indicadores está disponible en los propios CMT. Para su obtención se ha utilizado un cuestionario tipo que se ha enviado a los trece CMT objeto de estudio para su cumplimentación.


      	
        Sección de Asuntos Medioambientales de la Dirección de Infraestructura del Ejército de Tierra. En los archivos de la sección se encuentra disponible la siguiente información:

        
          	Sistemas de gestión ambiental (SGA). De los registros de auditorías internas y externas se obtienen los datos relativos a las no conformidades.


          	Planes técnicos de defensa contra incendios forestales. Cada uno de los CMT estudiados dispone de un plan técnico en el que se especifican todas las infraestructuras.


          	Estadísticas de incendios forestales en los CMT. En la sección están disponibles todos los partes de incendios forestales que los responsables de los CMT cumplimentan cada vez que se produce un conato o un incendio forestal en su territorio.

        

      


      	
        Fuentes de información general. En este grupo se incluyen todas las fuentes de consulta accesibles al público en general. Estas fuentes, en general, por sí solas no dan un valor unívoco y determinante a un indicador y necesitan completarse con la información suministrada por las fuentes de los dos grupos anteriores.

        
          	Mapa forestal nacional.


          	Inventario forestal nacional.


          	Ortofotografías aéreas.


          	Base de datos de incendios forestales (BDIF) del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente (MAPAMA).


          	Publicaciones en prensa.

        

      


      	Trabajo de campo. Con determinados indicadores ha sido necesario completar la información suministrada por las fuentes anteriores, mediante mediciones y observaciones directas tomadas en campo.

    


    

    Cálculo y baremación de los indicadores


    Con la información procedente de las fuentes anteriores, se han calculado los indicadores correspondientes a los años 2010 a 2016 para cada uno de los 13 CMT seleccionados.


    Se presentan a continuación, a modo de ejemplo, los resultados obtenidos para el CENAD San Gregorio.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            CENAD SAN GREGORIO (ZARAGOZA)

          
        


        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            INDICADOR

          

          	
            UNIDAD

          

          	
            2010

          

          	
            2011

          

          	
            2012

          

          	
            2013

          

          	
            2014

          

          	
            2015

          

          	
            2016

          
        


        
          	
            AC1

          

          	
            Número de pernoctaciones

          

          	
            pax/día

          

          	
            67

          

          	
            41

          

          	
            38

          

          	
            43

          

          	
            50

          

          	
            77

          

          	
            43

          
        


        
          	
            AC2

          

          	
            Tasa de actividad

          

          	
            %

          

          	
            79,7

          

          	
            83,3

          

          	
            83,0

          

          	
            62,4

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            AC3

          

          	
            Consumo de explosivos

          

          	
            t/año

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            AC4

          

          	
            Consumo de plomo

          

          	
            kg/año

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            AC5

          

          	
            Vehículos pesados

          

          	
            vp/dia

          

          	
            25

          

          	
            2

          

          	
            2

          

          	
            2

          

          	
            --

          

          	
            7

          

          	
            4

          
        


        
          	
            IN1

          

          	
            Número de incendios

          

          	
            n.º/año

          

          	
            31

          

          	
            36

          

          	
            45

          

          	
            38

          

          	
            22

          

          	
            28

          

          	
            17

          
        


        
          	
            IN2

          

          	
            Superficie forestal quemada

          

          	
            %

          

          	
            0,03

          

          	
            2,30

          

          	
            1,20

          

          	
            0,50

          

          	
            3,74

          

          	
            3,35

          

          	
            19,84

          
        


        
          	
            IN3

          

          	
            Incumplimientos del PCIF

          

          	
            n.º/año

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            1

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            IN4

          

          	
            Densidad cortafuegos operativos

          

          	
            %

          

          	
            100

          

          	
            80

          

          	
            100

          

          	
            90

          

          	
            100

          

          	
            100

          

          	
            100

          
        


        
          	
            IN5

          

          	
            Aprovech. cinegético/ganadero

          

          	
            %

          

          	
            10,0

          

          	
            10,0

          

          	
            10,3

          

          	
            10,3

          

          	
            10,3

          

          	
            10,3

          

          	
            10,3

          
        


        
          	
            IN6

          

          	
            Densidad de viales

          

          	
            km/km2

          

          	
            3,62

          

          	
            3,62

          

          	
            3,19

          

          	
            3,19

          

          	
            3,19

          

          	
            3,19

          

          	
            3,19

          
        


        
          	
            RE1

          

          	
            Plomo recuperado

          

          	
            kg/año

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            RE2

          

          	
            Explosivo no detonado

          

          	
            kg/año

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            6,28

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            RE3

          

          	
            Número de vertederos

          

          	
            n.º

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            RE4

          

          	
            Gestión de residuos

          

          	
            corr/inco

          

          	
            c

          

          	
            c

          

          	
            c

          

          	
            i

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            RE5

          

          	
            Depuración aguas residuales

          

          	
            u/pax

          

          	
            0,26

          

          	
            0,36

          

          	
            0

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            GA1

          

          	
            Formación ambiental

          

          	
            h/pax

          

          	
            16,1

          

          	
            22,4

          

          	
            20,0

          

          	
            20,0

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            GA2

          

          	
            No conformidades mayores

          

          	
            n.º/año

          

          	
            1

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            GA3

          

          	
            No conformidades menores

          

          	
            n.º/año

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            2

          

          	
            4

          

          	
            7

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            GA4

          

          	
            Incumplimientos de normativa

          

          	
            n.º/año

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            MN1

          

          	
            Erosión del suelo

          

          	
            %

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          

          	
            23,8

          
        


        
          	
            MN2

          

          	
            Suelos contaminados

          

          	
            %

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            MN3

          

          	
            Grado evolución vegetación

          

          	
            %

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          

          	
            --

          
        


        
          	
            MN4

          

          	
            Superficie forestal arbolada

          

          	
            %

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          

          	
            18,1

          
        


        
          	
            MN5

          

          	
            Espacios naturales protegidos

          

          	
            %

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          

          	
            50,6

          
        


        
          	
            MN6

          

          	
            Estado fitosanitario

          

          	
            +/0/-

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            AS1

          

          	
            Nivel de ruido alcanzado

          

          	
            dB

          

          	
            46

          

          	
            46

          

          	
            46

          

          	
            46

          

          	
            46

          

          	
            46

          

          	
            46

          
        


        
          	
            AS2

          

          	
            Número de quejas/denuncias

          

          	
            n.º/año

          

          	
            20

          

          	
            18

          

          	
            20

          

          	
            25

          

          	
            5

          

          	
            55

          

          	
            18

          
        


        
          	
            AS3

          

          	
            Actuaciones de sensibilización

          

          	
            n.º/año

          

          	
            0

          

          	
            2

          

          	
            40

          

          	
            30

          

          	
            32

          

          	
            62

          

          	
            30

          
        


        
          	
            AS4

          

          	
            Bienes de interés patrimonial

          

          	
            n.º

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            AS5

          

          	
            Superficie forestal restaurada

          

          	
            %

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        

      
    


    



    Ilustración 10. Resultados obtenidos para el CENAD San Gregorio (elaboración propia).


    



    Para facilitar la valoración y comparación de los indicadores obtenidos se han baremado los valores de acuerdo con la siguiente tabla.


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            INDICADORES DE ACTIVIDAD

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre Indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            AC-1

          

          	
            Número pernoctaciones

          

          	
            CMT<60

          

          	
            60≤CMT<100

          

          	
            100≤CMT≤150

          

          	
            150<CMT≤180

          

          	
            CMT>180

          
        


        
          	
            AC-2

          

          	
            Tasa de actividad

          

          	
            CMT<20

          

          	
            20≤CMT<40

          

          	
            40≤CMT≤60

          

          	
            60<CMT≤80

          

          	
            CMT>80

          
        


        
          	
            AC-3

          

          	
            Consumo de explosivo

          

          	
            CMT<2

          

          	
            2≤CMT<5

          

          	
            5≤CMT≤7

          

          	
            7<CMT≤10

          

          	
            CMT>10

          
        


        
          	
            AC-4

          

          	
            Consumo de plomo

          

          	
            CMT<1

          

          	
            1≤CMT<5

          

          	
            5≤CMT≤15

          

          	
            15<CMT≤30

          

          	
            CMT>30

          
        


        
          	
            AC-5

          

          	
            Vehículos pesados

          

          	
            CMT<1

          

          	
            1≤CMT<5

          

          	
            5≤CMT≤10

          

          	
            10<CMT≤20

          

          	
            CMT>20

          
        

      
    



  


  
    


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            INDICADORES DE DEFENSA CONTRA INCENDIOS FORESTALES

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre Indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            IN-1

          

          	
            Número de incendios

          

          	
            CMT>20

          

          	
            10<CMT≤20

          

          	
            6<CMT≤10

          

          	
            2<CMT≤6

          

          	
            CMT≤2

          
        


        
          	
            IN-2

          

          	
            Superficie forestal quemada

          

          	
            CMT>2

          

          	
            1<CMT≤2

          

          	
            0,5<CMT≤1

          

          	
            0<CMT≤0,5

          

          	
            CMT=0

          
        


        
          	
            IN-3

          

          	
            Incumplimientos del PCIF

          

          	
            CMT≥4

          

          	
            CMT=3

          

          	
            CMT=2

          

          	
            CMT=1

          

          	
            CMT=0

          
        


        
          	
            IN-4

          

          	
            Densidad cortafuegos operativos

          

          	
            CMT<75

          

          	
             

          

          	
            75≤CMT<100

          

          	
             

          

          	
            CMT=100

          
        


        
          	
            IN-5

          

          	
            Aprovechamiento cinegético/ganadero

          

          	
            CMT=0

          

          	
             

          

          	
            0<CMT≤50

          

          	
             

          

          	
            50<CMT≤100

          
        


        
          	
            IN-6

          

          	
            Densidad de viales

          

          	
            CMT


            <0,3CMT>3

          

          	
            0,3≤CMT


            <0,5

          

          	
            0,5≤CMT


            ≤12<CMT≤3

          

          	
            1<CMT≤1,5

          

          	
            1,5<CMT≤2

          
        

      
    



  


  
    


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            INDICADORES DE GESTIÓN DE RESIDUOS

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            RE-1

          

          	
            Plomo gestionado

          

          	
            CMT=0

          

          	
             

          

          	
            0<CMT≤500

          

          	
             

          

          	
            CMT>500

          
        


        
          	
            RE-2

          

          	
            Explosivo no detonado

          

          	
            Sin datos

          

          	
             

          

          	
             CMT>0

          

          	
             

          

          	
            CMT=0

          
        


        
          	
            RE-3

          

          	
            Número de vertederos

          

          	
            Con vertederos incontrolados

          

          	
             

          

          	
            Con vertederos sellados

          

          	
             

          

          	
            Sin vertederos

          
        


        
          	
            RE-4

          

          	
            Gestión de residuos

          

          	
            Incorrecta

          

          	
             

          

          	
            Sin datos 

          

          	
             

          

          	
            Correcta

          
        


        
          	
            RE-5

          

          	
            Depuración de aguas residuales

          

          	
            CMT<0,02

          

          	
             

          

          	
            0,02≤CMT≤0,04

          

          	
             

          

          	
            CMT>0,04 o con EDAR

          
        

      
    



  


  
    


    
      
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            INDICADORES DE GESTIÓN AMBIENTAL

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            GA-1

          

          	
            Formación ambiental

          

          	
            CMT<5

          

          	
            5≤CMT


            <10

          

          	
            10≤CMT


            ≤20

          

          	
            20<CMT


            ≤25

          

          	
            CMT>25

          
        


        
          	
            GA-2

          

          	
            No conformidades mayores

          

          	
            CMT≥1

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
            CMT=0

          
        


        
          	
            GA-3

          

          	
            No conformidades menores

          

          	
            CMT≥6

          

          	
            CMT=5

          

          	
            CMT=4

          

          	
            CMT=3

          

          	
            CMT≤2

          
        


        
          	
            GA-4

          

          	
            Incumplimientos de normativa

          

          	
            CMT≥1

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
            CMT=0

          
        

      
    



  


  
    


    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            INDICADORES DE CONSERVACIÓN DEL MEDIO NATURAL

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            MN-1

          

          	
            Erosión del suelo

          

          	
            CMT>20

          

          	
            10<CMT ≤20

          

          	
            7<CMT


            ≤10

          

          	
            3<CMT≤7

          

          	
            CMT≤3

          
        


        
          	
            MN-2

          

          	
            Suelos potencialmente contaminados

          

          	
            CMT>50

          

          	
            40<CMT


            ≤50

          

          	
            20<CMT


            ≤40

          

          	
            10<CMT


            ≤20

          

          	
            CMT≤10

          
        


        
          	
            MN-3

          

          	
            Grado de evolución de la vegetación

          

          	
            CMT≤2

          

          	
            2 <CMT≤3

          

          	
            3<CMT


            ≤3,5

          

          	
            3,5<CMT


            ≤4

          

          	
            CMT>4

          
        


        
          	
            MN-4

          

          	
            Superficie forestal arbolada

          

          	
            CMT<-15

          

          	
            -15 ≤


            CMT<0

          

          	
            0≤CMT


            <20

          

          	
            20≤CMT


            ≤40

          

          	
            CMT>40

          
        


        
          	
            MN-5

          

          	
            Espacios naturales protegidos

          

          	
            CMT<10

          

          	
            10≤


            CMT<30

          

          	
            30≤CMT


            ≤50

          

          	
            50<CMT


            ≤80

          

          	
            CMT>80

          
        


        
          	
            MN-6

          

          	
            Estado fitosanitario

          

          	
            Negativo

          

          	

          	
            Nulo

          

          	

          	
            Positivo

          
        


        
          	

          


          	
        


        
          	
            INDICADORES DE ACEPTACIÓN SOCIAL

          
        


        
          	
            Código

          

          	
            Nombre indicador

          

          	
            VALORES

          
        


        
          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            5

          
        


        
          	
            AS-1

          

          	
            Nivel de ruido alcanzado

          

          	
            CMT>100

          

          	
            90<CMT


            ≤100

          

          	
            80<CMT


            ≤900

          

          	
            70<CMT


            ≤80

          

          	
            CMT≤70

          
        


        
          	
            AS-2

          

          	
            Número de quejas / denuncias

          

          	
            CMT≥4

          

          	
            CMT=3

          

          	
            CMT=2

          

          	
            CMT=1

          

          	
            CMT=0

          
        


        
          	
            AS-3

          

          	
            Actuaciones de sensibilización

          

          	
            CMT=0

          

          	
             

          

          	
            0<CMT≤3

          

          	
             

          

          	
            CMT>3

          
        


        
          	
            AS-4

          

          	
            Bienes de interés patrimonial

          

          	
            CMT=0

          

          	
             

          

          	
            CMT=1

          

          	
             

          

          	
            CMT>1

          
        


        
          	
            AS-5

          

          	
            Superficie forestal restaurada

          

          	
            CMT=0

          

          	
            0<CMT


            ≤20

          

          	
            20<CMT


            ≤50

          

          	
            50<CMT


            ≤80

          

          	
            CMT>80

          
        

      
    


    



    Ilustración 11. Tabla de baremación de los indicadores ambientales (elaboración propia).


    



    De esta forma, se han establecido cinco rangos de valor de cada indicador. Cada rango adquiere un valor del uno al cinco, siendo uno el valor que refleja la peor situación posible y cinco el valor que representa la mejor situación.


    Esta tabla no constituye un baremo definitivo, es una aproximación inicial en la que los rangos se han establecido a partir de los valores obtenidos de los CMT estudiados. El baremo podrá sufrir modificaciones según se vayan recopilando e incorporando datos al procedimiento de evaluación.


    El siguiente paso ha sido obtener un valor ponderado por cada área ambiental, con el objeto de facilitar la representación gráfica facilitando así la interpretación de los resultados. Para el cálculo del valor ponderado por área ambiental se ha asignado un peso a cada indicador, en función de la importancia del mismo dentro de su área ambiental.


    Ejemplo: ACTIVIDAD= 40%(AC1) + 10%(AC2) + 20%(AC3) + 10%(AC4) + 20%(AC5)


    A continuación, continuando con el ejemplo, se presentan los valores baremados y ponderados para el CENAD San Gregorio.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            CENAD SAN GREGORIO (ZARAGOZA)

          
        


        
          	
            CÓDIGO

          

          	
            INDICADOR

          

          	
            2010

          

          	
            2011

          

          	
            2012

          

          	
            2013

          

          	
            2014

          

          	
            2015

          

          	
            2016

          
        

      

      
        
          	
            AC1

          

          	
            Número de pernoctaciones

          

          	
            2

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            1

          
        


        
          	
            AC2

          

          	
            Tasa de actividad

          

          	
            4

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            4

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            AC3

          

          	
            Consumo de explosivos

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            AC4

          

          	
            Consumo de plomo

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            AC5

          

          	
            Vehículos pesados

          

          	
            5

          

          	
            2

          

          	
            2

          

          	
            2

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            2

          
        


        
          	
            AC

          

          	
            ACTIVIDAD

          

          	
            3,1

          

          	
            2,2

          

          	
            2,2

          

          	
            2,1

          

          	
            2,2

          

          	
            2,6

          

          	
            2,0

          
        


        
          	
            IN1

          

          	
            Número de incendios

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            2

          
        


        
          	
            IN2

          

          	
            Superficie forestal quemada

          

          	
            4

          

          	
            1

          

          	
            2

          

          	
            4

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            IN3

          

          	
            Incumplimientos del PCIF

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            4

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            IN4

          

          	
            Densidad cortafuegos operativos

          

          	
            5

          

          	
            3

          

          	
            5

          

          	
            3

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            IN5

          

          	
            Aprovech. cinegético/ganadero

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            IN6

          

          	
            Densidad de viales

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            IN

          

          	
            INCENDIOS FORESTALES

          

          	
            3,2

          

          	
            2,0

          

          	
            2,6

          

          	
            2,9

          

          	
            2,2

          

          	
            2,3

          

          	
            2,6

          
        


        
          	
            RE1

          

          	
            Plomo recuperado

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            RE2

          

          	
            Explosivo no detonado

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            RE3

          

          	
            Número de vertederos

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            RE4

          

          	
            Gestión de residuos

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            RE5

          

          	
            Depuración aguas residuales

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            1

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            RE

          

          	
            GESTIÓN DE RESIDUOS

          

          	
            2,6

          

          	
            2,6

          

          	
            2,2

          

          	
            2,4

          

          	
            2,0

          

          	
            2,0

          

          	
            2,0

          
        


        
          	
            GA1

          

          	
            Formación ambiental

          

          	
            3

          

          	
            4

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            GA2

          

          	
            No conformidades mayores

          

          	
            1

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            GA3

          

          	
            No conformidades menores

          

          	
            5

          

          	
            4

          

          	
            5

          

          	
            3

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            4

          
        


        
          	
            GA4

          

          	
            Incumplimientos de normativa

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            GA

          

          	
            GESTIÓN AMBIENTAL

          

          	
            3,8

          

          	
            4,7

          

          	
            4,6

          

          	
            4,4

          

          	
            3,4

          

          	
            3,7

          

          	
            3,7

          
        


        
          	
            MN1

          

          	
            Erosión del suelo

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            MN2

          

          	
            Suelos contaminados

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            MN3

          

          	
            Grado evolución vegetación

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            MN4

          

          	
            Superficie forestal arbolada

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            MN5

          

          	
            Espacios naturales protegidos

          

          	
            4

          

          	
            4

          

          	
            4

          

          	
            4

          

          	
            4

          

          	
            4

          

          	
            4

          
        


        
          	
            MN6

          

          	
            Estado fitosanitario

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          

          	
            3

          
        


        
          	
            MN

          

          	
            MEDIO NATURAL

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          

          	
            2,8

          
        


        
          	
            AS1

          

          	
            Nivel de ruido alcanzado

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            AS2

          

          	
            Número de quejas/denuncias

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            4

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            AS3

          

          	
            Actuaciones de sensibilización

          

          	
            1

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            AS4

          

          	
            Bienes de interés patrimonial

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          

          	
            5

          
        


        
          	
            AS5

          

          	
            Superficie forestal restaurada

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          

          	
            1

          
        


        
          	
            AS

          

          	
            ACEPTACIÓN SOCIAL

          

          	
            1,8

          

          	
            3,0

          

          	
            3,0

          

          	
            3,0

          

          	
            4,2

          

          	
            3,0

          

          	
            3,0

          
        

      
    


    



    Ilustración 12. Resultados baremados para el CENAD San Gregorio (elaboración propia).








    Representación gráfica e interpretación de resultados


    Con el objeto de facilitar la interpretación de los indicadores ambientales, los valores obtenidos para cada área ambiental se han representado gráficamente para cada CMT y año mediante un gráfico radial en el que cada radio representa un área ambiental. Se muestran sombreados en verde los valores ponderados para cada área ambiental y con una línea roja los valores promedios de los trece CMT analizados.


    Para no sobrepasar la extensión recomendada para esta publicación, se ha optado por presentar los resultados obtenidos en cuatro de los trece CMT objeto de estudio: San Gregorio (Zaragoza), Chinchilla (Albacete), El Teleno (León) y Cerro Muriano (Córdoba).


    

    CENAD San Gregorio (Zaragoza)


    [image: ]


    

    Actividad


    [image: ]


    [image: ]


    



    En general los indicadores de actividad del CENAD San Gregorio se encuentran a la par que la media del conjunto de los CMT. Cabe destacar que no se ha podido evaluar el indicador AC3 Consumo de explosivo ni el indicador AC4 Consumo de plomo, ya que las unidades usuarias gestionan este material por vía logística y no disponen de los datos de consumo.


    

    Defensa contra incendios forestales


    Los indicadores de defensa contra incendios forestales se encuentran claramente por debajo de la media del resto de CMT. Es un dato esperado, ya que el CENAD es el campo donde más ejercicios se realizan con munición susceptible de generar incendios. Los indicadores IN1 Número de incendios y IN2 Superficie forestal quemada informan sobre la recurrencia y la severidad de los incendios en el CENAD.


    Respecto al indicador IN6 Densidad de viales, el dato ofrecido sobre longitud de viales por la Comandancia es de una densidad, 3,19 km/km2. Se considera que para terrenos de prioridad de defensa alta (forestales) la densidad óptima de viales va de 0,5 a 2 km/km2, por lo que en el CENAD es excesiva y está desorganizada.


    

    Gestión de residuos


    Los indicadores de gestión de residuos muestran tendencias similares a partir del 2012, estando los valores de los mismos ligeramente por debajo de la media del resto de CMT. No se tienen evidencias del indicador RE2 Explosivo no detonado y tampoco se ha realizado la recuperación del plomo que es disparado en las prácticas de tiro, indicador RE1 Plomo recuperado, y que queda como contaminante en el suelo. Desde 2013 no se dispone de datos de tratamiento de aguas residuales, medido a partir del número de cabinas sanitarias portátiles por pernoctación.


    

    Gestión ambiental


    Los indicadores de gestión ambiental, salvo en el año 2014, están en la media de los CMT estudiados o ligeramente por encima de ella. Se observa que, respecto al indicador GA1 Formación ambiental, en el CENAD San Gregorio la formación desarrollada por número de alumnos es elevada respecto al resto de CMT.


    Respecto al indicador GA2 No conformidades mayores, el CENAD ha salido penalizado porque en cuatro años ha sido detectada al menos una no conformidad mayor durante las auditorias, tanto internas como externas. El indicador GA3 No conformidades menores ha sido más variable.


    Conservación del medio natural


    Los valores de los indicadores de conservación del medio natural se encuentran por debajo de la media de los CMT estudiados. Destaca el indicador MN1 Erosión del suelo, que para el CENAD San Gregorio nos marca que la superficie del CMT afectada por erosión es del 23,9 %, un valor elevado. Del indicador MN2 Suelos potencialmente contaminados y MN3 Grado de evolución de la vegetación no se presentan datos.


    En referencia al indicador MN5 Espacios naturales protegidos, gran parte de la superficie del CENAD de San Gregorio se encuentra incluido dentro de la ZEPA Montes de Zuera, Castejón de Valdejasa y El Castellar (ES2430080) y en el LIC El Castellar (ES0000293). Ambas superficies suman 17.200 ha, es decir el 50,6 % de la superficie del CENAD.


    

    Aceptación social


    Los indicadores de aceptación social muestran comportamientos similares a la media de los CMT estudiados, salvo en el 2014, año en el que muestran una clara mejoría, fundamentalmente porque ese año se recibieron menos quejas.


    El indicador AS2 Número de quejas presenta valores bastante altos, ya que el CENAD sufre una elevada presión social, manifestada principalmente mediante quejas escritas, artículos en prensa e incluso denuncias. Como contrapartida tenemos el indicador AS3 Actuaciones de sensibilización, que en el año 2015 registró hasta 62 actuaciones de sensibilización, para contrarrestar precisamente esta presión social negativa.


    Respecto al indicador AS1 Nivel de ruido, todos los estudios acústicos realizados muestran valores dentro de los umbrales permitidos (46 db). Por otro lado, en el CENAD San Gregorio existen tres bienes de interés patrimonial catalogados: el Castillo de Miranda, la Atalaya del Moro y el Castillo del Castellar.


    



    CENAD Chinchilla (Albacete)
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    Actividad
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    En el CENAD Chinchilla los indicadores de actividad están claramente por encima de la media del resto de CMT. El indicador AC1 Número de pernoctaciones presenta valores bastante elevados (hasta 195 pernoctaciones/día en 2001) que dan una idea de la actividad que soporta este CMT. El indicador AC2 Tasa de actividad se ha reducido desde 2013 a casi la mitad, aunque sigue siendo bastante elevada, casi del 43 % en 2016.


    

    Defensa contra incendios forestales


    Los indicadores de defensa contra incendios forestales se encuentran ligeramente por debajo de la media del resto de CMT. El año 2014 fue un año malo en cuanto a incendios forestales, tanto en IN1 Número de incendios como en IN2 Superficie forestal quemada. El indicador IN4 Densidad de cortafuegos operativos se mantiene constante desde el año 2012.


    Por otro lado, en el campo no se realiza aprovechamiento ganadero ni cinegético. Y en lo que al indicador IN6 Densidad de viales se refiere en el CENAD se alcanza un valor de 0,55 km/km2, que está en el límite del intervalo de densidad óptima que, desde un punto de vista de la prevención de incendios, puede alcanzar un valor de entre 0,5 y 2 km/km2.


    

    Gestión de residuos


    Los indicadores de gestión de residuos se mantienen casi todos los años en la media de los CMT estudiados. No se ha realizado recuperación del plomo de los espaldones de los campos de tiro de armas ligeras. En la actualidad no existen vertederos incontrolados en el CENAD de Chinchilla.


    

    Gestión ambiental


    Los indicadores de gestión ambiental se mantienen por debajo de la media casi todos los años y permanecen prácticamente constantes desde 2013. En relación a la formación ambiental destaca la cantidad de horas de formación por alumno empleadas, en relación al resto de CMT estudiados. En el CENAD Chinchilla no se han detectado no conformidades mayores en las auditorías realizadas al sistema de gestión ambiental. Sin embargo, sí hay dos o tres no conformidades menores en cada uno de los años objeto de estudio.


    

    Conservación del medio natural


    Los indicadores de conservación del medio natural se encuentran en la media del resto de CMT. En cuanto al indicador MN1 Erosión del suelo se mantiene constante a lo largo de la serie de años, afectando al 9,4 % de la superficie del CENAD.


    El indicador MN2 Suelos potencialmente contaminados por plomo se mantiene constante en un 9 % de la superficie total del CENAD, dado que no se ha producido variación en el número de espaldones de tiro, campos lanzagranadas, de prácticas de explosivos y zonas de caída de proyectiles del campo. Con respecto al indicador MN3 Grado de evolución de la vegetación, no hay datos.


    En referencia al indicador MN5 Espacios naturales protegidos, la superficie del CENAD no se encuentra incluida en la red de espacios protegidos de Castilla-La Mancha ni dentro de la Red Natura 2000. El indicador MN6 Estado fitosanitario, se mantiene igual que en años anteriores al no haber tenido noticias de la afección de plagas o enfermedades en el CENAD.


    

    Aceptación social


    Los indicadores de aceptación social se mantienen muy por encima de la media del resto de CMT. En relación a los análisis de nivel de ruido, los niveles se mantienen constantes en un valor de 61 dB, valor bastante aceptable. Se han registrado pocas quejas en el CENAD Chinchilla a lo largo de la serie, sin embargo, se han realizado campañas de sensibilización todos los años.


    Con respecto al indicador AS4 Bienes de interés patrimonial, en el CENAD de Chinchilla hay dos bienes patrimoniales, son dos construcciones conocidas como cucos. Se denomina así en la zona de La Mancha a antiguas construcciones, hechas con piedras, que servían como refugio para pastores y campesinos.


    

    CMT El Teleno (León)
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    Actividad
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    Los indicadores de actividad se encuentran ligeramente por debajo de la media hasta el año 2012. En los últimos cuatro años se incrementa el nivel de actividad, situándose sobre la media del resto de CMT. Los indicadores AC1 Número de pernoctaciones y AC2 Tasa de actividad se mantienen prácticamente constantes a lo largo de los siete años estudiados.


    

    Defensa contra incendios forestales


    Los indicadores de defensa contra incendios forestales se mantienen por encima de la media a lo largo de toda la serie. Esto es debido, fundamentalmente, al buen comportamiento de los indicadores IN1 Número de incendios y IN2 Superficie forestal quemada.


    Tras el grave incendio forestal sufrido en el CMT El Teleno, en 199814, se adoptaron una serie de medidas preventivas en el Campo, como la revisión del Plan Técnico de Defensa Contra Incendios Forestales y la construcción de una red de cortafuegos nueva. El resultado de aquellas medidas se refleja en la ausencia de incendios en los años posteriores, especialmente en la serie estudiada 2010-2016.


    Este buen comportamiento se refleja igualmente en el indicador IN6 Densidad de viales, cuyo valor obtenido de 1,69 km/km2 está muy próximo al valor óptimo de 1,5 km/km2.


    

    Gestión de residuos


    Los indicadores de gestión de residuos se han estabilizado por encima de la media en los últimos tres años de la serie. Respecto al indicador RE1 Plomo recuperado, se aprecia cómo en el CMT El Teleno no se realiza la limpieza y cribado de los espaldones, y por lo tanto, el plomo se sigue incorporando al espaldón contribuyendo a la contaminación del suelo. Respecto al indicador RE2 Explosivo no detonado, no se lleva el control de los proyectiles que no detonan durante los ejercicios y quedan dentro de la zona de caída de proyectiles.


    

    Gestión ambiental


    Los indicadores de gestión ambiental se mantienen en un valor constante ligeramente por encima de la media del resto de CMT. En los últimos tres años se aprecia una disminución de la inversión en formación, reflejada en el indicador GA1 Formación ambiental, que no llega a una hora por alumno. No se han detectado no conformidades mayores, en las auditorías realizadas a lo largo de la serie, estando el número de no conformidades menores detectadas dentro de la media del resto de CMT.


    

    Conservación del medio natural


    Los indicadores de conservación del medio natural se mantienen en un valor constante ligeramente inferior a la media del resto de CMT. El Teleno es uno de los CMT con menor erosión del suelo, con una superficie afectada del 3 %. Por contrapartida, los suelos potencialmente contaminados alcanzan un valor del 69,7 % de la superficie del Campo, el peor valor registrado de la serie analizada.


    En referencia al indicador MN5 Espacios naturales protegidos, un 54,1 % de la superficie del CMT, 3.300 ha, se encuentra dentro de la Red Natura 2000. Pertenece a la zona de especial protección para aves (ZEPA) N.º ES-4130022 «Montes Aquilanos» y al lugar de importancia comunitaria (LIC) N.º ES-4130117 «Montes Aquilanos y Sierra del Teleno».


    

    Aceptación social


    Los indicadores de aceptación social se mantienen constantes a lo largo de la serie y sus valores están en la media de los CMT estudiados. Respecto al indicador AS1 Nivel de ruido alcanzado, los valores están entre los 55 dba y los 57 dba, valores aceptables. Por otro lado, no se han recibido quejas y no se han realizado campañas de sensibilización por parte del CMT.


    Dentro del recinto del CMT de El Teleno, en la zona de caída se encuentran unos restos arqueológicos denominados Corona de Pajarines, bien patrimonial del CMT. Son los restos de una antigua mina de oro romana. Este tipo de restos son muy comunes en la comarca debido a la importante actividad minera y más en concreto aurífera que se llevó a cabo en la zona durante muchos siglos.


    



    CMT Cerro Muriano (Córdoba)
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    Actividad
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    Cerro Muriano es uno de los CMT del Ejército de Tierra con mayor actividad, como refleja el hecho de que los indicadores de este grupo se encuentren claramente por encima de la media del resto de CMT. Se han superado las 100 pernoctaciones por día casi todos los años y la tasa de actividad ha ido aumentando desde 2011. En cambio, cabe resaltar que el indicador AC3 Consumo de explosivo se ha reducido notablemente los últimos tres años.


    

    Defensa contra incendios forestales


    Los indicadores de defensa contra incendios forestales han mejorado los tres últimos años, situándose sobre la media de los CMT analizados. El indicador IN1 Número de incendios presenta tres años malos, de 2013 a 2015, con más de diez incendios por año. El indicador IN4 Densidad de cortafuegos operativos se encuentra al 100 % todos los años, estando los cortafuegos perfectamente mantenidos. Finalmente, respecto al indicador IN6 Densidad de viales, se considera que la densidad existente en el CMT, de 1,68 km/km2, es la óptima.


    

    Gestión de residuos


    La gestión de residuos ha ido mejorando a lo largo de la serie, hasta situarse por encima de la media los dos últimos años. Respecto al indicador RE1 Plomo recuperado, no se ha realizado la limpieza y cribado de los espaldones, por lo que el plomo se sigue incorporando al espaldón contribuyendo a la contaminación del suelo. Por otro lado, para el indicador RE2 Explosivo no detonado, en el CMT Cerro Muriano no se contabilizan los proyectiles que no detonan durante los ejercicios.


    

    Gestión ambiental


    Los indicadores de gestión ambiental presentan un comportamiento errático, situándose de forma alternativa por debajo y por encima de la media. La formación ambiental ha ido reduciéndose a lo largo de los años. No se han registrado no conformidades mayores en las auditorías realizadas y el número de no conformidades menores entra dentro de lo normal.


    

    Conservación del medio natural


    Los indicadores de conservación del medio natural están por dejado de la media del resto de CMT durante toda la serie. Atendiendo al indicador MN1 Erosión del suelo, se estima que la superficie del CMT afectada por la erosión es del 11,2 %, siendo este un valor superior al de la mayoría de CMT estudiados.


    Respecto al indicador MN2 Suelos potencialmente contaminados, indicar que el 31,9 % de la superficie del CMT presenta suelos potencialmente contaminados. Este porcentaje tan elevado se debe fundamentalmente a la existencia de una gran zona de caída de proyectiles. En referencia al indicador MN5 Espacios naturales protegidos, un 0,7 % de la superficie del CMT se encuentra protegida por pertenecer a la zona de especial conservación del Guadiato-Bembézar.


    

    Aceptación social


    No hay una tendencia clara con respecto a los indicadores de aceptación social. Respecto al indicador AS1 Nivel de ruido alcanzado, se alcanzan los 53,1 dB(A), valor que no supera los umbrales establecidos en la normativa. Ante una serie de quejas recibidas durante los años 2014 y 2015, en el CMT de Cerro Muriano se han estado realizando actividades de sensibilización.


    Respecto al indicador AS4 Bienes de interés patrimonial, la Junta de Andalucía ha inscrito en el Catálogo General del Patrimonio Histórico andaluz como BIC15, con la tipología de sitio histórico, el bien denominado Zona Minera de Cerro Muriano16.


    

    Conclusiones


    El sistema de indicadores ambientales desarrollado, con 31 indicadores ambientales repartidos en seis áreas ambientales, permite realizar una evaluación ambiental del estado de los campos de maniobra y tiro del Ejército de Tierra.


    Por un lado, se evalúa individualmente cada CMT a lo largo de la serie, con los datos de 2010 a 2016, y por otro lado, se evalúa cada CMT en comparación con el resto de CMT, a través de los promedios de cada indicador.


    Por otro lado, el sistema de representación gráfica elegido, agrupando los indicadores en áreas ambientales, facilita la interpretación y comparación de los resultados obtenidos.


    Representar gráficamente cada uno de los 31 indicadores ambientales del sistema se antojaba una tarea engorrosa e ineficaz, por ello, se ha optado por integrarlos en las seis áreas ambientales elegidas, facilitando con ello la visualización de la situación ambiental de cada CMT.


    Como continuación del trabajo realizado, queda ahora analizar la problemática surgida durante todo el proceso de evaluación y estudiar las propuestas de cambios que puedan surgir.


    Para ello, lo ideal sería compartir los resultados de este trabajo con las comandancias de los trece CMT estudiados con el objeto de que trasladen las consideraciones y sugerencias oportunas que ayuden a mejorar el procedimiento de evaluación.


    Otras posibles causas que pueden aconsejar la revisión del procedimiento pueden ser motivadas por los propios cambios de la estructura de gestión ambiental del Ejército de Tierra, o por los cambios que se produzcan en las actividades realizadas en los CMT.


    Como línea de mejora se identifica la simplificación del procedimiento, en la medida de lo posible, para facilitar la consecución del objetivo buscado, el máximo uso sostenible de los CMT manteniendo la compatibilidad con la realización de ejercicios.


    Además, se contempla la posibilidad de realizar alguna de las siguientes mejoras en el procedimiento:


    
      	Actualización del sistema de indicadores ambientales ampliando la serie 2010-2016 con datos de 2017 y 2018.


      	Revisión de la tabla de baremación de indicadores, para conseguir una representación más fiel de los resultados obtenidos.


      	Sustitución o supresión de alguno de los indicadores seleccionados. Se aprecia que para algunos de los indicadores seleccionados los CMT no disponen de los datos necesarios para su cálculo. Ejemplo de ello son los indicadores «MN3 Grado evolución vegetación» y «MN6 Estado fitosanitario».


      	Ampliación de la muestra objeto de estudio actual, de los 13 CMT seleccionados a los 28 CMT que cuentan en la actualidad con sistema de gestión ambiental y con plan técnico de defensa contra incendios forestales.


      	Ampliación de alguna de las fuentes de información empleadas para la cuantificación de los datos.

    


    Por último, en el caso que se estime oportuno actualizar el procedimiento de evaluación, esta tarea deberá ser coordinada con las comandancias de los CMT afectados a través de la Sección de Asuntos Medioambientales de la Dirección de Infraestructura del Ejército de Tierra. Esta Sección es la depositaria de toda la documentación relativa a los sistemas de gestión ambiental en vigor, así como la encargada de la actualización de los planes de defensa contra incendios forestales de los CMT del Ejército de Tierra.
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    Alternativas conceptuales a la doctrina COIN de la OTAN: el error de base en la búsqueda de la legitimidad


    Miguel Heine Fernández-Mazaramboz


    Resumen


    En estas páginas se analiza la estrategia contrainsurgencia (COIN) de la OTAN, en particular el principio esencial sobre el que pivota: lograr que la población local dé legitimidad al gobierno local y a las fuerzas COIN, en lugar de a la insurgencia. Así, se han estudiado las vías y métodos que propone la OTAN para obtener tal legitimidad, sacando a la luz las ideas preconcebidas y los valores –a menudo ocultos– en los que se basan esos métodos. De ahí se ha encontrado que la COIN espera obtener legitimidad garantizando el funcionamiento del Estado, asegurando la elección democrática de mandatarios, proporcionando a la población bienestar material y respetando la legalidad estatal e internacional. Tras comparar estos valores con los de las poblaciones locales (principalmente, la afgana), se observa que bien no coinciden en la importancia que se les da, bien son opuestos entre sí. De ello concluimos que la estrategia COIN de la OTAN adolece en este aspecto de una debilidad clave.
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    Conceptual alternatives to NATO´s COIN doctrine: the basic mistake in the search for legitimacy


    Abstract


    Throughout the following pages, an analysis is carried out on NATO’s counter-insurgency strategy (COIN), in particular on its main, pivotal principle: getting the local population to legitimize the local government and the COIN forces -instead of the insurgency. Thus, the ways and methods proposed by NATO with a view to obtaining such legitimacy have been studied, unveiling the -often hidden- preconceived ideas and values upon which these methods are based. As a result, the COIN strategy arguably expects legitimacy out of guaranteeing a running state, ensuring the democratic election of leaders, providing the local population with material welfare and respecting state and international legal framework. After comparing these values with those of the local populations (mainly, the Afghan one), it may be noticed that either the level of importance they are given is not on a par with each other, or said values are even total opposites. This allows for the conclusion that NATO’s COIN strategy suffers, in this regard, from a key weakness.


    Keywords


    COIN, insurgency, Afghanistan, Taliban, legitimacy, values, universalism.


    Introducción


    Desde hace unos veinte años, y a pesar de que se dan principalmente en otras partes del mundo, Occidente tiene su atención en los movimientos insurgentes. Y es algo lógico: con pocos recursos y bajas, y desde lugares remotos, han llegado a copar las páginas de internacional en los periódicos y a provocar el cese de operaciones de grandes potencias.


    Prácticamente todas las doctrinas COIN actuales pivotan alrededor de dos elementos: la exclusión de la fuerza bruta militar como solución1 (porque se trata de conflictos asimétricos, en los que la movilidad y dificultad para identificar al enemigo hace que las grandes fuerzas militares pierdan parte de la eficacia) y la búsqueda de la legitimidad ante la población local, la cual es el verdadero campo de batalla donde se gana o se pierde.


    Respecto de esto último, las doctrinas COIN suelen hablar de «fomento de la democracia», de «ciudadanos», de «construir hospitales», de «abrir escuelas», de «dar seguridad», de «crear un Estado de derecho», de «respeto a los derechos humanos»… ¿Es realmente así? ¿Suscitan estas medidas legitimidad a los ojos de las poblaciones locales? ¿No están las doctrinas COIN pecando de eurocéntricas, al atribuir a poblaciones de otras culturas valores o prioridades que son esencialmente occidentales?


    Este es precisamente el problema que estudiaremos. Se trata de una cuestión clave, ya que, si las poblaciones locales no atribuyen demasiado valor a la vía democrática de acceso al poder o a los beneficios materiales ofrecidos, o si perciben que lo anterior contradice sus principios fundamentales (religiosos, sociales, políticos), el elemento principal de la doctrina COIN –la legitimidad– estaría fallando.


    Teniendo en cuenta lo vasto del campo de estudio, y priorizando las doctrinas y áreas geográficas que afecten directamente a nuestro país, hemos decidido limitarlo a la doctrina COIN de la OTAN, y, geográficamente, al caso de Afganistán, con presencia española y una insurgencia que, en su mayoría, está en muy estrecha relación con la población local.


    Así, para averiguar si la doctrina COIN de la OTAN adolece de debilidades relativas al elemento de la legitimidad, tendremos, primero, que determinar cuáles son las medidas que forman el núcleo de la doctrina COIN de la OTAN, para saber si la búsqueda de la legitimidad ante la población local es la principal de ellas. Después trataremos de dilucidar cuáles son los bienes jurídicos o valores –a menudo no explícitos– que estas medidas tratan de garantizar. Finalmente veremos si tales bienes jurídicos o valores coinciden con los de la población local, tal y como se revelan en el modo que tiene de organizarse social, política y moralmente. Pasemos a desarrollarlo.


    

    Primera parte: la doctrina COIN de la OTAN


    La doctrina COIN de la OTAN está plasmada en el documento AJP-3.4.4 (Allied Joint Doctrine for Counter-Insurgency), aprobado por la Junta Conjunta de Normalización del Comité Militar de la OTAN en 2016. En su prefacio, la AJP-3.4.4 deja claro que ofrece directrices de nivel operacional2 sobre las capacidades que puede aportar el ámbito militar dentro de una respuesta integral contra una insurgencia.


    Este documento nació de la nueva situación que empezó a darse en Afganistán hacia 2014. Aquel año se completó la gran reducción de las tropas estadounidenses (empezada en 2010) y cambió el tipo de misión de la OTAN (pasó de ser de combate –ISAF3– a ser de entrenamiento –Resolute Support–); con esto, la insurgencia talibán comenzó a recuperar el terreno y la fuerza perdidos en los años anteriores4. Ante esta tesitura, la OTAN comprendió que se requería un nuevo enfoque que recogiera, además, la experiencia acumulada.


    De ahí surgió la AJP-3.4.4, que dio los siguientes principios COIN5: primacía política, búsqueda de la legitimidad del gobierno local, rápida entrega de competencias al gobierno local, dar seguridad a la población, comprensión del medio humano, derrotar al insurgente, respetar el derecho internacional, el derecho nacional de los países OTAN y el derecho doméstico, estar preparado para una campaña prolongada y, finalmente, aprender y adaptarse. Los describimos de modo crítico.


    

    El principio de primacía de lo político


    Este primer principio significa que «toda acción COIN debería apoyar una resolución política de las causas subyacentes del conflicto»6, que conlleve «algún tipo de reconocimiento o acomodo negociado ante las exigencias políticas de los insurgentes»7. Por usar los términos de la Allied Joint Doctrine, el «acomodo político» sería la «situación final deseada»8 en todo conflicto con insurgencia. Ahora bien, la situación final deseada establecida en la AJP-3.4.4 es desafortunada, por dos motivos.


    El primero es relativo a la competencia para determinar la situación final deseada en los conflictos. La propia AJP-3.4.4 declara ser un documento doctrinal militar para guiar de manera teórica y abstracta al nivel operacional9; lo que no puede hacer es determinar la situación final deseada, que es algo que, en el planeamiento de operaciones de la OTAN, debe determinar el nivel político10. En efecto, la situación final deseada es «el conjunto de condiciones aprobado por el Consejo del Atlántico Norte [nivel político] que define la situación final aceptable que tiene que alcanzarse en el espacio de operaciones al final de un enfrentamiento estratégico»11. Es este uno de los ejemplos de confusión conceptual que veremos a lo largo del documento, que suele mezclar competencias militares y civiles.


    El segundo, relacionado con el contenido de la situación final deseada que establece. Al preseleccionar el «acomodo político» como situación final deseada concreta para todos los conflictos con insurgencia, presentes y futuros, la OTAN está dando por hecho que las reivindicaciones de toda insurgencia son, al menos en parte, razonables. El documento rechaza, así, que haya que analizar, caso por caso, conflicto por conflicto, las exigencias de los grupos insurgentes, y parece asumir una concepción de la insurgencia como movimiento que lucha por la libertad o derechos de un grupo social (no como grupo terrorista o antisistema) y enmarca el conflicto en el ámbito político (no en términos de ataque al Estado de derecho). Esto supone atribuir, por defecto, cierta legitimidad a los grupos insurgentes. Aunque desarrollaremos la cuestión de la legitimidad en el siguiente epígrafe, comentaremos aquí algunos puntos.


    Esta atribución indirecta de legitimidad se refuerza con la definición de «contrainsurgencia» de la AJP-3.4.4: es el «conjunto de esfuerzos cívico-militares integrales que tienen como objetivos derrotar a una insurgencia y abordar los grievances subyacentes»12. Podemos traducir grievances como «agravios» o «reivindicaciones», términos sociales o políticos que se usan ante una situación de injusticia; al usar esta palabra, el documento asume la narrativa de las insurgencias y, al considerarlas implícitamente como «luchadores por la justicia», las legitima.


    Es cierto que en la definición mencionada habla de dos objetivos: derrotar a la insurgencia y abordar los agravios. Pero el principal para la AJP-3.4.4 es claramente el segundo. En efecto, la AJP-3.4.4 afirma más adelante que, dado que la insurgencia busca el cambio político, «la primacía de un arreglo político prevalece»13; la derrota de la insurgencia es solo el último recurso: «[…] counter-insurgents may ultimately be forced to […] defeat insurgent activity»14.


    Por último, esta legitimación indirecta de la insurgencia conlleva dos problemas. El primero, de coherencia de la OTAN: si es legítima, ¿por qué luchar contra ella? El segundo, de efectividad de los esfuerzos COIN: ¿para qué van a arriesgar sus vidas las fuerzas de seguridad locales luchando contra la insurgencia, si el fin último es negociar un acomodo político?


    

    El principio de la búsqueda de la legitimidad del gobierno local ante su población


    Aunque se recuerda expresamente a lo largo de toda la AJP-3.4.4, este segundo principio se desarrolla en la sección «The Primacy of Political Legitimacy»15. En ella queda claro que toda acción militar tendrá por objetivo primero apoyar al gobierno local a lograr legitimidad política16, a la vez que socava la de la insurgencia. Esto, que la AJP-3.4.4 denomina «la batalla de percepción»17, es el principal objetivo operacional de toda misión COIN18.


    

    El principio del enfoque centrado en la población


    En este tercer principio hemos incluido los de dar seguridad a la población, comprensión del entorno humano y uso discriminado de la fuerza.


    Que la COIN sea population-centric19 significa que el sujeto que es objetivo principal es la población local (no el insurgente, ni siquiera el gobierno local), con lo que hay que protegerla y lograr su favor20. Desde luego, la AJP-3.4.4, en el mismo punto, afirma que también es opponent-centric; pero explicita que el énfasis en la población representa la mayoría del esfuerzo21. Consideraremos, por ello, que el concepto de opponent-centric es muy secundario.


    El documento, de manera dispersa a lo largo de sus páginas, da los motivos por los que elige poner a la población en el centro de la estrategia COIN.


    El primero de ellos es que esta es juez supremo, es quien otorga la codiciada legitimidad, y lo hace en función de la percepción que tenga de dos actores en contienda: gobierno local e insurgencia.


    En efecto, el documento parte de una situación en la que la población local da su apoyo –es decir, legitima– a la insurgencia. Precisamente, el entorno que da lugar a una insurgencia es «una sensación profunda de injusticia, ira o miedo, (…) un agravio real o percibido»22. Esta percepción de injusticia emana –según la AJP-3.4.4– de la discriminación étnica, la desigualdad económica, el perjuicio de la corrupción sobre los más pobres, la represión, la ocupación de potencias extranjeras, la falta de seguridad y la carencia de servicios esenciales (enumerando entre estos el acceso a comida, agua, electricidad y vivienda; la aplicación de la ley; los servicios de emergencias; el acceso a sanidad, educación y transporte)23.


    La insurgencia serviría así de catalizador de esas injusticias y de mecanismo, en la mente de la población, para remediarlas. Como explica Cepeda Lucas, el origen teórico del enfoque en la población está en uno de los elementos de la trinidad clausewitziana: la pasión, representada por el pueblo y que es clave en la guerra de guerrillas24.


    En definitiva, como la percepción de la población es el centro de gravedad25 tanto del gobierno local como de la insurgencia26, la AJP-3.4.4 apuesta por eliminar las causas por las que la población legitima a la insurgencia y por ganar la ya mencionada «batalla de percepción». Para ello, ve necesario comprender el entorno humano, ilustrándose sobre el sistema de creencias y prácticas sociales, étnicas, culturales, religiosas, políticas, económicas y de género del lugar27.


    El segundo motivo por el que la AJP-3.4.4 elige priorizar la población es la gran relación que hay entre población e insurgentes, que lleva al documento a hacer tres consideraciones.


    La primera, que «los insurgentes se mezclan entre la población»28, con lo que es muy complicado realizar acciones que produzcan efectos solo sobre los primeros. El rechazo occidental –tanto a nivel político como a nivel social– a que existan víctimas civiles en operaciones de la OTAN lleva a priorizar la protección de la población local sobre las eventuales ventajas de neutralizar una célula insurgente.


    La segunda consideración es que nuevos agravios (como violaciones del derecho internacional e interno) pueden arrastrar a partes de la población local hacia la insurgencia29. Precisamente por el riesgo potencial del rechazo de la población local, la OTAN se declara claramente reticente a usar capacidades letales en este tipo de conflictos30, a favor de «objetivos limitados»31 y siempre procurando evitar daños colaterales.


    En tercer lugar, la AJP-3.4.4 tiene en cuenta que la población es quien suministra a la insurgencia provisiones, hombres, inteligencia y cobijo32. Es irrelevante que lo haga activa o pasivamente, voluntaria o forzosamente; lo cierto es que, sin el apoyo de la población local, toda la asistencia financiera y armamentística de actores externos –otros Estados, grandes grupos terroristas– sería de poca ayuda.


    De lo dicho, la OTAN parece extraer una consecuencia operacional del enfoque centrado en la población local: descarta el modelo del general Westmoreland, centrado en el enemigo, al que había que aplastar con grandes fuerzas militares. En su lugar, la AJP-3.4.4 opta por el de los generales Abrams y Petraeus: lograr que tanto las fuerzas aliadas como el gobierno local obtengan y retengan legitimidad a los ojos de la población, esto es, «ganar sus mentes y corazones»33.


    Con la frase the decisive battle is for the people’s minds34, la OTAN pasa a asumir el modelo por el que se decidió Estados Unidos en su Manual de Campo 3-24 de 2006, elaborado por el propio general Petraeus35 y que se sigue usando hoy día.


    

    El principio del enfoque integral


    Según la AJP-3.4.4, para finalizar este tipo de conflictos se requiere un enfoque integral36, en el que el ámbito de competencia militar es solo el de apoyo a las medidas para lograr legitimidad: apoyo a los «procesos políticos, económicos y de seguridad»37, apoyo a la restauración de los servicios públicos, apoyo al desarrollo de la actividad económica, apoyo al establecimiento de infraestructuras y comunicaciones y apoyo al establecimiento del Estado de derecho38. En definitiva, este enfoque podría definirse como «(…) un concepto de seguridad donde se acepta que es necesario actuar sobre todas las funciones del Estado en su conjunto si se quiere proporcionar un desarrollo estable. Actuar de otra manera, solo sobre los síntomas de violencia externa, proporcionaría resultados temporales y no la tan deseada paz duradera»39.


    Ahora bien, el enfoque integral no se queda en las medidas mencionadas; la AJP-3.4.4 es consciente de que se requiere que las anteriores acciones sean percibidas como buenas y como producto del gobierno local, lo que se consigue por medio de la narrativa mencionada anteriormente40. Esta narrativa, más el «uso legítimo de la fuerza», son lo que derrota la ideología de la insurgencia41 –es decir, lo que la deslegitima–. Por último, el enfoque integral necesita también de una unidad de esfuerzo con otros actores, como organizaciones internacionales y organizaciones no gubernamentales42; sería aquí donde se incardinaría gran parte de la acción CIMIC43.


    Poniendo lo anterior en perspectiva histórica, recordemos que en 2008-2009 hubo un intenso debate entre los países que intervenían en Afganistán sobre la mejor línea de acción COIN. Estados Unidos, Reino Unido, Canadá y Países Bajos, entre otros, daban primacía a las operaciones militares que garantizasen la seguridad, base sobre la que se procedería a la reconstrucción; otros países (España, Italia, Alemania) consideraban que había que centrarse en el desarrollo, realizando operaciones eminentemente civiles44.


    Con el fin de lograr un acuerdo sobre una COIN de la OTAN, se empleó el concepto de «enfoque integral» –asimilable al hearts and minds y al enfoque centrado en la población45– en la Cumbre de Bucarest (2008)46. Ahora bien, esta solución se reduce a aceptar, de entrada, cualquier tipo de acción (de seguridad o de desarrollo); la faceta que tome preferencia será decidida más adelante, cuando se diseñe la operación concreta. Es decir, dando la razón a todos se retrasó el debate al momento en el que se realiza el planeamiento de cada operación.


    

    El principio del respeto al derecho


    La AJP-3.4.4 considera que este quinto principio da legitimidad al gobierno local, ya que respetarlo «es lo que diferencia al gobierno de la insurgencia», y no respetarlo dará argumentos a la insurgencia para deslegitimar al gobierno47.


    Cabe preguntarse a qué tipo de derecho está aludiendo. La AJP-3.4.4 menciona el derecho internacional (international law)48, el derecho de los países OTAN (national law)49 y el derecho del país donde actúa la insurgencia (domestic law)50.


    No obstante, surgen dudas a la hora de aplicar lo anterior. ¿Incluye el domestic law a la sharía, o bien se refiere solo al derecho positivo aprobado por las instituciones estatales? ¿Qué ocurre si el domestic law vulnera el derecho internacional o el derecho de los países OTAN? Aunque la AJP-3.4.4 advierte que hay que tener en cuenta las costumbres culturales y religiosas, no llega a elevarlas a derecho ni llama la atención sobre su frecuente importancia normativa. Una vez más, el documento muestra imprecisiones que pueden dar lugar a problemas a la hora de ponerla en práctica; en todo caso, trataremos de resolver las preguntas planteadas en la segunda parte de este escrito.


    

    El principio de la derrota del insurgente


    En este sexto principio incluimos los de aprender y adaptarse y estar preparado para una campaña prolongada.


    Los principios de la doctrina COIN que hemos visto hasta ahora eran relativos a la población o al gobierno local; llega el turno a la insurgencia. Veamos primero cómo entiende la OTAN que funciona la insurgencia, para pasar después a los principios que despliega para derrotarla.


    

    ¿Qué es la insurgencia para la OTAN?


    La OTAN define insurgencia como conjunto de «acciones de un grupo organizado, a menudo motivado ideológicamente, con el fin de lograr o impedir cambio político o de derrocar un gobierno, y centrado en convencer y obligar a la población mediante la violencia y la subversión»51. Más adelante lo precisa algo más, ligando el objetivo político con la persuasión de la población: la insurgencia sería así «una lucha contra el gobierno por la legitimidad del mando a los ojos de la población»52.


    La AJP-3.4.4 afirma que, para conseguir su objetivo (la legitimidad), la insurgencia emplea la violencia (porque los insurgentes «no pueden lograr sus objetivos a través del proceso político establecido»53) y medidas políticas, económicas, de información y culturales que atraen el apoyo popular54, atraen reclutas y promueven la ideología55. Para operar, utilizan también apoyo exterior, bajo la forma de armamento, financiación o santuario56, se sirven de las ventajas del tiempo y el espacio y van creando estructuras de gobierno en las áreas que controlan57.


    La AJP-3.4.4 trata también de describir las condiciones que hacen posible la insurgencia58: necesita una oportunidad (incapacidad gubernamental de mantener la seguridad), un móvil (narrativa del agravio, líderes carismáticos, inseguridad, abusos, intereses de las élites, etc.), unos medios (reclutamiento voluntario o forzoso, apoyo social interno o externo) y relación con el crimen organizado.


    Así mismo, se extiende sobre la dinámica de la insurgencia59, basada en la cohesión ideológica, en una narrativa atractiva que logre apoyo popular (basada en exagerar los agravios para desvincular a la población del gobierno), en el apoyo externo, en unos objetivos (reforma política, revolución, secesión territorial, anulación del gobierno en un área, resistencia frente al invasor extranjero), en unos líderes adoctrinadores y en la ventaja que le da poder refugiarse en santuarios.


    En cuanto a la estructura de una insurgencia60, la AJP-3.4.4 considera que está formada por líderes, elementos armados, militantes, auxiliares, elementos infiltrados en las instituciones u organizaciones internacionales y bases populares. Sus vulnerabilidades61 son la necesidad de clandestinidad, las incoherencias en su narrativa y propaganda, la necesidad de bases de operaciones y de apoyo, la debilidad económica y las divisiones internas. Finalmente, sus estrategias62 son el modelo conspirativo, el modelo del enfrentamiento militar, el modelo de terrorismo urbano, el modelo de guerrilla popular prolongada, el modelo centrado en la identidad (religiosa, étnica, tribal) o un modelo mixto.


    

    Principios para derrotar a la insurgencia


    La respuesta militar de la OTAN para derrotar a la insurgencia tiene características típicas. En primer lugar, la OTAN entiende que la acción militar es siempre y solamente para apoyar a la solución política –que es lo prioritario63–. En concreto, su apoyo es para «promover la gobernanza mediante el control de la violencia y el mantenimiento del Estado de derecho»64. Esto se concreta en dar seguridad a la población, eliminar la libertad de acción del insurgente, neutralizar sus intentos de sustituir al gobierno en las áreas que controla y separar a los insurgentes susceptibles de reconciliación política de los que no lo son65.


    Seguidamente, para la OTAN, la acción militar debe facilitar el empowerment de las fuerzas locales. Esto consiste en que la estrategia COIN debe ser principalmente llevada a cabo por el gobierno local, por lo que, cuanto antes entregue la OTAN la competencia de la seguridad al gobierno local, mejor66. Ello aumentará la legitimidad del gobierno local67, tanto porque mostrará su capacidad como porque desaparecerá la imagen de dependencia de las fuerzas extranjeras.


    El tercer principio para derrotar a la insurgencia es que la acción militar debe evitar el uso de la fuerza; es decir, la práctica proscripción del uso de la violencia, ante el temor de que ello haga perder al gobierno local y a la OTAN el apoyo popular68. Si se usa, hay que hacer lo posible para que no sea vista como tal, sino como «suministro de protección a la población»69. En todo caso, hay que procurar sustituir el uso de la violencia reactiva por la presencia constante70.


    En cuarto y último lugar, para derrotar al insurgente, la acción militar debe ceñirse al marco de la COIN: Shape-Secure-Develop (««conformar»-«dar seguridad»-«desarrollar»). Las dos últimas son lo principal para el ámbito militar71.


    Así, respecto de la seguridad, es fundamental para que la población dé legitimidad al gobierno local, porque muestra que el gobierno es capaz de mantenerla segura y porque la situación resultante permite que las instituciones estatales funcionen, evitando la «administración paralela» –y a menudo más eficiente– de la insurgencia.


    En cuanto al desarrollo, la AJP-3.4.4 afirma que la pobreza generalizada, el desempleo y la desigualdad económica pueden ser causa de la insurgencia72. Lo que es más, «la supervivencia económica, especialmente en un área en la que hay insurgencia, es casi tan importante y un desafío tan inmediato para los hogares como la seguridad física»73. Y muestra la primacía del desarrollo en la siguiente afirmación: «[s]uccessful counter-insurgency may well depend more on improving local and national economies rather than on the force used to ensure a state’s security»74.


    Aquí es necesaria la cooperación cívico-militar a la hora de «solucionar las necesidades básicas y servicios esenciales (tales como alcantarillado, agua, electricidad, saneamiento y salud) y en mantener instituciones sociales y culturales, y otros aspectos que contribuyen a una calidad de vida esencial de la sociedad»75. El documento propone así incluir participantes militares en actividades civiles, así como «el despliegue de equipos asesores de género para apoyar a las mujeres a participar en el proceso de paz, protegerlas de la violencia sexual, promover la inclusión de las mujeres en el sistema electoral y darles voz en procedimientos legales y judiciales»76.


    Llegados al final de esta primera parte, obtenemos dos conclusiones. La primera, que el eje de la doctrina COIN es, claramente, la búsqueda de la legitimidad a los ojos de la población local; la parte relativa a la «derrota de la insurgencia» tiene una fuerza menor y lo más desprovista del uso de la fuerza posible. Además, los principios de la primacía de lo político, del enfoque centrado en la población, del enfoque integral y del respeto al derecho pueden subsumirse en uno solo: legitimidad.


    La segunda conclusión es que, de la simple lectura de las medidas anteriores, se sospechan unos valores más generales que tales medidas pretenden defender. Extraerlos es, precisamente, tarea de la segunda parte.


    

    Segunda parte: los valores ocultos de las medidas COIN


    Con la COIN ocurre como con toda política pública. Tomemos la política de limitación de velocidad en vías públicas, por ejemplo. Esta política establece un objetivo (que puede ser un bajo número de víctimas de accidentes) y una serie de medidas y principios para lograrlo, que se basan en toda una cadena de suposiciones no explícitas sobre los conductores o la sociedad, y sobre los valores de ambos. Así, quienes elaboran la política de seguridad vial asumen que los conductores consideran su vida y su salud como un valor, que la sociedad considera negativo un alto número de víctimas de tráfico, que los conductores sienten inclinación a sobrepasar los límites de velocidad o que un conductor que circule a muy alta velocidad no podrá controlar adecuadamente su vehículo. Si estas suposiciones no son acertadas (por ejemplo, la sociedad no da tanta importancia a la vida), será difícil que las medidas construidas sobre ellas lleguen al objetivo de reducir las víctimas.


    Pues bien, algo similar pasa en la doctrina COIN. La AJP-3.4.4 nos da las medidas o principios para lograr legitimidad frente a una insurgencia; pero no explicita los valores básicos que estas medidas protegen: ¿un determinado modo de organización sociopolítica?, ¿ciertos valores éticos o sociales?, ¿el bienestar material? Es esencial conocer los valores que tratan de garantizar las medidas COIN, ya que, en la tercera parte de este escrito, tendremos que ver si coinciden con los que tiene la población local, y si, por ello, logran legitimidad a los ojos de esta.


    Aquí entenderemos «legitimidad» como la situación en la que la población de una región con insurgentes acepta que quien pretende mandar sobre ella tiene razones válidas para reclamar tal mando. Pues bien, para sacar a la luz los valores escondidos tras las medidas y principios COIN, estructuraremos esta segunda parte en función de la finalidad de tales medidas y principios: por un lado, los que buscan obtener legitimidad de origen; por otro, los que pretenden lograr legitimidad de ejercicio.


    

    Medidas y principios COIN que buscan legitimidad de origen


    «Legitimidad de origen» (o «de título») es la situación en la que la población considera válida la vía por la que la persona o institución que reclama el mando ha accedido a su posición o ha sido creada. En otras palabras, la población acepta que una persona o institución tiene derecho a dar órdenes porque el modo como esa persona ha llegado a su puesto (o el modo como esa institución se ha constituido) es el establecido por su sistema de normas consuetudinarias o legales77. Efectivamente, es una concepción prácticamente coincidente con la de Max Weber78.


    Pues bien, la AJP-3.4.4, solo contempla un tipo de organización sociopolítica y una manera de acceder al poder. Veámoslas:


    

    La premisa implícita sobre la organización sociopolítica «adecuada»


    Para la AJP-3.4.4, el Estado es el único modo de organización sociopolítica concebible, incluso para la población local. Desde luego, el Estado como modo de organización sociopolítica lleva vigente desde el siglo XV, expandiéndose hasta reclamar jurisdicción sobre toda la superficie terrestre y parte de las aguas marinas. Ahora bien, como advierte el post-estructuralista Agnew, esto ha llevado al estatocentrismo tan característico del imaginario geopolítico moderno: sociopolíticamente, solo concebimos el mundo como un conjunto de Estados79.


    El documento no se muestra abierto en ningún momento a que la población local prefiera organizarse sociopolíticamente de otro modo, ni a que la violencia o el derecho puedan emanar –legítimamente– de actores distintos del Estado. Así, no contempla que la población se considere, antes que ciudadana de un Estado, como súbditos de un califato (con un imán elegido por Alá), un imperio (a imagen del imperio persa) o un sistema de tribus (en el que la violencia y la seguridad es competencia de los guerreros y la emisión de normas es de los ancianos o imanes, que no tienen por qué pertenecer a la misma unidad), ni que esta población vea la estructura estatal sobre su territorio como algo secundario.


    Por supuesto, en el texto de la AJP-3.4.4 se acepta la existencia de actores no estatales con poder (los propios grupos insurgentes, organizaciones internacionales, organizaciones no gubernamentales, etc.), pero la OTAN nunca les atribuye legitimidad representativa ni ejercicio legítimo de la violencia o la emisión de normas.


    Pues bien, con esta asunción sobre la única organización sociopolítica concebible –el Estado–, la OTAN «niega de partida las posibilidades de la población [local] de encontrar su propio poder»80. Veamos en los dos subepígrafes siguientes cómo se manifiesta tal asunción.


    



    El lenguaje de la AJP-3.4.4, sembrado de «Estado».


    Efectivamente, de su lectura comprobamos que la AJP-3.4.4 solo habla de «Estados frágiles»81, de Estados como «víctimas de la insurgencia»82, de «incapacidad de los gobiernos [de los Estados frágiles] para proporcionar servicios básicos que la población espera»83, de legitimidad del Estado como objetivo de la COIN84, de seguridad como condición para que el Estado prospere85, de reconstrucción de Estados frágiles como objetivo militar86, de deseo de transmitir el esfuerzo COIN a las estructuras de seguridad del Estado87 y de gobierno del Estado como interlocutor de las fuerzas aliadas.


    Este uso del lenguaje, más el hecho de que nunca emplee una cláusula de salvaguarda (como podría ser «o cualquier otro modo de organización sociopolítica que haya acordado la población local»), revela que, en la cosmovisión de la OTAN, el poder legítimo solo emana del Estado.


    



    El bien jurídico que protegen las medidas y principios COIN: el ejercicio por el Estado de sus funciones.


    La asunción sobre la organización estatal se percibe también en el hecho de que las medidas COIN tratan de proteger las funciones del Estado. Para desarrollar este punto es necesario partir de lo que es el Estado. Según la clásica concepción de Max Weber, un Estado es «aquella comunidad humana que, dentro de un determinado territorio (…), reclama (con éxito) para sí el monopolio de la violencia física legítima»88.


    Más precisamente, podríamos considerarlo como el conglomerado coherente de las funciones ejecutiva, legislativa y judicial, y sus repercusiones en la organización social: una Administración, un conjunto de empleados públicos, unas políticas que buscan influir en la vida social, un sistema tributario que procure ingresos, un sistema de seguridad pública, un sistema de resolución de litigios, etc. Y todo ello, bajo una única estructura; es decir, el Estado es celoso de toda otra fuente de poder, como alertó en 1944 Ludwig von Mises; utiliza la «coacción y la coerción para sojuzgar (…) a todas las actividades y esfuerzos humanos»89.


    Pues bien, tanto en la AJP-3.4.4 como en las iniciativas al amparo de misiones COIN que ha realizado la OTAN, se comprueba que la mayoría de medidas y principios propuestos van encaminados a consolidar las funciones del Estado (state-building) como única fuente de poder. Ello es claro cuando la AJP-3.4.4 establece como objetivos de las fuerzas OTAN el de «ayudar a reconstruir Estados frágiles mediante la creación de capacidades (que son tareas a largo plazo y estructurales)»90 y el de «promover la gobernanza»91. También se ve en la promoción de la lucha contra la corrupción, como obstáculo para la legitimidad del Estado92. Lo vemos también cuando la AJP-3.4.4 remite expresamente al documento donde la OTAN plasma su doctrina sobre contribución militar a la estabilización y reconstrucción (la AJP-3.4.5-Allied Joint Doctrine for Military Contribution to Stabilization & Reconstruction)93. Y, finalmente, cuando exhorta a «centrar la atención en distribuir el poder entre los distintos componentes del gobierno cuestionado y la relación entre los sistemas ejecutivo, legislativo y judicial»94.


    Bajemos las funciones estatales concretas. En primer lugar, en cuanto a la función genérica del ejecutivo, la AJP-3.4.4 insiste en «mejorar las capacidades del gobierno cuestionado»95 y su legitimidad a los ojos de la población («aumentar apoyo popular a las autoridades cuestionadas»96).


    En segundo lugar, respecto de la función del Estado de proporcionar seguridad, la AJP-3.4.4 dedica toda una sección a la transferencia de la competencia de seguridad al gobierno local y al refuerzo de sus efectivos97.


    Ejemplo práctico de esto es Afganistán, donde muchos países OTAN o asociados dan apoyo financiero, mediante el ANATF (Fondo Fiduciario para el Ejército Nacional Afgano), a que se produzca la transferencia de las competencias de seguridad a las fuerzas armadas y policía afganas98. El ANATF no es un fondo de la OTAN, pero se incardina en la actividad de las misiones ISAF-Resolute Support, y es financiado por los países participantes en las mismas. En esa misma línea funcionan otros fondos, como el ASFF (Fondo para las Fuerzas de Seguridad de Afganistán) y el LOTFA (Fondo Fiduciario para la Ley y el Orden en Afganistán), financiados respectivamente por Estados Unidos y Naciones Unidas, y siempre coordinados con las misiones de la OTAN en el país99; al igual que el ANATF, ambos fondos apoyan al Estado afgano en el desarrollo de su función de seguridad.


    La tercera función en la que la estrategia COIN sostiene al Estado es la justicia. La AJP-3.4.4 hace un llamamiento a «(re)construir (…) el sistema judicial» como parte fundamental de la mejora del sector de la seguridad100, y alerta contra la estrategia de la insurgencia de establecer un sistema judicial en sus áreas101.


    En cuarto lugar, la AJP-3.4.4 busca proteger al Estado en su función normativa. Para ello, el documento propone medidas discretas, como la promoción del Rule of Law (imperio de la ley)102 y del respeto al domestic law (derecho del país donde actúa la insurgencia) 103. Y decimos «discretas» porque, aunque en ningún momento dice que el derecho cuyo respeto promueve es el emitido por el Estado, en la práctica es así. Veamos por qué.


    Desde luego, la sharía es parte del derecho aplicable en países con insurgencia, como se observa en prácticamente todas las constituciones de países musulmanes (muchos de ellos, autodenominados repúblicas islámicas). Pero hay que hacer dos precisiones. La primera, que, en estos Estados, la mención al derecho islámico tiene carácter de remisión; es decir, es la constitución la que acepta la sharía, la que da permiso para que se aplique la sharía.


    La segunda salvedad es que estos Estados no dan carta blanca para aplicar la sharía en su totalidad. Recurriendo al caso de la República Islámica de Afganistán, su constitución, al referirse a la sharía como fuente de derecho, solo menciona una sumisión genérica a «los principios y disposiciones del islam»104. Además, más adelante considera la jurisprudencia hanafí tan solo como derecho supletorio105, es decir, solo aplicable si la constitución o una ley no dan regulación para ese caso, y siempre que tal jurisprudencia no vulnere «los límites establecidos por esta Constitución» (que son la dignidad humana, los derechos humanos, la democracia y la Carta de las Naciones Unidas106).


    Por lo tanto, el papel que el Estado asigna a la sharía es muy limitado, y la mayoría del ordenamiento jurídico es estatal. Pero es que, además, la sharía es respetada por la insurgencia (dado que, a menudo, hace bandera de ella y pretende usarla como único derecho); así, la única parte del sistema jurídico que necesita protección frente a la insurgencia son las normas estatales. De ahí que afirmemos que las disposiciones COIN tendentes a asegurar el Rule of Law y el respeto al domestic law defienden únicamente, en la práctica, la función del Estado como emisor de derecho.


    Todo lo anterior nos permite concluir que, en la concepción de la OTAN, la única organización sociopolítica válida, legítima y natural para la población local es el Estado. El tipo de medidas que propone la AJP-3.4.4 evidencia que, para la OTAN, si tal población no obedece al Estado, es tan solo por la lejanía o mal funcionamiento de las instituciones de este.


    

    La premisa implícita sobre la vía «adecuada» de obtención del mando


    Pasamos a ver la segunda asunción de la doctrina COIN relativa a la legitimidad de origen: la OTAN solo considera la democracia (sufragio universal con voto individual y de igual ponderación) como vía legítima de obtención del mando en las poblaciones locales.


    Ciertamente, la AJP-3.4.4 no usa en ningún momento las palabras «democracia» o «elecciones», y solo una vez alude a los conceptos de elected bodies107 y electoral systems108. Ahora bien, el documento remite a la doctrina de la OTAN sobre Operaciones de Respuesta a Crisis fuera del artículo 5-NA5CRO109 y a la doctrina de la OTAN sobre Contribución Militar para la Estabilización y la Reconstrucción110. Y en estos dos documentos es clara su defensa de la democracia en los países objeto de un conflicto con insurgencia.


    En efecto, el documento sobre operaciones NA5CRO recoge, entre las medidas que propone, el apoyo militar a procesos electorales y a la transición a la democracia de países en los que intervenga la OTAN111, y asume explícitamente que la OTAN «está basada en los valores comunes de democracia, derechos humanos y el imperio de la ley»112. En cuanto a la doctrina OTAN sobre estabilización y reconstrucción, asume entre sus funciones la de apoyo a la celebración de elecciones113.


    Pues bien, dado que todos los esfuerzos COIN buscan que la población local considere legítimo al gobierno, podemos concluir que, si la doctrina COIN solo promueve medidas para sostener el proceso democrático (y no otras vías, como la toma del poder por la fuerza), es porque la OTAN presupone que la población local considera la democracia como vía legítima de acceso al poder.


    

    Medidas y principios para lograr legitimidad de ejercicio


    Pasamos ahora a la «legitimidad de ejercicio», considerada como la situación en la que la población acepta el mando de una persona o institución por la razón de que las órdenes emitidas hasta ese momento se alinean con los valores morales y políticos y la idiosincrasia de la población local114. En definitiva, porque la población local asume que quien reclama el mando quiere lo mejor para ella en cuanto grupo social con identidad y rasgos propios. En otras palabras, la legitimidad de ejercicio es la lealtad con la que un grupo social «premia» al gobernante que refuerza su cohesión e identidad. En la historia de la filosofía política, las teorías del pacto social como forma de construcción de la sociedad (Hobbes, Rousseau, Spinoza) respaldan esta concepción de legitimidad115.


    Pues bien, vamos a ver cómo tres tipos de medidas COIN buscan que la población local otorgue legitimidad al gobierno o a las fuerzas COIN por la vía de darle ciertos beneficios.


    
      	La asunción detrás de las medidas que buscan de la paz

    


    La idea de paz permea toda la AJP-3.4.4. Aun cuando el documento no menciona en ningún momento la palabra «paz», sí habla constantemente de arreglo político, de seguridad y de estabilidad. La paz es el objetivo supremo de la doctrina COIN.


    Desde luego, es lógico que así sea. La paz es algo anhelado en Occidente desde hace siglos. El ius ad bellum –o causas de la guerra justa– se remonta a Cicerón (con su De Officiis), San Agustín (en La ciudad de Dios), Santo Tomás de Aquino (en su Suma Teológica) o Francisco de Vitoria (en Derecho natural y de gentes)116. Precisamente el hecho de restringir la guerra muestra que Occidente lleva siglos considerando la paz como algo deseable117.


    Esta idea se asienta más tarde con las propuestas para lograr, casi de manera científica, la paz; se trata del abad de Saint-Pierre, con su Proyecto de paz universal entre las naciones (1713) o Immanuel Kant, con su obra Sobre la paz perpetua (1795). La profusión de tratados de paz y de sistemas de equilibrio de potencias en el siglo XIX prueba que la paz siguió siendo un valor casi absoluto. Las organizaciones internacionales como mecanismo para evitar los conflictos (Sociedad de Naciones, Naciones Unidas, Comunidades Europeas), con su génesis en países occidentales, son la aplicación práctica reciente de la importancia que Occidente da a la paz.


    Es comprensible, por tanto, que la OTAN asuma que la población local la desea y la busca con el mismo ardor que Occidente.


    

    La asunción detrás de las medidas que buscan la mejora de las condiciones de vida


    La AJP-3.4.4 propone suministrar servicios esenciales, entre los que están el «alcantarillado, agua, electricidad, saneamiento y salud (…) y otros aspectos que contribuyen a una calidad de vida esencial de la sociedad»118. En la misma línea, cuando el documento habla de las causas del apoyo popular a la insurgencia –en lugar de al Estado–, menciona entre estas que el Estado no sea capaz de «dar los servicios básicos que la población espera de él»119 ni de «mantener la seguridad interna»120.


    En definitiva, se trata de crear un proto-Estado de bienestar. Teniendo en cuenta la insistencia en este punto, sublimada en el population-centric approach y el «enfoque integral» que mencionamos en la primera parte de este escrito, queda claro que esta es la vía principal por la que la AJP-3.4.4 pretende atraer legitimidad de ejercicio frente a la insurgencia.


    Su aplicación práctica es meridiana en Afganistán e Irak, donde los equipos de reconstrucción provincial (Provincial Reconstruction Teams-PRTs) fueron la clave del esfuerzo de la misión ISAF de la OTAN y de la misión de Estados Unidos durante un buen número de años. Se trataba de una combinación de esfuerzos militares y civiles para lograr la estabilización, el desarrollo y la gobernabilidad de Afganistán121.


    Ahora bien, si la COIN considera que la población local otorga la legitimidad político-social en función, principalmente, de si se le da bienestar material, es porque la OTAN asume que la población local atribuye a la salud o la comodidad la misma importancia que los occidentales. Para Occidente, se trata de valores suficientemente esenciales como para otorgar –o quitar– tal legitimidad; recuérdese la Revolución francesa, en la que la crisis de suministros agrícolas desempeñó un papel clave.


    En descargo de sus autores, no es extraño que los redactores del documento hayan asumido lo anterior; prácticamente todas las teorías de la contrainsurgencia insisten en el desarrollo como medio para eliminar lo que consideran una de las causas de la insurgencia. Ejemplos de ello son el modelo de diamante de McCormick y el modelo de los tres pilares de la contrainsurgencia de Kilcullen122.


    Antes de terminar este subepígrafe, debemos hacer referencia sucinta, por la atención que suele recibir esta cuestión, a las medidas de fomento de las políticas de género. La AJP-3.4.4 las menciona al tratar la transferencia de políticas al gobierno local123, y propone la creación de equipos consultivos sobre género para que «apoyen a las mujeres locales en la participación en el proceso de paz, protección de la violencia sexual, la inclusión de la mujer en los sistemas electorales y hacer oír sus voces en los procedimientos legales y judiciales»124.


    Con ello, la OTAN asume dos actitudes en la población local: que esa población considera un mayor papel de la mujer en la vida política y en los procedimientos legales y judiciales como un valor tal, que su promoción atraerá la legitimidad del gobierno y de la misión COIN, y que las mujeres locales son, de entrada, favorables a asumir tales papeles.


    

    La premisa implícita en el principio de respeto de la legalidad


    Hemos visto más arriba que cuando la AJP-3.4.4 habla de «respeto del domestic law», se refiere principalmente a la normativa que emana del Estado. Tan solo mencionaremos aquí que detectamos dos asunciones en las que se asientan las medidas de respeto del derecho interno: la primera, que la población local va a valorar muy positivamente el que se respeten las normas del Estado; la segunda, que la población local reconoce legitimidad al Estado como catalizador de la vida social y política.


    Después de comprobar todas las asunciones que hace la doctrina COIN sobre la postura de la población local respecto de la organización sociopolítica, el acceso al poder, la paz, el bienestar material o el respeto a la legalidad, debemos comprobar si están ajustadas a la realidad. ¿Las poblaciones locales donde hay insurgencia tienen esos mismos valores que buscan proteger las medidas y principios COIN? Porque si no es así, no otorgaría la legitimidad que tanto anhela la doctrina COIN…


    

    Tercera parte: cuestión de prioridades diferentes


    ¿Realmente un afgano considera al Estado como la entidad adecuada para organizar su vida social y política? ¿Le da tanta importancia como un alemán a curarse de una enfermedad? ¿Ve la paz o la propia vida como valores que superan al honor familiar o al orgullo de etnia, como es el caso para gran parte de los occidentales? En esta parte, veremos primero cómo la población local en países musulmanes con insurgencia tiene valores esenciales que no coinciden con aquellos protegidos por las medidas COIN de la OTAN, o bien que, aun existiendo, reciben una atención o peso distintos. En la segunda sección trataremos de dar una explicación de ese desajuste.


    

    Las diferencias


    Una advertencia antes de proceder. Ciertamente, en Kabul podemos encontrar afganos que defiendan con ardor el Estado, la democracia y otros valores habituales en Occidente. Kabul ha sido y sigue siendo escaparate de la modernidad en Afganistán125. Pero Afganistán es mucho más que Kabul; es también los suburbios de la capital, las aldeas, los campos de refugiados y lo que se dice en las casas, que no tiene por qué ser lo que un afgano dice a un extranjero. Dicho esto, empecemos.


    

    Primera diferencia: el Estado, tan solo una opción, y no la más atractiva


    A diferencia de lo que supone la doctrina COIN, en la tradición y realidad sociopolítica afgana el Estado no es, ni mucho menos, el modo por excelencia de organizarse.


    



    Detectando la «trampa territorial»


    El post-estructuralismo ya advierte de la tentación típicamente occidental126 de concebir el Estado como la única forma posible de organización social y política. John Agnew llega a acuñar el concepto de trampa territorial: «pensar y actuar como si el mundo estuviese enteramente constituido por Estados que ejercen su poder sobre bloques de espacio y, de este modo, se constituyen en el único referente geográfico-político de la política mundial»127.


    Desde luego, Agnew utiliza este concepto ad extra, para mostrar que hay más dinámicas internacionales que las puramente interestatales; pero podemos utilizarlo también ad intra: existen más modos de organizar el poder sociopolítico que el meramente estatal. El que la jurisdicción de cada metro cuadrado de la Tierra esté reclamada por, al menos un Estado, no significa que, sociopolíticamente, todos los seres humanos se sientan, antes de nada, ciudadanos de un Estado, como suele ocurrir en Occidente.


    Por el contrario, no es infrecuente en otras partes del mundo considerar que el poder político al que un individuo está primordialmente sometido es una tribu, un califato islámico o, por qué no, un sistema de corporaciones empresariales, desempeñando el Estado un papel, a lo sumo, secundario. Y algo parecido desde el punto de vista social: por usar los términos de Agnew128, el individuo en otras culturas no se siente parte de la «sociedad» (producto del Estado-nación), sino parte de una «comunidad» generada en torno a la etnia, la religión, la casta, etc. La mencionada falta de identificación político-social del individuo con un Estado es especialmente frecuente cuando los Estados que reclaman jurisdicción son frágiles o fallidos, como suele ser el caso en países con insurgencias.


    También el hecho de que el poder emane solo del Estado es extraño para otras culturas. «El Estado moderno difiere de todos los demás tipos de organización porque afirma la soberanía absoluta de su territorio»129. Es decir, es la única fuente legítima de todo poder, y lo que el Estado no califique de «prohibido» u «obligatorio» no puede ser declarado como tal por otro actor. Toda otra posición de poder –el padre, sobre el hijo; el sacerdote, sobre el feligrés; el forzudo, sobre el enclenque; el adinerado sobre el menesteroso– es vista por el Estado como una amenaza, y trata de desbancarla o, al menos, desprestigiarla.


    En realidad, estos «celos» del Estado son lógicos, porque «[e]l poder se gana o se pierde en relación a los otros, más que poseerse o no en sentido absoluto»130. Pero esta concepción de «soberanía» –o poder centrado en el Estado– hace que muchos occidentales no terminen de entender que, para otras culturas, el poder puede venir, legítimamente, de varias fuentes a la vez: del mulá o imán local, de la milicia del señor de la guerra del área, del califa… Todas ellas en capas que se entrecruzan, y que se limitan o refuerzan mutuamente según la ocasión.


    



    Las fuentes de poder en la tradición afgana


    Esta manera distinta de concebir la organización sociopolítica tiene en Afganistán un buen ejemplo, donde el poder sociopolítico legítimo ha emanado, simultáneamente, de la familia, las tribus, las etnias, los mulás (equivalentes a los imanes) y algún poder similar al del monarca.


    En cuanto a la familia, «en sentido amplio funciona como la principal unidad económica, social y política de la sociedad [afgana]»131. Es una estructura más jerárquica que la familia en Occidente. En ella, se vela porque sus miembros cumplan, en sus interacciones con el exterior, las normas aceptadas por la sociedad, con el fin de mantener el honor y estatus social132.


    Las tribus, por su parte, se asientan espacialmente en aldeas, pequeños pueblos o incluso barrios, y habitualmente tienen al frente a una jirga o consejo de ancianos133. La jirga ejerce su poder en las relaciones con otras tribus (negociaciones, acuerdos) y en la administración de justicia entre sus miembros134. Podríamos decir que es el escalón sociopolítico más conocido. Como indica el mayor Grant, «Afganistán (…) está constituido por tribus. No individuos, no ciudadanos al estilo occidental, sino tribus y miembros de tribus»135.


    La tribu actúa como «mecanismo formidable de control social, incluso en ambientes urbanizados»136, ya que las familias que vulneren lo que se considera socialmente aceptable serán condenadas al ostracismo; dado que la ayuda entre familias es esencial para la supervivencia, la amenaza de esta pena es especialmente efectiva.


    Por lo que respecta a las etnias, en Afganistán encontramos pastunes, tayikos, hazaras o uzbekos, entre otras. Su relevancia sociopolítica es más bien como factor diferenciador de otros grupos. Así, tienen códigos de comportamiento propios (como el pashtunwali, código pastún) y rasgos identitarios propios (los pastunes se complacen en ser más pendencieros, por su principio de badal o venganza137). En todo caso, este carácter identitario ha sido (y sigue siendo) usado con fines políticos por partidos o grupos de intereses, como modo de aunar voluntades en un proyecto concreto138, como veremos más adelante.


    En cuanto a los mulás, constituyen otra fuente de poder, asentada sobre la fuerza que el islam tiene en la sociedad. Los mulás encarnan el sentimiento de comunidad (umma), mantienen la cohesión del grupo y contribuyen a las negociaciones de paz139.


    Por su parte, los señores de la guerra, con sus milicias o lashkar, aseguran el orden y la seguridad en regiones enteras, e incluso del país, llegando a enfrentarse con el ejército nacional y a participar en actividades criminales140. Ejemplos de esto son Rashid Dostum o Atta Muhammad Nur, que, gracias al poder que les daban sus leales fueron hasta muy recientemente vicepresidente de la República y gobernador de la provincia de Balkh, respectivamente. El enorme poder militar y económico que tienen ha llevado a algunos a referirse a la situación política en las provincias afganas como «warlordismo»141.


    Similares a los anteriores, pero bastante asimilados a bandas criminales propiamente dichas, son los arbakíes, una suerte de policía municipal que vende sus servicios a las aldeas afectadas por bandidos142.


    Las fuentes de poder sociopolítico mencionadas no agotan el modelo afgano. Desde hace un siglo, el Estado ha tratado también de abrirse paso, con éxito escaso. No en vano se ha llamado a este país «tierra de rebeldes» o «tierra de libres»143. Para entenderlo, nada mejor que un recorrido histórico sobre los intentos de establecerlo.


    



    Los intentos de «state-building» en Afganistán


    No se puede hablar de verdaderos intentos de formar un Estado afgano144 hasta entrado el siglo XX. En 1919, tras la tercera guerra anglo-afgana, el país logró su independencia bajo el rey Amanulá145. Este inició la formación de un Estado mediante su constitución de 1923 (monarquía parlamentaria) y fallidos intentos occidentalizantes (laicización del Estado, igualdad hombre-mujer, monogamia, educación obligatoria)146. Sin embargo, apenas logró la coordinación de las tribus, sin devenir la única fuente del poder.


    Esto se evidenció en 1930, cuando las tribus, soliviantadas por los mulás, derrocaron sin problemas al rey. Esto dio paso a la tentativa estatalizante de Nadir Shah, con la constitución de 1931, que basaba el gobierno, una vez más, en el apoyo de tribus y mulás147.


    Las cosas cambiaron con Mohammad Zahir Shah, su sucesor desde 1933. Pareció que el Estado moderno se abría su espacio político-social: constitución de 1964, monarquía constitucional, sistema jurídico basado en la ley parlamentaria (y solo subsidiariamente en la sharía), poder judicial independiente, ejército nacional moderno, primeras elecciones democráticas y política económica con planes quinquenales148.


    La lucha contra la acumulación de poder en el Estado fue visible en la reacción de las tribus a las nuevas obligaciones tributarias: el levantamiento de Kandahar en 1959 fue aplastado por el ejército estatal, y se les forzó a pagar impuestos. Era una manera efectiva de mostrar a un Estado poderoso y erosionar el poder de los líderes tribales y religiosos149.


    Otra vía con la que Zahir Shah trató de consolidar el Estado fue con su intento de establecer una frontera con Pakistán –en lugar de la línea Durand–, algo que se saldó con enfrentamientos violentos150. El pobre resultado (una frontera porosa, cruzada habitualmente por tribus y grupos armados), muestra a día de hoy que entre los habitantes de la región no hay gran consciencia de la existencia del Estado.


    A pesar de estos intentos, ya en los setenta decía Louis Dupree, que «Afganistán (…) está intentando crear un Estado-nación de una mezcolanza de grupos étnicos y lingüísticos»151, y alertaba de que «los afganos evitan tradicionalmente el contacto con el gobierno y sus funcionarios»152. Los grupos más tradicionales veían con rechazo las reformas occidentalizantes153.


    En cualquier caso, el Estado fue avanzando con la revolución de Mohammed Daud Khan, que en 1973 instauró una república y profundizó reformas estatalizantes, como luchar contra la influencia islamista154. La república comunista establecida en 1978 continuó construyendo el Estado. Así, acumuló más poder mediante expropiaciones, estatalización de industrias, subsidios y laicización, y trató de conformar la sociedad (trabajo de la mujer, alfabetización masiva, escolarización femenina, abolición de la dote, permiso de no usar velo)155. Podría decirse que fue el momento en el que el Estado ha ocupado más instancias de poder en la historia de Afganistán hasta hoy.


    En ese punto, los autodenominados muyahidines iniciaron la yihad contra el gobierno comunista156. Lo cierto es que no eran más que señores de la guerra locales o bandidos (como Gulbudín Hekmatiar, Burhanuddin Rabbani, Abdul Rashid Dostum o Ahmed Shah Massoud) que luchaban por mantener su poder en un territorio frente a los avances del Estado; para ello se sirvieron de las suspicacias que el inaudito intervencionismo del Estado en la vida social y religiosa estaba levantando en una población conservadora157, y, más tarde, del enfrentamiento entre el bloque soviético y capitalista; pero esta es otra cuestión.


    El apoyo que dio la Unión Soviética a la República Popular durante la subsiguiente guerra de 1979-1989 representa un claro intento de apuntalamiento de un Estado cuyo fundamento (la acumulación de todo poder) estaba siendo cuestionado.


    Los últimos años, el régimen comunista intentó evitar su final reinstaurando un parlamento tradicional afgano (loya jirga) y restituyendo el islam como religión oficial, pero era demasiado tarde158. El fin del régimen en 1992 terminaría también con el Estado moderno: los señores de la guerra regionales y líderes muyahidines quisieron fundar un «Estado islámico», pero sus desacuerdos por el reparto del poder desembocaron en una guerra entre facciones, camuflada y atizada artificialmente como enfrentamiento étnico159. Esta concepción personalista del poder revelaba que no se quería realmente un «Estado», sino que este era un mero instrumento para obtener más poder.


    En 1994, el movimiento talibán, que lograba apoyo popular prometiendo orden y vuelta a la tradición frente a las masacres y corrupción de los señores de la guerra, fue eliminando o venciendo a las distintas bandas160. En 1996, sus milicias controlaban la mayor parte del país, y proclamaron el Emirato Islámico de Afganistán, a imagen del califato de Khulfa-i Rashidin161. Este Emirato estaba formado por un Comando Supremo (equivalente a un ejecutivo, bajo el mando del mulá Omar, «emir de los creyentes»), Comités y un Consejo de mulás162. No había como tal derecho positivo aprobado por esta estructura, sino que todo –sociedad, economía, fuerzas armadas– se regía según la sharía, aplicada por «líderes de los fieles» (similar a un alcalde) y escuadrillas talibanes163. Nada que ver, por tanto, con el Estado moderno.


    Así, la historia de la construcción del Estado en Afganistán nos muestra que esta figura de organización sociopolítica apenas ha tenido arraigo en la población local, y que «[l]as nuevas instituciones, importadas por la comunidad internacional [sean] absolutamente ajenas al país»164. Pero la realidad actual también nos hace ver lo poco asentado que está el Estado en la mente del afgano hoy, a pesar del intento de establecer un Estado desde los Acuerdos de Bonn de 2001.


    



    Afganistán, 2019: un falso Estado


    Por supuesto, en Afganistán –y otros países similares– hay quienes defienden el Estado como forma de organización sociopolítica; pero lo cierto es que «[u]na identidad como “ciudadanos” y la “idea de Estado” no tiene gran repercusión cultural en estas sociedades, pues la gente está relativamente desconectada del Estado, sin esperar mucho de las instituciones del Estado ni querer cumplir obligaciones hacia el Estado»165. Con esta actitud, no es de extrañar que las instituciones estatales en Afganistán se asimilen más bien a los decorados de cartón-piedra del Hollywood de los años cuarenta.


    En efecto, empezando por el nombre del país, «Afganistán», es cuestionado por motivos étnicos: esta palabra significa en realidad «tierra de los pastunes»166, por lo que el topónimo suele ser rechazado por el resto de tribus.


    Por lo que respecta a la vida política, desde luego que hay partidos. Ahora bien, no son ideológicos –como correspondería en un Estado moderno–, sino étnicos. Jamiat-e Islami, dirigido por Salahudín Rabbani, está formado por tayikos; Hezb-e Islami, de Gulbudín Hekmatiar, e Ittehad-I Islami, de Abdul Rasul Sayyaf, por pastunes; Junbish, de Rashid Dostum, por uzbecos; Hizb-e Wahdat, de Karim Khalili, por hazaras.


    Por su parte, hay instituciones estatales. Pero, a la hora de realizar los nombramientos, se sigue una distribución étnica en las carteras ministeriales, la Comisión Electoral Independiente, los puestos de gobernador provincial, los nombramientos de generales, etc.167; esto lleva a favorecer a los de la propia etnia. La corrupción hace ineficiente el funcionamiento de estas instituciones, y el dinero del narcotráfico –un 25 % del PIB del país168– compra voluntades entre políticos, funcionarios y policías169.


    Además, las familias y tribus siguen teniendo el poder social, y la mayoría de la población jura lealtad a su tribu o clan, antes que al Estado170. En Kabul, con más influencia occidental, han perdido algo de fuerza171; pero el mantenimiento –incluso en la capital– de un régimen familiar y tribal cerrado a lo extranjero y en comunicación con la familia que permanece en el campo, ha hecho que mantengan gran parte de su solidez172.


    Por lo demás, la población es consciente de la escasa capacidad del Estado para controlar el territorio (solo controla 141 de los casi 400 distritos en Afganistán173), controlar las fronteras (hay cruces constantes y descontrolados, especialmente en el este) o recaudar impuestos (solo el 38 % del presupuesto de ingresos salió de ingresos impositivos, proviniendo el resto de ayuda exterior174).


    Frente a esto, los talibanes entienden bien la tradición sociopolítica afgana, y la ponen en práctica donde pueden, respetando sus instituciones tradicionales. Es lo que ocurre, por ejemplo, en la ciudad de Charkh, al este del país, controlada por los talibanes, que respetan el poder de las familias, los ancianos y los mulás, y sin las crueldades de los noventa175.


    En estas circunstancias, no cabe asumir –como hace la AJP-3.4.4– que un afgano aceptará sin más que el Estado es la forma adecuada de organización sociopolítica. Su sistema sociopolítico tradicional lleva siglos funcionando; ¿por qué pasarse a otro que no termina de arrancar?


    



    Los problemas de insistir en construir un Estado


    A pesar de lo anterior, la AJP-3.4.4 y las iniciativas de la comunidad internacional insisten en levantar una estructura estatal en Afganistán. Es algo comprensible: desde los noventa, Naciones Unidas insiste en el concepto de state-building como panacea de muchos de los males del subdesarrollo176, y el miedo a los «Estados fallidos» mantiene viva la creencia de que una estructura estatal es necesaria para mantener el orden.


    En realidad, la tradición afgana de organización sociopolítica no debería ser difícil de entender para Occidente. Es similar a la situación que había en Europa durante el Sacro Imperio Romano Germánico, en el que el emperador, el papa, obispos, príncipes y nobles ejercían cada uno diferentes grados de poder político, representativo, militar, jurídico o espiritual. Igualmente, «la Liga hanseática, la Confederación helvética, el Imperio romano, la Confederación iroquesa, el Concierto Europeo y los primeros Estados Unidos son ejemplos familiares de sistemas de poder y autoridad distintos del sistema de Estados»177.


    Además, el Estado moderno es aún un modelo de organización sociopolítica muy joven cuando se compara con otros, milenarios. Así, aunque nació en el siglo XV, solo se asentó como modo de organización sociopolítica bien entrado el siglo XIX178. Joven, decimos, y quizá en extinción: los acontecimientos históricos, económicos y tecnológicos desde comienzos del siglo XXI están «disminuyendo la posibilidad de ver el poder como un monopolio espacial ejercido exclusivamente por los Estados»179. ¿Por qué empecinarse, entonces, en considerarlo como «el» modelo organizativo por excelencia?


    Asumir, como hace la AJP-3.4.4, que, para la población local, el Estado es una organización sociopolítica a priori legítima y aceptable suscita dos problemas. El primero, que, si no es así, por muchos recursos que se dediquen a apoyar la labor del Estado, la población local no pasará ipso facto a verlo como legítimo, y solo lo percibirá como una fuente de recursos o beneficios materiales. El segundo problema, que toda otra organización sociopolítica con relaciones de poder (tribus, familias, etc.) pasa a ser ilegítima y hay que acabar con ella, con el consiguiente desarraigo y agravio para la población local.


    

    Segunda diferencia: la democracia, vía no tan legítima para acceder al mando


    En la tradición afgana, el mando se ha obtenido legítimamente de varias maneras: por la fuerza (quien tiene la milicia más poderosa es quien da las órdenes), por la edad (el respeto a los ancianos hace que sean quienes toman las decisiones en las tribus180), el sexo (los varones indican qué se hace en el seno de las familias181) o el tener algo de formación en materia religiosa (caso de los mulás). Además, el mando era limitado a un ámbito concreto, en el que la vía concreta mostraba excelencia. Así, el señor de la guerra obtenía el mando por la fuerza, sí, pero solo en el ámbito de la seguridad, y porque, para los afganos, la fuerza es muestra de excelencia en ese campo; el anciano obtenía el mando por su edad, sí, pero solo para formar parte del consejo tribal, y porque, para los afganos, la experiencia que va con la edad es prueba de excelencia en su ámbito; y así con el resto de actores.


    Desde luego, la elección democrática no está entre estos modos tradicionales de acceso al mando. Pero es que, además, «[l]a mayoría de fuentes consuetudinarias de legitimidad está basada en confianza y reciprocidad (…), responsabilidad y obligación»182. ¿Cómo va un afgano a dar la confianza a un gobernante que no ha conocido personalmente a lo largo de años? ¿Cómo se le puede pedir que elija a un gobernante que no ha probado antes que tiene fuerza suficiente para protegerlo?


    Por último, está la percepción negativa que tienen muchos afganos –y poblaciones de otros lugares del mundo musulmán– hacia la democracia. Muchos la asimilan a los ideales y cultura occidentales, «que son vistos como libertinos e inmorales»183.


    Por tanto, en la tradición afgana, usar la elección democrática –como promueve la doctrina COIN de la OTAN y el resto de la comunidad internacional– no es la vía para lograr legítimamente el mando. La violencia es fuente de legitimidad en algunas partes del mundo; de hecho, el uso de la violencia por parte de la insurgencia talibán le da más legitimidad, al mostrar que domina la situación de seguridad, y lo hace merecedor del poder a los ojos de la población local.


    No debería resultar tan complicado para los occidentales entender que la elección popular puede no ser la única vía legítima. Durante siglos nos hemos regido por monarquías basadas –legítimamente– en el nacimiento o en el regicidio; por señores feudales cuyo poder –legítimo– dependía de la fuerza de sus tropas; por líderes religiosos que obtenían su poder –legítimo– de haber recibido las sagradas órdenes; por ancianos que, en el ámbito de los pueblos o las familias, recibían su poder de la edad. ¿Por qué cuesta tanto entender que otros pueblos puedan, hoy día, actuar y creer de esta manera?


    

    Tercera diferencia: ¿es la paz una prioridad absoluta?


    La guerra suele conllevar pérdidas en salud, vida, recursos, tranquilidad… Ahora bien, cuando una sociedad le atribuye también beneficios (materiales, morales, de prestigio, religiosos), la guerra puede ser algo preferible a la paz. Algo así ocurre en Afganistán, y es claramente perceptible en tres supuestos.


    En primer lugar, participar en la yihad conlleva un gran honor social para el individuo y su familia, es una obligación del creyente y perder la vida («martirio») en ella es premiado por Alá con el paraíso para el fallecido y sus familiares184.


    Después está el orgullo étnico: saber quién eres, estar orgulloso de serlo, no estar sometido a otro grupo, no perder la identidad, son valores más importantes que la vida en muchas partes del mundo. Si para evitar la «contaminación» occidental hay que luchar, se hará185. Como dijo en el siglo XIX el primer estudioso de Afganistán, Mountstuart Elphinstone, los afganos están conformes con la discordia, con las alarmas, con la sangre; pero nunca con un amo186.


    El tercer supuesto es puramente preventivo. En un ambiente violento y con recursos escasos, el ser percibido como un gran guerrero es un medio de disuadir de ataques187. Obviamente, esta «carrera por el prestigio guerrero» lleva a preferir, en los jóvenes, la violencia a un temperamento pacífico188.


    La insurgencia talibán es consciente de lo anterior, y logra aunar los tres efectos. Así, luchar contra los extranjeros infieles –y contra los afganos que los apoyan– implica que sus combatientes estén haciendo la yihad; la lucha contra un enemigo con mayor potencia de fuego hace crecer el orgullo; el ser parte de la insurgencia hace ser respetado por sus vecinos.


    En Occidente, donde la vida, la salud y el bienestar material son hoy valores prioritarios a la creencia en Dios, la identidad y el honor, es difícil entender lo anterior. Pero hubo un tiempo –como muestra gran parte de nuestra literatura, desde el Cantar de Mío Cid hasta los Episodios Nacionales de Galdós– en el que era al contrario.


    

    Cuarta diferencia: las comodidades materiales, no tan importantes


    La OTAN yerra cuando cree que los afganos atribuyen al bienestar material (vida, salud, comodidad) la misma prioridad que los occidentales. En primer lugar, aun apreciando el bienestar, los afganos –y muchos otros pueblos– consideran la vida en la Tierra como algo secundario, siendo lo principal llegar a las delicias del paraíso (yanna). Esto queda claro en la sura 57, aleya 20, del Corán:


    



    «Sabed que la vida del mundo es en realidad juego y distracción, así como apariencia, jactancia entre vosotros y rivalidad en riqueza e hijos. Es como una lluvia que admira a los sembradores por las plantas que genera, pero que después se secan y las ves amarillentas hasta convertirse en deshecho. En la Última Vida habrá un duro castigo, y también perdón de Alá y beneplácito. La vida del mundo no es más que el disfrute del engaño».


    



    También es evidente en la sura 4, aleya 77:


    



    «La posesión en disfrute de esta vida es poca cosa; la Última Vida es mejor para quien es temeroso».


    



    El ejemplo más paradigmático de esta escasa importancia del bienestar material para los afganos es el fracaso de los programas de reinserción de talibanes que puso en pie Estados Unidos en Afganistán en 2010. Fue debido a que, «aunque un elevado porcentaje de insurgentes eran jóvenes desempleados, los incentivos económicos y similares no tuvieron el efecto desmovilizador que se esperaba»189.


    La relativización del bienestar emana también del fatalismo propio del islam: todo bien y todo mal sale de Alá, según interpretación de la sura 10, aleya 49, del Corán. ¿Para qué esforzarse en mejorar las condiciones materiales? Así, si una mujer muere porque Alá lo ha querido, de poco servirá introducir medidas de salud pública; si un tractor funciona porque Alá lo quiere, no hace falta mantenimiento190. Es un cierto determinismo «en el que un hombre que lleve a cabo su papel social asignado (no elegido) puede esperar como recompensa el paraíso»191.


    El segundo punto en el que se muestra que la doctrina COIN no acierta en sus medidas que proporcionen bienestar material es una cuestión de competencia: ¿quién consideran los afganos que debe proporcionar ese bienestar?


    Pues bien, en la tradición afgana, el bienestar es función esencial de la familia, y justifican la existencia de esta como institución social. «La familia en sentido amplio funciona como la principal unidad económica, social y política de la sociedad, y garantiza seguridad, del nacimiento a la muerte, a cada hombre y mujer»192.


    Por ello, aunque desde luego no van a rechazar beneficios materiales de otros entes (Estado, insurgencia), la población local no considera que esa función sea competencia de ellos, por lo que las medidas COIN de mejora de condiciones de vida no servirá para obtener legitimidad a los ojos de la población. Por poner un ejemplo que entendamos en Occidente, un juez puede darnos muestras de afecto, y le estaremos agradecidos, pero ello no va a darle más legitimidad como juzgador a nuestros ojos, ya que atribuimos la función de dar afecto a la familia o a los amigos.


    Los talibanes, sin embargo, lo entendieron bien en los noventa y lo siguen entendiendo bien hoy: su reivindicación de la vida sencilla y desprovista de lujos es vista por muchos afganos como respeto por su tradición e identidad, y por ello recibieron el apoyo masivo que los condujo al poder en 1996193, sin ser tachados de colaboracionistas con el extranjero, como el Gobierno afgano hoy.


    Hagamos, por último, una consideración particular de las medidas COIN para fomentar la igualdad de género, basadas en las asunciones de que la población local considera una mayor participación de la mujer como un valor esencial y que las mujeres locales son, de entrada, favorables a asumir derechos.


    Pues bien, mientras que el principio occidental de la igualdad de género se basa en otorgar a ambos sexos mismos derechos, expectativas y roles, en Afganistán cada sexo tiene asignados sus derechos y deberes. La presión social lleva a mantener los roles tradicionales dentro de la familia, unidad jerarquizada bajo los varones, cuya función es velar por el honor y estatus social de la familia194. En estas circunstancias, promover la igualdad de género vulnera la jerarquía familiar, y fomentar el trabajo de la mujer fuera del hogar va en contra del reparto tradicional de roles familiares en Afganistán.


    Además, las propias mujeres afganas tienden a rechazar la igualación en derechos y roles, por una cuestión de estatus. En Occidente, el estatus social de una mujer tiende a depender de la capacidad de realizar actividades de manera similar al hombre (trabajo, etc.); por el contrario, en Afganistán su estatus depende del honor familiar e individual: «el honor es la roca sobre la que descansa el estatus social»195. Este honor consiste en cumplir con los derechos y obligaciones propios de su sexo y posición familiar: gestionar su hogar, criar a la prole o apañar casamientos; como dice Dupree, «las mujeres son el centro de la familia, (…) las guardianas de los valores de la sociedad»196.


    Una vez más, en los noventa, los talibanes tuvieron en cuenta lo anterior, y lo usaron para ganar el apoyo de la población197. Y cuando perdieron el favor popular, lo hicieron precisamente por una cuestión de roles familiares: la crisis económica a la que llevó la gestión talibán impidió a los hombres cumplir su papel de proveedores al hogar, papel que fue asumido por sus esposas, que se dedicaron a la mendicidad; además, las humillaciones a los hombres que no respetaban la estricta ley islámica vulneraron su autoridad198. Hoy, esto lo están teniendo en cuenta en los distritos que controlan; así, mantienen el papel tradicional de la mujer afgana, no llegan a los extremos de hace veinte años199.


    

    Quinta diferencia: respeto… ¿a qué derecho?


    La pirámide kelseniana que hace depender la legitimidad de todo el sistema jurídico estatal de la constitución no significa nada para un afgano, por lo que el respeto a las normas del Estado, cuando no se reconoce a este legitimidad, no es un valor para los afganos.


    Pero es que, además, algunos de los principios que tratan de instaurarse mediante las leyes estatales no están en absoluto en la tradición afgana. Es el caso de la igualdad ante la ley o la no discriminación étnica. Respecto de lo primero, ya vimos cómo cada persona tiene asignada –por el sexo, clan o profesión– una serie de derechos y deberes que lo enmarcan en la sociedad200; es decir, en la cultura afgana, no se concibe que todos tengan los mismos derechos y obligaciones, con lo que el principio de igualdad ante la ley no tiene razón de ser.


    Por lo que respecta al principio de la no discriminación por motivos étnicos, nada mejor que recurrir a las palabras de Dupree: «[l]os gobernantes occidentales (…) tienden a menudo a igualar el orgullo étnico, una actitud positiva, con discriminación racial, una actitud negativa»201. Así, dar ventajas a los de su misma etnia o tribu –que es considerado negativo por Occidente– no es sino hacer honor a sus orígenes y el vínculo que lo hace formar parte de su grupo.


    Esta desvinculación de los modernos principios jurídicos encarnados por el derecho de origen estatal es perceptible hoy en la aplicación del derecho a nivel regional y local. La sharía y la tradición pastún o tayika son las normas aplicadas por instituciones judiciales informales (shuras, jirgas, mulás), que siguen funcionando independientemente de que haya o no Estado202. Esto es especialmente así en las áreas controladas por los talibanes203, que, una vez más, respetan la tradición, conscientes de la fuerza que esta tiene.


    

    ¿Ceguera? ¿Neocolonialismo?


    Tras las anteriores incongruencias, nos hacemos una pregunta: ¿a qué se debe ese desajuste entre la doctrina COIN de la OTAN y la realidad social local?


    La justificación que primero viene a la mente es que los redactores de la doctrina COIN no fueron capaces de salir de su sistema de valores fundamentales y entender que otras sociedades pudieran tener otros. Desde luego, es una explicación razonable; cuando algunas prácticas sociales de grupos sociales distintos del nuestro reciben los epítetos de «bárbaras», «retrasadas» o «trasnochadas», suele ser debido a que tenemos tan asumida la superioridad de nuestros valores que ni siquiera llegamos a plantearnos que otros puedan estar, al menos, al mismo nivel.


    Sin embargo, es dudoso que esta sea la razón: la propia AJP-3.4.4 se muestra consciente de la diferencia en valores cuando admite que «[e]l entorno humano incluye los valores, normas y creencias que se reflejan en distintas estructuras y sistemas. Es conformado por actitudes individuales, asunciones y expectativas, y, en su base, consiste en redes, percepciones, motivaciones y necesidades»204. E igualmente, cuando dice que la definición de lo que es justo depende de los valores locales205, que la población local puede situar la legitimidad en actos o características distintas de aquellas habituales para la OTAN206 o que la autoridad puede emanar de valores distintos a los de Occidente207.


    Una segunda explicación de la incongruencia es la de neocolonialismo. Pero, teniendo en cuenta lo costoso –en términos humanos, financieros y políticos– que son las operaciones militares, no es probable que se ponga en riesgo el éxito de tal operación tan solo por extender valores que podrían transmitirse por vías más sencillas, como campañas internacionales, películas o, en un extremo, sanciones.


    Descartado lo anterior, solo podemos encontrar una explicación, y es desalentadora: que lo que busca, por encima de todo, la doctrina COIN de la OTAN es la legitimidad a los ojos de las poblaciones de los países de la OTAN. Esto se ve tanto en los valores puramente occidentales que hemos visto que las medidas COIN tratan de garantizar, como en la insistencia en respetar el derecho internacional y el de los países OTAN.


    Así, no se trataría tanto de que la población local afgana dejara de apoyar a la insurgencia, sino de que la población alemana, estadounidense, española, francesa,… considerasen legítimas las actuaciones de la Organización del Tratado del Atlántico Norte. Estas son, al fin y al cabo, las que tienen que dar el apoyo último –moral, financiero– a las operaciones COIN. Además, en el caso de que naufrague una operación COIN por este motivo, siempre se puede atribuir tal fracaso al «barbarismo, la radicalización o el intervencionismo de terceros actores».


    

    Conclusiones del estudio


    En este escrito hemos mostrado, en primer lugar, que el núcleo de la doctrina COIN de la OTAN no es –como podría pensarse– derrotar militarmente a la insurgencia; antes bien, su pilar es lograr que el gobierno local (y las fuerzas COIN) sea percibido por la población local como legítimo.


    Seguidamente hemos desvelado que las medidas propuestas por la doctrina COIN tratan de asegurar ciertos valores o creencias subyacentes: que el Estado es la única organización sociopolítica válida, que la democracia es la única vía aceptable para llegar al poder, y que la paz, el bienestar material y el respeto a la legalidad estatal son la cúspide de toda escala de valores. A este respecto, hemos comprobado que la OTAN tiende a asumir que la población local comparte estos valores, y les da también la misma importancia que reciben en los países OTAN.


    En tercer lugar, se ha visto cómo algunos de estos valores (el Estado como único sistema de organización sociopolítica, la democracia como vía principal de obtención del mando, principio de legalidad) no son tales en la mayoría de la población afgana; y cómo otros (paz, bienestar material) sí son valores, pero desde luego están muy por debajo de otros como la pervivencia de su tradición cultural, la gloria y el orgullo como grupo, el paraíso o la continuidad de su religión en sus hijos.


    Accesoriamente, de este estudio hemos obtenido otras conclusiones. En primer lugar, que la falta de avances en el conflicto afgano, a pesar de la inversión material y humana de los últimos dieciocho años, se entiende mejor si, en lugar de contemplarlo como una lucha por el poder entre un grupo armado y un gobierno local, se considera un conflicto entre partidarios de dos sistemas de valores. En efecto, solo algo tan íntimamente vinculado con la identidad –como son los valores– puede llevar a arriesgar la vida durante tantos años y con tal inferioridad de medios armamentísticos.


    La segunda conclusión adicional es que diseñar políticas públicas –como la COIN– que sean efectivas en otras culturas y cosmovisiones exige un enorme ejercicio de introspección que nos ayude a detectar las diferencias entre valores. Habrá quien diga que utilizar el conocimiento sobre la cultura de una sociedad es «convertir en arma la antropología», por usar el término de David Price208. Pero, si hay algo esencial y previo a toda acción militar, es conocer al enemigo, como recogió Sun Tzu.


    Una tercera conclusión es que poner en práctica abruptamente las medidas y principios COIN de la AJP-3.4.4 no es lo más efectivo para lograr la legitimidad de la población local, en particular en Afganistán. Con un 75 % de la población que vive en el medio rural (por tanto, en el entorno de las tribus y los mulás), y un 68 % de la población total que no sabe leer ni escribir209, es poco probable que los valores de la COIN sean apreciados positivamente por la mayoría y lleven a que esta considere legítimo al gobierno que los defiende. Esto hace temer que el documento analizado no ha realizado un análisis suficientemente profundo de la experiencia de la OTAN en este país; es, precisamente, lo esencial al redactar doctrina militar, ya que «la diferencia entre las teorías y la doctrina es que esta última está basada en evidencias obtenidas de la experiencia o de la experimentación»210.


    La última conclusión adicional es que la legitimidad –es decir, aceptar libremente que alguien te de órdenes– es en Afganistán un concepto mucho más sólido (implica más compromiso, más voluntad de obedecer, y, por tanto, más riesgo) que en Occidente. Ello explica que, para dar legitimidad, los afganos exijan mucho más que mero beneficio material.


    Solo podemos conjeturar a qué se debe esta diferencia en lo que implica «legitimidad». Probablemente en Occidente la legitimidad conlleva menos compromiso porque, desde la Ilustración, la obediencia ciega ha dejado de ser vista como un valor («fidelidad») para ser considerado como un precursor de arbitrariedad («sometimiento»). Por eso mismo, porque está ciertamente descafeinada, la legitimidad en esta parte del mundo suele darse o retirarse en función del beneficio material que procure al individuo, y es, en definitiva, algo más volátil. Lo contrario ocurre en la cultura afgana y similares: dado que dar legitimidad a un dirigente conlleva que el individuo va a obedecer, si es preciso, hasta la muerte, es más exigente antes de otorgarla.


    

    Propuestas para una mayor efectividad COIN


    Una aclaración previa


    Partiremos de que el objetivo de la estrategia COIN sigue siendo que el gobierno local obtenga legitimidad a los ojos de la población.


    Obviamente, lo más sencillo sería impulsar medidas que respetasen los valores afganos: que las medidas COIN no apoyasen el Estado, sino la organización en tribus y la multidimensionalidad del poder (en jirgas, clanes, familias, señores de la guerra o mulás); que fomentasen el orgullo étnico (si fuera necesario, promoviendo los enfrentamientos); o que eliminasen toda la legislación que promoviera la igualdad étnica o por razón de sexo.


    Pero no podemos proponer esta solución porque esto ya se ha probado (y dio lugar a la era talibán de 1996-2001, aborrecida por los propios afganos) y porque, en un mundo interconectado, supondría un riesgo inasumible para la OTAN. En efecto, el sistema de valores tradicional afgano se basa en tal estructura sociopolítica (múltiples focos de poder) y tales valores (violencia como catalizador de la identidad, primacía del paraíso sobre la vida terrena) que conforma una sociedad con violencia estructural211; en definitiva, el sustrato que hace posible –y probable– el surgimiento de una insurgencia. El contacto con culturas que asignan más valor a la paz y el bienestar material llevaría al conflicto más tarde o más temprano.


    Por tanto, y con el fin de buscar la solución que más garantice la paz, las propuestas que realizaremos para obtener la legitimidad a los ojos de la población local irán encaminadas a asentar, poco a poco, los valores descritos en la segunda parte de este trabajo.


    Este tipo de solución será, a buen seguro, acusado de falta de respeto por otras culturas. Frente a ello, dos ideas: la primera, que el relativismo en valores solo es factible si las culturas no tienen contacto entre sí, algo que solo estuvo vigente en la era precolombina; la segunda, que «[l]a vitalidad de una sociedad se conserva manteniendo un equilibrio entre recibir lo nuevo y atesorar el pasado. Una mezcla de innovación y continuidad imbuye a una sociedad con ese sentimiento de identidad esencial para mantenerla fuerte»212.


    

    Propuestas concretas


    El primer cambio en la doctrina COIN es drástico: no publicarla. Es necesario porque se pretende cambiar los valores de una población de manera subrepticia, y porque, si la insurgencia sabe las grandes líneas estratégicas, lo tiene fácil para desarrollar las suyas. En segundo lugar, hay que asumir que la estrategia COIN pasa ineludiblemente por un cambio del sistema de valores de la población local. El tercer cambio es explicitar, en el documento reservado que plasme la doctrina COIN, los valores fundamentales concretos que se pretenden extender entre la población local. No es aceptable que haya que desenterrarlos penosamente, y mejorará la eficacia de las operaciones específicas.


    En último lugar, un nuevo principio esencial: es fundamental calmar el miedo de la población local a perder su identidad, a ser «contaminados por Occidente». Para ello, el fomento de los valores de la segunda parte de este escrito debe ser tenue y discreto en las etapas iniciales, y solo con el paso de los años puede aumentarse el nivel de intensidad de su promoción.


    Seguidamente sugerimos una serie de acciones sobre ámbitos concretos:


    
      	Acciones sobre la organización sociopolítica.

    


    Hay que descartar dejar súbitamente fuera de juego las fuentes no estatales de poder (jirgas, clanes, familias, señores de la guerra o mulás, en el caso de Afganistán), y despojarles de su poder para entregárselo al Estado. Como dice el coronel Berenguer, «[s]obre Iraq ya están disponibles excelentes estudios académicos que presagiaban que la forzada involución de clanes y tribus realizada podría acarrear una fractura social de carácter impredecible, tal y como por desgracia estamos presenciando»213.


    Por el contrario, estas fuentes (muy especialmente, la familia) deben ser, de entrada, reconocidas y respetadas. Esto puede hacerse asignándoles ámbitos exclusivos de competencia (seguridad, normativa social, resolución de conflictos), y, solo después, ir integrándolas progresivamente en las instituciones del Estado. La acción militar puede apoyar este proceso garantizando la seguridad de estos actores al realizar sus funciones.


    Por último, conviene rechazar algunas propuestas. Una de ellas es la de integrar rápidamente las fuentes tradicionales de poder en el Estado214. Esto implica que el Estado es la institución principal, algo que no será bien visto por la población local más tradicional. Una segunda propuesta que no creemos acertada es la de dar el poder exclusiva y permanentemente al sistema tribal, como parece ser la propuesta preponderante estos últimos años en la literatura sobre Afganistán215. Consideramos que ello conlleva la inestabilidad e ignora las demás fuentes tradicionales de poder (familias, señores de la guerra, mulás).


    
      	Acciones sobre la vía de acceso a una posición de mando.

        En este ámbito es necesario algo similar al epígrafe anterior: empezar manteniendo y asegurando las vías tradicionales por las que se accede a una posición de poder (fuerza, edad, etc.), para, muy poco a poco, ir instaurando y extendiendo la elección democrática. Eso sí, es necesario un mínimo educativo en la sociedad para que el sufragio sea legítimo; lo contrario lleva a la compraventa de votos generalizada.


        La acción militar en este aspecto sería también similar al anterior: garantizar la seguridad de quienes hayan cumplido los requisitos tradicionales para acceder a la posición de mando; y, a medida que se hiciera más común la celebración de elecciones, proteger los procesos electorales.

      


      	Acciones sobre los valores de paz, bienestar y principio de legalidad.

        Eliminar la violencia estructural de una sociedad (es decir, que prime la paz y el bienestar sobre la violencia en la jerarquía de valores) es solo posible actuando en los más jóvenes, que aún no han asumido la violencia y el orgullo étnico como parte de su identidad. Las vías para inculcarles estos valores son la escuela y la apertura a los mensajes del exterior (Internet, televisión). Aquí, el papel de las fuerzas COIN estaría en dar seguridad a las escuelas y otros centros que transmitiesen estos mensajes, que a menudo son blanco de la insurgencia, consciente del poder de cambio que implican.

      

    


    Respecto del principio de legalidad, una vez más la estrategia sería empezar garantizando todo el derecho –no solo el de fuente estatal–, y, solo poco a poco, hacer que las normas consuetudinarias o procedentes de la sharía fueran perdiendo relevancia. En cuanto a la acción militar en este ámbito, se trataría de asegurar el rule of law, pero entendiendo este como todo derecho, incluido el procedente de los mulás y jirgas.


    Ciertamente, es factible que estas fuerzas tengan que asegurar la ejecución de normas contrarias a los valores de los países OTAN. Pues bien, es esencial que, a pesar de ello, se ejecuten. El rechazo que esto provoque a la mentalidad occidental no puede echar a perder una estrategia que está basada en hacer desaparecer poco a poco ciertas prácticas y valores. Con esfuerzo, en unas décadas habrán cesado de existir. Ahora bien, si se pretenden imponer todos nuestros valores desde el principio, solo conseguirá que, en unas décadas, los valores que rechazamos sigan vigentes.


    

    Dos ingredientes ineludibles


    En cualquier caso, para que los anteriores valores sean adoptados, son necesarios dos ingredientes comunes a todas las acciones propuestas.


    En primer lugar, es necesario lograr que los «nuevos» valores no sean percibidos como algo definitorio de los occidentales. Para ello, habrá que recurrir a lo que ya se hizo en el Afganistán de los setenta: enviar a ciudadanos a recibir formación fuera216. Hoy, se está haciendo con el Curso de Altos Estudios de Defensa para Oficiales Superiores Afganos que lleva a cabo cada año el CESEDEN en Madrid.


    El segundo ingrediente es tiempo. Hay que dar tiempo a la población local para que vaya haciéndose a la idea de que estos valores no son nocivos por el hecho de ser opuestos a los que ha tenido durante siglos. Como dice Dupree, «la mera lógica no puede destruir de la noche a la mañana el aura de sanción religiosa que se desprende de una costumbre vigente durante más tiempo del que se puede recordar»217. También Occidente lo ha necesitado. Así, respecto de la construcción del Estado, España y Francia lo levantaron a base de limar, durante siglos, el poder de la nobleza territorial. ¿Por qué esperar que Afganistán lo logre establecer en diez o veinte años?


    Ahora bien, esto nos lleva a un nuevo tipo de campañas para la OTAN y para Occidente en general: campañas muy, muy largas, en las que los objetivos finales –cambio en los valores– no se hacen públicos. Obviamente, esto es un desafío en la sociedad actual, en la que los resultados inmediatos y la transparencia son principios inatacables, y las operaciones militares largas son vistas con horror. Pero es la única manera de tener éxito. Paradójicamente, acabamos este trabajo proponiendo –sin mucha esperanza– que Occidente adopte dos valores extranjeros: la paciencia extrema y la confianza ciega en el líder.


    


    




  
    

    

    

    

    

    Capítulo quinto


    La responsabilidad de proteger: de la retórica a la práctica. Retos para su aplicación


    Alicia Moral Revilla


    Resumen


    Tras las críticas y el rechazo de las llamadas intervenciones humanitarias de los años 90 del pasado siglo, la responsabilidad de proteger aparece en 2005, en el contexto de Naciones Unidas, para responder a la necesidad de la comunidad internacional de dotarse de un mecanismo efectivo para prevenir y evitar las violaciones masivas de derechos humanos. Sin embargo, a pesar de los avances en el desarrollo y consolidación del nuevo concepto, y de que goza la aceptación generalizada por parte de la mayoría de los países, todavía adolece de una serie de defectos de diversa índole que impiden o limitan su aplicación efectiva.


    En todo caso, el concepto de la responsabilidad de proteger es considerado por la mayoría de la doctrina como una innovación normativa que permite reconciliar dos principios de derecho internacional hasta hace pocos años opuestos: la soberanía de los Estados y la protección de los derechos humanos y constituye un marco de actuación, a disposición de la comunidad internacional, para prevenir y evitar que vuelvan a producirse crímenes atroces contra las poblaciones vulnerables.
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    The responsability to protect: from rhetoric to practice. Challenges por its implementation


    Summary


    Following the criticism and rejection of the so called humanitarian interventions of the 1990s, the UN developed the concept of Responsibility to Protect in 2005. It was introduced due to the pressing need of the international community to have an effective mechanism to prevent massive human rights violations. Nevertheless, in spite of the progress made in the development and consolidation of this new concept, which has been accepted by the majority of the countries, it still has several shortcomings that limit or prevent its effective implementation.


    In any case, the concept of the Responsibility to Protect is considered by the majority of the doctrine as a normative innovation, that allows bring together two principles of international law that not long were not compatible: the state sovereignty and the protection of the human rights, ant it is a framework for the international community to prevent the commission of heinous crimes.
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    Introducción


    En los últimos años, desde el final de la guerra fría, se ha producido una evolución y una transformación del concepto clásico de paz y seguridad internacional, centrado en los intereses de los Estados. En efecto, la creciente globalización debido a los avances tecnológicos y la aparición de nuevos actores y amenazas en la escena internacional, han dado lugar a una ampliación conceptual y operativa de la seguridad internacional, que ha pasado a incluir también aspectos como la economía, el medioambiente, las nuevas tecnologías o el bienestar de las personas más allá de los Estados.


    Una de las dimensiones más relevantes del nuevo concepto de seguridad es precisamente la seguridad humana, que ha cobrado especial protagonismo en los últimos años, tras la violación masiva de derechos humanos o la perpetración de crímenes atroces como el genocidio, en algunos países en situación de crisis o conflicto, y la evidencia de que el derecho internacional contemporáneo y el sistema de seguridad colectiva actual no son capaces de prevenir o evitar.


    Al mismo tiempo, de forma paralela e interrelacionada con la aparición del concepto de seguridad humana, el respeto y la protección de los derechos humanos empieza a tener, tras la 2.ª guerra mundial, cada vez más peso en el derecho internacional y muchos autores hablan de un proceso de humanización del derecho internacional que va a erosionar o a replantear uno de los principios sacrosantos básicos y estructurales del derecho internacional como la soberanía de los Estados.


    En este contexto, en los años 90 del pasado siglo, tras el final de la guerra fría y del mundo bipolar, se inicia un debate político y jurídico sobre la legitimidad de las intervenciones con fines humanitarios. Sin embargo, son muchas las deficiencias de las que adolecía esta doctrina, tanto políticas como jurídicas y los principios más arraigados del derecho internacional, como el de no injerencia en asuntos internos, el de soberanía, o el de la prohibición del uso de la fuerza, impidieron que fuesen aceptadas por la comunidad internacional en su conjunto y continuaron produciéndose violaciones masivas de derechos humanos en diversos puntos del planeta, sin que la comunidad internacional pudiera hacer nada para impedirlo.


    El concepto de responsabilidad de proteger, conocido como R2P1, surge, precisamente, para dar respuesta a esa situación de indefensión impuesta por las propias reglas del juego tradicionales de las relaciones internacionales, estableciendo mecanismos, aceptados por la comunidad internacional, para prevenir y evitar que se produzcan crímenes atroces contra grupos de personas vulnerables.


    La novedad del concepto de R2P, incorporado por Naciones Unidas (NU) en el documento final de la Cumbre Mundial de 2005, es que cambia la perspectiva respecto a la doctrina de las intervenciones humanitarias. Así, la R2P, como veremos a lo largo de este trabajo, no pone el énfasis en la intervención sino en la responsabilidad del Estado donde se encuentran las poblaciones que pueden ser víctimas de crímenes atroces y, en caso de que dicho Estado no pueda o no quiera evitar que se produzcan dichos crímenes, entonces la comunidad internacional, en el contexto de la seguridad colectiva, prevista en el Capítulo VII de la Carta de NU, podría intervenir y en caso extremo utilizar la fuerza. Posteriormente, un informe del secretario general de Naciones Unidas (SGNU) de 2009, «Hacer efectiva la responsabilidad de proteger», establece tres pilares en los que se articula la R2P: la responsabilidad del Estado, la asistencia internacional y la respuesta oportuna y decisiva.


    A pesar de que el concepto de R2P fue objeto de consenso en 2005 en el contexto de NU, el recorrido hacia su aceptación por la comunidad internacional no ha sido fácil. Desde el principio ha habido varios países reticentes a su aplicación por considerar que vulnera los principios de soberanía nacional y de no injerencia y por desconocer su vertiente preventiva.


    Por ello, y aunque se han producido avances muy importantes en la consolidación y aceptación del concepto, en estos años como veremos, se ha puesto de manifiesto, en reiteradas ocasiones (especialmente en el caso de Libia en 2011), que todavía existen problemas de carácter político, institucional o incluso operativo, para su aplicación efectiva, especialmente en el ámbito de la respuesta o reacción de la comunidad internacional frente a la comisión de delitos atroces contra las poblaciones, como se está poniendo de manifiesto en el caso de la guerra en Siria.


    En el ámbito de la prevención se plantean menos problemas, aunque se pueden hacer todavía más esfuerzos tanto para abordar, con enfoques integrales, las causas más profundas que producen la vulnerabilidad de las poblaciones, como para prevenir las causas directas como los sistemas de alerta temprana. En este contexto, tanto los Estados como la sociedad civil, las organizaciones regionales o las operaciones de mantenimiento de la paz, pueden jugar un papel muy importante.


    

    El origen de las intervenciones humanitarias


    Seguridad y derechos humanos


    Tras la desaparición del mundo bipolar en los años 90, el orden internacional sufre una transformación de tal calibre, que el concepto wesfaliano de la seguridad basada en los intereses de los Estados se quiebra para dar paso, en muy pocos años, a un nuevo concepto de seguridad más amplio y global y orientado hacia la seguridad física y el bienestar económico y social de los individuos (De Castro Sánchez)2.


    Esta evolución del concepto de seguridad y la aparición del nuevo paradigma de seguridad humana se fue produciendo en torno a dos ejes: por una parte, la aparición de nuevas amenazas y desafíos y la proliferación de conflictos internos y, por otra, la aparición de nuevos destinatarios o beneficiarios de la seguridad o más bien, el desarrollo de una conciencia o ética global en que los intereses del individuo están por encima de los de los Estados3.


    La concepción tradicional de la seguridad centrada en el Estado, en su independencia e integridad territorial, frente a agresiones armadas externas que solo se podían garantizar con el incremento de las capacidades militares, empieza a ser cuestionada en los años 80, tras el fin de la guerra fría, tanto en el ámbito académico como en el institucional y político y aparecen nuevos enfoques como el de seguridad global, seguridad cooperativa o seguridad sostenible4.


    En este contexto, la agenda de la seguridad se amplía, pasa a ser global y empieza a vincularse a problemas de desarrollo, pobreza, emergencias políticas complejas, amenazas de naturaleza diversa como los tráficos ilícitos, el crimen organizado, el terrorismo, los desastres naturales y medioambientales o migraciones, a violaciones masivas de derechos humanos, genocidios, etc.


    Por otra parte, es importante destacar que este proceso de cambio de enfoque de la seguridad internacional, no solo estuvo determinado por la globalización y la aparición de nuevos actores y amenazas, sino que estuvo también influenciado por una tendencia a la baja, tras el final de la guerra fría, del número de conflictos armados entre Estados5 y una proliferación de conflictos internos y guerras civiles sobre todo en países con regímenes autoritarios, donde se reivindicaban más derechos civiles o se producían enfrentamientos étnicos o represión de grupos determinados de la población6.


    Además, la percepción de ausencia de amenazas convencionales contra los territorios de las potencias tradicionales, contribuyó también a que la atención de la opinión pública internacional y de los países occidentales se centrara sobre otros conflictos más lejanos, la mayoría de naturaleza interna y con unos niveles muy altos de violencia ejercida por los propios Estados sobre sus poblaciones o por grupos armados insurgentes, con dramáticas repercusiones políticas y humanitarias.7
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    Este proceso de cambio o evolución de la percepción tradicional de la seguridad de carácter Estado-céntrico culmina y se materializa con la aparición del concepto de «seguridad humana» formulado por primera vez por el PNUD en su informe sobre «Desarrollo Humano» de 1994. Desde entonces, tanto las diferentes agencias de NN.UU. como varias organizaciones internacionales, como el Banco Mundial, la OCDE-CAD8 o la UE, han desarrollado conceptos, iniciativas, indicadores y herramientas que establecen un claro nexo entre seguridad y desarrollo, desde una perspectiva integral y sostenible enfocada a la seguridad física y al bienestar económico y social del ser humano.


    Sin embargo, el nuevo paradigma de la seguridad humana, que va más allá de las fronteras de los Estados y que contempla el bienestar de los individuos por encima de los intereses de los Estados, está todavía en proceso de maduración, no acaba de consolidarse y, hoy por hoy, no es operativo como concepto estructural9.


    En efecto, a pesar de que tanto NU como una buena parte de la doctrina y algunos países lo incorporan en su discurso como un elemento definitorio de la nueva sociedad internacional globalizada del siglo XXI, el concepto de seguridad humana sigue siendo muy vago, ambiguo y controvertido y no es reconocido por toda la comunidad internacional. Algunos países y autores rechazan, incluso el concepto, ya que consideran que el discurso o la narrativa de la seguridad humana se ha instrumentalizado en muchas ocasiones para legitimar determinadas actuaciones fuera del derecho internacional y justificar injerencias en asuntos internos.


    Precisamente, esta falta de universalización y de madurez del nuevo paradigma de la seguridad humana dificultó, en su momento, la aceptación o legitimación de las intervenciones humanitarias y está dificultando ahora el reconocimiento y aplicación del concepto de R2P, pudiéndose afirmar que la doctrina de R2P y su aplicación está íntimamente vinculada, como veremos, al nuevo concepto de seguridad humana y a su eventual aceptación por la comunidad internacional en su conjunto.


    Otra de las trayectorias que confluye en la aparición de la doctrina de las intervenciones humanitarias primero y del concepto de R2P después, y que está íntimamente relacionada con el paradigma de la seguridad humana, es lo que algunos autores como Carrillo Salcedo o Pastor Ridruejo han denominado la «humanización del derecho internacional» o la «universalidad de los derechos humanos».


    En efecto, al igual que el concepto clásico o tradicional de seguridad y de la estructura de las relaciones internacionales desde la Paz de Wesfalia hasta el final de la guerra fría, el derecho internacional clásico giraba en torno a los Estados. En la segunda mitad del siglo XX, aunque los principios estructurales del derecho internacional contemporáneo siguieron teniendo una base estatal, el individuo empezó a tener cierta subjetividad internacional. Así, Pastor Ridruejo señala que «efectivamente, el derecho internacional contemporáneo, aun anclado en una estructura interestatal de yuxtaposición, se está humanizando y socializando, en definitiva, moralizando y ha añadido, a las funciones relacionales y competenciales, la del desarrollo integral de los individuos y los pueblos».


    En concreto, internacionalistas como el propio Pastor Ridruejo o Carrillo Salcedo consideran que tras la Segunda Guerra Mundial y la creación de las NU, el sistema internacional de protección de los derechos humanos y el derecho humanitario en seguida pasaron a formar parte del Ius cogens internacional, y por lo tanto a ocupar una posición principal dentro del derecho internacional. Por su parte, el profesor Truyol se refería en concreto a la Declaración de 1948 como «la expresión de la conciencia jurídica de la humanidad, representada en la ONU, y como tal, fuente de derecho superior, un higher law, cuyos principios no pueden desconocer sus miembros».


    Este recorrido de humanización del derecho internacional y de universalización de los derechos humanos, sin embargo, todavía no ha concluido y, a veces, es cuestionado en algunos foros y por algunos países que alegan particularismos nacionales y regionales. Al respecto, tanto la mayoría de la doctrina como la jurisprudencia internacional, son unánimes en señalar que existe un núcleo duro de los derechos humanos «cuya vigencia universal en todos los supuestos y circunstancias es imposible desconocer» (Pastor Ridruejo).


    Finalmente, no se puede olvidar que la aparición del concepto de jurisdicción universal, la creación de tribunales penales internacionales ad hoc y la entrada en vigor del Estatuto de Roma en 1998 por el que se crea la Corte Penal Internacional, constituyen hitos fundamentales en este proceso de consolidación y universalización del derecho internacional de los derechos humanos y de la creación de una ética global o cosmopolitismo moral.


    En definitiva, sin perjuicio de las voces en contrario que se amparan en particularismos o diferencias culturales o religiosas, la mayoría de los expertos consideran que se ha producido, en los últimos setenta años, desde de la adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948, una consolidación de las normas de protección de los derechos humanos y del derecho humanitario como ius cogens que ha contribuido, a su vez, a crear una conciencia jurídica universal, que está teniendo un gran impacto en la agenda internacional de muchos países, que impregna y redefine los pilares y la estructura del derecho internacional clásico basado en el Estado, para orientarlo hacia el individuo, sus intereses y su bienestar y que será la base jurídica y moral de la R2P.


    

    Soberanía versus intervención: el caso de Kosovo


    Así, precisamente, una de las consecuencias más importantes de este proceso de humanización del derecho internacional y de universalización de los derechos humanos, dio lugar, tras los trágicos acontecimientos en Ruanda, Somalia o Bosnia en los 90, al cuestionamiento de los pilares del sistema wesfaliano y los principios estructurales del derecho internacional como la soberanía de los Estados o el principio de no injerencia.


    En efecto, en los años 80 y principalmente en los 90, con la proliferación de los conflictos internos y las graves violaciones masivas de derechos humanos en todos los continentes, tanto la doctrina como buena parte de la comunidad internacional, empezaron a cuestionarse la validez o moralidad del concepto clásico de soberanía como poder absoluto de los Estados sobre su territorio y su población y del principio sacrosanto del de no intervención o injerencia en asuntos internos de los Estados.


    En este contexto, aparece la doctrina de la intervención humanitaria, que se extendió rápidamente entre la comunidad internacional y los foros internacionales y fue utilizada en varias ocasiones para legitimar o justificar el uso de la fuerza o la injerencia en los asuntos internos de los Estados, en casos de violaciones masivas de derechos humanos, como en Somalia, Bosnia y Kosovo, dando lugar a un virulento debate doctrinal y político tanto sobre su aplicación, como su no aplicación en el caso de Ruanda.


    En efecto, la intervención de la OTAN en el conflicto de Kosovo en 1999, no solo puso de relieve la debilidad del sistema de seguridad colectiva de la Carta de NU, sino que desencadenó un debate político y doctrinal que cuestiona la legitimidad y legalidad de las intervenciones armadas en supuestos casos de violaciones de derechos humanos.


    Algunos autores la consideraron como una intervención de carácter humanitario, que aunque ilegal desde el punto de vista del derecho internacional, fue moralmente legítima. Este fue el caso de la Comisión Independiente sobre Kosovo10 que, en su informe final, dedica un amplio capítulo a analizar la legalidad y legitimidad de la intervención de la OTAN en el conflicto y que concluye que, si bien la intervención no fue legal, puesto que el uso de la fuerza no fue autorizado por el Consejo de Seguridad, en cambio sí fue moralmente legítima porque evitó que se produjera una catástrofe humanitaria.


    Otros autores no solo respaldaron este diagnóstico de la Comisión Internacional Independiente sobre Kosovo, sino que consideraron que la intervención de la OTAN no solo fue legítima si no también legal, y que la OTAN se esforzó por mantenerse dentro de la legalidad internacional, cumpliendo las normas del derecho humanitario bélico.


    Además, según algunos autores11, la doctrina de la intervención humanitaria se sustentaba sobre una base moral, que se había ido gestando con el desarrollo gradual del derecho internacional y de la universalización de los derechos humanos, y que se materializaba en «una humanidad común», a la que se refiere el propio SGNU, Kofi Annan, en su discurso en la Cumbre del Milenio en 2000: «si la intervención humanitaria es en realidad un ataque inaceptable a la soberanía ¿cómo deberíamos responder a situaciones como las de Ruanda y Srebrenica y a las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos que transgreden todos los principios de nuestra humanidad común?»12.


    Esta humanidad común y que otros autores denominan «cosmopolitismo moral», «ética global» o «universalidad de los derechos humanos», como ya hemos visto, es la que justificaría la limitación del concepto de soberanía de los Estados y la injerencia o intervención por parte de uno o varios países dentro de las fronteras de otro para proteger a grupos de personas que estarían sufriendo graves violaciones de derechos humanos.


    Sin embargo, en el caso de Kosovo, para otra parte de la doctrina y para muchos países, especialmente no occidentales, la intervención de la OTAN en Kosovo fue un acto de agresión con claras motivaciones políticas, de la misma forma que en el pasado se justificaban las acciones «civilizatorias» de las potencias coloniales, y no se admitió que la supuesta moralidad de la intervención superara o compensara su falta de legalidad.


    Así, para los críticos, la intervención no solo fue ilegal desde el punto de vista del derecho internacional por haberse violado los principios fundamentales del derecho internacional de no injerencia o prohibición del uso de la fuerza sin la debida autorización del CSNU, sino que fue, además, ilegítima pues se plantearon muchas preguntas que no tenían respuesta en relación con el supuesto objetivo último de la intervención de proteger a la población local: ¿eran suficientemente graves las violaciones de derechos humanos para justificar una intervención externa?; ¿mejoró la situación de los derechos humanos tras la intervención?; ¿si no se hubiera producido la intervención, se habría producido una masacre o genocidio como el de Bosnia en 1995?; ¿tenían los países que intervinieron otros motivos políticos más allá de la protección de los derechos humanos?


    En definitiva, se cuestionaba no solo la legalidad y la legitimidad de la intervención de la OTAN en Kosovo, sino el concepto mismo de intervención humanitaria como instrumento del derecho internacional para evitar o frenar violaciones masivas de derechos humanos o catástrofes humanitarias, por la dificultad para determinar en qué supuestos se considera que se están produciendo o se pueden producir violaciones masivas de derechos humanos o una emergencia humanitaria, quién o qué autoridad tiene competencia para determinar si hay o no violación de derechos humanos, porqué se interviene en unos casos y en otros no y, sobre todo, porque supone una vulneración flagrante del concepto de soberanía de los Estados y los principios estructurales del derecho internacional de no injerencia o intervención en los asuntos internos de los Estados y la prohibición de la amenaza o uso de la fuerza.


    Así, tras la guerra de Kosovo, la mayoría de los expertos en relaciones internacionales y en derecho internacional y la propia comunidad internacional se posicionaron en dos bandos irreconciliables: los que consideraban que las intervenciones humanitarias eran una internacionalización de la conciencia humana y que tendrían que haberse llevado a cabo en otros muchos casos anteriores de violaciones masivas de derechos humanos, y los que opinaban que representaba una alarmante infracción del orden internacional basado en la soberanía de los Estados y la inviolabilidad de sus fronteras.


    La aparición del concepto de R2P surge precisamente, como veremos, para tratar de reconciliar, desde una perspectiva diferente, estas dos posiciones, buscando una fórmula que sea aceptada por toda la comunidad internacional y que sea al mismo tiempo operativa y eficaz para evitar o frenar violaciones masivas de derechos humanos.


    

    Cambio de perspectiva


    Prevención y responsabilidad


    Ante la falta de acuerdo de la doctrina en torno al concepto de intervención humanitaria, como hemos visto, y ante las violaciones de derechos humanos que seguían produciéndose en muchos países sin que la comunidad internacional hiciera nada para impedirlo, el primer ministro de Canadá, Jean Chretien, crea, en el 2000, la Comisión Internacional sobre Intervención y Soberanía de los Estados (CIISE)13, para tratar de alcanzar un consenso que superara las limitaciones y desafíos que se habían planteado a raíz de la intervención de la OTAN en Kosovo y que cuestionaban la legalidad y legitimidad de las intervenciones humanitarias, especialmente en los casos en que se producían sin la autorización del Consejo de Seguridad.


    Tras un año de trabajos, en que los expertos reflexionaron sobre los aspectos jurídicos, morales, institucionales y políticos, que habían sido objeto de los debates sobre la legitimidad de las intervenciones humanitarias, la Comisión presentó ante el SGNU, un informe titulado «La responsabilidad de proteger», en que se acuña, por primera vez, el término de R2P y se plantea una idea novedosa para rescatar la esencia de las intervenciones humanitarias, cambiando la perspectiva14, minimizando las posibilidades de que su legitimidad fuese de nuevo cuestionada y facilitando que se pueda alcanzar un consenso político mundial.


    En efecto, el informe plantea dos ideas novedosas y fundamentales que contribuyen al cambio de perspectiva: por una parte que son los propios Estados los que tienen la responsabilidad de proteger a sus propios ciudadanos de catástrofes humanitarias que pueden evitarse, como las violaciones sistemáticas de derechos humanos, asesinatos masivos o crímenes de guerra, pero que, si no quieren o no pueden hacerlo, esa responsabilidad debe ser asumida por la comunidad internacional. Es decir, el papel que asume la comunidad internacional es de «responsabilidad» y no de «intervención» o «injerencia», eludiéndose así uno de los aspectos más cuestionados de las intervenciones humanitarias, como vimos en el apartado anterior, y reconciliando el concepto de soberanía con la intervención con fines de protección de los derechos humanos.


    Por otra parte, frente al concepto tradicional de intervención humanitaria, que solo contemplaba la utilización de la fuerza para poner fin a las violaciones masivas de derechos humanos, el informe de la CIISE propone tres tipos de «intervención» o de «responsabilidad» que deberán ejercerse de manera complementaria: la «responsabilidad de prevenir», «la responsabilidad de reaccionar» y la «responsabilidad de reconstruir». Estas tres dimensiones rompen con el enfoque anterior y contribuyen a que la parte de la comunidad internacional y de la doctrina, más crítica con la naturaleza de las intervenciones humanitarias, no rechace de entrada a la nueva figura de la R2P, a pesar de las dificultades que todavía persisten para su plena aceptación y aplicación.


    El cambio terminológico que propone la CIISE supone por lo tanto un cambio de perspectiva en tres aspectos fundamentales que van a ser la base o la esencia del nuevo concepto de R2P:


    
      	Protección: el foco debe ponerse en las personas o grupos de personas que piden o necesitan ayuda y no sobre los países que consideran que deben intervenir.


      	Responsabilidad y subsidiariedad: la responsabilidad de protección corresponde en primer lugar al Estado en donde se encuentra la población amenazada o donde se están produciendo las violaciones masivas de derechos humanos y, solo si este no puede o no quiere ejercerla, la comunidad internacional deberá actuar en su lugar, con carácter subsidiario.


      	Prevención y reconstrucción: la responsabilidad de proteger no significa solo responsabilidad de responder, sino también de prevenir para evitar que se produzcan catástrofes humanitarias y si ocurren, reconstruir, una vez se hayan frenado. Es decir, la R2P estaría integrada por tres «responsabilidades»: la responsabilidad de prevenir, la responsabilidad de reaccionar y la responsabilidad de reconstruir.

    


    Con este nuevo enfoque o perspectiva, el informe hace un análisis pormenorizado de las tres dimensiones de la R2P, y trata de definir los elementos que deberían sustentarlas para legitimar su aplicación y evitar su cuestionamiento y rechazo por una parte de la comunidad internacional.


    Así, en el ámbito de la prevención, la CIISE señala que «la prevención de los conflictos mortíferos y otras catástrofes provocadas por el hombre es, ante todo, obligación de los Estados soberanos y de sus comunidades e instituciones», distingue entre causas profundas y causas directas y propone la adopción de medidas o instrumentos concretos para minimizar o eliminar dichas causas, destacando la importancia de los mecanismos de alerta temprana para las directas y los enfoques integrales y la cooperación al desarrollo para las profundas.


    Por lo que se refiere a la responsabilidad de reaccionar, el informe habla de medidas coercitivas de tipo político, económico o judicial y señala que solo en «casos extremos» podría utilizarse la acción militar. Este es un aspecto fundamental que distingue la R2P de las intervenciones humanitarias, pues contempla otras formas de intervenir por parte de la comunidad internacional, más allá de la acción militar o el uso de la fuerza y establece unos requisitos mínimos que han de cumplirse cuando se lleve a cabo una intervención militar: «el umbral puede ser más bajo cuando se trata de medidas políticas, económicas y judiciales, pero ha de ser alto en el caso de una acción militar, es decir, para que una acción militar esté justificada, las circunstancias deben ser realmente graves».


    Así, el informe identifica seis requisitos que, aunque no son nuevos pues aparecen recogidos en la propia la Carta de NU y en los Convenios de Ginebra de Derecho Humanitario, sí aparecen por primera vez mencionados como requisitos indispensables para llevar a cabo una intervención con fines humanitarios: la causa justa, la intención correcta, último recurso, medios proporcionales, posibilidades razonables y la legitimidad de la autoridad competente.


    Sin ánimo de extendernos demasiado en el análisis del informe de la CIISE, es importante destacar que la referencia a la «causa justa» para justificar la intervención militar supone un punto de partida fundamental para el desarrollo posterior del concepto de R2P: «en opinión de la Comisión, la intervención militar con fines de protección humana está justificada cuando se dan dos amplios conjuntos de circunstancias, grandes pérdidas de vidas humanas reales y previsibles, con o sin intención genocida, que sean consecuencia de la acción deliberada de un Estado, de su negligencia o incapacidad de actuar o del colapso de un Estado, o depuración étnica a gran escala, real o previsible, llevada a cabo mediante el asesinato, la expulsión forzosa el terror o la violación».


    Por lo que se refiere a la autoridad competente, es importante destacar que el informe sigue preservando el sistema de seguridad colectiva consagrado de la Carta de NU, al insistir en que la responsabilidad para determinar si hay una causa justa y para autorizar la intervención, debe recaer en todo caso en el CSNU, de acuerdo con lo establecido por el Capítulo VII de la Carta. Sin embargo, el Informe no da una respuesta muy concluyente sobre qué debe hacerse en el caso de inacción en el CSNU por ejercicio del veto de alguno de los miembros permanentes y sugiere la posibilidad de que sea la AGNU la que examine la situación con arreglo al procedimiento establecido en la Resolución «Unión pro Paz» o que una organización regional intervenga según lo dispuesto en el Capítulo VIII de la Carta NU y después solicite la autorización del CSNU.


    En cuanto a la «responsabilidad de reconstruir», el informe insiste en que solo se puede considerar legítima la intervención o uso de la fuerza, si hay voluntad real de ayudar a consolidar la paz duradera y promover la gobernanza y el desarrollo sostenible en tres ámbitos: la seguridad, la justicia y el desarrollo económico.


    

    La R2P en Naciones Unidas


    El informe de la CIISE proponiendo el concepto novedoso de la R2P, aunque en un primer momento no fue endosado por NU, fue sin embargo muy bien acogido por la doctrina y supuso un gran impulso para que la nueva perspectiva basada en la responsabilidad y en la prevención para justificar las intervenciones humanitarias fuera calando en muchos foros y en la comunidad internacional.


    Así, desde 2001 hasta la Cumbre Mundial de 2005, los defensores de la R2P, (doctrina, países, organizaciones de la sociedad civil o centros de pensamiento), llevaron a cabo una extensa y activa campaña para que el nuevo concepto se pudiese abrir camino en el ámbito de NU y dar una solución para evitar que se repitieran las tragedias humanitarias de los últimos años.


    En este proceso, debemos referirnos, como antecedentes más inmediatos que contribuyeron a que el concepto de R2P, acuñado por la CIISE en el 2001, fuera finalmente endosado por NU cuatro años más tarde, a cuatro hitos muy importantes y significativos, en el contexto de una serie de iniciativas para reformar las NU, ante las evidencias de que el sistema de seguridad colectiva diseñado en la Carta de NU no era eficaz.


    En primer lugar, la declaración del propio SGNU, Kofi Annan, en su discurso en la Cumbre del Milenio en 2000: «si la intervención humanitaria es en realidad un ataque inaceptable a la soberanía ¿cómo deberíamos responder a situaciones como las de Ruanda y Srebrenica y a las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos que transgreden todos los principios de nuestra humanidad común?».


    En segundo lugar, el informe del Grupo de Alto Nivel del 2004 titulado «Un mundo más seguro: la responsabilidad que compartimos», en el que se esbozan los principales elementos el nuevo concepto de R2P, al establecer un vínculo entre soberanía y responsabilidad y al hacer mención a la intervención militar como último recurso: «Al suscribir la Carta, los Estados no solo se benefician de los privilegios de la soberanía, (…) también asumen sus responsabilidades. Cualesquiera que hayan sido las percepciones prevalecientes cuando el concepto de soberanía estatal surgió tras la Paz de Wesfalia, hoy día dicho concepto conlleva claramente la obligación de los Estados de proteger el bienestar de su población y de cumplir sus obligaciones con la comunidad internacional en general».


    En tercer lugar, en el contexto del compromiso por parte de NU de adoptar medidas para evitar nuevos episodios de catástrofes humanitarias y como manifestación de la implicación personal del SGNU, Kofi Annan, en este proceso, cabe mencionar también la creación, en el 2004, de la figura del asesor especial para la Prevención del Genocidio.


    Finalmente, el informe del SGNU, Kofi Annan, «Un concepto más amplio de la libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos», publicado unos meses antes de iniciarse la Cumbre Mundial de 2005 y donde se hacía una referencia explícita a la R2P: «Ha llegado la hora de que los gobiernos deban rendir cuentas a sus ciudadanos y ante los demás gobiernos, del respeto a la dignidad de la persona, que con demasiada frecuencia se limitan a proclamar. Debemos pasar la era de la formulación de leyes a la era del cumplimiento. Nuestros principios declarados y nuestros intereses comunes no nos exigen menos» y «Debemos asumir la responsabilidad de proteger y, cuando sea necesario, debemos actuar en consecuencia».


    Así, cuando se celebra la Cumbre Mundial en 2005, el terreno estaba ya muy abonado para que la comunidad internacional considerase aceptar la visión del SGNU de resucitar las intervenciones humanitarias a través del novedoso concepto de la responsabilidad de proteger y para que se hiciera un esfuerzo por superar los obstáculos y las dificultades que habían cuestionado la legitimidad y la eficacia de las intervenciones humanitarias en el pasado.


    Sin embargo, cabe señalar, que el proceso de elaboración de los párrafos dedicados a la R2P del documento final fue muy dificultoso, especialmente los aspectos relativos al papel del CSNU y a los criterios del uso de la fuerza, produciéndose en los tres meses que duró el proceso antes de su aprobación, una evolución notable de los conceptos y del lenguaje y donde se vislumbraron las distintas posiciones de los miembros permanentes del CSNU que posteriormente han contribuido al desarrollo del nuevo concepto15.


    La controversia se centró fundamentalmente sobre la dimensión militar del uso de la fuerza, contemplada con recelo por Rusia y China y otros países en vías de desarrollo, firmes defensores de la soberanía y la no intervención y que temían que los países occidentales pudieran utilizar la fuerza para servir a sus intereses nacionales o estratégicos.


    Así, en un primer momento solo Francia y Reino Unido, como miembros permanentes del CSNU, apoyaron plenamente la nueva figura de R2P, mientras que China y Rusia se mostraron claramente en contra por considerar que se socavaban los principios de la Carta NU. China llegó a afirmar que «ciertos Estados occidentales han jugado con nobles principios para servir a sus propios intereses hegemónicos».


    A los EE. UU. por su parte, le preocupaba todo lo contrario: que los criterios de la R2P limitaran su libertad de actuación, y por eso se mostraron muy cautos en el proceso de negociación, proponiendo una serie de enmiendas relacionadas con el papel del CSNU.


    Por todo lo anterior, en las deliberaciones durante la Cumbre Mundial, el ambiente fue bastante tenso entre los países que querían que la AGNU hiciera suyo el concepto de R2P y lo incluyera en el documento final, frente a muchos países escépticos o incluso contrarios a que NU asumiera un concepto de tal naturaleza.


    Finalmente, y gracias a la estrategia diplomática de los funcionarios de NU de enfatizar los elementos menos controvertidos como la prevención y la asistencia de los Estados, se consiguieron incluir dos párrafos, el 138 y el 139, relativos a la R2P.


    En conjunto, aunque difiere de los informes de la CIISE, del Grupo de Alto Nivel y del SGNU en algunos aspectos, la esencia del concepto permanece y se articula en cuatro elementos fundamentales:


    
      	El Estado es el primer responsable de proteger a su población de violaciones masivas de derechos humanos.


      	La comunidad internacional es también responsable y deberá alentar y ayudar a los Estados a que cumplan con su responsabilidad y , en su caso, usar todos los medios diplomáticos, humanitarios y otros de carácter pacífico previstos en la Carta de UN para prevenir la comisión de crímenes atroces.


      	Si los Estados no cumplen con su responsabilidad y si los medios pacíficos desplegados no son efectivos, entonces el CSNU, en virtud de lo dispuesto en el Capítulo VII podrá adoptar medidas colectivas, siendo el uso de la fuerza el último recurso.


      	El ámbito de aplicación de la R2P se limita a cuatro tipos de violaciones masivas de derechos humanos: genocidio, crímenes de guerra, depuración étnica y crímenes de lesa humanidad.

    


    Tras la adopción del documento final, las reacciones fueron muy diversas por parte de la doctrina, los medios de comunicación o los políticos. Así, entre los que habían apoyado la inclusión de la R2P en el documento, algunos consideraron que se había dado un paso muy importante para prevenir y evitar violaciones masivas de derechos humanos frente a muchos otros que consideraron que se había conseguido avanzar muy poco en relación con el principio de intervención humanitaria16 y que el acuerdo alcanzado finalmente era «de mínimos», calificado por muchos de «decepcionante» y «descafeinado»17.


    En conjunto, sin embargo, las reacciones fueron muy positivas y se consideró que se había dado un paso histórico para prevenir las violaciones masivas de derechos humanos y un hito en la relación entre soberanía y derechos humanos18. Louise Arbour19, por su parte, señaló en relación con la inclusión de la R2P en el documento final: «La doctrina más importante e imaginativa surgida en la escena internacional en las últimas décadas» y Francis Deng20: «Una de las innovaciones más prometedoras y poderosas del panorama internacional» (Menéndez del Valle)21.


    El propio SGNU, Kofi Annan, por su parte, se mostró muy satisfecho en su discurso de clausura de la Cumbre Mundial dirigido a los jefes de Estado y de Gobierno: «Por primera vez, están aceptando, de forma clara e inequívoca, que tienen una responsabilidad colectiva de proteger a los civiles del genocidio, los crímenes de guerra, la limpieza étnica y todos los crímenes contra la humanidad. Mostrarán claramente su voluntad de tomar medidas colectivas de manera oportuna y decisiva por medio del Consejo de Seguridad, si los medios pacíficos resultan inadecuados y las autoridades nacionales estén manifiestamente incumpliendo la obligación de proteger a su población. Excelencias, se comprometerán a actuar si se vislumbrase otra Ruanda».


    Entre los detractores, se alzaron voces cuestionando la coherencia del nuevo concepto con los principios de la Carta NU y señalando a los países occidentales como artífices de la nueva figura para justificar sus actuaciones en algunos conflictos.


    Sin perjuicio de las diferentes reacciones, lo cierto es que el documento final fue adoptado por consenso de todos los Estados miembros y aunque, como todas las resoluciones de la Asamblea General, no es vinculante jurídicamente, sí constituye un compromiso político asumido por todos los países en relación con la R2P y que podría aspirar a convertirse en norma jurídica en el futuro. Así, por ejemplo, como veremos, hay quien considera que la R2P, contenida en el documento final, podría considerarse como soft law, con un importante componente moral, que podría derivar en una norma de derecho internacional consuetudinario si se aplicase en supuestos concretos22.


    En todo caso, a pesar de sus limitaciones, que veremos en los siguientes apartados, el valor añadido que aporta el nuevo concepto de la R2P, es que se trata de un nuevo principio que recuerda la obligación de cumplir ciertas normas de derecho internacional, crea expectativas sobre el comportamiento de los Estados, goza de gran interés por parte no solo de la doctrina sino de la opinión pública en general y proporciona un marco en NU para afrontar determinadas crisis o conflictos.


    

    Ámbito de aplicación: las atrocidades


    Es importante señalar que el documento final, si bien se queda corto en algunos aspectos como hemos visto, da un paso fundamental al tipificar, en una lista numerus clausus, los cuatro casos que se podrían invocar para aplicar la R2P, tanto en su vertiente preventiva como en una eventual reacción o respuesta militar: genocidio, crímenes de guerra, limpieza étnica y crímenes de lesa humanidad. Algunos autores han simplificado y agrupado los cuatro tipos de actos bajo la denominación «crímenes contra la humanidad» o «atrocidades masivas», pero lo que es verdaderamente novedoso y relevante es que se establece por primera vez una delimitación clara del ámbito operativo de la R2P, alineada perfectamente con el derecho internacional.


    En efecto, el documento final solo enumera los tipos de crímenes atroces y deja que sea el derecho internacional quien defina qué debe entenderse en cada caso. Así, hay que recurrir a la jurisprudencia de los tribunales penales internacionales que nacieron durante los 90, a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio y especialmente al Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI), donde se definen tres de los cuatro crímenes contemplados en el documento final.


    Así, la definición de genocidio, que debería tenerse en cuenta a la hora de considerar la aplicación de la R2P, es la recogida tanto en la Convención de 1948 como en el artículo 6 del Estatuto de la CPI, que establece que se entenderá por genocidio una serie de actos, que se enumeran en el propio artículo, realizados con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso. Algunos autores consideran, sin embargo que, a pesar de la precisión de la definición tanto en la propia Convención de 1948 como en el Estatuto de la CPI, resulta muy difícil probar la intencionalidad y por lo tanto que va a ser muy complicado y dilatado en el tiempo que se pongan en marcha los mecanismos de la R2P, tanto preventivos como de reacción, si se alega genocidio.


    Los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra son más fáciles de justificar, y su invocación, para que se aplique la R2P, puede resultar más eficaz. Así, según el artículo 7.1 del Estatuto de la CPI, los crímenes de lesa humanidad, son aquellos actos que se cometen como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil y con conocimiento de dicho ataque. Entre los actos enumerados en el propio artículo se incluye: asesinato, exterminio, esclavitud, deportación, encarcelación, violación o esclavitud sexual. En cuanto a los crímenes de guerra, aparecen claramente definidos en el artículo 8 del Estatuto de la CPI que, a su vez, se remite a los Convenios de Ginebra de 1949.


    Por lo que se refiere al crimen de la depuración étnica, que en principio no aparece definido en el Estatuto de la CPI, algunos autores consideran que podría equipararse a la «persecución» a que se refiere el art. 7.1.h. del Estatuto de la CPI «Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada por motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo a derecho internacional».


    Finalmente, cabe señalar que una buena parte de la doctrina considera que, dado que los crímenes objeto de la R2P son tipos penales y que forman parte del derecho penal internacional, solamente un tribunal competente de acuerdo al derecho internacional, podrá determinar si se ha cometido un delito o crimen de tal naturaleza, pues en caso contrario se podría instrumentalizar la situación para justificar una intervención por motivos distintos de los humanitarios.


    Posteriormente, el informe del SGNU de 2009, «Hacer efectiva la responsabilidad de proteger», hace una clara referencia a los cuatro tipos de crímenes enumerados en el artículo 138 del documento final y además se señala en el párrafo 10.b que «la tentativa de ampliarlo para abarcar otras calamidades, como el VIH/SIDA, el cambio climático o los desastres naturales, redundaría en desmedro del consenso de 2005 y extendería el concepto hasta un punto en que ya no sería reconocible ni tendría utilidad práctica alguna». Con esta puntualización, el SGNU quiso dejar claro que el ámbito de aplicación del concepto se limita a los cuatro crímenes enumerados en el documento final de 2005 y aceptados por la comunidad internacional, y que no podrá ser utilizado para justificar las intervenciones por motivos distintos al humanitario, como se había planteado en el caso del ciclón Narguis en Myanmar, un año antes.


    En efecto, el 3 de mayo de 2008, se produjo en Myanmar una de las mayores catástrofes humanitarias que causó 130.000 víctimas mortales y más de un millón de desplazados. Ante la negativa del régimen militar de aquel país de dejar entrar ayuda humanitaria, Francia planteó, en el CSNU, que se aplicara el principio de R2P para poder entrar en el país a distribuir la ayuda humanitaria. Sin embargo, la propuesta no prosperó ya que muchos países, incluso los aliados tradicionales de Francia, se opusieron por considerar que iba más allá del ámbito de aplicación acordado para la R2P.


    

    De la retórica a la práctica


    En busca de eficacia y operatividad: los tres pilares


    Tras la Cumbre Mundial de 2005, y ante las reticencias iniciales del Consejo de Seguridad para aplicar la R2P, el nuevo SGNU, Ban Ki-Moon asumió, también de manera personal, el compromiso de dar un impulso y desarrollar el nuevo concepto de R2P para que fuese aceptado plenamente por toda la comunidad internacional y pudiera ser aplicado eficazmente para prevenir o evitar violaciones masivas de derechos humanos.


    Así, una de sus primeras iniciativas, al inicio de su mandato, fue la creación, en 2007, del cargo de asesor especial de la Responsabilidad de Proteger, para precisamente impulsar y consolidar los aspectos doctrinales, políticos y operacionales de la R2P y, posteriormente, al constatar la dificultad para su aplicación en casos concretos, Ban ki-Moon, empezó a publicar anualmente una serie de informes, con la ayuda de los asesores especiales para el Genocidio y para la Responsabilidad de Proteger, para desarrollar el concepto, aclarar las dudas de los más escépticos y dar un impulso operativo a la nueva figura.


    Además, de forma paralela, se empezaron a celebrar también, anualmente, diálogos interactivos en la AGNU, para debatir los sucesivos informes del SGNU, en los que participaron activamente muchos Estados miembros y algunas organizaciones regionales y organismos civiles como la CGR2P23 o la ICRtoP24.


    En estas discusiones, además de mantener vivo el concepto de R2P, se fueron haciendo aportaciones muy interesantes y prácticas sobre la aplicación operativa del concepto, en línea con lo que se señala en el propio párrafo 139 del documento final, y el concepto se fue abriendo paso en la comunidad internacional hasta alcanzar en la actualidad un consenso generalizado en cuanto al principio o naturaleza, aunque, como veremos en el siguiente capítulo, todavía persisten recelos por parte de algunos países sobre su vertiente operativa del tercer pilar y especialmente sobre el uso de la fuerza.


    Todos los informes hacen aportaciones interesantes al desarrollo del concepto R2P, pero, en este apartado, nos vamos a referir solamente, con un poco más de detalle, al primer informe de la serie publicado en el 2009, «Hacer efectiva la responsabilidad de proteger», puesto que además de ser el primero en que se recuerda el compromiso asumido por los Estados con el nuevo concepto de R2P en 2005, se propone una estrategia novedosa para que pueda ser aplicado de manera efectiva, basada en tres pilares y en torno a los cuales se elaborarán los informes posteriores:


    
      	Primer pilar: la responsabilidad de proteger incumbe al Estado.

        En primera instancia, tanto la prevención como la protección de la población son asuntos internos de los Estados. A estos efectos, en el párrafo 20 se establece que «los principios relativos a la responsabilidad de proteger (….) deben de quedar incorporados en todas las culturas y sociedades sin reservas ni condiciones, como imagen de valores y normas, no solo mundiales, sino también locales», dejando claro que no pueden alegarse particularismos de ningún tipo para no cumplir con las obligaciones de prevención derivadas del primer pilar.

      


      	Segundo pilar: asistencia internacional y formación de capacidad.

        Se trata de un compromiso que asume la comunidad internacional de ayudar a otros países a cumplir con sus obligaciones derivadas del primer pilar.


        En el párrafo 28 se señalan posibles actividades «de persuasión confidenciales o públicas, educación, capacitación y/o asistencia. Entre otros se hallarían en buena posición para contribuir a esos buenos oficios e iniciativas diplomáticas públicas los mecanismos regionales y subregionales, el alto comisionado de las NU para los Derechos Humanos, el alto comisionado de las NU para los Refugiados (….). Estos mensajes resultarán más persuasivos de ser reforzados por iniciativas diplomáticas paralelas y coherentes de los Estados miembros».


        Queda claro en este párrafo que es la comunidad internacional en su conjunto, incluyendo tanto organizaciones internacionales como los demás Estados miembros, quien debe asumir el compromiso de asistencia para que los Estados afectados cumplan con sus obligaciones relativas a la R2P.

      


      	Tercer pilar: respuesta oportuna y decisiva.

    


    Según se establece en el párrafo 51 del informe, las medidas que se pueden adoptar pueden ser muy variadas: «Las Naciones Unidas son firmes partidarias del diálogo y la persuasión por medios pacíficos. Por consiguiente, el tercer pilar comprende, además de las medidas más enérgicas, una amplia variedad de medidas no coercitivas y no violentas, con arreglo a los Capítulos VI y VIII de la Carta».
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    Y, en el párrafo 56 refiriéndose a las medidas más enérgicas, «El Estado que se niega a aceptar asistencia internacional para la prevención y protección, comete atroces crímenes o actos relativos a la responsabilidad de proteger y no responde a medidas menos coercitivas, en realidad está desafiando a la comunidad internacional a ejercer la responsabilidad que le incumbe en virtud del párrafo 139. Estas medidas colectivas pueden ser autorizadas por el Consejo de Seguridad conforme a los artículos 41 y 42 , y la Asamblea General, con arreglo al procedimiento “unión pro paz”, o en virtud de acuerdos regionales con la autorización previa del Consejo de Seguridad, de conformidad con el artículo 53».


    Es decir, se establece claramente que la autoridad competente para autorizar el uso de medios violentos es el Consejo de Seguridad a través del Capítulo VII, previéndose asimismo la posibilidad de que sea la Asamblea General quien lo autorice, en caso de que se bloquee la decisión en el Consejo de Seguridad por el ejercicio del veto, tal y como ya se sugería en el informe de la CIISE.


    Es importante destacar que en este primer informe se señala que, si bien, los tres pilares son igual de importantes, la prevención del primer pilar y la asistencia preventiva del segundo pilar, tienen un valor fundamental y se recomienda a los Estados que adopten medidas y mejoren sus mecanismos internos de prevención y cooperación especialmente en relación con los mecanismos de alerta temprana.


    

    Un marco de actuación


    Como hemos visto en el capítulo anterior, la R2P, además de ser un compromiso político de la comunidad internacional para no volver a tolerar crímenes atroces contra poblaciones vulnerables, es algo mucho más tangible y real.


    En efecto, se trata de un verdadero marco de actuación con medidas, herramientas y procedimientos concretos para prevenir y evitar situaciones que pueden dar lugar a la comisión de crímenes atroces y, en caso de que lleguen a cometerse, para que la comunidad internacional pueda reaccionar y proteger a las víctimas con todas las garantías, la mayor transparencia y salvaguardando los principios de soberanía, no injerencia o prohibición del uso de la fuerza.


    Los tres pilares de la R2P, diseñados por el propio SGNU en su informe de 2009, como hemos visto en el apartado anterior, así como las recomendaciones y criterios para su aplicación que se han ido desarrollado desde entonces en el contexto de NU, constituyen un verdadero marco de actuación para que los Estados sepan cómo tienen que actuar para proteger a sus poblaciones, que cuentan con el apoyo, la asistencia y el escrutinio de la comunidad internacional y que, si a pesar de todo, se producen los crímenes que se quieren evitar, la comunidad internacional dispone de los instrumentos adecuados para actuar en su lugar de manera legítima.


    Sin entrar a analizar de manera exhaustiva todas las recomendaciones, instrumentos, medidas o iniciativas que se han ido desarrollando a lo largo de los últimos años, en los informes anuales del SGNU y en los diálogos interactivos, en el contexto de los tres pilares de la R2P, a continuación se resumen los aspectos más relevantes, que conviene destacar, para comprender mejor en qué consiste la R2P y que se trata de un marco de actuación amplio que va mucho más allá del uso de la fuerza o intervención militar, que sería el último recurso, en caso de fallar todo lo demás.


    

    Marco de prevención


    Como hemos visto, la credibilidad y la aceptación de la R2P, frente a las intervenciones humanitarias del pasado, se basa en gran medida en que la prevención ocupa un lugar principal frente a la reacción. Es decir, el valor de la R2P o el cambio de perspectiva que aporta, no es tanto poder reaccionar a situaciones en que se estén produciendo crímenes atroces sino reducir o limitar las situaciones de crisis que dan lugar a los crímenes que se quieren evitar.


    A estos efectos, es preciso señalar que las medidas de prevención deben referirse a tres contextos diferentes: en primer lugar, mucho antes que se produzcan los crímenes para mitigar las causas profundas de tipo religioso, étnico, económico, etc., en segundo lugar para detectar los primeros síntomas con mecanismos de alerta temprana y en tercer lugar, en una situación post conflicto, para reconstruir la sociedad y evitar que se reproduzcan las causas que habían generado la violencia en primer lugar.


    Tanto en el primer contexto como en el tercero, los mecanismos de prevención, que se articulan a través de la R2P, no difieren de los mecanismos generales de prevención de conflictos o protección de derechos humanos y es en el segundo contexto, cuando hay indicios de que se van a producir de manera inminente la comisión de crímenes atroces, cuando la R2P aporta un valor añadido proponiendo la adopción de mecanismos de alerta temprana y de medidas de todo tipo: políticas, diplomáticas, económicas, etc.


    En todo caso, la R2P promueve, a través de los dos primeros pilares, la adopción de todo tipo de medidas de prevención para cualquiera de los tres contextos o estadios de la crisis. Así, en el primer pilar, la prevención se basa fundamentalmente en la responsabilidad primaria de los Estados de proteger a su población, que, a su vez, deriva del propio concepto de soberanía y de las obligaciones internacionales que tienen los Estados de acuerdo con el derecho internacional.


    El propio SGNU, en sus informes anuales sobre la R2P, ha ido señalando y proponiendo medidas para promover y facilitar que los Estados ejerzan esta responsabilidad, como la participación en los exámenes universales del Consejo de Derechos Humanos o la ratificación de los tratados relacionados con la protección de los derechos humanos, el derecho humanitario o del Estatuto de la CPI.


    Por su parte, el último informe del SGNU de 2018 titulado «La responsabilidad de proteger: desde la alerta temprana hasta la adopción temprana de medidas», alaba la adopción por parte de numerosos países de mecanismos para incorporar la R2P en sus políticas internas, como por ejemplo la designación de puntos focales nacionales y la participación en las reuniones anuales de la Red Global de Puntos Focales y señala que se deben hacer todavía más esfuerzos en el ámbito de la alerta temprana, la acción rápida y la adopción de medidas de prevención de riesgos en diversos ámbitos: social, religioso, político o económico.


    El segundo pilar se refiere a la responsabilidad colectiva de la comunidad internacional de ayudar o «animar» a otros países a cumplir con su responsabilidad de proteger y, por lo tanto, es aplicable a cada uno de los tres estadios mencionados. En este sentido, la cooperación al desarrollo y los programas de construcción de capacidades en diversos ámbitos como la gobernanza, el estado de derecho, la reforma del sector de la seguridad, instituciones judiciales independientes, el desarrollo económico y social son cruciales para una efectiva prevención en el contexto de la R2P. Los sistemas de rendición de cuentas, los tribunales internacionales y los procesos de reconciliación nacional son también instrumentos fundamentales en la dimensión preventiva del segundo pilar.


    Las operaciones de paz de NU constituyen también un mecanismo fundamental para ayudar a los Estados a que cumplan con sus obligaciones de R2P, ya que la gran mayoría de sus mandatos incluyen la protección de civiles. Así, en la actualidad, de las dieciséis misiones de mantenimiento de la paz de NU, diez de ellas tienen un mandato explícito del CSNU de apoyar a los Estados en cuestión para que protejan a su población.


    En el informe del SGNU de 2014, titulado «Cumplimiento de nuestra responsabilidad colectiva: asistencia internacional y la responsabilidad de proteger», señala que el objetivo del segundo pilar no es limitar la soberanía de los Estados, sino al contrario, reforzarla mediante la asistencia internacional.


    

    Marco de reacción


    El pilar más controvertido y difícil de aplicar es, sin duda, el tercero que prevé que la responsabilidad de la comunidad internacional de actuar de manera oportuna y decisiva timely and decisive action, para proteger a las poblaciones cuando se están produciendo o se han producido los cuatro crímenes tipificados en el propio documento final de 2005.


    Es importante destacar, sin embargo, que la reacción o respuesta del tercer pilar no debe identificarse exclusivamente a la intervención armada o uso de la fuerza, como ocurría con las intervenciones humanitarias, pues contempla, además, otro tipo de medidas coercitivas y no coercitivas que deben aplicarse antes de recurrir al uso de la fuerza, que debe ser el último recurso.


    Así, de acuerdo con el párrafo 139, el marco de actuación del tercer pilar se articula en dos pasos o fases: en primer lugar, se deben aplicar las medidas diplomáticas, humanitarias y otros medios pacíficos no militares de acuerdo con los Capítulos VI y VIII de la Carta NU. Si estos medios pacíficos resultan inadecuados y el Estado en cuestión no protege a su propia población, entonces el CSNU podrá autorizar la adopción de medidas coercitivas como sanciones económicas, embargo de armas, persecución judicial de los crímenes, etc. y en último recurso el uso de la fuerza, de acuerdo con el Capítulo VII de la Carta NU.


    Para la aplicación práctica de los distintos mecanismos u opciones del tercer pilar, los informes anuales del SGNU también establecen una serie de principios y criterios que deberían observarse, como la flexibilidad, la actuación temprana, la preferencia de las medidas no coercitivas y el sometimiento estricto a la Carta de NU, especialmente en caso del recurso al uso de la fuerza, en cuyo caso los mandatos deben ser claros en cuanto a objetivos, duración y rendición de cuentas.


    Finalmente, es importante señalar que en caso de acción militar colectiva, esta debe ajustarse al derecho internacional, ser proporcional y con reglas de enfrentamiento apropiadas con el fin de proteger.


    Sin perjuicio de lo anterior, sin embargo, las medidas coercitivas del tercer pilar son muy difíciles de aplicar a casos concretos como veremos más adelante, debido a la falta de voluntad política, a los intereses propios de los Estados y a la falta de cohesión en la comunidad internacional.


    

    R2P: ¿una norma emergente?


    El informe CIISE de 2001, en que se acuña por primera vez el concepto de R2P, caracterizaba a la R2P como un «principio emergente» del derecho internacional consuetudinario. Sin embargo, a pesar de que el informe del Grupo de Alto Nivel, «Un mundo más seguro: la responsabilidad que compartimos», publicado en el 2004, también se refiere al nuevo concepto de R2P como una «norma emergente», el documento final de 2005, en que se institucionaliza la doctrina de la R2P en el ámbito de NU, no se refiere en ningún momento al estatuto legal de la nueva figura y, como todas las resoluciones de la AGNU, no crea nuevas obligaciones legales para los Estados miembros, sino solo de carácter político.


    En efecto, muchos autores consideran que los párrafos 138 y 139 del documento final son meras declaraciones políticas que contienen un imperativo moral y un compromiso político de los Estados, dirigido a fortalecer ciertas normas de derecho internacional consuetudinario ya existentes o de derecho de los tratados, como la prohibición de los crímenes de guerra o el genocidio, que aparecen recogidas en la jurisprudencia del TPIY, en el Convenio sobre Genocidio de 1948 o en los Convenios de Ginebra de 1949.


    A pesar del carácter meramente político del documento final, y de que no crea ninguna obligación jurídica nueva para los Estados, algunos autores insisten en que la nueva doctrina de la R2P podría ser considerada como una norma emergente de derecho consuetudinario siempre y cuando fuese aplicada de manera reiterada y generalizada por los Estados.


    A este respecto cabe señalar que, según la Comisión de Derecho Internacional, las normas consuetudinarias son aquellas normas de derecho internacional que derivan de una práctica generalizada, aceptada como derecho. Es decir, que es la práctica de los Estados o la conducta atribuida a los Estados la que contribuye a la creación de normas siempre y cuando vaya acompañada de un sentido de obligación legal, opinio iuris o elemento espiritual25.


    Por lo que se refiere a la R2P, algunos autores consideran que el elemento espiritual se está manifestando de manera muy rápida y positiva tanto por la mención frecuente de la R2P por CSNU, por los diez informes del SGNU sobre la aplicación de la R2P y, sobre todo, por los sucesivos diálogo y debates en la AGNU.


    En efecto, los debates anuales sobre la R2P que se producen en el marco de NU, están contribuyendo a que el concepto se consolide y se desarrolle y a que se compartan lecciones aprendidas y las preocupaciones y dificultades sobre su aplicación. Además, el examen de las declaraciones de los países que intervienen en estos debates arroja mucha luz sobre cómo va evolucionando el grado de aceptación por parte de los países y la creación de nuevas expectativas de comportamiento de los Estados por parte del resto de la comunidad internacional.


    En este sentido, defensores de la R2P, como Bellamy, Luck o Evans, consideran que las expectativas de comportamiento de los Estados conforme al derecho internacional, creadas por el consenso generalizado en torno al concepto de R2P, constituyen de por sí una práctica reiterada del nuevo concepto, ya que contribuyen a que las violaciones masivas de derechos humanos que se tratan de evitar no se produzcan. Desde esta perspectiva, la R2P podría considerarse una verdadera norma que rige los comportamientos de los Estados: «R2P has succeeded in setting the the standard of expected behavior, (…) the international community has enunciated and accepted a clear standard of behaviour (the very essence of a «norm» in international politics) and is increasingly being judged against that standard»26.


    La aplicación práctica de la R2P, sin embargo, está resultando más complicada, sobre todo en su dimensión de respuesta, por lo que algunos autores dudan de que la R2P pueda llegar a convertirse en una norma consuetudinaria de derecho internacional. Este es el caso del profesor Pastor Ridruejo: «Es de lamentar que, desde el estricto punto de vista del derecho internacional positivo, principio tan solidario y de tanta relevancia ética como el de la “responsabilidad de proteger” presente contornos sumamente imprecisos.(....). En suma, hoy por hoy, la idea de la responsabilidad de proteger se sitúa en el marco programático del soft law y no, como sería deseable, en el contexto estricto del hard law»27.


    

    En busca de consenso


    Los primeros años: recelos, ambigüedad y parálisis


    A pesar de que sus rasgos principales fueron aceptados por la comunidad internacional en el documento de 2005, el concepto de R2P tuvo unos comienzos difíciles y su aplicación práctica en los primeros años fue lenta y descorazonadora. En la actualidad, aunque se han dado pasos muy importantes en la aceptación generalizada del concepto por parte de la comunidad internacional, como veremos, sigue habiendo cierta incertidumbre sobre su ámbito de aplicación y sus implicaciones y hay todavía algunos países que desconfían de la R2P en su dimensión de reacción o uso de la fuerza.


    En efecto, como vimos anteriormente, las negociaciones para la inclusión de los párrafos 138 y 139 en el documento final de 2005 fueron difíciles y tensas y muchos países, sobre todo en vías de desarrollo y los llamados BRICS, cuestionaron la coherencia del nuevo concepto con los principios de la Carta de NU, especialmente los de soberanía, no injerencia y prohibición del uso de la fuerza, y señalaron a los países occidentales como artífices de la nueva figura para defender sus propios intereses y justificar sus actuaciones en algunos conflictos.


    En este contexto, durante los primeros años desde la adopción del documento final en 2005, varios países, incluyendo tres de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad, se mostraron muy cautos y recelosos sobre la R2P, al considerar que podría suponer un peligro para la soberanía territorial y proporcionar una licencia para la intervención o, todo lo contrario, podía suponer una limitación para su libertad de actuación. Por ello, la inclusión de referencias a la R2P en sus resoluciones fue en un principio, difícil y controvertido y solo se invocó la R2P en cuatro resoluciones entre 2005 y 2011.


    En 2007, solo dos años después de la aprobación del concepto, se tuvo que eliminar finalmente una mención a la R2P para que pudiera ser aprobada una resolución sobre Darfur y, en 2008, tampoco se pudo invocar finalmente la R2P en la resolución sobre Somalia, a pesar de que, en ambos casos se cumplían los criterios para la invocación de la R2P.


    En el 2008, hubo otros dos intentos fracasados, por parte de miembros permanentes del CSNU, de utilizar la R2P para justificar el uso de la fuerza y ambos también fracasaron: el caso del ciclón Narguis en Myanmar y el de la guerra de Rusia contra Georgia.


    En el caso del ciclón Narguis, ante la grave catástrofe humanitaria producida por un ciclón, Francia propuso que se invocara la R2P para facilitar por la fuerza la entrega de ayuda humanitaria internacional ante la negativa del régimen militar de Myanmar de autorizar su entrada en el país. La propuesta, sin embargo, no tuvo prácticamente apoyos porque se consideró que la R2P solo podía invocarse si se producía alguno de los cuatro crímenes enumerados en el documento final de 2005 y no por un desastre natural.


    En cuanto al caso de Georgia, Rusia trató de justificar la invasión de aquel país alegando que se estaba produciendo un genocidio en Osetia del Sur y que era necesario el uso de la fuerza según la R2P. Nadie en el CSNU apoyó su propuesta porque, por una parte, no había evidencias de genocidio y, por otra, porque el uso de la fuerza se había producido con anterioridad a la invocación de la R2P en el CSNU, y por lo tanto sin la autorización correspondiente prevista en el Capítulo VII de la Carta de NU.


    Algunos autores, sin embargo, consideran que estos dos casos no fueron fracasos, sino todo lo contrario, ya que los debates que tuvieron lugar al respecto, ayudaron a aclarar el significado y alcance de la R2P y pusieron de manifiesto el acuerdo generalizado por parte de la comunidad internacional de que la R2P no puede ser manipulada.


    En la AGNU, el tema de la R2P, que tantas expectativas y entusiasmo había creado en 2005, también fue languideciendo y en los debates de 2006 y 2007 la R2P se mencionó en muy pocas ocasiones.


    A pesar de las dudas y los recelos de los primeros años, tanto el informe del SGNU, Ban ki-Moon, «Hacer efectiva la responsabilidad de proteger» de 2009, como el diálogo interactivo sobre dicho informe en junio de ese mismo año, en el que participaron activamente más de 180 delegaciones, reafirmaron el compromiso y la aceptación generalizada del nuevo concepto de la R2P por parte de la comunidad internacional y, a partir de ese momento, la R2P empezó a ser mencionada más frecuentemente en las resoluciones del CSNU, en 77 ocasiones desde 2011 hasta la actualidad y en una de ellas fue invocada para justificar el uso de la fuerza, como veremos.


    Cabe señalar, que países como China o como Rusia, que en un primer momento se habían opuesto frontalmente a la R2P, fueron aceptando el concepto en cuanto a su naturaleza y objetivos, apoyando abiertamente, en el caso de China, el pilar de la prevención y mostrándose mucho más cautos respecto al tercer pilar de la intervención o uso de la fuerza.


    Esta misma evolución se ha podido constatar en países como Brasil, India o Sudáfrica, que en pocos años han pasado de cuestionar el concepto por considerarlo contrario a los principios estructurales del derecho internacional, a proponer medidas e iniciativas para que el principio de la R2P pueda ser aplicado de manera eficaz.


    Finalmente, aunque la limitación de espacio de este trabajo no nos permite analizar la evolución de las sucesivas intervenciones de los países más críticos en los distintos diálogos interactivos y debates sobre la R2P en la AGNU desde 2009, es importante señalar que, si bien se percibe una evolución positiva de estas posiciones hacia una mayor aceptación y compromiso con la R2P, también es cierto que sigue habiendo un grupo reducido de países que todavía tienen muchos recelos hacia esta nueva figura, sobre todo por lo que se refiere a las medidas coercitivas del tercer pilar, especialmente al uso de la fuerza.


    

    Un compromiso político


    Sin perjuicio de los recelos y críticas que todavía persisten por parte de algunos países como hemos visto en el apartado anterior, en un breve periodo de tiempo, la R2P ha pasado de ser un término o concepto nuevo, controvertido y rechazado por muchos países y por la doctrina, a convertirse en un principio endosado por la comunidad internacional, invocado frecuentemente en resoluciones del CSNU y un marco de actuación de la comunidad internacional para que los crímenes atroces no puedan repetirse.


    En efecto, en la actualidad, no puede decirse que la R2P sea irrelevante o que no haya tenido ningún impacto, pues hoy todos los países, salvo excepciones muy puntuales, asumen que se trata de un principio acordado por todos, para que se aplique en todos los lugares y todo el tiempo, para prevenir y evitar que se repitan crímenes atroces o violaciones masivas de derechos humanos.


    Algunos analistas exageran sobre el rechazo de los países, pues, en la actualidad, prácticamente nadie duda de su relevancia y no hay desacuerdo sobre el principio y su objetivo último. Los recelos y las dificultades aparecen cuando se tiene que aplicar en situaciones concretas, especialmente cuando se trata del tercer pilar o del uso de la fuerza, como veremos en el siguiente capítulo.


    En efecto, desde que se adoptara por consenso el documento final de 2005 en que se institucionaliza el concepto de la R2P y se establecen sus rasgos principales, más de 130 países han manifestado su aceptación y apoyo expreso al principio en 81 resoluciones del CSNU, en 34 declaraciones presidenciales, en los diez informes del SGNU sobre la aplicación de la R2P y, sobre todo, en los sucesivos diálogos interactivos y debates en la AGNU, en los que han participado la mayoría de los países miembros para manifestar abiertamente su compromiso con la R2P o para sugerir que se adopten medidas para facilitar su aplicación.


    Cabe señalar, además, como prueba de que la R2P es un principio que goza de una aceptación generalizada en NU, que tras varios años celebrándose diálogos interactivos de carácter informal, finalmente el año pasado, a iniciativa de Ghana y de Australia, la R2P se incluyó en la agenda formal de la Sesión 72 de la AGNU, y los días 25 de junio y 2 de julio de 2018 tuvo lugar un debate titulado «Responsabilidad de proteger (R2P) y la prevención de genocidio, crímenes de guerra, limpieza étnica y crímenes contra la humanidad».


    Con anterioridad solo se había celebrado un Debate formal en 2009 y, en virtud de la Resolución adoptada al finalizar dicho debate, los Estados se habían comprometido a seguir reflexionando y desarrollando el concepto de R2P. Así, entre 2009 y 2017, se celebraron un debate plenario y ocho diálogos informales, con una alta participación de países en todos ellos y el SGNU publicó diez informes sobre la aplicación práctica de la R2P.


    Desde 2005 y, especialmente, desde la publicación del primer informe del SGNU sobre la R2P en 2009, fue creciendo el conocimiento y la aceptación del concepto por parte de la mayoría de los países. Incluso aquellos que en un principio se habían mostrado escépticos o incluso contrarios a la R2P, como China, Rusia, India o Sudáfrica, debido a su compromiso tradicional a favor de la no injerencia, fueron modificando su postura y hoy claramente apoyan el principio y los objetivos de la R2P, aunque muestren su cautela y desconfianza respecto a la puesta en práctica del tercer pilar.


    Concretamente Rusia y China, como miembros permanentes del CSNU, han votado a favor de numerosas resoluciones en que se mencionaba la R2P. El voto en contra en los dos proyectos de resolución sobre la guerra de Siria, no significa que estos dos países rechacen la naturaleza del principio, sino su aplicación en el caso concreto de Siria.


    En el último debate en la AGNU, de los ochenta países que intervinieron, solo cuatro (Irán, Myanmar, Rusia y Sudán) mostraron su disconformidad con algún aspecto de la R2P y solo dos (Venezuela y la República Democrática de Corea) cuestionaron la asunción del principio por Naciones Unidas.


    Cabe señalar además, que la R2P es un concepto que ha sido asumido por diversas organizaciones regionales, que lo utilizan con normalidad y de manera frecuente tanto en los documentos, informes, discusiones y en iniciativas concretas, sobre todo en el ámbito de la prevención. En el ámbito de la respuesta o la intervención, las posiciones de los distintos países son muy diversas como ya hemos visto y van desde los más recelosos o escépticos a los grandes defensores de la R2P.


    Cabe destacar el caso de la Unión Africana (UA), que había incorporado el concepto de la responsabilidad de proteger en su Acta fundacional en el 2000, incluso cinco años antes de que el concepto fuese acuñado por las NU. Así, el artículo 4(h) establece que «el derecho de la Unión de intervenir en un Estado miembro, de conformidad con una decisión de la Asamblea, ante graves circunstancias, a saber crímenes de guerra, genocidio y crímenes contra la humanidad», pasándose de la «no interferencia» a la «no indiferencia».


    Hay que reconocer, sin embargo, que, en la práctica, resulta muy difícil su aplicación efectiva en este continente y que la R2P ha chocado en numerosas ocasiones con intereses políticos, debido al gran arraigo del principio de no injerencia en los países africanos. En todo caso, cabe señalar que hay varios países africanos firmes defensores del principio y muy activos en los diálogos interactivos o debates en la AGNU como Ghana, Marruecos, Nigeria, Egipto, Ruanda, Tanzania o Sudáfrica. También cabe recordar que la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos aprobó en 2015 una resolución sobre el fortalecimiento de la R2P en África.


    Por su parte, la Unión Europea, se ha mostrado desde un principio como firme defensora y promotora de la R2P, manifestando en numerosas ocasiones su apoyo a la R2P en todas sus dimensiones y participando en todos los diálogos interactivos y debates en la AGNU sobre la R2P celebrados hasta la fecha. Cabe señalar, a estos efectos, que el Parlamento europeo ha sido siempre especialmente activo, insistiendo que la R2P sea uno de los principios guía de la política exterior europea y pidiendo al Consejo que apoye los esfuerzos del SGNU para desarrollar y aplicar el concepto.


    Dentro de la UE, España es uno de los países más activos y más comprometidos con la R2P desde sus inicios. Así, viene participando activamente en todos los diálogos y debates celebrados hasta la fecha. Precisamente, una de las prioridades de España como miembro del Consejo de Seguridad en 2015-2016, fue promover la aplicación efectiva del concepto y tratar de poner límites al uso del veto cuando se trata de crímenes atroces. Cabe destacar, a estos efectos, que España es miembro del Grupo de Amigos de la R2P y de la Red Global de Puntos Focales para la R2P, celebrándose su 5.ª edición en Madrid en el 2015.


    Cabe mencionar también que la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), juega un papel muy activo en relación con la dimensión preventiva de la R2P, con iniciativas, instrumentos, mejores prácticas y mecanismos de control que ayudan a los Estados participantes a adoptar políticas y establecer mecanismos de gestión y prevención de conflicto y alerta temprana, en cuestiones relacionadas con minorías, derechos humanos, refugiados, etc.


    El Consejo de Europa es otro ejemplo de organización regional que trabaja muy activamente en la dimensión preventiva de la R2P, tanto en el ámbito de la educación y de la construcción de capacidades como en la defensa y promoción de los derechos humanos.


    Entre los países asiáticos, también hay una aceptación generalizada del concepto de la R2P y algunos de ellos, como Australia, Japón, Singapur, República de Corea o Qatar, han sido firmes defensores del principio desde sus comienzos y participan activamente en iniciativas como el Grupo de Amigos de la R2P y organizaciones civiles como el Centro Asia-Pacífico para la R2P. La India y China, como hemos visto en apartados anteriores, aunque, en un primer momento, se mostraron contrarias a que la R2P se incorporara al acervo de NU, posteriormente su postura ha ido evolucionando y, en la actualidad, apoyan abiertamente el contenido y objetivos de la R2P, aunque manifiesten ciertos recelos cuando se trata de justificar una intervención o uso de la fuerza.


    En América Latina, la aceptación es también generalizada y solo tres países, Venezuela, Cuba y Nicaragua se han manifestado contrarios al concepto mismo de la R2P por razones ideológicas. Cabe destacar la creación en 2012 de la Red Latinoamericana para la Prevención del Genocidio y Atrocidades Masivas integrada por 18 países latinoamericanos y el papel activo que está jugando Brasil en promover la aplicación efectiva de la R2P con su propuesta de RWP.


    En este proceso de creación de consenso en torno a la R2P, no podemos dejar de mencionar a la Corte Penal Internacional (CPI). En efecto, tanto su naturaleza como el ámbito de actuación de la CPI son los mismos que los de la R2P: la complementariedad y las violaciones masivas de derechos humanos. Es decir, cuando un Estado no quiere o no puede actuar para perseguir a los responsables de crímenes atroces, tipificados en el propio Estatuto de la CPI, entonces la CPI podrá intervenir en su lugar, poniéndose de nuevo de manifiesto el compromiso generalizado de la comunidad internacional de no volver a tolerar las violaciones masivas de derechos humanos ocurridas en el pasado. Además, es importante señalar, que la CPI, con todas las diferentes actividades que realiza de investigación, persecución, enjuiciamiento y cumplimiento de la pena de los responsables, contribuye a que se cumplan aspectos fundamentales de los tres pilares de la R2P.


    

    La R2P cuestionada


    El caso de Libia


    Tras unos años de dudas, recelos y de excesiva prudencia, como hemos visto, finalmente en 2011, la R2P fue invocada por primera vez para justificar el uso de la fuerza en Libia, frente a las atrocidades del régimen de Gadafi contra la población civil. Sin embargo la intervención de la OTAN, autorizada por el CSNU en base a la R2P, fue duramente criticada por una gran mayoría de la comunidad internacional y de la doctrina, por considerar que se había producido un abuso del concepto, al ser utilizado con fines ajenos a su naturaleza.


    En efecto, cuando se empieza a producir la represión violenta de los manifestantes que protestaban contra el régimen de Gadafi, en el contexto de las llamadas primaveras árabes, el Consejo de Seguridad adopta primero la Resolución 1970, el 26 de febrero, recordando la responsabilidad del Gobierno libio de proteger a su propia población: «…condenando el empleo de la fuerza contra civiles (…) y la grave violación de los derechos humanos (….) desde el más alto nivel del Gobierno libio (…) que pueden constituir crímenes de lesa humanidad…exige que se ponga fin inmediato a la violencia y que se tomen medidas para satisfacer las demandas legítimas de la población».


    Tres semanas después, ante el incumplimiento de la Resolución 1970 y la escalada de la violencia ejercida contra la población civil, utilizando incluso bombardeos artilleros y aéreos, el CSNU adopta la Resolución 1973 en que reitera la responsabilidad del Gobierno libio de proteger a su población y autoriza el uso de la fuerza: «.. las autoridades libias deben adoptar todas las medidas necesarias para proteger a los civiles, para satisfacer sus necesidades básicas y posibilitar la asistencia humanitaria (…) autorización a los Estados miembros a que actuando a título nacional o por conducto de organizaciones o acuerdos regionales, adopten todas las medidas necesarias para proteger a los civiles y las zonas pobladas por civiles».


    Sin perjuicio de que la resolución hubiese sido aprobada con la abstención de 5 países de los 15 miembros del CSNU (China, Rusia, Alemania, Brasil e India), se trataba de la primera vez que el CSNU autorizaba el uso de la fuerza invocando la R2P y que se hacía una excepción al principio de no injerencia. Hasta esa fecha, solo se había autorizado a usar la fuerza en el marco de operaciones de paz y con el consentimiento del Estado en cuestión.


    El 19 de marzo se pusieron en marcha las operaciones aéreas Odyssey Dawn (EE. UU.), Harmattan (Francia) y Ellamy (Reino Unido), unificadas doce días más tarde en la operación de la OTAN Unified Protector.


    Sin embargo, desde un primer momento, se alzaron numerosas voces contra la operación de la OTAN, tanto por parte de numerosos países, incluso los que se habían abstenido en la votación de la resolución, como de gran parte de la doctrina. Se consideró que las fuerzas de la coalición no eran neutrales, como exige la doctrina R2P, porque apoyaban claramente a los rebeldes y también se cuestionó que se llevaran a cabo acciones militares que iban más allá de la protección de civiles como la destrucción de radares o baterías antiaéreas.


    Finalmente, también se consideró que no se habían agotado todas las oportunidades de negociación diplomática, rechazándose incluso propuestas de negociación procedentes de la UA y se llegó incluso a decir que la operación de la OTAN había producido más víctimas civiles que las que iba supuestamente a proteger.


    En definitiva, la mayoría de la comunidad internacional consideró que la intervención de la OTAN en Libia había excedido los criterios y los fines de la R2P, ya que los países participantes buscaban más la derrota de Gadafi y un cambio de régimen en Libia que proteger a la población civil y que por lo tanto, aunque legal por haber contado con la autorización del CSNU, era ilegítima.


    En efecto, al cuestionarse la legitimidad de la intervención de la OTAN en Libia, se cuestionaba al mismo tiempo la efectividad y la esencia misma del concepto R2P, se ponía de manifiesto las deficiencias para su aplicación práctica, muchos países, incluyendo China y Rusia que no se habían opuesto a la Resolución 1973, manifestaron públicamente su indignación y decepción e incluso algunos autores llegaron a hablar de la muerte de la R2P.


    Otros autores más positivos en relación con la R2P consideran, sin embargo, que el caso de Libia no pone en duda el concepto de la R2P o la pertinencia de su invocación a raíz de la situación en aquel país en 2011, sino lo que se cuestiona es la delimitación que hace la R2P del uso de la fuerza, como veremos en el siguiente apartado.


    En esa línea, el SGNU, en su informe anual sobre la R2P de 2015 señalaba que «la intervención de Libia autorizada por el Consejo de Seguridad en la Resolución 1973 ha generado debates sobre cómo y cuándo debería recurrirse a la fuerza para asegurar la protección y ha suscitado preocupación entre algunos Estados miembros acerca del uso indebido del principio».


    En todo caso, lo que sí es cierto es que el caso de Libia ha sido considerado por muchos países y por la doctrina como un caso paradigmático en el que se ha puesto claramente en evidencia algunos de los defectos más importantes de los que adolece la R2P, en su vertiente del tercer pilar, y que ha provocado su parálisis en cuanto a la autorización de nuevas intervenciones militares, como se ha puesto de manifiesto en el caso de Siria.


    En efecto, en la guerra de Siria, a pesar de las evidencias de la comisión de violaciones masivas de derechos humanos desde el comienzo del conflicto en el 2011, ha quedado en evidencia la incapacidad de la comunidad internacional para prevenir, impedir o poner fin a dichas atrocidades, debido a la parálisis en el CSNU y a las deficiencias de concreción del concepto de la R2P.


    Así, entre 2011 y 2014, Rusia y China vetaron cuatro proyectos de resolución, incluyendo la propuesta de remitir el caso a la CPI. China primó en las cuatro ocasiones el principio de no injerencia frente a la R2P, alegando el riesgo de abuso del principio como se había puesto de manifiesto en el caso de Libia, y Rusia, por su parte, aun poniendo como excusa también el caso de Libia, no ha ocultado en ningún momento sus intereses geopolíticos en el conflicto sirio.


    La realidad es que la comunidad no ha sabido cómo responder a esta nueva catástrofe humanitaria que ha producido hasta la fecha medio millón de muertos y cuatro millones de desplazados y se cuestiona de nuevo la eficacia de la R2P cuando la situación requiere que la comunidad internacional asuma su responsabilidad de intervenir.


    

    Retos para su aplicación


    Como hemos visto en los apartados anteriores, a pesar de la consolidación del concepto de la R2P desde su institucionalización en NU en 2005 hasta la actualidad y su utilización frecuente en diversos documentos de NU y en el lenguaje diplomático actual, se ha puesto de manifiesto que la R2P adolece de una serie de limitaciones e inconcreciones que dificultan e incluso paralizan su aplicación práctica, como ha ocurrido en los casos de Libia o de Siria.


    En efecto, a raíz de los casos de Libia y de Siria, se ha hecho evidente que todavía existe un gran escepticismo político por parte de algunos Estados sobre el alcance o el propósito de la R2P, que su aplicación depende de la voluntad política de los países y por lo tanto del veto de los cinco miembros permanentes del CSNU y, finalmente, que carece de criterios claros para su aplicación correcta o legítima, cuando se invoca para justificar el uso de la fuerza.


    Por ello, a pesar de los avances producidos en el desarrollo y consolidación del concepto desde un punto de vista teórico, por una parte, la gran desconfianza hacia el tercer pilar por parte de algunos países y, por otra, el derecho de veto del mecanismo previsto en la Carta NU para autorizar la acción colectiva, constituyen dos grandes obstáculos para la aplicación efectiva del tercer pilar de la R2P.


    En efecto, las limitaciones o los retos que deberían superarse para la aplicación efectiva de la R2P, aunque están todos íntimamente relacionados, como veremos, se podrían agrupar en dos: por una parte los derivados de la naturaleza eminentemente política del concepto y, por otra, los aspectos institucionales y operacionales que limitan o impiden su aplicación.


    Por lo que se refiere a los retos de carácter político, una buena parte de la doctrina considera que, si bien la R2P podría llegar a convertirse en una norma emergente de derecho consuetudinario en el futuro, es por el momento un concepto político muy impreciso, que puede ser fácilmente manipulado para servir a los intereses de los Estados y cuya aplicación depende de una valoración subjetiva de las principales potencias y por lo tanto del derecho de veto en el CSNU.


    Otros autores señalan, además, que no se ha alcanzado el suficiente consenso internacional como para que la R2P pueda ser invocada y aplicada legítimamente y que sigue habiendo algunos países que consideran que se trata de «un instrumento, generado por Occidente para recuperar el control neocolonial de la periferia más turbulenta del mundo y expandir la globalización neoliberal».


    Otros autores incluso hablan de dobles estándares, del carácter potencialmente selectivo de la R2P y que puede considerarse heredera de las intervenciones humanitarias disfrazada con otro nombre y como un «caballo de troya» «that legitimizes great power interference in the affairs of the weak»28.


    En efecto, como hemos visto anteriormente, en el último debate sobre la R2P en la AGNU en junio de 2018, algunos países todavía manifestaban su disconformidad o recelo sobre la R2P (Irán, Venezuela, RD Corea, Sudán o Myanmar).


    En cuanto a los problemas institucionales, destacan dos cuestiones principalmente: la falta de concreción de la R2P cuando se trata del uso de la fuerza y el derecho de veto en el CSNU.


    Como se vio anteriormente, el SGNU, a partir de 2009, ante la falta de operatividad del nuevo concepto y las dudas de los más escépticos, fue estableciendo, en sus informes anuales, criterios y recomendaciones para su aplicación práctica, pero se centró fundamentalmente en la dimensión preventiva de los pilares uno y dos de la R2P y en los medios pacíficos del tercer pilar, dejando sin resolver el desarrollo doctrinal del uso de la fuerza, es decir los criterios, normas y procedimientos para autorizar, en su caso las intervenciones militares. Y en el informe de 2012, dedicado al tercer pilar, solo dedica un párrafo al uso de la fuerza militar coercitiva.


    Para resolver esta imprecisión, tras la decepción del caso de Libia, Brasil, uno de los países que en un principio se mostró más escéptico con la R2P, hizo en 2011 una propuesta llamada «La responsabilidad al proteger». Con esta iniciativa se pretende dotar a la R2P de una mayor concreción en cuanto a su alcance e implicaciones y que sea ejercida de manera transparente, estableciéndose un sistema de rendición de cuentas caso por caso y que las medidas previstas en los tres pilares se apliquen de manera secuencial.


    Esta propuesta, aunque en un primer momento fue recibida con cierto escepticismo por los países occidentales, parece que se va abriendo camino en la comunidad internacional pues demuestra interés en que la R2P prospere y se consolide, y contiene algunos elementos interesantes para mitigar los recelos de algunos países y facilitar su aplicación efectiva. El propio SGNU, en su informe de 2012, dedicaba todo un apartado a la iniciativa brasileña, valorando de manera muy positiva las medidas propuestas y destacando que «la “responsabilidad al proteger” es hacer lo correcto, en el lugar correcto, en el momento correcto y por los motivos correctos».


    Cabe señalar, que China también presentó a finales de 2012, en NU una propuesta conocida como «Protección Responsable», elaborada primero en el ámbito académico y asumida posteriormente en el ámbito diplomático, sugiriendo criterios y directrices para el uso de la fuerza militar en el contexto de la R2P. El valor de dicha propuesta no reside tanto en su contenido, pues es muy similar a la propuesta brasileña y finalmente se ha fusionado con esta, sino en que pone de manifiesto el interés por parte de China de que la R2P se consolide y pueda ser aplicada eficazmente.


    Por lo que se refiere al problema institucional, como se vió al analizar el párrafo 139 del documento final de 2005, es el CSNU quien debe autorizar las medidas colectivas, de conformidad con el Capítulo VII de la Carta NU, en cada caso concreto «si los medios pacíficos resultan inadecuados y es evidente que las autoridades nacionales no protegen a su población del genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica o los crímenes de lesa humanidad».


    Es decir, la R2P solo puede ser invocada para justificar una intervención militar mediante el mecanismo de seguridad colectiva previsto en el artículo 42 de la Carta de NU y por lo tanto está sujeto al derecho de veto de los 5Ps. Por ello para muchos autores, el derecho de veto en el CSNU es el mayor obstáculo para la aplicación efectiva de la R2P y su solución solamente pasaría por una reforma estructural de NU, lo cual no es previsible que ocurra en los próximos años a pesar del proceso en marcha para reformar el CSNU.


    A este respecto, cabe señalar que, en 2015, Francia hizo una propuesta (copatrocinada por México y otros 70 países), denominada «Restringiendo el uso del veto en caso de crímenes masivos» para que, de manera voluntaria y colectiva, los cinco miembros permanentes renuncien a su derecho a ejercer el veto cuando se trate de la comisión de violaciones masivas de derechos humanos y que sea el propio SGNU, por decisión propia o a petición del alto comisionado para los Derechos Humanos o un número mínimo de Estados (50 según la propuesta francesa), quien solicite la intervención al CSNU.


    Esta ambiciosa y pragmática propuesta, como era de suponer, no ha sido tenida en cuenta por el resto de miembros permanentes del CSNU con la excepción del Reino Unido, pero sigue estando en la agenda del CSNU y de la AGNU e inspirando otras propuestas similares en el contexto de UN.


    En todo caso, sin perjuicio de las soluciones propuestas por Francia y por Brasil para facilitar la aplicación de la R2P, la mayoría de la doctrina y de los países más defensores de la R2P señalan que, a la luz de las experiencias recientes, para que la R2P sea verdaderamente efectiva, hay que reforzar las estrategias de prevención, pasar cuanto antes de la retórica a la acción y promover un mejor entendimiento entre toda la comunidad internacional y la doctrina sobre alcance y oportunidades de la R2P, que no debe ser identificada solo con el uso de la fuerza sino con el ejercicio responsable de la soberanía de los Estados.


    

    Conclusión


    La R2P aparece para superar las críticas y deficiencias de las intervenciones humanitarias y supone un avance normativo, político y ético extraordinario que revisa, por primera vez desde Wesfalia, el concepto de soberanía.


    Así, la novedad de la R2P es que cambia la perspectiva respecto a la doctrina de las intervenciones humanitarias ya que no pone el énfasis en la intervención sino en la responsabilidad del Estado de proteger a su propia población. Es decir, la R2P trata de reconciliar dos principios que hasta la fecha eran opuestos: la soberanía de los Estados y la protección de los derechos humanos.


    La R2P además va más allá pues se centra en la prevención y se articula en tres pilares que se complementan con el objetivo último de prevenir y evitar las violaciones masivas de derechos humanos: la responsabilidad de los Estados, la asistencia internacional para que los Estados puedan cumplir con su responsabilidad y finalmente la reacción de la comunidad internacional, oportuna y decisiva, en caso de que falle la prevención, utilizando todas las opciones y mecanismos a su alcance, de acuerdo con la Carta NU y con el derecho internacional, pudiendo, como último recurso, si falla todo lo demás, recurrir al uso de la fuerza, siempre previa autorización del CSNU.


    Es decir, el valor de la R2P, o su fin último, no es tanto poder generar respuestas eficaces a situaciones en que se estén produciendo crímenes atroces, sino reducir o limitar, mediante la prevención, las situaciones de crisis que dan lugar a los crímenes que se quieren evitar, estimulando el cumplimiento del derecho internacional ya existente relativo a la protección de los derechos humanos o al derecho humanitario y creando expectativas de comportamiento por parte de los Estados.


    Precisamente, porque no modifica el derecho internacional existente y respeta los principios estructurales de soberanía de los Estados, no injerencia y prohibición del uso de la fuerza, ha sido aceptado por la comunidad internacional en su conjunto.


    En efecto, se puede concluir que el compromiso asumido por la comunidad internacional, en relación con la R2P, se refiere fundamentalmente a los siguientes aspectos:


    
      	El ámbito de aplicación de la R2P se limita a los cuatro crímenes enumerados en el párrafo 139 del documento de 2005: genocidio, crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad y limpieza étnica.


      	La R2P es universal: everywhere, everytime y los Estados han asumido el compromiso de proteger a sus poblaciones, como prerrogativa del principio de soberanía. Este, sin duda, es el aspecto más innovador de la R2P que ha permitido superar el rechazo generalizado que había hacia las llamadas intervenciones humanitarias. No se trata por tanto de si se aplica o no el concepto de la R2P sino cómo se aplica en cada caso.


      	La R2P no trata de cambiar el derecho internacional sino que promueve la aplicación de normas y principios de derecho internacional ya existentes, relacionadas con la protección de los derechos humanos y el derecho humanitario.


      	La R2P no modifica tampoco el principio de prohibición del uso de la fuerza. Al contrario, el párrafo 139 se remite al Capítulo VII de la Carta de NU, para que sea el CSNU quien autorice, en su caso, la intervención armada. Los recelos y las críticas que aún persisten al respecto, se refieren a la falta de concreción y de criterios a la hora de invocar la R2P para justificar el uso de la fuerza. A este respecto, cabe recordar las propuestas de algunos países, como Brasil y China, para que se establezcan criterios claros y transparentes para el caso de que se invoque la R2P.


      	La R2P se basa en el consenso sobre el convencimiento por parte de toda la comunidad internacional de que el principio de soberanía no es absoluto, que los Estados son los primeros responsables de que no se produzcan violaciones masivas de derechos humanos en sus respectivos territorios y de que la comunidad internacional es también responsable y deberá intervenir de manera subsidiaria para frenarlas cuando estas se produzcan.


      	Finalmente, la R2P no debe ser identificada con la intervención o el uso de la fuerza, pues el elemento de más importancia en el nuevo concepto es la prevención y solo, si esta falla, se podrán aplicar otras medidas de acuerdo con los Capítulos VI, VII y VIII de la Carta de NU.

    


    A lo largo de este trabajo hemos tratado de demostrar que, a pesar de unos comienzos difíciles, en un breve periodo de tiempo, la R2P ha pasado de ser un término o concepto nuevo, controvertido y rechazado por muchos países, a convertirse en un principio endosado por la comunidad internacional, empleado con éxito en numerosas ocasiones, utilizado frecuentemente en el lenguaje diplomático e imprescindible en la agenda internacional como marco de actuación para tratar de evitar que los crímenes atroces puedan repetirse.


    En la actualidad, salvo muy pocas excepciones, nadie duda de su relevancia, hay acuerdo sobre sus elementos principales y ya no se cuestiona la naturaleza o la pertinencia del concepto. El debate inicial, de carácter retórico sobre el concepto R2P, ha pasado a centrarse en aspectos prácticos, es decir, cómo debe aplicarse la R2P para que sea efectiva y no pueda cuestionarse su legitimidad.


    En efecto, desde que se adoptara por consenso el documento final de 2005 en que se institucionaliza el concepto de la R2P y se establecen sus rasgos principales, más de 130 países han manifestado su aceptación y apoyo expreso al principio en las 81 resoluciones del CSNU, en las 34 declaraciones presidenciales, en los diez informes del SGNU sobre la aplicación de la R2P y, sobre todo, en los sucesivos diálogos interactivos y debates en la AGNU, en los que han participado la mayoría de los países miembros para manifestar abiertamente su compromiso con la R2P o para sugerir que se adopten medidas para facilitar su aplicación.


    Cabe señalar además, que la R2P es un concepto que ha sido asumido por diversas organizaciones regionales, que lo utilizan con normalidad y de manera frecuente tanto en los documentos, informes, discusiones e iniciativas concretas, sobre todo en el ámbito de la prevención.


    Se puede concluir, a la luz de la actividad generada en torno a la R2P en el contexto de NU y de otras organizaciones internacionales, que existe un consenso y un compromiso generalizado en la comunidad internacional sobre la naturaleza y los objetivos de la R2P y que incluso países en un principio escépticos y recelosos, apoyan el concepto y tratan de aportar soluciones creativas para su aplicación efectiva.


    Sin embargo, y sin perjuicio del consenso generalizado en tormo a la naturaleza, objetivos y necesidad del concepto como marco de actuación, se ha puesto de manifiesto en varias ocasiones en los últimos años, que la R2P adolece de una serie de limitaciones e inconcreciones que dificultan e, incluso, paralizan su aplicación práctica. En efecto, a raíz de los casos de Libia y de Siria, se ha hecho evidente que todavía existe cierto escepticismo sobre la aplicación práctica del tercer pilar de la R2P y que su aplicación depende de la voluntad política de los países y por lo tanto del veto de los miembros permanentes.


    Además, es preciso señalar, que el concepto de R2P sigue siendo muy desconocido para el gran público y que el escepticismo por parte de algunos autores y países se debe a que se identifica con militarismo y uso de la fuerza y desconocen que la vertiente preventiva es la dimensión principal de la R2P.


    Por ello, a pesar de los avances producidos en el desarrollo y consolidación del concepto desde un punto de vista teórico, la desconfianza hacia el tercer pilar por parte de algunos países y el derecho de veto del mecanismo previsto en la Carta de NU para autorizar la acción colectiva, constituyen dos grandes obstáculos para la aplicación efectiva de la R2P.


    En conclusión, es preciso seguir haciendo esfuerzos para superar las limitaciones o los retos para la aplicación efectiva de la R2P, fortaleciendo los mecanismos para la prevención y ejerciendo proactivamente el compromiso político de proteger a las poblaciones a nivel nacional, regional e internacional.


    


    




  
    

    

    

    

    

    Capítulo sexto


    Procesos de validación y verificación de los requisitos de Estado Mayor en los programas especiales de armamento


    Eduardo Almazán-García Campos


    Resumen


    En el año 2016 el Tribunal de Cuentas realizó un informe de fiscalización de la financiación de los programas especiales de armamento (PEA), en el cual se indicaba la aparición y necesidad de adaptación de dichos programas a unos nuevos requisitos con la consiguiente generación de sobrecostes en dichos programas. El tratamiento de requisitos es un procedimiento trascendental y necesario, puesto que los errores más destacables y económicamente más demandantes se producen a causa de una inadecuada ingeniería de requisitos en las etapas tempranas del proceso. El estudio de cómo se implementan estos requisitos en los PEA supone un campo de conocimiento e interés en la línea del planeamiento de recursos y más concretamente en el área de la industria de defensa.


    Así pues, nuestro objetivo es el análisis de los procesos de validación y verificación de requisitos. Y así profundizar en la concatenación de acciones secuenciales que se inicia en el proceso de planeamiento de recursos materiales, continúa con el proceso de obtención y la gestión de los programas para determinar las consecuencias en forma de sobrecostes y extensión de plazos que tiene la modificación de requisitos o la inclusión de unos nuevos durante el desarrollo del proceso de obtención de material.


    Palabras clave


    PEA, material, capacidades, requisitos, validación, verificación, V&V.


    Validation and verification processes of Staff operative requirements in special armament programs


    Abstract


    In 2016, the Court of Auditors made a report on the financing of the Special Armament Programs (PEAs in Spanish acronyms), which indicated the emergence and need to adapt these programs to new requirements with the consequent generation of cost overruns in these programs. The treatment of requirements is a transcendental and necessary procedure, since the most notable and economically more demanding errors occur due to inadequate requirements engineering in the early stages of the process. The study of how these requirements are implemented in the PEAs implies a field of knowledge and interest in the line of Resource Planning and more specifically in the area of the Defence Industry.


    Thus, our objective is the analysis of the validation processes and verification of requirements. And thus deepening the concatenation of sequential actions that begins in the process of material resource planning, continues with the process of obtaining and managing the programs to determine the consequences in the form of cost overruns and extension of deadlines that causes the modification of requirements or the inclusion of new ones during the development of the process of obtaining material.


    Keywords
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    «…muy raramente partimos de requisitos con sentido.


    Incluso teniéndolos, la única medida del éxito


    que importa es si nuestra solución resuelve


    la cambiante idea que el cliente


    tiene de lo que es su problema…»


    Jeff Atwood


    

    Introducción


    El 21 de septiembre de 2011 el secretario de Estado de Defensa (SEDEF) compareció ante la comisión de Defensa del Congreso de los Diputados con el objetivo de informar sobre los programas principales de modernización de la Defensa. En dicha comparecencia el SEDEF afirmó que era «…imprescindible revisar el modelo de adquisiciones empleado durante más de quince años porque resulta insostenible e inadecuado para alcanzar los objetivos de una buena política de armamento y material…»1.


    La gestión de los programas especiales de armamento (PEA) en España ha supuesto una inversión que ha superado los 30.000 millones de euros en tres décadas, a lo que sumamos las implicaciones que esta inversión tiene en el desarrollo tecnológico de la industria nacional y en la generación de empleo con una elevada cualificación2.


    Desde la década de los noventa, España ha seguido una política basada en la ejecución de programas de defensa para actualizar y dotar de los mejores recursos a su alcance a las Fuerzas Armadas (FAS); inicialmente desde los órganos logísticos de los Ejércitos y la Armada, y desde 2011, de una forma conjunta, la gestión de los PEA se centralizó en la Subdirección General de Gestión de Programas perteneciente a la Dirección General de Armamento y Material (DGAM).


    Este es un hecho que, unido a la decisión de fomentar una industria de defensa nacional integrada en la Agencia Europea de Defensa (EDA), ha llevado a los distintos gobiernos a realizar inversiones en programas de defensa, tanto en el ámbito nacional como en el internacional.


    Además, es importante destacar que, en España el sector industrial de la defensa está compuesto por más de cuatrocientas empresas que generan un empleo directo de unos 190.000 puestos de trabajo, además de unos 270.000 empleos indirectos e inducidos3.


    Desde el punto de vista sectorial, la facturación se distribuye según la siguiente forma: 42 % aeronáutica civil, 38 % aeronáutica militar, 12 % defensa terrestre y naval y 8 % espacio4.


    Pero lo más destacable en relación a la creación de empleo del sector es que se trata de un ámbito que es intensivo en creación de puestos de trabajo cualificado, como muestra la última Memoria de Actividades de TEDAE, en la que la cualificación de empleo se distribuye según lo indicado en la figura a continuación.
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    Esto provoca que la productividad media de este sector sea de 3,3 veces la de la media nacional.


    Para llevar a cabo la realización de estos proyectos se desarrolló la Instrucción 2/2011, del SEDEF, por la que se regula el proceso de planeamiento de los recursos financieros y materiales5, la cual introduce la necesidad de definir unos procedimientos con objeto de asegurar una obtención ordenada de los recursos materiales.


    Siguiendo este proceso, en las primeras fases del programa (etapas de diseño y producción) se elabora el documento Requisitos de Estado Mayor (REM) o el Documento de Definición de Requisitos (DDR) para recoger las necesidades y características que debe poseer el producto final obtenido.


    Tanto el REM como el DDR, una vez refrendados por el jefe de Estado Mayor o la autoridad correspondiente, se convierten en documentos de referencia, pero no tienen carácter contractual; su aplicación se gestiona mediante la realización de una matriz de cumplimiento de requisitos.


    Así, esta matriz de trazabilidad se convierte en un documento vivo que sirve de herramienta en los PEA para observar la evolución que se produce entre el cumplimiento del REM o DDR y las características del producto final obtenido, lo cual no significa necesariamente que el producto obtenido corresponda exactamente con lo inicialmente proyectado.


    Asimismo, el SEDEF señalaba una dificultad que era común no solo a todos los programas de adquisición de material militar de ámbito nacional, sino que era extensiva al ámbito internacional y se trataba de «…la tendencia a las sobre-especificaciones en el diseño previo de las características de los sistemas…»6.


    Señalamos así el hecho de poder apreciar cómo se materializa un programa cuyas unidades (ya sean vehículos terrestres, aeronaves o buques…), una vez finalizadas, van a tener una vida superior a los 20 años de servicio. Por tanto, cabe suponer que el desarrollo del documento REM o DDR tiene una gran relevancia, ya que estas unidades superan el periodo de tiempo establecido para el planeamiento a largo plazo7 (15 años). Así se puede relativizar la importancia de cierta normativa y/o determinadas decisiones cuya vigencia es menor a lo largo de los años.


    Por ende, es importante destacar que pensar sobre requisitos de un sistema ya desarrollado es relativamente sencillo, pero es más complicado el materializar las características que debería poseer un sistema que todavía no se ha elaborado, y ahí también radica su interés.


    Es por esto que, si examinamos la propia normativa, así como textos y documentos de diferentes autores de referencia además de procedimientos de obtención8 y de validación y verificación (V&V), podemos profundizar en una concatenación de acciones secuenciales que se inicia en el proceso de planeamiento de recursos materiales, continúa con el proceso de obtención y la gestión de los programas y finaliza tras la validación de sus requisitos.


    Así pues, nos ceñiremos a la casuística de seis9 PEA concretos, tres de gestión nacional: buque de acción marítima, carro de combate Leopardo y helicóptero NH90. Y tres de gestión internacional: avión de combate EF2000, avión de transporte A400M y helicóptero TIGER.


    «Caminar sobre el agua y


    desarrollar un proyecto a partir de


    unas especificaciones es sencillo,


    si ambas están congeladas»


    Edward V. Berard


    

    Las necesidades de la defensa


    El proceso de determinación de necesidades para la defensa es un proceso estratégico para los intereses nacionales. Las necesidades se concretan mediante la obtención de unas determinadas capacidades militares. Todo este procedimiento se encuentra regulado por un abundante cuerpo normativo.


    En primer lugar, y para la jerarquía normativa, comenzamos nuestro recorrido por la Ley Orgánica 5/2005, de la Defensa Nacional10, en cuyo articulado se regula la obligación del Ejecutivo de establecer «…los criterios relativos a la preparación y disponibilidad de los recursos […] materiales…»11 necesarios para la defensa.


    Así, es la iniciativa del Ejecutivo recogida en las directrices de la Directiva de Defensa Nacional12 (DDN) en vigor, la que entre otras también impulsa a la industria nacional del sector de defensa.


    Tal y como hemos introducido anteriormente, el proceso de planeamiento de la defensa se encuentra regulado por la Orden Ministerial 60/2015. Esta Orden Ministerial se desarrolla tras incorporar las lecciones aprendidas durante los ciclos de planeamiento previo13. Para lo cual desarrolla un nuevo proceso integral en el que se produce un cambio de paradigma, cuyas dos principales características son: una mayor flexibilidad y una colaboración más efectiva entre los distintos actores (independientemente de la autoridad que sancione el documento, el resto debe poder participar en el proceso de realización del mismo). Actores entre los que destacan el JEMAD, responsable del planeamiento militar y por otro lado la Secretaría de Estado, responsable del planeamiento de recursos.
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    Pero, la principal aportación que realiza esta normativa es la introducción de la indispensable trazabilidad14 entre las necesidades detectadas inicialmente para conseguir satisfacer las distintas capacidades y el correcto empleo de los recursos implicados en su consecución.


    

    Establecimiento de los requisitos en el proceso


    La OM 60/2015, se desarrolla mediante la Instrucción 2/2011, por la que se regula el proceso de planeamiento de los recursos financieros y materiales. Esta norma a su vez vuelve a introducir la transparencia y la coordinación como ejes de la obtención de los recursos materiales fijando como objetivo principal alinear el planeamiento militar con los recursos económico/financieros y los materiales de los que en cada momento se disponga.


    La Instrucción 67/2011, regula el proceso de obtención de recursos materiales y lo estructura en cuatro fases: conceptual, definición y decisión, ejecución y servicio. Durante este proceso se materializa el planeamiento que partía, como se ha mencionado anteriormente, de los objetivos iniciales de la Política de Defensa.


    Así, mediante este proceso colaborativo entre las distintas autoridades implicadas se define la necesidad15 –Documento de Necesidad Operativa (DNO)– y se concreta la solución –Requisitos de Estado Mayor (REM)– en las primeras fases del mismo, la fase conceptual y la de definición y decisión.


    Como se puede comprobar del estudio de la normativa relacionada en el presente apartado, el proceso de programación de recursos para la defensa, que se basaba en la metodología PAPS (Phased Array Program System), fue derogado16, evolucionando al actual proceso, el cual se ha aplicado en los últimos programas desarrollados (Extensión 1.ª Serie BAM, F-110, VCR 8x8, EF2000, UAS/RPAS, NH90…).


    No obstante, a este respecto se plantea la problemática de la necesaria actualización de la normativa asociada al proceso de obtención de recursos materiales en vigor para, entre otros, armonizar los objetivos y evitar la dispersión, puesto que las distintas instrucciones dictadas por el SEDEF, no contemplan los cambios establecidos por la OM 60/2015, los cambios realizados en la actual estructura de la DGAM ni las capacidades que esta Dirección de la SEDEF podría proporcionar17 en el futuro.


    Por otra parte, aunque la OM 60/2015 lleva en vigor cierto tiempo y recientemente hemos empezado a afrontar un nuevo ciclo inversor de Defensa, dicha normativa todavía sigue sin contar con la materialización de alguna instrucción o directiva que proporcione un desarrollo más específico.


    

    Objetivos de obtención


    Los pasos para la obtención de un determinado recurso de material se encuentran recogidos en la Instrucción 72/2012 por la que se regula el proceso de obtención de armamento y material y la gestión de sus programas18. Dicha instrucción divide el proceso en cuatro fases: conceptual, de definición y decisión, ejecución y servicio.


    El planeamiento de recursos materiales es una parte del planeamiento de recursos donde el documento Objetivo de Recursos de Material19 (ORM) es la herramienta fundamental del Departamento en la gestión de la programación y obtención de los recursos materiales identificados como necesarios en el ciclo.


    En el ORM se establece una relación de componentes que pueden estar conectados entre sí, para constituir el recurso de material necesario para su adquisición mediante la posterior constitución de un programa de obtención.


    Un componente tiene un carácter básico20 para el Departamento si su obtención supone para el MDEF una necesidad para alcanzar el nivel mínimo de operatividad de una determinada capacidad militar o si su adquisición ha sido influida por la política industrial o el marco normativo.


    Es importante señalar que la programación de recursos materiales está invariablemente asociada a los recursos financieros disponibles y que estos se determinan en la programación de recursos económicos.


    Así, para poder programar los componentes de un ORM, estos deben tener asociado un expediente21 que justifique su necesidad, su viabilidad, y que incluya la documentación de carácter técnico e industrial, la presupuestación del gasto, la estrategia contractual diseñada, así como los requisitos operativos y funcionales que la solución que se plantea debe satisfacer22.


    

    Fase de definición y decisión


    La solución operativa o funcional que cubrirá la necesidad detectada se define en la fase conceptual23. Y es posteriormente, en la fase de definición y decisión cuando se determina la solución, tras la realización de un estudio para escoger la alternativa que se va a obtener y donde se hace una valoración de su viabilidad en términos industriales, tecnológicos y económicos.
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    En la siguiente etapa, denominada de determinación de la alternativa de obtención, se realiza una primera valoración de las distintas opciones técnico-operativas que posteriormente requerirán un análisis en profundidad.


    Uno de los principales problemas/defectos que se detectan en el Documento de Requisitos de Estado Mayor (REM) o en el Documento de Definición de Requisitos (DDR) es cuando se adopta una solución que ya existe en el mercado y se utiliza esta para introducir la definición de requisitos de dichos sistemas en el REM o DDR y así dirigir la obtención a una solución determinada, evitando el estudio de cualquier otra alternativa que pueda llegar a satisfacer en mayor medida la necesidad del JEMAD; esta situación tiene como efecto la alteración del proceso de obtención, puesto que elimina la función de la etapa de determinación de la alternativa de obtención y la correspondiente documentación asociada.


    Por otro lado, dentro del ámbito tecnológico, es importante conocer qué tipo de tecnología necesitamos para satisfacer nuestra necesidad, puesto que no es improbable el hecho por el cual unos requisitos de Estado Mayor puedan imponer tecnologías que no estén todavía disponibles24 para el momento en el que se establece el diseño del sistema.


    

    Necesidad de la definición de los requisitos


    Generalmente no existen soluciones ya desarrolladas en el mercado para cubrir las necesidades detectadas en el proceso de planeamiento de la defensa25. Así las autoridades que observan una necesidad deben definirla mediante el planteamiento de los requisitos que debe cumplir dicha unidad, para poder satisfacer la necesidad que se ha observado.


    Dentro del REM se definen distintos tipos de requisitos que pueden ser: operativos, técnicos, logísticos y de interoperabilidad. Y además, cada una de estas capacidades es analizada desde el punto de vista de los factores MIRADO-I (correspondiendo respectivamente: material, infraestructura, recursos humanos, adiestramiento, doctrina, organización e interoperabilidad)26 para que, mediante el estudio de las distintas alternativas disponibles reflejadas en el Documento de Viabilidad (DDV), se determine la solución que de una forma más óptima pueda satisfacer los requisitos establecidos. Este es el momento en el que se inicia el proceso de determinar las especificaciones partiendo de la solución de la alternativa de obtención.


    El tratamiento de requisitos es un procedimiento trascendental y necesario, puesto que los errores más destacables y económicamente más demandantes se producen a causa de una inadecuada ingeniería de requisitos en las etapas tempranas del proceso.


    En el año 2016, el Tribunal de Cuentas realizó un informe27 de fiscalización de la financiación de los programas especiales de armamento (PEA), en el cual se indica la incorporación y/o modificación, con la consiguiente necesidad de adaptación de dichos programas a unos nuevos requisitos (de oportunidad), con el resultado de la generación de sobrecostes y retrasos en los calendarios de entregas para dichos programas.


    El impulso de los PEA se produjo a mediados de los años noventa en un proceso de adaptación de las FAS a unas nuevas misiones (como por ejemplo la participación como parte integrante de organizaciones internacionales en el exterior) y la consiguiente adaptación de los sistemas de armas para conseguir entre otros los necesarios requisitos de interoperabilidad combinada entre FAS de distintos países.


    Los PEA son programas que presentan una gran complejidad, un impacto industrial, operativo y al mismo tiempo suponen la inversión de un gran volumen de recursos económicos. Además, la ejecución de estos programas favorece28 los siguientes aspectos:


    
      	La actualización de las capacidades de las FAS españolas y su interoperabilidad en los despliegues con países aliados.


      	Desarrollo de las capacidades industriales españolas con alto componente tecnológico, lo que posibilita la exportación de dichas capacidades mediante la participación en los mercados internacionales.


      	Creación de empleo de alta cualificación y la transferencia de tecnología a sectores civiles.


      	Cooperación industrial conjunta.

    


    Asimismo, los PEA se encuentran recogidos en el Programa Presupuestario 122B del MDEF y que se caracterizan con respecto al resto de programas por su sistema de prefinanciación en la que participa el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo (MINCOTUR), que permite al MDEF realizar los pagos de forma diferida, ejecutándolos a partir del momento de la entrega.


    Como hemos comentado, el modelo de financiación de los PEA requiere de un abono previo de las cantidades a los contratistas. Esta situación, que se mantiene en los programas de gestión nacional, tiene una excepción en los programas de carácter internacional en los que el sujeto agente que realiza el seguimiento, control y gestión económica del programa es una organización internacional, como la OCCAR (Organisation Conjointe de Coopération en Matière d’Armement)29 o NETMA (NATO Eurofighter and Tornado Management Agency), por citar algún ejemplo.


    Así, mediante este proceso de tratamiento de requisitos, inicialmente se especifican las funcionalidades que debe poseer el sistema, además de las limitaciones establecidas en dicho funcionamiento30.


    De esta forma podemos inferir que la identificación de requisitos plantea un contratiempo para la autoridad que ha detectado la necesidad, puesto que, tras la identificación, esta debe definir los requisitos de dicho sistema. Por tanto, se inicia un proceso complejo en el que se desarrollan los requisitos con los que debe contar el sistema para satisfacer la necesidad detectada.


    Sin embargo, «no existe» una «estandarización» generalmente «aceptada para» llevar a cabo «este proceso de forma sistemática y estructurada» y que nos ofrezca un resultado con un nivel de calidad aceptable31. Aunque hay autores32 que coinciden en dividir el proceso de especificación de requisitos en tres acciones:


    
      	La identificación de requisitos.


      	La definición de requisitos.


      	La validación y verificación de requisitos.

    


    La información para desarrollar los requisitos se puede obtener de fuentes muy diversas como los procesos operativos, la doctrina o las necesidades de interoperabilidad (asociada a estándares).


    Y finalmente se recoge de forma sistemática en el documento de Requisitos33 de Estado Mayor o en el Documento de Definición de Requisitos.


    Siguiendo a Escalona y Koch podemos identificar las principales técnicas que son utilizadas en las actividades de identificación, descripción y validación34 de requisitos. Estas técnicas presentan diversas ventajas e inconvenientes, por lo que cada una tendrá una mejor aplicación según el sistema que se desee desarrollar.


    «Actualmente» las empresas «contratistas determinan la metodología» con la que se realiza el «seguimiento, la trazabilidad y la consecución de los requisitos»35 de Estado Mayor de un determinado programa. Para lo cual los contratistas desarrollan un plan de validación y verificación (V&V) en el que se especifica el modo en el que se va a demostrar el cumplimiento de dichos requisitos. En cambio, para la gestión de riesgos, la DGAM cuenta con una instrucción técnica específica36 que regula el proceso de gestión de riesgos y los métodos para la elaboración y evaluación de planes de gestión de riesgos.


    Por parte de la Administración, los encargados de la gestión durante la fase de producción serán el jefe de Programa y/o el director técnico, los encargados de velar por la correcta ejecución del programa, así como de la verificación de los requisitos establecidos y recogidos en las especificaciones de contrato (EdC) para la necesidad objeto del programa de obtención.


    Mediante los procedimientos V&V se utilizan numerosas herramientas aplicables al seguimiento de requisitos, en el campo de la ingeniería. Como hemos comentado, el MDEF admite en su normativa que sean los contratistas los que determinen dichos métodos y las consiguientes aplicaciones informáticas para realizar este seguimiento.


    Es por esto que el estudio de cómo se implementan estos requisitos en los PEA supone un campo de conocimiento e interés en la línea del planeamiento de recursos y más concretamente en el área de la industria de defensa.


    

    Concepto de requisito


    Si atendemos al origen etimológico de la palabra requisito, este es un concepto que proviene del latín requisitus, del verbo requirere y que puede traducirse como «requerir» o «reclamar». Es decir, se trata de aquello que es condición sine qua non.


    En ingeniería de sistemas es la definición de un contenido, forma o funcionalidad. Los requisitos indican qué debe hacer el sistema, sin decir cómo hacerlo. Dentro del proceso de obtención37 establecido en el MDEF, los requisitos se definen en la fase de diseño y se recogen en el REM o en el DDR.


    Asimismo, según su importancia se distinguen principalmente dos tipos de requisitos:


    
      	Requisitos funcionales, que especifican una funcionalidad que la unidad/sistema proyectado debe ser capaz de realizar.


      	Requisitos no funcionales, que indican cómo el sistema debe realizar sus funciones. Por ejemplo: la disponibilidad, la autocomprobación, el mantenimiento, la facilidad de uso, el rendimiento, etc.

    


    Posteriormente, en la fase de ejecución de los programas de obtención de armamento y material, se realiza la gestión de estos requisitos. Esta gestión implica la realización de las siguientes tareas:


    
      	Desarrollo de requisitos de detalle. El seguimiento y la supervisión de las actividades de ingeniería de sistemas desempeñadas por el contratista.


      	Trazabilidad de requisitos (ejecución de pruebas). Seguimiento y supervisión de los planes de V&V del contratista38.

    


    Las pruebas de validación y verificación son aquellas cuya finalidad es la constatación del cumplimiento de las especificaciones de detalle por parte de la industria y cuyo origen es el contrato.


    Las pruebas de aceptación individual son las que se llevan a cabo para recibir los sistemas o unidades fijados en el contrato.


    Los procesos de V&V de requisitos establecen los mecanismos mediante los cuales se verifican y validan las funcionalidades que deben proporcionar la unidad o sistema, así como las limitaciones que debe tener en su operación39.


    «…si tu proyecto no funciona, busca en la parte


    que no pensaste que fuera importante…»


    Arthur Bloch


    

    Causas del problema


    Una vez detectada esta problemática por el Tribunal de Cuentas, se hace necesario revisar los procesos utilizados desde un punto de vista teórico para señalar posibles deficiencias sistémicas que se pueden producir en el diseño, por ejemplo, con una incorrecta definición de los requisitos.


    En la fase de definición y decisión, se puede producir una concatenación de errores en diferentes aspectos como la definición técnica o de estimación, fallos en la aplicación de sistemas de control de costes, una selección de indicadores de producción errónea o un excesivo optimismo40.


    Con esta misma idea se plantea que tanto la flexibilidad como el dinamismo son necesarios para cualquier organización que pretenda adaptarse a la realidad, por lo que dichas cualidades requieren una correcta ubicación dentro del rocoso proceso de planeamiento de la defensa41.


    Es normal que los mecanismos de contratación sean percibidos como el fin último del proyecto en lugar de una herramienta para llevarlo a cabo42. Por este motivo, dentro de la Administración Pública, generalmente, es necesario definir con claridad el proceso de contratación previo al desarrollo del proyecto y sus aspectos derivados como la gestión de calidad del mismo.


    Es importante destacar que el objetivo del MINISDEF es que el resultado del programa sea la obtención de la solución para cubrir las necesidades detectadas por la organización. Así, los procedimientos de contratación pública deberían ser una herramienta de control de los procesos de obtención, de forma que se optimicen los recursos económicos públicos43.


    Sin embargo, los principales programas de armamento suman sobrecostes44. Y estos sobrecostes no son extraños en PEA en los que el componente tecnológico es un riesgo a causa de los desarrollos que van asociados.
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    El cliente es quien sufraga los costes de un programa; no obstante, estos gastos no deben limitarse únicamente al coste del desarrollo y la construcción de los proyectos, sino que incluyen, además de esas etapas, todos los imputables a su operación y posterior baja. El conjunto de estas etapas se denomina de forma colectiva como ciclo de vida45.


    El valor del gasto que ha conllevado el proyecto durante su ciclo de vida se denomina coste de ciclo de vida (CCV). En la figura a continuación se puede observar la distribución del CCV en la que destaca el hecho de que las decisiones que se tomen en las fases preliminares tendrán un gran impacto en los costes de apoyo y operación, que suponen las partidas más importantes del CCV.46
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    Así, el coste de un sistema, se entiende en la gráfica como el área bajo la curva, de lo que podemos inferir que los costes que se generan posteriormente (sombreados en verde) son superiores a los de adquisición (sombreados en amarillo y azul).


    Si tomamos ese CCV y lo dividimos por el número de unidades que se van a fabricar, obtenemos otro concepto importante que es el coste unitario. Este concepto es un indicador útil a la hora de tomar una decisión en favor de un sistema u otro.


    

    Estudio de los PEA


    Una vez establecidos los conceptos mencionados en los apartados anteriores, podemos centrar nuestra atención en el estudio de los programas de obtención sobre los que el Tribunal de Cuentas realizó el informe núm. 1.155 de 16 de julio de 201647, para de esta forma estudiar la casuística ocurrida tanto a programas de obtención de gestión nacional como internacional. Estos programas son:


    
      	Programas nacionales:

        I. Buques de acción marítima (BAM).


        II. Carro de combate Leopardo.


        III. Helicóptero NH90.

      


      	Programas internacionales:

        I. Avión de combate EF2000.


        II. Avión de transporte A400M.


        III. Helicóptero TIGER.

      

    


    La formalización de todos los programas relacionados puede ser clasificada como «contratos de suministro de fabricación», según lo establecido en el art. 172.1 c) del Real Decreto Legislativo 2/200048, que determina que los sistemas que sean entregados por el contratista deben ser elaborados con arreglo a «características» (requisitos) peculiares que haya fijado con anterioridad la Administración.


    Independientemente del tipo de gestión y procesos con los que se hayan llevado a cabo la obtención de los distintos programas, podemos observar una característica común a todos los sistemas, y esta es el retraso en las entregas de las unidades contratadas con la consiguiente modificación del calendario previamente establecido49.


    

    Programa BAM


    El programa BAM nace en el año 2004 siguiendo la metodología PAPS50 con la finalidad de obtener cuatro unidades51. Así, mediante un proceso de desarrollo industrial nacional y teniendo como contratista principal a la empresa pública Navantia, se buscaba la modernización de la Fuerza de Acción Marítima.


    El objetivo de dicho programa implicaba el desarrollo del diseño, la integración de sistemas y la construcción de unas unidades navales que cumpliesen los requisitos establecidos en el documento REM aprobado52 por el almirante jefe de Estado Mayor de la Armada (AJEMA) el 25 de abril de 2005.


    Durante la fase de ejecución y mediante la figura de las modificaciones53 sobrevenidas, se realizaron variaciones al diseño aprobado, que son introducidas a «posteriori» en el proyecto y que deben evitar alterar las «características fundamentales»54 que se llevan a cabo en la etapa de producción del proyecto.


    Dentro del programa BAM se aprobaron doce POC, si bien cuatro de ellas fueron sin coste, lo que les presupone una trascendencia menor en el programa. Las restantes están relacionadas en la figura 6 a continuación.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            POC

          

          	
            DESCRIPCIÓN

          

          	
            IMPORTE (€)

          

          	
            % Respecto OE

          
        


        
          	
            511-233-0001-A

          

          	
            ADECUACIÓN DE LA PLANTA PROPULSORA AL MOTOR SELECCIONADO

          

          	
            1.000.000

          

          	
            0,28

          
        


        
          	
            511-441-0004-A

          

          	
            ESTUDIO DE COMPATIBILIDAD DE ANTENAS HF

          

          	
            38.690

          

          	
            0,01

          
        


        
          	
            511-588-0005-A

          

          	
            MODIFICACIÓN DE LA POSICIÓN DE LA ESTACIÓN DE CONTROL DEL HELICÓPTERO

          

          	
            14.358,16

          

          	
            0,00

          
        


        
          	
            511-655-0009-A

          

          	
            SUSTITUCIÓN DE TABLA DE PLANCHADO POR SISTEMA AUTOMÁTICO DE PLANCHA

          

          	
            67.219,64

          

          	
            0,02

          
        


        
          	
            511-446-0012-A

          

          	
            BANDEJAS CRIPTO

          

          	
            70.206,16

          

          	
            0,02

          
        


        
          	
            511-562-0014-A

          

          	
            TIMONES CON FLAPS

          

          	
            94.835,16

          

          	
            0,03

          
        


        
          	
            511-086-0059-A

          

          	
            OE DOCUMENTACIÓN EOSS-AFOS-SDOSS-LCC

          

          	
            299.834,51

          

          	
            0,09

          
        


        
          	
            511-588-0060-A

          

          	
            ADQUISICIÓN SISTEMA TRIGÓN (C/511, C/512, C/513, C/514), PARRILLA55 (C/511, C/512, C/513, C/514) Y MONTAJE 513 Y 514

          

          	
            5.176.496,83

          

          	
            1,47

          
        


        
          	
            TOTAL

          

          	

          	
            6.761.640,46

          

          	
            1,92

          
        

      
    


    



    Figura 6. Propuestas oficiales de cambio BAM. Fuente: Tribunal de Cuentas. Elaboración propia.


    



    Como consecuencia de las modificaciones introducidas, además de las circunstancias normales que se pueden llegar a producir durante la construcción de cualquier buque, se produjeron retrasos en la entrega de las distintas unidades, con la distribución que se muestra en la figura 7, cuyos retrasos acumulados suman 78 meses.


    



    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            SERIE BAM

          

          	
            FECHAS PREVISTAS DESDE LA FIRMA DE LA OE

          

          	
            FECHA FINAL DE ENTREGA

          

          	
            DIFERENCIA (MESES)

          
        


        
          	
            BAM 1 «Meteoro»

          

          	
            Mes 36: 31/07/2009

          

          	
            07/2011

          

          	
            23

          
        


        
          	
            BAM 2 «Rayo»

          

          	
            Mes 44: 31/03/2010

          

          	
            10/2011

          

          	
            18

          
        


        
          	
            BAM 3 «Relámpago»

          

          	
            Mes 48: 31/04/2010

          

          	
            02/2012

          

          	
            18

          
        


        
          	
            BAM 4 «Tornado»

          

          	
            Mes 52: 30/11/2010

          

          	
            07/2012

          

          	
            19

          
        


        
          	
            TOTAL

          

          	

          	

          	
            78

          
        

      
    


    



    Figura 7. Retrasos en las entregas programa BAM. Fuente: Tribunal de Cuentas. Elaboración propia.


    



    El programa BAM acumuló varias acciones que pueden suponer la aparición de problemas en la ejecución del mismo ya desde el inicio, como el hecho de que el principal documento que reglamenta la labor del programa, la Directiva de Programa BAM56, no se hubiera aprobado57. A lo que se le suma la modificación de los requisitos operativos durante la ejecución del programa con las modificaciones que, si bien no se consideran sustanciales (puesto que esta clasificación solo atiende al ámbito económico), sí deberían ser estudiadas desde el punto de vista técnico-constructivo (como el tiempo necesario para la instalación de un nuevo elemento en la cubierta de vuelo), además de poder incorporarse al REM.


    

    Programa Leopardo


    En el Consejo de Ministros del 23 de diciembre de 199858 se aprobó el acuerdo por el cual se autorizaba la puesta en marcha del contrato, con la empresa Santa Bárbara Blindados, para la adquisición de 219 carros de combate Leopardo modelo 2E y 16 carros de recuperación Leopardo de la versión 2ER59. Este contrato también implicaba los servicios de puesta en marcha del sistema, del Apoyo Logístico Integrado (ALI) y un primer suministro de munición.


    La orden de ejecución (OE) sufrió seis modificaciones, de las cuales se destacan técnicamente las siguientes60:


    
      	Sustitución del cañón Rh 120/L44 por el cañón Rh 120/L55, que pasa por ser el armamento principal del carro.


      	La modificación del calendario ampliándose un plazo de ejecución adicional de siete meses.


      	Modificación de las especificaciones técnicas asociadas al hito I.


      	Instalación de una unidad de potencia auxiliar (UPA) en el modelo Leopardo 2E.


      	Instalación de un equipo de aire acondicionado en el modelo Leopardo 2E.


      	Incorporación de los sistemas automáticos de mantenimiento (SAM).

    


    En este programa se han recibido todas las unidades que se contrataron inicialmente, además de las asistencias y materiales que formaban parte del alcance del contrato. No obstante, la OE no estaba exenta de ciertas disfuncionalidades.


    En primer lugar, se contemplaron requisitos con características técnicas inalcanzables por la industria, como las establecidas por el Estado Mayor del Ejército (EME) para la UPA del Leopardo 2E, para la que no existía en el momento de la formalización del contrato una solución técnica viable61.


    Además, durante la ejecución, por parte de la SEDEF, se incorporó el requisito de instalar un sistema automático de mantenimiento (SAM) como un nuevo elemento del apoyo requerido en la puesta en marcha del sistema.


    Finalmente, hay que señalar que el Tribunal de Cuentas62 indicó la existencia de irregularidades contractuales al no incorporarse la previsión de garantía que incluye las asistencias necesarias, sin coste para el MINISDEF, del contratista para asegurar la integridad de los materiales63 suministrados en caso de fallo o avería de los mismos.


    Dicha garantía supone un resguardo contractual para el programa, cubriendo imprevistos que pudieran ocurrir tras la entrega del producto, como en el caso de la falta de calidad y prestaciones detectadas en las transmisiones de los carros. De esta forma, la Administración evita enfrentarse a los sobrecostes que conllevaría la sustitución/reparación de dicho material.


    Todas estas modificaciones e incidencias durante la fase de producción, tuvieron un impacto negativo (la OE sufrió 51 prórrogas) ralentizando el calendario de entregas inicialmente planteado con el resultado de un retraso de varios años en el suministro de ambos modelos –2E y 2ER– según se puede observar en la figura 8.


    



    
      
        
        
        
        
        
      

      
        
          	
            

          

          	
            Leopardo 2E

          

          	
            Leopardo 2ER

          
        


        
          	
            OE Inicial

          

          	
            REAL

          

          	
            OE Inicial

          

          	
            REAL

          
        


        
          	
            1999

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          

          	
            0

          
        


        
          	
            2002

          

          	
            20

          

          	
            0

          

          	
            5

          

          	
            0

          
        


        
          	
            2003

          

          	
            60

          

          	
            0

          

          	
            10

          

          	
            0

          
        


        
          	
            2004

          

          	
            100

          

          	
            3

          

          	
            15

          

          	
            1

          
        


        
          	
            2005

          

          	
            140

          

          	
            40

          

          	
            16

          

          	
            5

          
        


        
          	
            2006

          

          	
            180

          

          	
            73

          

          	

          	
            15

          
        


        
          	
            2007

          

          	
            219

          

          	
            101

          

          	

          	
            16

          
        


        
          	
            2008

          

          	

          	
            134

          

          	

          	
        


        
          	
            2009

          

          	

          	
            155

          

          	

          	
        


        
          	
            2010

          

          	

          	
            155

          

          	

          	
        


        
          	
            2011

          

          	

          	
            206

          

          	

          	
        


        
          	
            2012

          

          	

          	
            217

          

          	

          	
        


        
          	
            2013

          

          	

          	
            219

          

          	

          	
        

      
    


    



    Figura 8. Calendario de entregas CC Leopardo 2E y 2ER.


    Fuente: Tribunal de Cuentas. Elaboración propia.


    



    Lo que nos lleva a la distribución temporal que se muestra en la figura 9.
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    Así, según el Tribunal de Cuentas64, los retrasos se produjeron principalmente debido a problemas en los desarrollos tecnológicos y a la introducción de nuevas especificaciones, que modificaban los requisitos iniciales, una vez comenzada la producción de los sistemas.


    

    Programa NH90


    El origen del programa NH90 tiene su principio en un acuerdo del Consejo de Ministros alcanzado el 20 de mayo de 200565, en el que se aprueba una primera fase que supone la adquisición de 45 helicópteros. Este programa tiene un marcado interés estratégico, como señaló el Ejecutivo, por su componente técnico e industrial y por el soporte proporcionado al tejido industrial nacional.


    Más concretamente en la factoría que la compañía Airbus Defence and Space tiene en Albacete, se proyectó la fabricación y equipado del fuselaje frontal y central del helicóptero, además del denominado mating, es decir, el ensamblaje de las secciones frontales, centrales y traseras del fuselaje del NH9066.67
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    Es notable la influencia que el sector aeronáutico tiene en la región, principalmente localizado en Albacete, donde se alcanza el 9,9 % del empleo generado por el sector a nivel nacional68, motivo por el cual el Gobierno impulsó la instalación de la cadena productiva de los elementos mencionados en esta región.


    Además, la puesta en marcha del programa y la elección de este modelo estuvo motivada por distintas circunstancias:


    
      	La obsolescencia de las unidades en servicio en los Ejércitos y la Armada.


      	La búsqueda de la comunalidad de sistemas y la simplificación de las cadenas logísticas.


      	El apoyo al desarrollo del tejido industrial nacional, particularmente en el sector aeronáutico.

    


    El programa NH90 estaba compuesto por siete proyectos que satisfacían las necesidades establecidas en el REM. Estos siete proyectos se desglosaban en proyectos basados en la adquisición de las aeronaves, el apoyo logístico, el desarrollo de un centro de simulación, un banco de diagnóstico, una estación terrestre de planeamiento de misión y una participación industrial de las empresas nacionales69 en el desarrollo y producción de partes y elementos de los helicópteros.


    Unos meses antes de la autorización del contrato realizada por acuerdo del Consejo de Ministros70, el JEMAD remitió un escrito en relación con los REM del «Helicóptero multipropósito de las FAS» en el cual se indicaba que «…los Ejércitos y la Armada coinciden en su preocupación con la existencia de un expediente que incluya únicamente la adquisición de los helicópteros. Es imprescindible que el contrato abarque todo lo relativo a infraestructura, equipos de apoyo en tierra, simuladores, formación, repuestos…»71.


    De esta forma, la principal autoridad del planeamiento de la defensa, el JEMAD, mostraba su disconformidad con la forma en la que, desde el inicio, se había planteado la adquisición de estos helicópteros.


    Así pues, el contrato sufrió dos modificaciones: la primera, aunque prevista, se centraba en la selección del motor del helicóptero; la segunda era una replanificación del programa atendiendo a lo solicitado en el escrito del JEMAD relacionado en el apartado anterior.


    Es importante señalar que la previsión de una modificación no exime la aparición de problemas a posteriori. Además, es cuestionable, desde el punto de vista del diseño, el hecho de que la decisión técnica sobre el motor que se iba a incorporar a las unidades estuviese en discusión una vez cerrado el contrato. Si atendemos a la técnica contractual sería correcto, pero desde la óptica de ingeniería podemos inferir que el diseño final parecía estar todavía en discusión.


    La segunda modificación fue aprobada por Consejo de Ministros siete72 años más tarde de la puesta en marcha del programa. En este caso la modificación no atendía a criterios técnicos; sin embargo, suponía una reprogramación de lo inicialmente establecido, tanto en el alcance de las unidades que se adquirían, que fueron reducidas de las 45 iniciales a 22 –con la distribución que se indica en la figura 11–, como del alcance del ALI y diversos sistemas de apoyo para la operación del helicóptero (como el banco de diagnóstico o la estación terrestre de planeamiento de misión), según lo solicitado por los Ejércitos y la Armada.
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    Programa EF2000


    El programa nace a principios de la década de los setenta iniciándose con la redacción, por el Estado Mayor de la Royal Air Force, de unos requisitos (los Air Staff Target - 403)73 para el desarrollo de un avión de combate con capacidad de despegue y aterrizaje vertical74. Así, en 1983 Reino Unido, Alemania, Francia, Italia y España establecieron el Programa European Fighter Aircraft.


    El funcionamiento del programa se basaba en su «regla de oro» o «principio de justo retorno» cuyo factor principal era la cantidad de aviones comprometido por cada país (aircraft offtake) y con la participación exclusiva de industrias de las nacionalidades que formaban parte del programa75.


    El programa EF2000 es un programa de colaboración europea en el entorno OTAN, cuya gestión se encuentra asistida por dos organizaciones internacionales:


    
      	NATO European Fighter Aircraft Development, Production and Logistics Management Organisation (NEFMO), como órgano administrador que coordina y compatibiliza los requisitos exigidos a las aeronaves por cada país para aglutinarlos en una propuesta común76.


      	NATO Eurofighter and Tornado Management Agency (NETMA), agencia encargada del diseño y desarrollo, compra y apoyo para la entrada en servicio de las unidades77.

    


    Inicialmente, el compromiso de los países participantes del consorcio fue de 620 aeronaves, reduciéndose78 definitivamente a 496 aviones. La participación de España con un pedido final de 73 unidades79 es de un 14,7 %, por lo que en aplicación del «principio del justo retorno» recibe ese porcentaje, más el 100 % de los productos tecnológicos desarrollados y elaborados dentro del marco del programa.


    Dentro del aspecto técnico el programa se estructuraba en dos fases: producción y puesta en servicio.


    En la fase de producción se realizaban todos los trabajos necesarios a nivel industria para la fabricación de los sistemas de armas. Esta fase se subdivide en otras cuatro sub-fases asociadas a los hitos de entrega de las unidades. La fase de puesta en servicio se centraba en iniciar los trabajos del ALI y la asistencia inicial a las unidades que recibían las aeronaves80.


    Los requisitos recogidos en los Air Staff Target – 403, que se redactaron en los setenta, han servido de base para el desarrollo de aviones de combate cuyas últimas unidades están todavía, en 2019, pendientes de actualización y entrega. Esto nos da una idea de la duración de un programa de este tipo. Dicha longevidad los obliga a evolucionar continuamente, a la vez que dichas mejoras se van incorporando sucesivamente al proceso de producción en sus distintas fases.


    En este sentido se producen avances tecnológicos muy rápidos que fomentados por las nuevas herramientas informáticas proporcionan una gran celeridad en la innovación81.


    Así pues, supone un gran reto a programas tan tecnológicos como el EF2000 puesto que esta velocidad de cambio sumada a los avances industriales desafía los procesos de adquisición de material comprometiendo la decisión final del producto a obtener82.


    Esto nos lleva a una obsolescencia en los equipos que no se puede identificar como una obsolescencia programada, pero sí evolutiva y que es necesario incorporar a los programas para que su periodo operativo se optimice lo máximo posible extendiendo su vida útil con un nivel tecnológico que suponga una ventaja operativa83, lo que supone la implementación de las denominadas tranches a lo largo de la vida del programa por la necesaria actualización de la aeronave.
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    El programa EF2000 es un programa de una gran envergadura que se ajusta perfectamente a las características de los PEA, definidas en apartados anteriores. El principal factor que ha influido negativamente en su desarrollo ha sido la crisis económica y los ajustes que las naciones participantes realizaron en sus pedidos iniciales; así, el número de aeronaves comprometidas que descendió en 124 unidades.


    Actualmente el principal reto al que se enfrenta el EF2000 es la mitigación de la obsolescencia84 mediante la necesidad de actualización de las primeras unidades entregadas a las distintas actualizaciones o tranches aprobadas por el programa.


    

    Programa A400M


    El programa tiene su origen en 1984, y el proyecto se denominó inicialmente como Future Large Aircraft (FLA)85. A principios de 1986 Reino Unido, Alemania, Francia, Italia, España86, Portugal, Bélgica y Turquía refrendaron los Requisitos de Estado Mayor Europeo del FLA.


    A diferencia del programa EF2000, los países que formaban el consorcio acordaron y firmaron, el 27 de mayo de 2003, que sería la Organización Conjunta de Cooperación en Materia de Armamento (OCCAR) la que se encargase de la gestión del programa A400M87; hasta la fecha es el contrato de mayor importancia llevado a cabo por esta organización.
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    Este programa consiste en el desarrollo de un modelo de avión todo terreno, para el transporte táctico-estratégico, no solo de tropas sino también vehículos y pesados volúmenes de carga. Además, también pueden realizar repostajes a aeronaves de ala fija y rotatoria.


    El alcance del contrato consistía en la fabricación de 180 aeronaves en total, de las que 27 unidades (un 15 %) corresponderían a España, a lo que se le añade distintos paquetes de ALI con los correspondientes servicios de apoyo y puesta en funcionamiento de los sistemas (repuestos, bancos de prueba…), más adiestramiento88.


    El programa A400M parte de un planteamiento diferente con respecto a lo establecido tradicionalmente para los programas de adquisición de material militar. En este caso los clientes asumen un papel secundario en el desarrollo del proyecto. Esto proporciona una mayor libertad en la aproximación que el contratista realiza en la incorporación de los requisitos reflejados en las especificaciones de contrato. Esto no siempre tiene que ser visto como una ventaja directa, puesto que se puede entender que la industria se encuentra poco relacionada con el cliente final89 (los Estados) y que es reacia a asumir los errores.


    Además, dentro de este nuevo enfoque, existe una política de subcontrataciones más laxa, en la que la norma principal sigue siendo el «principio de justo retorno», por el cual el reparto de trabajo se mantiene de forma proporcional a la inversión que ha realizado cada país.


    

    Programa TIGRE


    El helicóptero de combate TIGRE es una aeronave multipropósito de última generación de diseño y construcción totalmente europeos.


    Mediante el acuerdo90 alcanzado en el Consejo de Ministros del 5 de septiembre de 2003, se inician las gestiones necesarias para la adquisición de 24 unidades (por lo que España participa con un 13,04 % del total del programa), tras la incorporación de España al programa TIGRE, mediante la firma del Memorandum of Understanding (MoU).


    El concepto de desarrollo de este helicóptero se basa en una aeronave que sirve de plataforma básica a la que se le implementan distintos sistemas o equipos que modifican su configuración dependiendo de la misión que vaya a realizar.


    Existen diferentes configuraciones91:


    
      	Helicóptero Tigre de soporte, para el desarrollo de misiones aire-tierra.


      	Helicóptero Tigre de apoyo y protección, para el desarrollo de misiones aire-aire.


      	Helicóptero Tigre de apoyo y destrucción, para el desarrollo de misiones aire-aire y aire-tierra.

    


    Así se fijan los siguientes requisitos operativos92:


    
      	Plataforma compartida.


      	Cuatro subsistemas de armas.


      	Adecuado radio de acción.


      	Capacidad de transporte de armamento.


      	Adquisición y gestión de objetivos terrestres.


      	Capacidad de operación todo tiempo.


      	Incorporación de medidas de baja detectabilidad.

    


    Aunque la participación española en el programa se retrasó hasta el año 2003, el programa TIGRE inició los estudios preliminares y las primeras fases del proyecto en 1990. En estos treinta años de existencia del programa ha sido necesario establecer hasta 33 distintos calendarios93 de desarrollo y producción, debido a diferentes causas.


    Estas causas estaban motivadas por retrasos en los estudios necesarios para el desarrollo de ingeniería del helicóptero, retrasos en la fabricación de equipos (falta de materiales de producción, certificación del personal, incorporación de nuevas necesidades operativas, etc.) y retrasos debido a la compatibilización de los intereses de los países a nivel programa.


    Dichos retrasos acumulados llevaron al programa a rediseñar el calendario de entregas, según se puede observar en la figura 9, donde las últimas entregas del modelo HADE están previstas para el año 201994, cuatro años más tarde de lo inicialmente previsto.
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    «No entiendes realmente algo a menos


    que seas capaz de explicarlo»


    Albert Einstein


    

    Efectos observados


    Como se ha indicado en el apartado anterior, la casuística ocurrida en los distintos programas es muy variada.


    En el programa BAM, la principal modificación con respecto a sus requisitos iniciales fue la incorporación de un sistema de ayuda para la toma orientado a un modelo de helicóptero, el NH90, del que actualmente, nueve años más tarde de la finalización del programa BAM, no se dispone de ninguna unidad navalizada, por lo que este sistema de ayuda para la toma continúa sin ser utilizado.


    Así pues, si observamos el convenio MINISDEF-Navantia95 y dentro de este, la figura de «modificaciones sobrevenidas» podemos inferir que dichas modificaciones están ligadas al coste en referencia con el total del programa, sin valorar si dichas modificaciones supondrán un retraso o si su integración con el resto de sistemas implica la generación de un riesgo en el programa.


    La primera de las modificaciones en el programa Leopardo fue el cambio de la artillería principal. Con respecto al NH90, el principal obstáculo consistió en la no incorporación de un esquema de apoyo logístico para las unidades que se iban a empezar a recibir por los Ejércitos y la Armada.


    En cuanto a los programas de gestión internacional, debido a la duración del programa EF2000, se necesitaron medidas de mitigación de obsolescencia.


    La velocidad de los desarrollos tecnológicos se encuentra estrechamente ligados a la obsolescencia evolutiva, de tal forma que el factor que más afecta en este aspecto es la celeridad con la que se desarrolla el cambio.


    Sirva como ejemplo la evolución tecnológica que se ha producido desde la misión del Apolo XI (1969) que contaba con la tecnología más sofisticada del momento96 y, sin embargo, en la actualidad cualquier lápiz de memoria97 tiene más potencia que las computadoras que llevaron al hombre a la luna.


    Por otro lado, en el A400M se incorporaron requisitos demasiado ambiciosos que comprometían especificaciones técnicas, como aquellos inconvenientes para convertir a la aeronave en avión cisterna en contraposición a sus características como avión de carga.


    Finalmente, las principales trabas del helicóptero TIGRE surgieron en fábrica como resultado de la materialización de los requisitos, cuyo reto más demandante fue la incorporación de unos motores más potentes, capaces de trasladar un helicóptero con mayor grado de blindaje y de equipamiento98.


    Así, si observamos conjuntamente todos los programas objeto de estudio presentan similar casuística: por un lado, la generación de sobrecostes que van desde los 157 M€ del programa BAM hasta los 1.413 M€ del programa EF200099; y, por otro, la replanificación de los calendarios de suministro con retrasos en la entrega de unidades desde los 36 meses, como ocurre en el NH 90, a los 78 meses acumulados en el programa BAM.


    En este sentido, también aparece un efecto derivado de la generación de sobrecostes que es la renegociación de las unidades solicitadas inicialmente, como ha ocurrido en los programas EF2000, A400M y NH90; dicha renegociación, para todos los casos citados, ha supuesto una disminución del número de unidades. Una excepción a este patrón ha sido el encargo de dos unidades más de buques de acción marítima mediante la firma de una nueva orden de ejecución en 2014.


    

    Resultado del análisis


    A la vista de lo relacionado anteriormente es necesario señalar que la aceptación de un sistema supone la superación de determinadas pruebas objetivas las cuales están ligadas a la realización de funcionalidades asociadas al cumplimento de requisitos técnicos. Por tanto, varios actores/organismos (con diferentes responsabilidades) han de trabajar de forma cooperativa.


    Se hace necesario el establecimiento de requisitos razonables, que deben ser factibles y poder llevarse a cabo en un periodo de tiempo determinado y ceñirse a un presupuesto, y de esta manera se conseguirán satisfacer las necesidades operativas detectadas por los usuarios.


    En el momento en el que operadores, ingenieros y expertos logísticos generan una sinergia es cuando se producen estos órganos de trabajo (que no pueden ser regulados).


    Los Ejércitos y la Armada no deben tratar de imponer una solución determinada. Esta debe ser estudiada en un momento posterior por el JEMAD a través del DDV y así satisfacer la necesidad detectada. No obstante, sería conveniente abogar por diseños que proporcionan cierta flexibilidad en el proceso de adquisición.


    En el caso de que una autoridad sancione un REM, se deben visualizar previamente los desarrollos que ofrece la industria, en el caso de que no se pueda obtener una solución que satisfaga lo establecido en el REM, el proceso debería permitir una rebaja de requisitos previa aprobación de la autoridad y tras un análisis de riesgos, para continuar con una nueva propuesta.


    No obstante, esta casuística en fases tan tempranas del proceso es significativa de que la necesidad que se plantea puede suponer un importante reto tecnológico y que los riesgos que se detecten a nivel renegociación del REM se trasladarán posteriormente a lo largo del proceso, puesto que la identificación de los riesgos es solo una etapa.


    Es necesario un gran potencial de adaptación debido a la evolución de las capacidades, de la financiación y de la propia organización. En el aspecto tecnológico la mitigación de la obsolescencia evolutiva es el más demandante en programas de larga duración. Por tanto, se debe mantener un ritmo adecuado de I+D+i, y por ello las organizaciones de Defensa tienen como reto adaptar estas herramientas al ritmo de los desarrollos y no al que marquen las distintas administraciones.


    Finalmente, no se aprecia como ventajoso en la obtención de los recursos materiales el traslado de la gestión de programas a organismos internacionales, ya que en dichos organismos internacionales se observan los mismos mecanismos de gestión de requisitos. Sin embargo, y como contraprestación, las agencias internacionales que gestionan programas reducen los riesgos y los costes inasumibles del lanzamiento de programas por un solo stakeholder.


    

    Análisis del proceso de obtención


    Si atendemos a lo indicado por el asesor del secretario de Defensa de los Estados Unidos Frank Kendall, uno de los principios que debemos asumir para conseguir que la obtención de cualquier programa sea satisfactoria es el establecimiento y definición de unos requisitos razonables, lo que no implica necesariamente que sea fácil de llevar a cabo100.


    Al igual que ocurre en los escenarios de las operaciones, la adquisición de programas de defensa se puede establecer en distintos espacios constituidos en capas.


    En la capa más básica (capa 1) se encontrarían las empresas y el componente humano que ha de llevar a cabo la producción de las unidades, es decir, en esta capa situamos la industria y los proveedores.


    La siguiente capa (capa 2) está compuesta por el personal que supervisa a las empresas y para los que la implementación de los requisitos en las unidades y/o sistemas que se pretendan adquirir supone su objetivo. En este nivel podemos situar la Subdirección General de Gestión de Programas (SDGESPRO) de la DGAM.


    A continuación, podemos identificar una tercera capa (capa 3) de supervisión en la que se encuentran los cuarteles generales y los estados mayores que inicialmente identifican la necesidad y participan en el proceso de planificación y posteriormente supervisan el proceso de obtención.


    Para conseguir el objetivo de mejorar el proceso de obtención, es necesario actuar sobre las dos primeras capas. Así es, pues los actores involucrados en las capas primera y segunda son los encargados de llevar a cabo la fase de ejecución y la fase de definición y decisión, respectivamente.
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    El proceso de obtención es flexible a la hora de acelerar101 o atemperar la velocidad, en tanto en cuanto los documentos obtenidos como resultado en las distintas etapas y/o fases nos conducen al inicio de la siguiente de forma continuada y la duración de las fases no está fijada.


    En la mayoría de los casos los REM, una vez confeccionados, esperan la oportunidad económica y/o política para, como hemos indicado, acelerar el proceso y lanzar los programas. Así, en el Consejo de Ministros del pasado 29 de marzo102 se aprobó un acuerdo para la firma de la orden de ejecución para la elaboración de las fragatas F-110.


    Como anticipamos en la capa 3, las necesidades son detectadas y pasan al listado previo al OCM. Todas estas necesidades deben contar con un DNO103 para pasar a la siguiente fase y finalmente elaborar un documento de REM.


    Actualmente, la fase de definición del ciclo de planeamiento para el periodo 2019-2024, no ha finalizado. Esto se debe a una cuestión trascendente fijada en el art. 6.10 de la OM 60/2015, por el cual la aprobación del OCM por el ministro de Defensa entre otros documentos sirve para la elaboración de un anteproyecto de presupuestos104 del año que inicia la fase de ejecución del planeamiento de la defensa.


    Por consiguiente, el proceso de planeamiento de la defensa inicia los trámites y cuando en el proceso de obtención de recursos materiales ya se ha elaborado previamente el DNO o unos REM/DDR, se puede proceder a incluir el programa en la programación de recursos materiales y financieros que se encuentran relacionados según se muestra en la figura a continuación.


    En este sentido lo ocurrido, presupuestariamente hablando, en los ejercicios 2017, 2018 y 2019 en el que se ha producido la prórroga automática de los Presupuestos Generales del Estado (PGE)105 genera incertidumbre en el planeamiento, puesto que excepto para los PEA, la presupuestación es anual.


    Esta situación provoca que los requisitos planteados no se ajusten a las necesidades, si no se tiene claro el horizonte temporal de ejecución. Y que la ejecución de la planificación no pueda llevarse a cabo de una forma efectiva.


    Finalmente, hemos de destacar una cierta rigidez en el proceso de obtención, puesto que, una vez establecidos unos requisitos mediante el REM, y que este haya sido sancionado por la autoridad correspondiente, se selecciona la opción tecnológica que aportaría la solución entre las distintas establecidas en el DDV. Sin embargo, a pesar de la duración de los programas o de la aparición de modificaciones, no existe una evolución de los requisitos.
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    El proceso avanza en fases y etapas sin que se realice un contraste entre la materialización de los requisitos, que únicamente están controlados por el contratista106.


    

    Dificultades en la materialización de requisitos


    Cualquier programa es susceptible de sufrir dificultades o contratiempos y mucho más si estamos tratando de PEA que implican el desarrollo de proyectos industriales donde la innovación y la transferencia tecnológica a otros sectores de la sociedad son sus principales valores107.


    Sin embargo, centrándonos en los programas que se han señalado en los apartados anteriores se pueden observar diferentes disfuncionalidades.


    Dentro del programa BAM se detectó la existencia de desviaciones por exceso de desplazamiento, defecto de velocidad, autonomía y estabilidad108.


    El carro Leopard sufrió ciertos inconvenientes de planteamiento inicial109 del programa, como la redefinición de la artillería principal y la instalación de una UPA para la cual la industria no tenía solución técnica viable. Además, si tenemos en cuenta la interoperabilidad, se plantean las limitaciones de transporte110 de las unidades de Leopard a bordo del A400M por exceso de tonelaje.


    Con respecto a los helicópteros NH90, podemos destacar las dificultades que el programa ha encontrado a la hora de obtener una unidad que se adapte al ámbito naval111 (modelo MSPT STD 3, versión táctica naval), cuya principal característica, entre otras, es el plegado de las palas a bordo de los buques. Así pues, la interoperabilidad es uno de los requisitos más demandantes a la hora de materializar.


    El avión de transporte A400M se diseñó con el requerimiento de aunar las funciones de transporte estratégico y táctico en una misma plataforma112, además de establecer requisitos contrapuestos como una gran capacidad de carga que exige unos motores que desarrollen mucha potencia, pero con una gran autonomía (lo que requiere una optimización del consumo de combustible). Asimismo, se detectaron problemas de sobrepeso que fueron solventados.


    No obstante, este tipo de programas militares complejos, cuya duración es prolongada, están sujetos a adaptaciones y establecimiento de nuevos requisitos, lo que en todos los casos supone un reto de integración y adaptabilidad para la industria.


    

    Validación y verificación de los requisitos


    Por otro lado, la validación y verificación de requisitos es indiferente al modelo de organización de la Oficina de Programa, o si su gestión es nacional o internacional. Sin embargo, es crucial el desarrollo de pruebas y ensayos para obtener la información necesaria para que el jefe de Programa pueda conocer si el diseño cumple con los requisitos establecidos.


    Por lo tanto, el primer debate que el contratista debe mantener con la autoridad que ha establecido los requisitos –el cliente– es cómo interpretarlos y cómo evidenciar su cumplimiento (Kendall, 2017).


    En la figura 17 se muestra una secuencia de trabajo tipo utilizada para la gestión de requisitos.


    La comprobación de los requisitos se puede realizar con diferentes métodos como: el análisis, la certificación, la demostración, elaboración de demostradores tecnológicos, inspección y pruebas, entre otros.


    Así, independientemente del método de validación de requisitos, los datos obtenidos en estas pruebas son volcados en matrices (las más importantes son la matriz de trazabilidad del diseño y la matriz de V&V del producto) que establecen la trazabilidad con las especificaciones del sistema. Estas matrices en la actualidad son gestionadas mediante aplicaciones informáticas específicas, como IBM Rational DOORS113.


    Cabe señalar que la validación y verificación de requisitos es una función de apoyo no solo al programa sino también a los futuros usuarios y a las autoridades que detectaron la necesidad.
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    Para que esta función de apoyo tenga un resultado óptimo, los procesos V&V deben estar diseñados para la obtención de datos contrastables. No obstante, la realización de estas pruebas debe ir encaminada a la ejecución de ensayos no destructivos (END), puesto que es necesario mantener un equilibrio entre la información obtenida114 y no ocasionar daños al producto, además de los sobrecostes en los que se podría incurrir115.


    Así pues, es prioritario que se establezca por parte del programa confianza en la estabilidad del diseño, en la fase más temprana que sea posible. Por lo que es necesario la colaboración de las áreas de gestión de la OP con las de ingeniería y de producción del contratista.


    De esta manera, el desarrollo de prototipos116 (y/o demostradores tecnológicos) que permitan comprobar la implementación de los requisitos, aunque implique realizar una fuerte inversión inicial, supone un ahorro de costes a posteriori además de una reducción de riesgos del programa y una potente herramienta para la validación del diseño. Puesto que proporcionan información relevante en las primeras fases del proceso de producción además de asegurar en el largo plazo el cumplimiento de lo establecido en el contrato.


    Un ejemplo reciente de la aplicación de estos procedimientos en desarrollos complejos ha sido la puesta en marcha en 2015 de los programas tecnológicos117 asociados al programa F-110. Estos programas tecnológicos están relacionados con los desarrollos del mástil integrado y del sistema de combate del buque, entre otros.


    Por otro lado, en apartados anteriores hemos introducido la flexibilidad de la que dispone el proceso en cuanto a su celeridad en la ejecución de las fases y etapas del proceso de obtención. No obstante, esta variación de la velocidad es especialmente útil en la fase de ejecución, puesto que permite reducir los niveles de producción en el supuesto de que sea necesario hacer un rediseño de algún sistema para cumplimentar los requisitos establecidos.


    El proceso de V&V generalmente se apoya en varias etapas, pero la realización de una sobre-programación de pruebas es contraproducente. Es por tanto recomendable la realización por parte del contratista de dry-run test previos, cuya superación evite un calendario de pruebas excesivo.


    Finalmente, para confirmar que el contratista ha alcanzado los requisitos establecidos, es necesario establecer un enlace entre los procesos V&V y los requisitos, y estos a su vez con las capacidades operativas que se pretenden demostrar.


    «Cuanto más grande es la dificultad


    más gloria hay en superarla»


    Epicuro


    

    Conclusiones


    A lo largo de los apartados anteriores hemos aportado datos sobre la casuística ocurrida en los seis principales PEA desarrollados por el MDEF en los últimos años. De esta forma, se ha procedido a realizar un análisis de dichos programas para centrarnos en la descripción de la problemática ocasionada en términos de tiempo y sobrecoste. Posteriormente se han señalado los principales requisitos que han originado estas situaciones y se ha establecido la relación entre dichos elementos, en un proceso que como hemos visto tiene lugar de forma secuencial siguiendo unos pasos establecidos para todos los programas que han sido presentados.


    Asimismo, en este caso hemos mostrado la secuencialidad del proceso paso a paso y su reflejo en los programas objeto de esta exposición.


    A continuación, y tras la argumentación realizada de la casuística ocurrida en los programas buque de acción marítima, carro de combate Leopardo, helicóptero NH90, avión de combate EF2000, avión de transporte A400M y helicóptero TIGER podemos concluir que:


    En primer lugar, la aceptación de un sistema supone la superación de determinadas pruebas objetivas que implican la realización de funcionalidades ligadas al cumplimento de requisitos técnicos, para lo cual varios actores/organismos (con diferentes responsabilidades) han de trabajar de forma coordinada.


    Además, para conseguir satisfacer las necesidades operativas detectadas por los usuarios, es necesario definir y establecer requisitos razonables que sean alcanzables en un lapso de tiempo determinado, además de ceñirse a un determinado presupuesto.


    Este tipo de órganos de trabajo no pueden ser regulados, sino que se producen cuando tanto operadores, ingenieros como expertos logísticos generan una sinergia.


    Por otro lado, es un error tratar de imponer una solución determinada por parte de los Ejércitos y la Armada, puesto que la solución que suponga cubrir la necesidad detectada por el JEMAD debe ser estudiada en una etapa posterior con el DDV. Sin embargo, sí hemos visto que es una buena práctica establecer una preferencia por diseños susceptibles de proporcionar una mayor flexibilidad en el proceso de adquisición.


    Asimismo, según la OM 60/2015, el proceso de planeamiento fue diseñado deliberadamente con periodos de 6 años, con el objetivo de establecer una dinámica anticíclica de los tiempos electorales y parlamentarios. Por este motivo la política de obtención de recursos materiales a nivel PEA –y por extensión la financiación de las FAS– debe constituir una política de Estado. Por ello, parece recomendable el desarrollo de una «ley de financiación de las FAS» que aporte la estabilidad necesaria al presupuesto y permita programar de forma coherente cualquier aspecto relativo a defensa y en especial a la obtención de recursos, lo que eliminaría cualquier tipo de incertidumbre sobre la posterior financiación y más con la excepcionalidad que supone que los PEA sean las únicas inversiones que son plurianuales.


    En este momento la normativa en vigor, asociada al proceso de obtención, no recoge las últimas modificaciones normativas, por lo que no parece recomendable comenzar el nuevo ciclo inversor sin haber realizado las necesarias reformas legislativas y actualizar normativa y su desarrollo a nivel MDEF para armonizar el cuerpo doctrinal, en torno a lo establecido por la OM 60/2015 y la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público de reciente aprobación.


    Por otro lado, en el caso del establecimiento de un REM y su posterior sanción por la autoridad, se debe visualizar de forma previa los desarrollos que ofrece la industria, en el caso de que no se pueda obtener una solución que satisfaga lo establecido en el REM, previa aprobación de la autoridad, se debería poder rebajar requisitos, tras un análisis de riesgos, y continuar con una nueva propuesta.


    No obstante, esta casuística en fases tan tempranas del proceso pone en relieve que la necesidad que se plantea puede suponer un importante reto tecnológico y que los riesgos que se detecten a nivel renegociación del REM se trasladarán posteriormente a lo largo del proceso, puesto que la identificación de los riesgos es solo una etapa.


    Otro aspecto a tener en cuenta es el hecho de que el proceso necesita de una gran capacidad de adaptación por la evolución de las capacidades, de la financiación y de la propia organización. En el aspecto tecnológico, la mitigación de la obsolescencia evolutiva es lo más demandante en programas de larga duración.


    Es muy importante mantener un ritmo adecuado de I+d+i, lo que significa que las organizaciones de Defensa se enfrentan a un reto muy importante, que es el de adaptar estas herramientas a la velocidad de los desarrollos y no a la velocidad de los gobiernos.


    Por último, el traslado de la gestión de los programas a agencias internacionales no supone una ventaja en la obtención, puesto que los problemas que se observan en los mecanismos de gestión de requisitos en dichas oficinas son similares a los de las oficinas nacionales.


    No obstante, la gestión de programas a través de agencias internacionales permite reducir los riesgos y el lanzamiento de programas cuyo coste no puede ser asumido por un solo stakeholder.


    Asimismo, las conclusiones alcanzadas muestran una serie de opciones abiertas que en caso de desarrollarse, podrían suponer una importante evolución de la validación y verificación de requisitos, como puede ser el hecho de que cada requisito debería tener una importancia relativa con respecto a los demás, es decir, hay unos requisitos más importantes que otros. La relevancia de este hecho radica en que un contratista puede ser sancionado o penalizado económicamente si no alcanza determinadas funcionalidades estipuladas en el contrato.


    Por tanto, habría que ponderar estas diferencias con respecto a la importancia relativa de los requisitos en el momento de la elaboración de los documentos de definición preceptivos, para evitar así situaciones indeseadas en tanto en cuanto el equipo o sistema se encuentra en un avanzado estado de fabricación, pero no alcanza ciertas capacidades consideradas básicas a la hora de concretar el proyecto.


    Además, los requisitos establecidos en el programa deberían tener una ponderación con respecto al resto, para así poder obtener un resultado objetivo del grado de cumplimiento del documento REM o DDR. La ponderación que se plantea trataría de dar mayor peso a los requisitos que se consideran imprescindibles, de tal forma que mediante la obtención de una valoración mínima en el cumplimiento de estos requisitos se acepte el desarrollo tecnológico planteado.


    Como se ha reflejado a lo largo de los apartados anteriores, los PEA suponen una excepción dentro de los PGE. Así, parece recomendable la realización de un estudio que pueda evaluar la viabilidad de realizar una ley presupuestaria específica con una duración plurianual que proporcione una estabilidad en la financiación de la defensa.


    Por otro lado, es necesario conjuntar la normativa armonizándola, puesto que actualmente no se tiene en cuenta la OM 60/2015, y además es necesario incorporar a dicha regulación la centralización de las oficinas de programas en la orgánica de la DGAM.


    Finalmente, como hemos visto, en la ejecución de los PEA, son los Estados los que asumen un riesgo al apostar por las capacidades de la industria. En este proceso incluso se adelantan cantidades y se financian proyectos de desarrollo. Por tanto, es importante señalar que el contratista se sitúa en una situación de ventaja que es común en el mercado de defensa. Es por esto que se propone un estudio de la asunción del riesgo y ventura por parte de los contratistas. El Informe 1.155 del Tribunal de Cuentas lo menciona en repetidas ocasiones señalando que «…este tipo de proyectos, apoye la adopción de fórmulas de contratación que incentiven que el beneficio sea asumido por el contratista en función del éxito del proyecto…».


    Estos aspectos finales nos podrían llevar a un proceso en el que la introducción de indicadores de eficiencia, permitan la consecución de mayores dosis de responsabilidad por parte de todos los intervinientes en el proceso de obtención.

    




  
    

    

    

    

    Capítulo séptimo


    La apertura de la ruta marítima septentrional del Ártico: oportunidades y amenazas para una Rusia resurgente


    Anya Clare Sheperd


    Resumen


    Este estudio es un intento de comprender la amenaza potencial para Europa que supone la proximidad de Rusia y el control actual de la ruta marítima septentrional (NSR por sus siglas en inglés), que, con el derretimiento del hielo del Ártico, se está convirtiendo en una opción viable para el transporte marítimo. Un examen del poder de Rusia para influir la actividad en la ruta, y la importancia relativa de la ruta para Europa, permite evaluar hasta qué punto Rusia puede obtener una «ventaja estratégica» debido a su proximidad a la ruta.


    Los resultados muestran que en lugar de codiciar la ventaja estratégica, los imperativos económicos para desarrollar la ruta y la región ártica son tales que Rusia debe subordinarse a China, para asegurar la inversión económica. China, que se basa en sus fuertes lazos y sus fiables conexiones marítimas con Europa como su principal mercado de exportación, es, potencialmente, la más beneficiada por la apertura de la ruta marítima del norte. La posición cada vez más dominante del Estado chino sobre Rusia es, por lo tanto, la mejor garantía contra cualquier intento de interferir en el comercio de Asia Oriental con Europa en la NSR.
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    The opening of the Northern Sea Route: opportunities and threats for a resurgent Russia


    Summary


    This study is an attempt to understand the potential threat to Europe inherent in the opening of the Northern Sea Route (NSR) which, with the melting of Arctic ice, is becoming a viable option for maritime transport. An examination of Russia’s ability to influence activity on the route, and the relative importance of the route for Europe, allows an assessment the extent to which Russia can obtain ‘strategic advantage’ as a result of its geographic position.


    The results show that instead of conveying strategic advantage, the economic imperatives for developing the route and the Arctic region are such that Russia must subordinate itself to China in order to secure economic investment. China relies on its strong ties and reliable maritime connections with Europe, as its main export market, and therefore has, potentially, the most to benefit from the opening of the Northern Sea Route. The increasingly dominant position of the Chinese state over Russia is therefore the best guarantee against any attempt by Russia to interfere in East Asian trade with Europe via the NSR.
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    Introducción


    Las relaciones entre la Federación Rusa (en adelante «Rusia») y Occidente durante el periodo que comprende desde el final de la Guerra Fría hasta principios del siglo XXI fueron razonablemente buenas; pero en esta última década se han deteriorado hasta el punto de que Rusia vuelve a ser vista como una amenaza potencial para los intereses de Europa1. El presidente ruso Vladimir Putin ha llevado a cabo intervenciones militares para lograr sus objetivos de política exterior, primero en Georgia (2008), luego en Crimea (2014) y, más recientemente, en Siria. Intervenciones que se han realizado al margen de las reglas y normas aceptadas internacionalmente.


    La anexión de Crimea fue condenada por la Unión Europea. Para tratar de revertir la situación la Unión impuso sanciones económicas a Rusia. Las sanciones no han sido efectivas, pero su consecuencia es que Rusia considera ahora a Europa como un competidor económico y militar, como prueba la retórica rusa, cada vez más belicosa. Los acuerdos de cooperación existentes entre la Federación Rusa y Occidente, un legado de la época de distensión post Guerra Fría, están congelados y tienen muy pocos visos de reactivarse en el futuro. En lugar de a Europa, Rusia se dirige ahora hacia el este en busca de socios políticos y económicos. Rusia mira ahora sobre todo hacia China, a la quiere hacer su gran socio estratégico.


    Esto causa una cierta zozobra en la Unión Europea. Entre otros muchos asuntos, preocupa el futuro de los oleoductos Nord Stream 1 y 22, ya que algunos Estados europeos dependen cada vez más de recursos de petróleo y gas de origen ruso, que son transportados por redes de distribución de propiedad rusa. Y es bien conocido que Rusia ha usado el control de sus redes de gas y de petróleo como herramientas geopolíticas en el pasado reciente3.


    Se puede establecer un paralelismo entre el control de los oleoductos y gasoductos y el control de las rutas marítimas a través de las cuales fluyen productos clave para las economías modernas. Al igual que en Irán (estrecho de Ormuz), Egipto (canal de Suez) y Panamá (canal de Panamá), otros países adyacentes a las principales rutas marítimas tienen el potencial de interrumpir –o condicionar– el flujo mundial de mercancías. El derretimiento del hielo del Ártico y la subsiguiente apertura de nuevas rutas marítimas polares puede ofrecer a Rusia una palanca geopolítica, condicionando el futuro flujo de mercancías entre Europa y Asia.


    

    Ruta marítima septentrional


    A medida que el hielo ha ido retrocediendo, se han abierto dos rutas marítimas a través del Ártico: el paso del noroeste (a lo largo de la costa norte de Canadá) y la ruta marítima septentrional (a lo largo de la costa norte de Rusia)4 (figura 1). De las dos, se considera que la ruta marítima septentrional, la más cercana a Rusia, (NSR por sus siglas en inglés) ofrece las oportunidades más realistas a corto plazo para el transporte marítimo mundial.


    La NSR en teoría brinda una opción atractiva para el transporte de mercancías entre el Lejano Oriente (definido en este estudio como China, Japón y la República de Corea) y Europa. La distancia entre el puerto más concurrido del mundo, Shanghái, en China y el puerto más concurrido de Europa5, Rotterdam, en los Países Bajos, es de 11.998 millas náuticas6 (nm) en la tradicional ruta sur a través del canal de Suez, pero solo de 5.702 nm en la NSR7. Esta distancia más corta puede representar un ahorro significativo de tiempo y combustible para los buques que utilicen la ruta del Ártico8.
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    En caso de que la NSR se convirtiera en una parte significativa del sistema global de rutas de tráfico marítimo, Rusia podría, en virtud de la proximidad y de los derechos legales asociados, obtener un medio para influir en la entrega de mercancías a Europa. Por lo tanto, la posible apertura de la NSR representa tanto una oportunidad como una amenaza para Europa.


    A pesar de la retórica ocasional de confrontación en otras esferas, Rusia sigue siendo un actor activo en foros regionales como el Consejo Ártico, en donde aboga por la cooperación en el seno del marco jurídico internacional9. El tono conciliador parece indicar que Rusia desea que el Ártico sea un área de cooperación y no de conflicto; Rusia en el Ártico ofrece una rama de olivo, lo que parece una contradicción con las políticas que lleva a cabo en otros lugares de sus fronteras.


    La posición de Europa y EE. UU. es permanecer abiertas al diálogo con Rusia, buscar la normalización de las relaciones y esperar un cambio de Rusia hacia una política exterior menos agresiva10. Sin embargo, sigue existiendo el riesgo de que el enfoque cooperativo de Rusia en el Ártico sea falso y oculte un objetivo más beligerante.


    

    Objetivo de la investigación


    El objetivo principal de esta investigación es comprender el cambio geopolítico inherente en la apertura de la NSR, identificar si existe una amenaza a Europa, y responder a la pregunta de hasta qué punto la apertura de la NSR a través del Ártico ofrece una ventaja estratégica a Rusia.


    Para ello se va a definir qué es una «ventaja estratégica» de la forma que lo hacen Barnett y Duvall (2005) en su estudio sobre la naturaleza del poder en la política internacional: «la capacidad de los Estados de usar recursos materiales para conseguir que otros hagan lo que de otro modo no harían»11. Argumentan que hay dos elementos de poder de un Estado, que ellos llaman «poder sobre» y «poder para»12.


    El «poder para» proporciona libertad de acción y la capacidad de configurar la situación para lograr fines específicos. Esto también puede verse como una combinación de la voluntad política de hacer y la capacidad de llevarlo a cabo. En ese sentido y para la NSR se va a examinar:


    
      	Respecto a la «voluntad política», cómo es la política exterior rusa y cuál es la retórica que usan sus dirigentes en relación con la NSR.


      	Respecto al marco jurídico, cuáles son las libertades y limitaciones impuestas a Rusia por el derecho internacional vigente.


      	Respecto a la capacidad económica, de qué medios dispone Rusia para desarrollar la NSR y las obligaciones e interdependencias asociadas.

    


    El «poder sobre» implica dominación y la capacidad de ejercer la propia voluntad sobre los demás a través de su dependencia. En este estudio, se considera que esto se debe a la importancia relativa de la NSR como arteria marítima global y a cualquier dependencia posterior de la ruta por parte de otros Estados. Se examinará lo siguiente para determinar el «poder sobre» que pudiera ejercer Rusia:


    
      	Respecto a la viabilidad física, las características físicas que influyen en la posibilidad de usarse como ruta de navegación.


      	Respecto a la importancia relativa, la demanda comercial actual, el potencial de la NSR y sus ventajas sobre las rutas existentes.

    


    Este estudio utilizará este paradigma de poder para determinar en qué medida operan las dos variables y si generan una ventaja estratégica de Rusia sobre Europa. Para evaluar la situación, se plantean las siguientes preguntas:


    
      	¿Cuáles son las prioridades geopolíticas de Rusia con respecto a la NSR?


      	¿Qué derechos legales tiene Rusia para influir en el uso de la NSR?


      	¿Las condiciones de hielo previstas permiten que la NSR sea una alternativa viable a las rutas existentes?


      	¿Existen suficientes ventajas para convencer a las compañías navieras de que inviertan en la NSR?


      	¿Será la ruta lo suficientemente importante como para crear una dependencia en la entrega de mercancías a Europa?


      	¿Tiene Rusia la capacidad económica y tecnológica para desarrollar la infraestructura necesaria para apoyar a la NSR?

    


    

    Teorías de las relaciones internacionales


    Las opiniones sobre la verdadera naturaleza de las ambiciones de Rusia en el Ártico parecen estar habitualmente divididas en dos grupos opuestos13, basados en las teorías de las relaciones internacionales del realismo y el liberalismo.


    Los defensores de la teoría realista sugieren que las acciones de los Estados están motivadas por el poder y las ganancias de poder respecto a terceros. Bajo el paradigma realista, las acciones de Rusia en el Ártico podrían formar parte de una campaña más amplia para recuperar el estatus de potencia mundial que perdió con el colapso de la Unión Soviética.


    El neorrealismo atempera la teoría realista y sugiere que los Estados están motivados por la supervivencia. La búsqueda de poder es relativa, no absoluta, para así asegurar su supervivencia y defender sus intereses14. El potencial de beneficios económicos en el Ártico es un factor significativo en la planificación rusa y la realización de estas ambiciones requerirá un compromiso con los intereses y demandas de otros Estados árticos. Sin embargo, el objetivo final sería obtener o reforzar el dominio ruso en la región.


    La teoría liberal sostiene que las instituciones globales son los elementos clave del sistema mundial, y que los Estados se crean y se subordinan voluntariamente a tales organizaciones en reconocimiento de los beneficios que se pueden lograr a través de la cooperación. Como resultado, la búsqueda de poder está limitada y condicionada por la necesidad de colaborar. Los Estados priorizan la cooperación por encima de los intereses individuales y aceptan la necesidad de un conjunto reconocido de reglas y normas consensuadas a nivel mundial.


    Los liberalistas también destacan el papel de los imperativos comerciales, que requieren que un proveedor de servicios cumpla con ciertas normas de conducta. Para tener éxito económico y mantener relaciones comerciales y de negocios, los Estados no son libres de ejercer su propia voluntad a expensas de los demás15.


    Es posible que las realidades de operar dentro del actual marco regulatorio del Ártico –bajo los imperativos comerciales y de libre mercado del transporte marítimo mundial– sirvan para frenar los intentos rusos de explotar plenamente el potencial geopolítico de la NSR; esto apoyaría la teoría liberalista. A pesar de ello, cualquier aparente voluntad por parte de Rusia de actuar al margen de las normas internacionales podría cuestionar los argumentos liberalistas de que los objetivos del Estado ruso son exclusivamente de desarrollo económico.


    Esta división teórica ha llevado a una confrontación de perspectivas sobre las intenciones de Rusia en el Ártico: una pesimista, que se corresponde con la visión realista y otra optimista, de enfoque liberal. Es posible, sin embargo, que la situación tenga matices que hagan que ambos modelos teóricos sean aplicables. Aunque la premisa de este estudio (que Rusia busca ganancias geopolíticas) es inherentemente realista, se van a explorar objetivamente ambas posiciones: en primer lugar, lo que Rusia podría potencialmente hacer, desde una perspectiva realista y en segundo lugar, los límites de lo que Rusia es capaz de hacer, si se ve constreñida por los condicionantes de la estructura legal internacional y por sus necesidades de cooperación e interdependencia, especialmente en el desarrollo económico del Ártico.


    

    Alcance de la investigación


    Se ha estudiado un periodo de tiempo, de 2000 a 2030, que permite evaluar los progresos realizados en relación con la política rusa del Ártico desde 2000. Un estudio hasta 2030 abarca un lapso temporal en el que se prevé un cambio en las condiciones de hielo, pero dentro del cual se puede suponer que la situación política y los objetivos de la política exterior de Rusia son estables.


    Dado que no existe una «ruta marítima septentrional» fija (la ruta en uso varía en función de las condiciones del hielo), se considera que las aguas de la NSR se extienden desde el mar de Barents en el oeste hasta el estrecho de Bering en el este.


    El estudio examina el «transporte marítimo de tránsito utilizando la NSR». El término tránsito se refiere a los buques que pasan por una región, a menudo sin hacer escala en la ruta, en este caso entre Europa y Asia Oriental. Son estos buques los que de otro modo tendrían que utilizar rutas alternativas, como el canal de Suez. Esto difiere del «transporte marítimo de destino», que opera desde y entre puertos a lo largo de la longitud de la NSR. Los buques que prestan servicio a instalaciones de petróleo y gas a lo largo de la costa rusa son ejemplos de transporte marítimo de destino y, por lo tanto, no entran en el ámbito de este trabajo.


    Las cuestiones ambientales relacionadas con el uso del Ártico y las oportunidades económicas en la extracción de recursos naturales también están fuera del alcance de este estudio.


    

    El contexto político


    La política ártica de la Federación Rusa


    Aunque las oportunidades económicas son sustanciales, la apertura de la costa norte es un cambio geopolítico fundamental para Rusia. En el pasado, el hielo del Ártico y la vasta naturaleza salvaje de Siberia protegían el centro vital. En la actualidad, el Ártico aporta hasta el 20 % del PIB de Rusia16, principalmente a partir de la extracción de recursos, y, con las instalaciones asociadas y la NSR, elementos de infraestructura nacional crítica están situados en los márgenes del Estado y expuestos a amenazas externas.


    Este cambio está alterando las prioridades de seguridad del Estado, ya que Rusia trata de equilibrar los elementos económicos y de seguridad del desarrollo de la costa norte. En esta sección se revisan los documentos y anuncios de política relevantes, para comprender mejor las preocupaciones y ambiciones de Rusia en la región.


    

    Desarrollo de la política ártica


    Los «Fundamentos de la política de Estado de la Federación Rusa en la región ártica» (2000)17 muestran que, en el momento de la llegada de Vladimir Putin a la Presidencia de Rusia, la principal preocupación era la necesidad de seguridad y defensa en el Ártico, para proteger los intereses de Rusia frente a cualquier agresión externa.


    Los «Fundamentos de la política de Estado de la Federación Rusa en el Ártico para el periodo hasta 2020 y más allá» (2008)18 es una ambiciosa y amplia declaración de intenciones para desarrollar todo el Ártico ruso, incluida la mejora de la accesibilidad y las condiciones sociales. Anticipó que un Ártico cada vez más abierto será una fuente clave de recursos naturales e ingresos para Rusia, con predicciones de que la NSR se convertirá en una importante arteria de transporte internacional.


    La estrategia de desarrollo esboza un plan de tres etapas en el que el periodo 2008-2010 es una fase preparatoria, y 2010-2015 supondría la «creación y desarrollo de una infraestructura y un sistema de gestión de la ruta marítima del norte». Por último, establece que la transformación del Ártico en una «base estratégica de recursos» debe completarse durante el periodo 2016-202019.


    En el Foro Ártico de 2010, el presidente Putin reiteró la necesidad de apoyar «los puntos de crecimiento económico y los incentivos para la inversión nacional y extranjera a gran escala», citando la predicción de que el Ártico podría desarrollarse para convertirse en un «centro mundial de transporte en los próximos 50 años»20.


    La «Estrategia de Desarrollo del Ártico ruso y la provisión de seguridad nacional para el periodo hasta 2020» (2013), actualizó la política de 2008, para definir los «mecanismos, formas y medios básicos para lograr los objetivos y prioridades estratégicos para el desarrollo sostenible de la zona del Ártico». En contraste con la ambición anterior, el documento ofrece una descripción clara de las dificultades para lograr las mejoras sociales y económicas necesarias para poder ejecutar el plan anterior. Entre otras cosas, destaca cuestiones sociales como la baja densidad de población y el desequilibrio entre la oferta y la demanda de mano de obra y de cualificaciones. Además, la infraestructura básica de transporte está subdesarrollada, el apoyo hidrográfico y meteorológico a la navegación es insuficiente y no existe una infraestructura moderna de telecomunicaciones. También se destaca la necesidad de que las instituciones financieras internacionales y las inversiones extranjeras asignen recursos para posibilitar el desarrollo.


    Después de Crimea, a finales de 2014, a medida que Rusia está cada vez más aislada, hay una clara sensación de frustración en el discurso de Putin ante la Asamblea Federal (diciembre de 2014)21 y una declaración de que Rusia debe depender de sus propios medios, sin la ayuda del mundo exterior. Este discurso se menciona más adelante.


    Sin embargo, en 2017, con las nuevas dificultades económicas impuestas por las sanciones occidentales, es evidente que Rusia no puede alcanzar sus objetivos en el Ártico sin ayuda exterior. En el discurso pronunciado por Putin en el foro «Ártico: Territorio de Diálogo» en 2017, adopta un tono mucho más conciliador, en reconocimiento de la necesidad de atraer a clientes de pago mediante la promoción activa del uso de la NSR como alternativa a Suez. Invitó «a los colegas extranjeros a aprovechar activamente las oportunidades que ofrece la ruta marítima septentrional», con la siguiente declaración:


    



    «También entendemos que para que este corredor sea competitivo, universal y deseado para el transporte de todo tipo de mercancías, desde las materias primas hasta los contenedores, debemos crear las condiciones más favorables para las empresas de transporte que cumplan con los estándares internacionales más modernos en esta materia»22.


    



    Esto representa un cambio con respecto a la confianza inicial de que habría suficiente demanda para que la ruta se convirtiera en un «centro mundial de transporte».


    Más recientemente, se han producido varios cambios de la política relacionada con el uso de la NSR que sugieren que Rusia podría estar adoptando una postura más inflexible. Mientras que en el pasado solo los rompehielos con bandera rusa podían operar en la NSR, en diciembre de 2018 se introdujeron cambios en el Código de la Marina Mercante rusa para prohibir a los buques con bandera extranjera el transporte de petróleo, gas natural o carbón en la ruta23.


    

    Política vs. intención


    En contraste con el tono conciliador de gran parte de la política publicada, el discurso del presidente Putin ante la Asamblea Federal en diciembre de 2014 reveló un nivel de desconfianza y frustración que contrasta fuertemente con el tono de la política publicada y que, potencialmente, subyace en gran parte de la formulación de la política rusa. En él, destacó la aparente hipocresía de la condena occidental de la acción en Crimea, alegando que las naciones occidentales alardeaban del derecho internacional en Irak, Afganistán y Libia. Denunció el sistema mundial unipolar como perjudicial para la estabilidad internacional, afirmando que las acciones unilaterales de los EE. UU. socavan la autoridad de instituciones internacionales como la ONU.


    Putin también afirmó que la expansión de la OTAN y la militarización hasta las fronteras rusas es una provocación y va en contra de los acuerdos anteriores. Sostuvo que esto es parte de una «política de contención» más amplia que busca restringir tanto el desarrollo económico de Rusia como su influencia internacional, y que evoca una narrativa de resistencia contra un Occidente agresivo, que está trabajando activamente para negar el retorno de Rusia a su anterior posición de potencia global24.


    Hay dos líneas retóricas distintas en la política del Ártico ruso, que varían según el departamento de Estado de origen25:


    
      	Realismo. El Consejo de Seguridad de Rusia y el Ministerio de Defensa destacan las amenazas externas y la necesidad de aumentar la capacidad militar para garantizar la seguridad nacional.


      	Liberalismo. Los Ministerios de Asuntos Exteriores, Transporte y Energía ofrecen un enfoque más pragmático, orientado a la cooperación para maximizar los beneficios económicos y de desarrollo26.

    


    En diciembre de 2018, la empresa nuclear estatal rusa Rosatom sustituyó al Ministerio de Transporte como organismo encargado de supervisar el desarrollo y el funcionamiento de la NSR. Si bien en el pasado la empresa gestionaba la flota nuclear de rompehielos, su mandato se ha ampliado, debido al deseo de centralizar el control y revitalizar el programa27. Rosatom tiene ahora la tarea de desarrollar la infraestructura, regular el envío de NSR y mejorar las comunicaciones y la respuesta de emergencia. Se ha sugerido28 que el cambio del liberal Ministerio de Transporte a Rosatom puede indicar un nuevo enfoque del Ártico más cauteloso y basado en la seguridad, debido a los fuertes lazos tradicionales de Rosatom con los servicios de seguridad rusos.


    

    ¿Cuáles son las prioridades geopolíticas de Rusia con respecto a la NSR?


    Las siguientes cuestiones resultan evidentes en el examen de la política rusa:


    
      	Un requisito para explotar los recursos naturales del Ártico como fuente vital de riqueza económica para Rusia.


      	Necesidad de desarrollar la región en su conjunto (incluyendo mejoras sociales, de infraestructura y tecnológicas).


      	Un plazo más amplio debido a las dificultades económicas y prácticas del desarrollo de la región del Ártico.


      	Reconocimiento de la necesidad de inversión y asistencia internacional.


      	Un cambio de asumir altos niveles de demanda a promover activamente el uso de la NSR.


      	Compromiso reiterado de adherirse al derecho internacional y apoyar a las instituciones internacionales.

    


    De los documentos políticos se desprende claramente que Rusia, con el derretimiento del hielo del Ártico, se siente obligada a desarrollar la región ártica en su conjunto, tanto para explotar como para proteger sus activos en la región. Para proporcionar la infraestructura, la mano de obra y los conocimientos necesarios para proteger la frontera septentrional, extraer la riqueza mineral y explotar la NSR es necesario invertir no solo en infraestructura y acceso a la región, sino también en las condiciones sociales de la población del Ártico.


    La magnitud de este desafío es reconocida y ha comprobado el optimismo inicial. Se acepta la necesidad de inversiones y asociaciones externas y de crear condiciones administrativas y legislativas que hagan de la inversión en el Ártico ruso una opción atractiva para las empresas.


    Es probable que la necesidad de asistencia económica externa sea un factor crítico en la toma de decisiones de Rusia, pero se verá atenuada por las preocupaciones de seguridad nacional, ya que Rusia teme perder el control del acceso a la frontera norte.


    

    El marco legal


    El estatuto jurídico de las aguas de la NSR es fundamental para que Rusia pueda controlar el paso de los buques o denegar el acceso a la ruta, sin invocar la ira de la comunidad internacional. En la actualidad, la administración de la Ruta Marítima del Norte (NSRA) de Rusia gestiona la ruta y expide permisos de tránsito. También estipula el requisito de escolta de rompehielos29, cuando se considere necesario, y el transporte de un piloto calificado en hielo30, para ayudar a la navegación segura. Las tarifas para el rompehielos y el piloto son una importante fuente de ingresos. En la actualidad, para maximizar los ingresos del Estado, no se permite la operación de rompehielos con bandera no rusa en la ruta.


    La situación jurídica actual de la NSR y el derecho de Rusia a ejercer el control de acceso están sujetos a una disputa de 60 años entre Rusia y los Estados Unidos.


    

    El marco jurídico internacional


    La Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (UNCLOS)31 de 1982, define el uso legal, la distribución y la jurisdicción de los mares del mundo. Hasta abril de 2019, 168 Estados, incluida Rusia, habían ratificado la Convención (Estados Unidos es una notable excepción). A continuación se exponen las cláusulas clave relativas al estatuto jurídico de la NSR (véase también la figura 2).


    

    La zona económica exclusiva


    La zona económica exclusiva (ZEE) de un Estado se extiende hasta 200 nm desde la línea de base32. En esta área el Estado tiene derechos exclusivos para la explotación de cualquier recurso natural. Sin embargo, los buques de todos los Estados tienen el derecho a la libertad de navegación.


    En la ZEE, los derechos del Estado ribereño a influir en las actividades de los buques son extremadamente limitados. En el Ártico, sin embargo, Rusia puede ejercer un mayor grado de control sobre las actividades en su ZEE, en virtud del artículo 234 de la UNCLOS:


    «Los Estados ribereños tienen derecho a aprobar y aplicar leyes y reglamentos no discriminatorios para prevenir, reducir y controlar la contaminación marina causada por los buques en zonas cubiertas de hielo dentro de los límites de la zona económica exclusiva... » (UNCLOS Art .234).


    En las zonas cubiertas de hielo, esta ley permite a los Estados exigir determinadas disposiciones a los buques que navegan dentro de la ZEE, a fin de reducir el riesgo de que la contaminación marítima dañe el medio ambiente natural.
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    Los mares territoriales


    La soberanía de un Estado ribereño se extiende hasta los límites de su mar territorial (artículo 2.1 de la UNCLOS). En línea con la mayoría de los Estados, Rusia reclama mares territoriales hasta 12 nm de la línea de base. Dentro de los mares territoriales, los buques de todos los Estados tienen el derecho de paso inocente, lo que significa que pueden transitar libremente, siempre y cuando dicho paso sea «continuo y expedito» y no sea «perjudicial para la paz, el buen orden o la seguridad del Estado ribereño» (Artículos 17, 18 y 19 de la UNCLOS).


    En el mar territorial, el Estado ribereño puede adoptar leyes por razones como la seguridad de la navegación o la preservación del medio ambiente (apartado 1 del artículo 21 de la UNCLOS), pero no puede:


    
      	«imponer requisitos a los buques extranjeros que tengan el efecto práctico de denegar o menoscabar el derecho de paso inocente; o


      	discriminar en forma o de hecho a los buques de cualquier Estado o a los buques que transporten cargas con destino u origen en cualquier Estado o en su nombre» (artículo 24.1 de la UNCLOS).

    


    En virtud de la UNCLOS, Rusia no puede impedir ni denegar el acceso a los buques que ejercen el derecho de paso inocente para transitar por sus mares territoriales.


    

    Las aguas internas


    Las aguas que llegan a tierra de la línea de base se clasifican como aguas interiores y se aplican las leyes del Estado ribereño. Cuando una costa tiene una sangría profunda, o hay islas en las inmediaciones de la costa, los Estados pueden trazar líneas de base rectas que abarquen bahías o islas (artículo 7 de la UNCLOS). En 1984 y 1985, la Unión Soviética declaró líneas de base que abarcaban las islas adyacentes a la costa norte, lo que dio lugar a que los estrechos de Vilkitsky, Shokalsky, Laptev, Sannikov y Kara (figura 3.) se convirtieran en aguas interiores. Con esta condición, cualquier buque que transite por el estrecho está sujeto a la legislación nacional rusa.33
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    Por lo tanto, dentro de la UNCLOS, Rusia puede: imponer leyes para la prevención de la contaminación marítima en la ZEE; exigir que los buques solo transiten por los mares territoriales bajo el criterio de «paso inocente»; y controlar la entrada a sus aguas interiores, incluyendo sus estrechos costeros34.


    A pesar de ser signatario de la Convención, el marco jurídico actual impuesto por Rusia difiere del de la UNCLOS.


    

    La posición rusa: una ruta nacional histórica


    Rusia declara que la NSR es una «línea de comunicación nacional histórica unificada» (artículo 14 de la Ley federal sobre las aguas marítimas interiores, el mar territorial y la zona contigua de la Federación Rusa)35, y reivindica el derecho a la jurisdicción sobre toda la NSR.


    Argumenta que la NSR cae bajo el derecho internacional consuetudinario, que precedió a la UNCLOS de 198236, y que, bajo esta ley, las disposiciones de estatus «histórico» lo son:


    
      	el Estado ribereño ha ejercido su soberanía sobre esas aguas durante un largo periodo de tiempo;


      	las aguas tienen una importancia económica, de defensa y estratégica importante y especial para el país de que se trate;


      	existe un reconocimiento tácito por parte de la mayoría de los Estados37.

    


    La doctrina jurídica soviética declaró que la ruta no puede ser considerada «internacional», ya que tradicionalmente solo era utilizada por buques soviéticos, y citó la inversión que implica el desarrollo de la infraestructura en la región para destacar la importancia de la ruta para el Estado. Bajo esta premisa, la URSS controló el acceso a la NSR, cobró tarifas por su uso e hizo obligatorio el uso de rompehielos y el apoyo al practicaje de hielo38.


    La Federación de Rusia mantiene hoy este caso para reivindicar su jurisdicción. La Ley Federal FZ-132 del 28 de julio de 2012, «Sobre la introducción de cambios en actos legislativos individuales de la Federación Rusa relativos a la regulación estatal de la navegación comercial en la zona de la ruta marítima del norte»39, introdujo el concepto de «zona de aguas de la NSR», que cubre todas las aguas adyacentes a la costa norte de Rusia, hasta el límite de 200 nm de la ZEE. Dentro de esta zona, las «Normas de navegación en la zona acuática de la ruta marítima del norte» nacionales rusas se imponen a todos los buques, a pesar de la existencia de zonas de estatuto jurídico diferente en virtud de la UNCLOS. Rusia refuerza su reivindicación citando los derechos que le confiere el artículo 234 de la UNCLOS para dictar las condiciones de tránsito en la NSR.


    Aguas interiores y paso de tránsito


    Las rutas de la NSR varían de acuerdo con las condiciones de hielo predominantes, sin embargo, las rutas más cortas y más frecuentemente utilizadas atraviesan los estrechos entre las islas rusas y el continente (figura 4).


    La línea de base declarada por Rusia abarca estos estrechos y, por lo tanto, los buques que transitan por ellos se encuentran en aguas interiores y están sujetos a la legislación rusa. Rusia cita el requisito de que los buques pasen por estas aguas interiores para justificar la necesidad de obtener un permiso previo para transitar por la totalidad de la NSR40.


    

    La posición de EE. UU.


    Los EE. UU. argumentan que el conjunto de la NSR debería clasificarse como un estrecho internacional. Según esta definición, Rusia no podía negar el acceso a los buques que transitaban por la ruta, y los buques podían operar libremente a lo largo de la costa norte de Rusia.
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    Cuando las rutas marítimas clave deben atravesar estrechos para pasar de una zona de la ZEE o de alta mar41 a otra, la UNCLOS estipula que los buques tienen derecho de paso en tránsito (artículos 37 y 38 de la UNCLOS). Estas rutas clave están clasificadas como estrechos internacionales y, aunque se sigue aplicando la condición jurídica existente de aguas interiores o mares territoriales, todos los buques tienen derecho a transitar sin trabas (aunque se aplican restricciones en relación con las actividades de los buques de guerra extranjeros). Los Estados ribereños de los estrechos internacionales no deben obstaculizar ni suspender el paso de tránsito por ningún motivo (artículo 44 de la UNCLOS).


    En el término de la UNCLOS de «un estrecho utilizado para la navegación internacional» no se asigna ningún criterio específico para un estrecho internacional. Sin embargo, se sentó un precedente en el caso del canal de Corfú de 1949 (citado en TODOROV, 2017), que determinó que se deben cumplir las siguientes condiciones para que un estrecho sea considerado «internacional»:


    
      	el estrecho debe conectar con partes de alta mar (requisito geográfico);


      	y el estrecho debe utilizarse para la navegación internacional (requisito funcional - el volumen de tráfico es crucial)42.

    


    No se discute la situación geográfica de la NSR, pero el volumen de tráfico actual no cumple el requisito funcional. En la actualidad, la situación favorece la postura rusa, pero un uso internacional cada vez mayor de la NSR puede socavar el caso legal.


    

    La perspectiva de la comunidad naviera


    A pesar de los argumentos de los EE. UU., hasta la fecha ningún otro país ha impugnado el estatus declarado por Rusia de la NSR43. Sin embargo, la Cámara Naviera Internacional (ICS, por sus siglas en inglés)44 se opone a que la jurisdicción nacional prevalezca sobre la UNCLOS, sosteniendo que;


    «Deben evitarse las reglamentaciones unilaterales, nacionales o regionales que rigen la seguridad de los buques, la protección del medio ambiente y otros asuntos relacionados con la navegación, y no deben perjudicar a los buques registrados en Estados no ribereños del Ártico. Esto incluye reglamentos y mecanismos de aplicación que los Estados ribereños del Ártico podrían tratar de introducir dentro de las aguas cubiertas de hielo dentro de la zona económica exclusiva (ZEE) de 200 millas náuticas, que debería abordarse a nivel internacional a través del marco reglamentario proporcionado por la OMI»45.


    Sin apuntar específicamente a Rusia, la declaración del ICS cuestiona la posición rusa, declarando que el estatus de la ruta debe ser determinado a nivel internacional por la Organización Marítima Internacional (OMI), como la agencia de la ONU responsable de determinar las regulaciones y directrices para la operación de los buques en el mar.


    

    ¿Qué derecho legal tiene Rusia a influir en el uso de la NSR?


    Las leyes impuestas por Rusia se ajustan en líneas generales a las disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas, pero el requisito de solicitar permiso para transitar y operar con arreglo a la legislación rusa dentro de la ZEE es objeto de controversia. Aunque no hay indicios de una resolución en este momento, cualquier decisión tendría ramificaciones legales sobre la capacidad de Rusia para influir en las actividades de los buques que utilizan la NSR. Fundamentalmente, con el estatus actual, generalmente aceptado, Rusia tiene el derecho legal (por convención) de controlar el acceso a la ruta y, bajo los auspicios de la seguridad y la prevención de la contaminación, de declarar las condiciones para su uso.


    En virtud de la UNCLOS, los derechos de los países ribereños deben ejercerse sin perjuicio de lo dispuesto en ella. Esto debería impedir cualquier intento de obstruir las acciones de los buques de un determinado Estado o empresa (por ejemplo, para apoyar los objetivos de la política exterior), pero Rusia podría, potencialmente, denegar el acceso o causar retrasos a los buques y, por lo tanto, repercutir en las actividades económicas, al tiempo que se mantiene dentro del marco jurídico vigente. Cualquier intento por parte de Rusia de lograr una obstrucción a largo plazo o de mayor alcance de la actividad de la NSR provocaría probablemente la ira de la comunidad marítima internacional.


    Si la ruta se convierte en una vía fluvial más importante y verdaderamente internacional, es posible que la amplia aceptación del control ruso en el pasado cambie, y que la comunidad marítima pida que se reduzca el control ruso, se reduzcan los costes y la administración, y se elimine el requisito de obtener permiso para transitar. Además, es probable que cualquier intento de Rusia de interferir en el paso de los buques en la ruta, o de aplicar la legislación de manera no discriminatoria, sea impugnado por organismos como el ICS. La situación actual se adapta a las necesidades rusas; por lo tanto, les interesa evitar provocar cualquier descontento y mostrar buena gobernanza para evitar atraer el interés de la ONU/OMI. De lo contrario, se podría poner en peligro el estatuto jurídico de la NSR y los medios para ejercer el control y generar ingresos.


    Si la cobertura de hielo se reduce hasta el punto de que los buques pueden transitar rutinariamente hacia el norte de las islas, en la ZEE en lugar de a través de los estrechos, el caso ruso se ve aún más socavado, ya que ya no podría utilizar el argumento de las «aguas interiores» para justificar el control del acceso a la NSR. Además, si la zona ya no está «cubierta de hielo», se reduce la jurisdicción en virtud del artículo 234. Esto sugiere que, con el tiempo, la capacidad de Rusia para ejercer legalmente su influencia sobre la ruta disminuirá.


    

    La viabilidad física


    El impacto del cambio climático en el medio ambiente del Ártico está bien documentado, pero el ritmo y la naturaleza del cambio deben ser predecibles, para fomentar la inversión en el transporte marítimo del Ártico. Además, los efectos de las condiciones locales deben ser suficientemente comprendidos para proporcionar una previsión fiable, para la seguridad de la navegación y la confianza en la planificación de las rutas.


    

    Estacionalidad


    A pesar de que el Ártico está cada vez más libre de hielo durante los meses de verano, lo que suscita el interés por la NSR, en invierno las condiciones siguen siendo severas y la ruta sigue siendo en gran medida intransitable excepto para los rompehielos. Un estudio de 2017 sobre la accesibilidad del Ártico determinó que «la navegación sin escolta en el alto Ártico en verano puede ser posible ya en los años 2030-2040 y es probable después de los 2050», pero que «la navegación de invierno en el alto Ártico requerirá muy probablemente el apoyo de rompehielos debido a las condiciones altamente variables de los hielos marinos y los océanos en esta temporada»46.


    El precio alto del soporte para rompehielos, y la falta de garantía de un tránsito exitoso en condiciones invernales, impiden el uso rutinario de la NSR durante todo el año. Por lo tanto, una compañía naviera debe aceptar un modelo operativo que implique el cese de las operaciones cuando las condiciones de hielo lo exijan, o la adopción de un sistema de modo dual, en el que el mismo buque se utilice en la ruta sur (normalmente en el canal de Suez) durante los meses de invierno.


    

    Duración del periodo de navegación


    La reducción anual del hielo significa, sin embargo, que las longitudes respectivas de «verano» e «invierno» están cambiando; los veranos se están alargando. El periodo de navegación es el periodo de tiempo en el que la NSR está lo suficientemente libre de hielo como para permitir tránsitos, en su mayor parte, sin apoyo de rompehielos. Rogers, et al (2013)47 empleó cuatro modelos para predecir los periodos de navegación en los que las rutas de navegación del Ártico estarían libres de hielo, en los que «libres de hielo» se definía como el 15 % de la cubierta de hielo, y viables para que un buque reforzado48 transitara la ruta en su totalidad sin ayuda de un rompehielos. Los resultados (figura 5) predijeron que la NSR (en este caso Northeast Passage) estaría potencialmente (1 de 4 modelos) libre de hielo durante un mes (agosto) en 2030, y durante periodos cada vez más largos, alcanzando cinco meses (julio a noviembre) en 2090.


    



    [image: ]


    



    Se considera que el periodo de navegación actual en la NSR es de julio a octubre, sin embargo, esto se limita a los buques con capacidad para operar en el hielo o con la escolta de rompehielos49. Existe un amplio consenso de que la NSR no será factible para los buques sin algún grado de capacidad de hielo (buques de aguas abiertas), o escolta de rompehielos, durante al menos el periodo hasta 203050.


    

    Dificultades en la predicción


    El periodo de navegación, la velocidad potencial de los tránsitos y la necesidad de asistencia de rompehielos dependen de la extensión del hielo marino.51Esta es la medida del área del océano donde al menos algo de hielo marino está presente (el NSIDC52 define como una concentración mínima de 15 %).


    Un estudio de las observaciones de la extensión del hielo marino desde 1979 hasta 2017 (figura 6), realizado por la Red de Predicción de Hielo Marino (SIPN), muestra la disminución constante de la extensión del hielo marino ártico, pero también demuestra un alto grado de varianza, por año: en 2007 y 2012 se registraron niveles sin precedentes de derretimiento del hielo, muy por debajo de la tendencia proyectada.


    Esta naturaleza impredecible de la extensión del hielo marino se ve exacerbada por factores locales. Por ejemplo, los informes del NSIDC de 2018 demostraron que la alta temperatura del aire no se correlaciona necesariamente con un mayor derretimiento del hielo. Sus analistas sugirieron que otros factores (en este caso las condiciones climáticas locales anticiclónicas en el mar de Bering) podrían haber afectado la tasa de derretimiento en toda la región del Ártico53.
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    Además, debido a los efectos localizados del viento y las corrientes, la distribución del hielo marino no es uniforme; durante el verano de 2007, a pesar de una extensión muy reducida del hielo, algunos estrechos permanecieron cerrados por el hielo54. Esto demuestra que a lo largo del verano la extensión del hielo y la tasa de cambio son impredecibles y el resultado de una compleja interacción de factores locales y globales.


    

    Inexactitudes en la modelización


    Hay una falta de modelos fiables que permitan predecir con seguridad las condiciones del hielo55. La figura 7 muestra las predicciones de la extensión del hielo marino para 2017, de varias técnicas de modelización, y la precisión de dichas predicciones con respecto a los datos observados. Demuestra no solo la varianza en la predicción a través de los modelos, sino también una tendencia en todos los modelos (en esta ocasión) a predecir un mayor grado de fusión que el observado.


    Tanta incapacidad de predecir con fiabilidad la extensión del hielo y la variación en la modelización existente crean incertidumbre con respecto a la planificación de las operaciones de transporte marítimo.56
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    Factores físicos adicionales


    El calentamiento de la temperatura ambiente no cambia la realidad del duro ambiente polar. Con la reducción de la extensión del hielo, se espera que la altura de las olas del Ártico aumente en un 100 por ciento o más en el siglo XXI, debido al mayor alcance del viento57 y a la ausencia del efecto amortiguador del hielo en mar abierto58. En condiciones de temperaturas bajo cero, los vientos más fuertes y las olas más grandes aumentan el riesgo de que el aerosol marino se congele y se acumule como hielo en la superestructura de un buque. Esto altera la distribución del peso y, en última instancia, puede socavar la estabilidad del buque. Además, hay peligros adicionales de la sensación térmica que afecta al personal que trabaja en el exterior.
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    Los estrechos de Sannikov y Dmitry Laptev (figura 8) tienen profundidades de 13 m y 6,7 m respectivamente. Esto limita el calado potencial de los buques que utilizan las rutas costeras de la NSR. Los buques de más de 50.000 TPM59 solo pueden navegar en las rutas de alta mar cuando las condiciones de hielo lo permiten60. El uso de la ruta es más factible para los buques más pequeños que pueden transitar más cerca de la costa.


    ¿Las condiciones de hielo previstas permiten a la NSR ser una alternativa viable a las rutas existentes?


    Con respecto a la viabilidad física de la NSR, los hallazgos clave son:


    
      	No se prevé que las condiciones de hielo se reduzcan a un nivel en el que los buques de agua abierta o con un Código Polar bajo puedan navegar por todo el territorio nacional sin escolta antes de 2030.


      	Los buques con capacidad de hielo son necesarios para que una compañía opere rutinariamente en la NSR; las clasificaciones más altas de Código Polarreducirán la necesidad de soporte para rompehielos.


      	Incluso en los meses de verano, las condiciones locales pueden provocar una acumulación de hielo, lo que ocasiona retrasos y la necesidad de apoyo para el rompehielos si las condiciones exceden la capacidad de hielo del buque.


      	Hasta el año 2040, se prevé que el periodo de navegación sea corto y se imite a los principales meses de verano.


      	Es probable que la alta cobertura de hielo siga siendo una característica de los meses de invierno durante al menos el siglo XXI.


      	Los buques que transitan durante el invierno deben tener una alta capacidad para romper el hielo, o realizar el tránsito con apoyo de rompehielos.


      	Las rutas más cercanas a la costa rusa suelen estar libres de hielo, pero se limitan a los buques de menor calado (y, por lo tanto, de menor tonelaje), debido a las limitaciones de la profundidad en los estrechos clave.


      	El aumento del derretimiento del hielo permitirá que la ruta se dirija más al norte y que se eviten los estrechos menos profundos. Por lo tanto, la NSR será más accesible a los buques de calado más grandes y profundos en el futuro, a medida que se reduzca la extensión del hielo.


      	Se requiere una mejor modelización para captar la complejidad del problema de la predicción del hielo, lo que permitirá aumentar la confianza de las compañías navieras en la viabilidad de la utilización de la ruta.

    


    

    La demanda comercial


    Demanda actual


    El uso de la NSR ha sido inferior a las estimaciones iniciales optimistas esperadas. El tráfico de tránsito aumentó de 111.000 toneladas en 2011 a un máximo de 71 tránsitos y 1,4 millones de toneladas en 2103. Desde entonces, sin embargo, el número se ha reducido significativamente61; en 2017, hubo 24 tránsitos, y en 2018, de los 792 viajes en la NSR, solo 27 eran tránsitos, lo que representa 0,5 millones de toneladas. Esto contrasta con el canal de Suez, por el que pasan anualmente entre 17.500 y 30.000 buques (más de 1.000 millones de toneladas).


    

    Demanda potencial


    Las ventajas que ofrece la menor distancia de la NSR representan un ahorro de tiempo y de combustible en comparación con las rutas del sur, pero las ventajas de distancia solo se aplican a los puertos del noreste de Asia y del norte de Europa; se vuelven menos ventajosas para Hong Kong y el Mediterráneo, respectivamente. Sin embargo, esto significa que la NSR puede conectar Europa con algunos de los puertos más grandes del mundo (cuadro 1).
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            461

          
        

      
    


    Cuadro 1. Clasificación mundial de puertos por capacidad, 2016. Extraído de UNCTAD, 2018.


    



    Aunque el comercio de la UE con Japón y Corea del Sur es considerable, es el comercio UE-China el que constituye la mayor parte del volumen actual de transporte marítimo entre ambas regiones; en 2018, el comercio con China representaba el 19,1 % de las importaciones de la UE, en valor. El comercio de mercancías entre la UE y China ha crecido de forma constante (figura 9) y es la principal fuente de demanda potencial para el uso de la NSR.
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    La mayoría de las importaciones de la UE procedentes de China son productos manufacturados, aparatos mecánicos primarios y equipos eléctricos (49,9 % en 2017), y artículos de gran volumen y bajo valor, como prendas de vestir y juguetes (figura 10).
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    Las exportaciones de la UE a China están dominadas por los aparatos mecánicos y los equipos eléctricos (30,8 %), así como por los vehículos y los aviones (22,8 %). También hay un comercio limitado de petróleo, gas, carbón y cobre (figura 11).
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    La mayoría de las mercancías transportadas entre China y la UE se transportan, por tanto, en cuatro clases de buques: portacontenedores, buques de transporte de automóviles, graneleros o de carga general y petroleros. Para que se considere una ruta viable para el transporte marítimo, las condiciones de la NSR deben ser adecuadas para el modelo de explotación comercial de cada clase de buque.


    

    Demanda por tipo de barco


    Transporte marítimo de línea: buques contenedores.


    El transporte marítimo de línea incorpora portacontenedores, que transportan contenedores ISO estandarizados, y el transporte marítimo Roll-on, Roll-off (RoRo), en el que los vehículos son conducidos directamente al buque para su tránsito.


    Existe un amplio consenso en cuanto a que el transporte marítimo de contenedores no es económicamente viable en la NSR, y es poco probable que lo sea al menos durante la primera mitad del siglo XXI. La NSR no se adapta al modelo empresarial del transporte marítimo de contenedores, ya que, debido a la imprevisibilidad de los tiempos de tránsito y a la falta de disponibilidad de la ruta en los meses de invierno, no se considera factible cumplir el calendario crítico y repetitivo que se exige al transporte marítimo de contenedores, en el que el retraso en las entregas puede acarrear sanciones económicas.


    Los portacontenedores están diseñados para optimizar las economías de escala y la tendencia actual es a construir más grandes, aunque para ello se niegue el uso del canal de Suez. La profundidad de la NSR, y las restricciones de tamaño asociadas, niegan tales ventajas.


    El transporte marítimo de línea regular opera en rutas bien establecidas, sirviendo a varios puertos grandes para intercambiar carga, y para mantenimiento y apoyo. A diferencia de la NSR, la ruta del canal de Suez permite el acceso a muchos de los principales puertos del mundo. Con el tiempo, sin embargo, el desarrollo de puertos e infraestructuras a lo largo de la NSR incrementará la demanda para abastecer el norte de Rusia, lo que requerirá la introducción de servicios regulares, aunque limitados, de contenedores.


    Las compañías navieras de contenedores siguen explorando la opción de incorporar el uso de la NSR en su modelo de negocio, sin embargo, han mostrado poco apetito para invertir. En agosto de 2018, el director técnico de Maersk, Palle Laursen, declaró que, aunque seguía el desarrollo de la NSR, la compañía no tenía intención de establecer un servicio regular en la ruta:


    «Actualmente, no vemos la NSR como una alternativa comercial viable a las rutas este-oeste existentes. En general, planificamos nuevos servicios de acuerdo con los patrones de comercio, los centros de población y la demanda de nuestros clientes».


    Esto fue antes del viaje de entrega de la Venta Maersk, de Corea del Sur a San Petesburgo en septiembre de 2018, que la compañía utilizó para probar la viabilidad y los requisitos de las operaciones en la NSR. El buque, con capacidad de operar en condiciones con hielo, es uno de los siete comprados por Maersk y está diseñado para operaciones en el Báltico.


    Hyundai Merchant Marine, el mayor transportista de contenedores de Corea del Sur, planea llevar a cabo una prueba similar en 2020.


    

    Transporte marítimo de línea: transportadores


    Cuanto más valiosa sea la naturaleza de la carga, mayor será la factibilidad económica de utilizar la NSR, y los vehículos automotores terminados serán la carga marítima más valiosa para ser transportada directamente de un punto a otro. En 2018, los vehículos y aviones completados representaban el 22,8 % de las importaciones de China procedentes de Europa (figura 12).


    El tránsito de vehículos completados se considera «económicamente factible hasta cierto punto con una ventana operativa de 105 días [periodo de navegación] en la NSR, y el resto del año utilizando la SCR», y con un periodo de navegación de 225 días el modelo operativo se considera «mucho más competitivo». Esto sugiere que la NSR presenta una opción viable para el transporte de vehículos, cuya viabilidad aumenta con el tiempo.


    Sin embargo, de acuerdo con los hallazgos de Rogers, et al (2013) (ver sección anterior), el periodo de navegación propuesto de 105 días (3,5 meses) no está previsto que esté libre de hielo antes de 2060 (figura 5), y solo un periodo de ~153 días (5 meses, julio-noviembre) estará libre de hielo para 2090, considerablemente menos que el periodo propuesto de 225 días. A medio-largo plazo, el uso de la NSR para el transporte de vehículos requerirá la construcción de buques especializados con capacidad para operar en condiciones de hielo, o el apoyo de un rompehielos.


    Hasta la fecha, no ha habido tránsitos de la NSR por buques de transporte de automóviles y hay pocos indicios de interés de la industria. La única empresa que actualmente opera en el sector de los vehículos con buques con capacidad de operar en las regiones polares es United European Carriers (UECC), con sede en Noruega. Opera nueve Pure Car and Truck Carriers (PCTC) de Categoría Polar C para viajes en Europa Occidental y el Báltico, los cuales serían capaces de transitar la NSR en condiciones de hielo limitadas, pero que requerirían apoyo para romper el hielo en algunas secciones.


    

    Transporte de carga general y a granel


    El transporte de carga seca a granel transporta carga no en contenedores, a menudo en forma de material suelto, como granos o agregados minerales. A nivel mundial, las cinco cargas secas más importantes son el mineral de hierro, el carbón, los cereales, los fosfatos y la bauxita. La carga general consiste en artículos no transportados en contenedores, por ejemplo, piezas de maquinaria de gran tamaño.


    El modelo operativo para el tránsito de dicha carga es generalmente más flexible que el transporte marítimo de línea. Las entregas son a menudo punto a punto (es decir, a un solo destino) y con un horario menos rígido. Se considera que estos buques tienen el mayor potencial para operar utilizando la NSR: esto se refleja en el hecho de que la mayoría de los buques que han transitado la ruta desde 2014 son graneleros o de carga general.


    Aunque la NSR ofrece ventajas para el transporte de carga general y a granel, el volumen relativamente bajo de carga general y a granel transportada entre Europa y el Lejano Oriente limita la demanda potencial.


    China es el mayor importador mundial de mineral de hierro, y mientras que Suecia (2,4 % de las importaciones chinas) y los Países Bajos (2,1 %) ofrecen fuentes potenciales para el uso de la NSR, la gran mayoría se abastece de Australia y Brasil (72,1 % en 2017). De manera similar, China, Japón y Corea del Sur son los principales importadores de carbón, pero la demanda es satisfecha por los envíos de Australia e Indonesia.


    Con la excepción del transporte marítimo de petróleo y gas, la carga general es la única categoría en la que hay un uso regular de la NSR. La compañía China Ocean Shipping Company (COSCO) está invirtiendo en el uso de la NSR para envíos regulares con buques con capacidad de hielo. Desde 2017, ha enviado una media de diez buques de carga al año a través de la NSR, y se calcula que ha ahorrado 221 días y 10 millones de dólares en costes de explotación en comparación con la ruta del canal de Suez.


    La inversión de COSCO en barcos con capacidad de operar en hielo muestra el interés del Estado chino en beneficiarse de la apertura de la NSR, ya que tal vez sea el país que más se beneficie de su uso regular como ruta para transportar sus productos manufacturados al mercado europeo.


    

    Consideraciones para todas las compañías navieras


    Los siguientes son considerados esenciales para que la NSR sea comercialmente viable: puertos e infraestructura en ruta, servicios de rompehielos, buques capaces de operar en hielo, cobertura de búsqueda y rescate (SAR), un precio globalmente alto del petróleo, y seguros.


    De estos requisitos, los buques, el precio del petróleo y la disponibilidad de seguro son asuntos de las compañías navieras, y se examinan a continuación. Los puertos, los servicios de rompehielos y la SAR se examinarán en la próxima sección, sobre el papel de Rusia en el desarrollo de la NSR.


    

    Buques del Código Polar


    El Código Polar fue introducido por la OMI en enero de 2017 y estipula los requisitos de diseño y funcionamiento de los buques que operan en aguas polares. A los buques se les asigna una clasificación para indicar las condiciones de hielo en las que el buque puede operar con seguridad. Por lo tanto, para operar en el Ártico es necesario invertir en buques nuevos con capacidad para el hielo, o modificar la flota existente para cumplir las disposiciones del Código Polar.


    La inversión financiera necesaria para iniciar y llevar a cabo las operaciones en el Ártico es un factor importante para todos los tipos de transporte marítimo, ya que los costes de construcción de los buques con capacidad para el hielo pueden ser hasta tres veces superiores a los de los buques de aguas abiertas. Al mismo tiempo, los ingresos potenciales son limitados, ya que la construcción más pesada reduce la capacidad de carga (hasta un 25 % en el caso de un buque de Código Polar 3) en comparación con un buque de aguas abiertas.


    Las características de diseño especializado de los buques con capacidad de hielo aumentan los costos de operación y socavan muchos de los ahorros en costos de combustible disponibles en la NSR. Los cascos reforzados y de doble pared aumentan el peso del buque, mientras que las formas de proa que penetran en el hielo niegan las eficiencias hidrodinámicas que ofrecen los diseños de proa bulbosa. Estos factores, combinados con los motores más grandes que se requieren en un ambiente de hielo, significan que el consumo de combustible puede ser hasta un 150 % mayor que el de los buques de aguas abiertas.


    La viabilidad del modelo de doble ruta (el buque utilizando la NSR durante los meses de verano y la ruta del canal de Suez durante el invierno) se ve socavada por las ineficiencias, y por lo tanto por los mayores costes de operación, del buque apto para el hielo cuando opere en condiciones de mar abierto durante el resto del año.


    Sin embargo, los costos adicionales de construcción y operación de un buque de Clase Polar podrían ser compensados para los buques con mayor capacidad en el hielo por la reducción de la necesidad de pagar por el apoyo de rompehielos.


    

    El precio del petróleo


    Dado que el combustible constituye una gran proporción de los costes de explotación, un aumento del precio del petróleo modificaría la relación coste-beneficio y podría animar a más empresas a buscar el ahorro de combustible utilizando la NSR.


    Recientemente, sin embargo, como el precio del petróleo es bajo, los buques han estado utilizando la ruta del cabo de Buena Esperanza, en lugar de transitar por el canal de Suez; los mayores costos de combustible del viaje más largo son menores que las tarifas del canal de Suez. Esto indica que, si bien los precios del petróleo son bajos, la duración de los trayectos es menos determinante; hay poca demanda de las ventajas de distancia ofrecidas por la NSR, si los demás costes superan el ahorro de combustible.


    

    Seguro


    Los estudios cualitativos, basados en entrevistas con los principales interesados potenciales en el transporte marítimo del Ártico, han demostrado que el interés por la NSR es limitado, mientras que los riesgos percibidos siguen siendo elevados. Existe preocupación por las dificultades de navegación, incluyendo la falta de estudios hidrográficos confiables, y los desafíos específicos de operar en latitudes más altas, tales como anomalías magnéticas y cobertura GPS desigual.


    Este nerviosismo se ve amplificado por el mayor riesgo para la reputación de las operaciones en el Ártico. En caso de que ocurriera un grave accidente marítimo, la compañía involucrada sería objeto de atención mundial y de una notoriedad duradera, similar a la del petrolero Exxon Valdez, que encalló en Prince William Sound en Alaska en 1989, causando una contaminación grave del medio ambiente natural.


    Los encuestados en el estudio de Tseng y Pilcher (2017) también destacaron una preocupación por la disponibilidad de seguro para transitar por la NSR. El Ártico representa un reto para los aseguradores debido a la gran variedad de riesgos y a la falta de conocimientos básicos sobre la frecuencia y gravedad de los accidentes que se producen en un entorno de hielo. En un documento de posición de la Unión Internacional de Aseguradores Marítimos (IUMI) se afirma que a medida que se emprendan más tránsitos y aumenten los datos estadísticos, más aseguradoras podrán ofrecer seguro para las operaciones en el Ártico. La introducción del Código Polar también ha dado lugar a una mayor confianza, como medio para evaluar la preparación relativa de un buque para operar en aguas del Ártico y, por lo tanto, mitigar el riesgo.


    

    ¿Existen suficientes ventajas para convencer a las compañías navieras de que inviertan en la NSR?


    La ruta del Ártico ofrece ventajas significativas en términos de distancia. Sin embargo, el interés de las compañías navieras está limitada. Uno de los factores es la necesidad continua de operar buques con capacidad de operar en hielo; el ahorro de costes en la NSR no contrarresta los costes de inversión inicial en la construcción o conversión a buques especializados, y el diseño de los buques limita su potencial de generación de ingresos. La adopción de un modelo de operación de doble ruta requiere aceptar ineficiencias para el periodo del año en que el buque no está operando en la NSR. En consecuencia, las posibilidades de utilizar la NSR de gran capacidad como alternativa a la ruta del canal de Suez son limitadas; no es factible que sustituya a la ruta de Suez, ni siquiera con una reducción significativa del hielo.


    

    ¿La ruta será lo suficientemente importante como para crear una dependencia en la entrega de mercancías a Europa?


    El carácter del comercio entre Asia Oriental y Europa es tal que hay poca probabilidad de desarrollar una dependencia de la NSR, al menos a medio plazo. Los productos manufacturados constituyen la gran mayoría de las exportaciones chinas, y se transportan rutinariamente en portacontenedores. Se considera que el transporte de contenedores no es económicamente viable utilizando la NSR, principalmente debido a las dificultades de fiabilidad y programación.


    La naturaleza de las mercancías importadas a Europa desde China es tal que un retraso o la falta de entrega, aunque tenga un impacto económico, no requeriría una acción política urgente y, por lo tanto, cualquier amenaza de interferir en dicho comercio probablemente no tendría un fuerte efecto coercitivo.


    

    La capacidad de Rusia para desarrollar la NSR


    En esta sección se examinarán los progresos realizados por Rusia hasta la fecha en relación con el desarrollo de la NSR y la necesidad de que la inversión externa cumpla sus objetivos.


    

    Capacidad económica


    El estancamiento de la economía rusa (figura 12), bajo los efectos combinados de las sanciones post-Crimea, y el bajo precio global del petróleo, está limitando severamente su capacidad para lograr sus objetivos de desarrollo en el Ártico; un hecho que Rusia admite libremente en sus documentos de política ártica.


    

    El precio del petróleo


    El bajo precio del petróleo no solo afecta a la toma de decisiones de las compañías navieras con respecto a la utilización de la NSR, sino que también socava la capacidad de Rusia para extraer los máximos ingresos de los recursos energéticos del Ártico. Como el petróleo es una de las principales exportaciones rusas, los ingresos del Estado se reducen. Al mismo tiempo, los márgenes de beneficio para la extracción de petróleo y gas disminuyen cuando el valor de la materia prima es bajo; por lo tanto, el interés en la inversión en la región es limitado. A pesar de ello, Rusia debe seguir desarrollando la infraestructura del Ártico para permitir que el transporte marítimo (principalmente el transporte marítimo de destino que sirve a sus puntos de extracción de petróleo y gas) pueda operar con seguridad en la ruta.


    



    [image: ]


    

    Necesidades de desarrollo


    Los puertos y la infraestructura asociada, los servicios de rompehielos, y la cobertura de búsqueda y rescate (SAR) son esenciales para el desarrollo de la NSR.


    

    Puertos


    El desarrollo de puertos e infraestructura ha sido apoyado por la rápida expansión de la extracción de petróleo y gas, y ha sido posible gracias a la inversión externa: para la planta de licuefacción de gas natural licuado de la Península de Yamal, que ahora es la más ocupada en la ruta, China proporcionó 12.000 millones de dólares de los 27.000 millones de dólares.


    Sin embargo, la mayoría de los puertos no están conectados al sistema de transporte interno de Rusia, lo que significa que tienen poco estímulo para la expansión. Gobel (2018) cita a expertos rusos que afirman que, al ritmo actual de desarrollo, los puertos de la NSR serán «deficientes desde el punto de vista logístico durante al menos otra década o más».


    

    Rompehielos


    Rusia está invirtiendo fuertemente en rompehielos, principalmente para satisfacer las necesidades de sus puertos de petróleo y gas, pero también para operar con tráfico de tránsito en la NSR. Actualmente hay ocho rompehielos en construcción para Rosatom, que se espera que estén totalmente operativos a principios de la década de 2030.


    

    Búsqueda y rescate


    El Ministerio de Defensa Civil, Emergencias y Socorro en Casos de Desastre de Rusia planifica once centros de rescate y emergencia en el Ártico a lo largo de la NSR. En la actualidad hay cinco centros de rescate en funcionamiento. Sin embargo, la distancia entre ellos significa que la cobertura real es extremadamente escasa; la distancia, combinada con la probable presencia de hielo, podría provocar retrasos muy importantes en la llegada a un buque en peligro.


    

    Inversión exterior: China y la Ruta Polar de la Seda


    Es difícil obtener pruebas documentales objetivas de los progresos de Rusia en el desarrollo de la NSR y del plan de desarrollo regional más amplio. Sin embargo, lo que es evidente es la dependencia de Rusia de la ayuda exterior. Con las continuas sanciones que reducen el interés de los Estados occidentales, la mayor parte de la inversión procede de China.


    En enero de 2018, China anunció su proyecto «Ruta Polar de la Seda», incorporando la NSR a su «Iniciativa de Cinturón y Carretera» (BRI por sus siglas en inglés) más amplia para crear vínculos comerciales en toda Asia y Europa. El interés de China en la NSR es doble: en primer lugar, la ruta presenta un atajo para que el comercio chino llegue a mercados importantes en Europa, y en segundo lugar, el petróleo y el gas ártico ruso contribuyen significativamente a las crecientes demandas energéticas de China.


    La declaración, titulada «La política ártica de China» (2018), esbozaba la intención de «brindar oportunidades a las partes interesadas... para facilitar la conectividad y el desarrollo económico y social sostenible del Ártico», sugiriendo que China está dispuesta a ir más allá del desarrollo de la NSR, y ve el valor de desarrollar la región en su conjunto.


    Rusia fue inicialmente hostil al BRI de China cuando fue lanzado en 2013, temiendo la expansión china, pero más tarde, en el Foro de la Cinta y la Carretera de 2017, Putin invitó a China a extender su iniciativa para incluir el uso de la NSR. Siguieron una serie de anuncios bilaterales y compromisos de miles de millones de dólares de inversión directa de China en proyectos de infraestructura rusos.


    Sin embargo, muchas de las inversiones prometidas aún no se han materializado, o bien los proyectos se han estancado debido a una «desconfianza en Rusia» y su difícil cultura empresarial de «lento ritmo y burocracia».


    China es muy consciente de la débil posición económica de Rusia que provocó las súplicas de asociación, y que China se aprovechará de la situación, siempre y cuando se satisfagan sus propios intereses. El imperativo económico para el desarrollo de la región coloca a Rusia en una posición débil, ya que China está buscando mayores concesiones y garantías para el uso de la NSR, que en última instancia están reduciendo el control general de Rusia.


    La política china afirma los derechos de acceso de China al Ártico, y la autoridad de la OMI, como organismo regulador internacional, al afirmarlo:


    «...todos los Estados deben acatar tratados internacionales como la Carta de las Naciones Unidas y la UNCLOS, así como el derecho internacional general».


    Esto sugiere desacuerdo con respecto a las reivindicaciones rusas de jurisdicción sobre los buques que transitan por la NSR. A medida que crece el interés de China en el Ártico, existe la posibilidad de que busque cambios en el dominio ruso sobre la ruta.


    

    ¿Posee Rusia la capacidad económica y tecnológica para desarrollar la infraestructura de apoyo a la NSR?


    En la actualidad, Rusia no posee ni la capacidad económica ni la tecnología necesaria para que la NSR alcance un nivel que atraiga grandes volúmenes de transporte marítimo internacional. La situación económica actual, con un bajo precio del petróleo y sanciones, significa que Rusia depende en gran medida de la inversión externa, principalmente de China. El imperativo de desarrollar la NSR, para apoyar la extracción de recursos, ante el limitado interés externo, significa que Rusia se encuentra en una posición de desventaja en cualquier negociación.


    

    Evaluación


    Resumen de los resultados


    Los resultados de la investigación pueden resumirse como sigue.


    ¿Cuáles son las prioridades geopolíticas de Rusia con respecto a la NSR?


    Rusia está obligada a desarrollar la NSR y el Ártico en general para maximizar su potencial como fuente de ingresos, pero para ello debe atraer inversiones externas.


    ¿Qué derechos legales tiene Rusia para influir en el uso de la NSR?


    Aunque impugnada, Rusia puede, en la actualidad, imponer restricciones y denegar el acceso a los buques de todos los Estados que utilizan la NSR. Es probable que esto cambie con el tiempo, ya que el derretimiento del hielo hace posible que los buques se alejen de la costa rusa, lo que reduce el fundamento jurídico para ejercer control sobre la ruta.


    ¿Las condiciones de hielo previstas permiten que la NSR sea una alternativa viable a las rutas existentes?


    En el periodo hasta 2030, es poco probable que se produzca un aumento significativo del volumen del transporte marítimo de tránsito debido a las condiciones impredecibles, la estacionalidad y la necesidad continua de buques con capacidad de hielo, o el costoso apoyo de los rompehielos.


    ¿Existen suficientes ventajas para convencer a las compañías navieras de que inviertan en la NSR?


    En la actualidad, los costes superan los beneficios potenciales, especialmente con respecto al transporte marítimo de línea, que constituye la mayor parte del comercio entre Asia Oriental y Europa. La NSR puede ofrecer una alternativa a las áreas de nicho del transporte marítimo, pero a pequeña escala, lo que no afectará al uso de las rutas globales existentes.


    ¿Será la ruta lo suficientemente importante como para crear una dependencia en la entrega de mercancías a Europa?


    Debido a la disparidad entre la naturaleza de las mercancías que pueden transportarse de forma viable en la NSR y la naturaleza del comercio entre Europa y Asia Oriental, se considera muy poco probable que la UE desarrolle una dependencia de la ruta antes de 2030.


    ¿Tiene Rusia la capacidad económica y tecnológica para desarrollar la infraestructura necesaria para apoyar la NSR?


    Rusia necesita grandes inversiones externas y asociaciones para desarrollar la ruta. China ha acordado una asociación estratégica, a petición de Rusia, y proporciona apoyo financiero y tecnológico, pero hay pruebas de que el desarrollo previsto se está estancando.


    

    Cambiar con el tiempo


    Para el año 2030, se prevé que las reducciones anuales de la cubierta de hielo se traduzcan en un aumento de la incidencia de los tránsitos sin hielo durante los meses de verano, pero las condiciones locales aún pueden llevar a la necesidad de un rompehielos. Se espera que la NSR siga siendo inviable para su uso regular durante el invierno.


    Se prevé que el volumen de transporte marítimo de tránsito en la NSR seguirá siendo bajo, mientras que el transporte marítimo de petróleo y gas sigue creciendo. La mayor parte del transporte marítimo de tránsito seguirá siendo para tareas especializadas en la entrega de carga general.


    Además, es poco probable que la infraestructura esté lo suficientemente desarrollada como para disipar las preocupaciones de los operadores marítimos con respecto al riesgo. Pero un mayor uso de la ruta, principalmente por parte del transporte marítimo de petróleo y gas, permitirá a las aseguradoras adquirir un mayor conocimiento del riesgo y ofrecer seguros a los buques que operan en el Ártico. Esto, así como una mayor familiaridad y experiencia en la navegación en la región polar, puede hacer que las compañías navieras estén más dispuestas a invertir en el uso de la NSR.


    Si las rutas al norte de las islas costeras se convierten en la norma, puede haber desafíos a las demandas de Rusia para el control legal de la ruta. Existe, por tanto, un breve periodo durante el cual Rusia puede aprovechar al máximo la ruta, manteniendo su jurisdicción legal y generando ingresos procedentes de los servicios de rompehielos o de practicaje.


    

    La ventaja estratégica y del poder


    Poder para la capacidad de actuación del Estado


    El impulso para ser comercialmente competitivo y solicitar activamente negocios para el uso de la NSR sugiere que Rusia reconoce que la apertura de la ruta no causará automáticamente un cambio geopolítico favorable, como se había anticipado en los primeros años del siglo XXI. Aunque existe tanto la voluntad política como un imperativo económico para desarrollar la NSR, la falta de capacidad económica y tecnológica limita la capacidad de Rusia para cumplir sus objetivos políticos. El requisito de fomentar las asociaciones políticas y económicas limita aún más la libertad de Rusia para actuar unilateralmente en su propio interés.


    El poder de Rusia para controlar la NSR es potencialmente mayor ahora de lo que será en el futuro. El marco jurídico existente proporciona la base para controlar el acceso a la frontera septentrional y, al mismo tiempo, generar ingresos, pero cualquier movimiento futuro de la ruta hacia el norte, hacia la ZEE de Rusia o la alta mar pondría en entredicho esta base jurídica. Del mismo modo, un mayor volumen de transporte marítimo de tránsito daría lugar a una mayor atención internacional a la NSR y a posibles peticiones de relajación del marco reglamentario.


    El «poder para» de Rusia se considera ahora bajo; tiene derechos legales, pero es demasiado débil desde el punto de vista económico para perseguir unilateralmente sus objetivos. Con el tiempo, es posible que este poder disminuya aún más, cuando se debiliten los argumentos rusos legales sobre el control de la NSR.


    

    Poder sobre la capacidad de influír en otros Estados


    A pesar de las predicciones de un derretimiento significativo del hielo y de la importante demanda potencial, dado el enorme volumen de mercancías transportadas entre Asia Oriental y Europa, los retos del medio ambiente del Ártico están impidiendo que la NSR se convierta en una importante arteria comercial. Al mismo tiempo, la naturaleza no vital del comercio este-oeste (principalmente productos manufacturados) es tal que es poco probable que un retraso en la entrega tenga un impacto político o coercitivo significativo. Con poca dependencia de la NSR por parte de Europa, Rusia es incapaz de ejercer un «poder sobre» Europa en virtud de su posición adyacente a la ruta. Es poco probable que esta situación cambie en el periodo hasta 2030.


    En lugar de aumentar la ventaja estratégica, la apertura de rutas a través del Ártico parece socavar el poder de Rusia en relación con otros Estados, principalmente China.


    

    China


    La combinación del bajo precio del petróleo y las sanciones económicas han dejado a Rusia en una posición en la que debe desarrollar el Ártico como fuente de ingresos. Este imperativo económico coloca a Rusia en una mala posición negociadora, ya que debe buscar la inversión externa aunque los incentivos para dicha inversión sean pocos; en la actualidad, la única fuente importante de dicha inversión es China.


    China es el país que más tiene que ganar con la apertura de la NSR, como medio para enviar sus exportaciones a su principal mercado en Europa. Como resultado, es el único cliente que invierte de forma significativa en el uso de la NSR, tanto a través de la compañía naviera estatal COSCO, que explota buques de carga general a Europa a través de la NSR, como de una inversión estatal generalizada, aunque lenta, en proyectos de infraestructura en el norte de Rusia.


    El Estado chino tiene tanto la necesidad como el poder económico de desarrollar la ruta, y el dominio político de presionar a Rusia para que mantenga la ruta abierta. El papel de China, por lo tanto, es clave para proteger a Europa de cualquier posible coerción económica que Rusia pueda intentar mediante el uso de la NSR.


    La capacidad de Rusia de utilizar la NSR para perseguir objetivos geopolíticos se ve socavada por su posición subordinada en su relación con China. Su debilidad económica pone a Rusia en una situación en la que debe conferir poder a China, a cambio de una inversión continua.


    

    Evaluación de la teoría: ¿realismo o liberalismo?


    La base de este estudio es la noción de que los motivos de Rusia son fundamentalmente realistas: utilizar las ventajas económicas de la NSR y del Ártico en general para mejorar su posición política y económica. Sin embargo, la realidad es que, debido a las limitaciones económicas y la moderación por parte de los inversores comerciales, Rusia puede hacer poco para promover sus objetivos, y se ven obligados a reevaluar sus prioridades y buscar compromisos en las relaciones políticas y económicas, especialmente con China.


    Mientras que el tono y el contenido de la mayoría de las políticas publicadas parecen apoyar los argumentos liberalistas de que el desarrollo del Ártico está impulsado por motivos puramente económicos, hay pruebas de que la competencia entre los Estados sigue siendo el centro de atención. El aparente nerviosismo de Rusia en su papel cada vez más subordinado a China, sugiere que las tendencias realistas continúan, y que se ha identificado la pérdida potencial de poder e influencia inherente al desarrollo de la NSR.


    Esto apoya la idea de que ambas teorías de las relaciones internacionales son válidas en este caso; cualquier ambición realista se ve frustrada por la realidad liberalista de tener que atraer negocios e inversiones; sin embargo, Rusia tiene la opción de reforzar el control sobre la NSR, a expensas de sus intereses económicos, con el fin de proteger su frontera septentrional y su posición geopolítica frente a China.


    

    Conclusión


    De los resultados se desprende claramente que las expectativas iniciales de una elevada demanda de utilización de la NSR como corredor marítimo eran poco realistas, especialmente a corto plazo. Mientras que el transporte marítimo de destino, que transporta recursos energéticos de Rusia, ha crecido rápidamente, el volumen del transporte marítimo de tránsito se ha mantenido constantemente bajo.


    Aunque se prevé que el derretimiento del hielo continúe, la naturaleza impredecible de las condiciones y la realidad de operar en el duro entorno del Ártico hacen que las compañías navieras internacionales se muestren reacias a invertir en el uso de la ruta del Ártico, a menos que existan claras ventajas económicas para hacerlo; para la mayoría de las compañías, la ruta no es económicamente viable.


    La investigación ha demostrado que, en lugar de conferir una ventaja estratégica a Rusia, la reducción del hielo del Ártico está creando un problema que Rusia debe abordar o arriesgarse a perder el control de su flanco norte.


    Rusia debe buscar un equilibrio entre la protección de su frontera y sus activos en el norte, y la generación de los ingresos máximos de la región para reforzar su economía. Si Rusia quiere seguir asegurando inversiones financieras para el desarrollo, debe aceptar un debilitamiento de su poder en la región.


    

    Temas de estudio adicional


    Es difícil afirmar con certeza la futura capacidad de Rusia para desarrollar la NSR debido a la influencia de dos factores externos clave; los estudios posteriores deberían investigar estas áreas, para permitir una comprensión más profunda de los posibles resultados geopolíticos:


    
      	El efecto de cualquier cambio futuro en el precio del petróleo; un aumento del precio del petróleo mejoraría, en teoría, la capacidad económica de Rusia para desarrollar la NSR, y actuaría como incentivo para la inversión externa.


      	El interés continúo de China en la NSR: el estatus de cliente clave y socio

    


    estratégico de China puede cambiar si siente que la asociación ya no es ventajosa desde el punto de vista político o económico. Si esto ocurriera, Rusia se vería obligada a buscar alianzas económicas alternativas, o a reconocer que los costes de desarrollo de la NSR superan los beneficios.

    




  
    

    

    

    

    Capítulo octavo


    Prevención del absentismo laboral en la Guardia Civil


    Tamara Roselló Martínez


    Resumen


    La evolución en las cifras de absentismo profesional que ha sufrido la Guardia Civil en los últimos años pone de relieve la posible existencia de una problemática interna importante cuyas causas, por el momento, todavía no han sido determinadas con exactitud.


    La gestión de los recursos humanos es sin duda uno de los ámbitos más complicados para cualquier organización, no obstante el coste que supone (en términos de disponibilidad de efectivos) una incidencia tan elevada de absentismo hace del todo necesario que se establezcan las medidas oportunas para evaluar, controlar y hacer un seguimiento efectivo de dicho fenómeno. Lo contrario implicaría sencillamente asumir que diariamente se pierde un potencial de servicio de, aproximadamente, 5.500 efectivos para llevar a cabo los cometidos que legalmente tiene encomendados la Institución, una realidad que, sin duda, bien merece que pongan en funcionamiento los mecanismos necesarios para su minimización.


    Palabras clave


    Absentismo profesional, incapacidad temporal, variables asociadas, fraude, prevención, control médico, costes.


    Prevention of professional absenteeism in the Guardia Civil


    Summary


    The evolution on the work absenteeism statistics in the Guardia Civil in recent years points to the possible existence of an important internal problem whose causes, up to the moment, have not been properly ascertained.


    Human resources management is undoubtedly one of the most complicated areas for any organization, however the cost it supposes (in terms of staff availability) of such a high incidence of absenteeism makes it necessary to establish the appropriate measures to assess, control and effectively monitor this phenomenon. The opposite would simply imply the Guardia Civil loses a daily service potential of approximately 5,500 police agents to carry out the tasks legally assigned to the Institution, a reality that certainly deserves careful consideration and an in-depth analysis, as a complex managerial area, to find out mechanisms to minimize it.


    Keywords


    Professional absenteeism, temporary disability, associated variables, fraud, prevention, medical supervision, economic costs.


    

    Introducción


    La evolución experimentada en los últimos años en las cifras de absentismo profesional por incapacidad temporal ha permitido comprobar que dicho fenómeno crece de forma sostenida alcanzando en la actualidad niveles que van más allá de los que se consideran deseables en cualquier organización.


    Si bien los niveles de prevención existentes en el seno de la Guardia Civil contemplan un amplio abanico de acciones para gestionar el absentismo profesional en todas sus fases (antes, durante y después de acaecida la situación de incapacidad temporal), a priori, no parece que las mismas permitan afrontarlo adecuadamente, especialmente teniendo en cuenta que las cifras globales que muestran la evolución de los procesos de incapacidad temporal evidencian una tendencia al alza del índice de absentismo.


    Sin lugar a dudas el absentismo profesional es un fenómeno complejo en el que participan variables de diversa índole, tanto externas (y ajenas a la Institución) como internas (y dependientes de esta) por lo que, partiendo de la premisa de que ambos tipos de variables tienen una repercusión directa en el índice de absentismo, la existencia de una problemática como la descrita, a priori, está necesariamente vinculada a la gestión que realiza la Institución de dichas situaciones.


    Lo anteriormente referido nos lleva a formularnos la pregunta de si los procedimientos de gestión existentes en el seno del Cuerpo (para el control y seguimiento del absentismo profesional) tienen la entidad necesaria y son lo suficientemente eficaces para cumplir con dicho objetivo o si, por el contrario, presentan deficiencias o carencias que impiden u obstaculizan una correcta gestión de dichas situaciones.


    El presente trabajo se centra precisamente en analizar si las medidas comprendidas en cada uno de los niveles preventivos de actuación sobre los que se trabaja en el ámbito del Cuerpo son suficientes para afrontar adecuadamente el fenómeno del absentismo profesional y en qué medida cumplen con la finalidad para las que fueron concebidas, entendiendo que todas y cada una de ellas tienen una incidencia directa en dicho fenómeno.


    

    El absentismo laboral por incapacidad temporal


    Delimitación del concepto y variables asociadas


    Aunque en los últimos tiempos los intentos por sistematizar el concepto de absentismo han sido numerosos, no existe en nuestro país un consenso en cuanto a qué debe entenderse por absentismo profesional ni tampoco una definición unánime que delimite y permita cuantificar dicho término1.


    Las distintas aproximaciones teóricas que se han efectuado de este concepto han venido de la mano de las disciplinas científicas que lo han estudiado en cada momento (jurídica, médica, económica, social, etc.) las cuales lo han definido en función de sus propias necesidades creando acepciones puntuales. Con todo, sí encontramos tanto a nivel nacional como internacional diversas referencias sobre lo que debe entenderse por absentismo laboral.


    En 1991, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) definió el absentismo como «la no asistencia al trabajo por parte de un empleado del que se pensaba que iba a asistir, quedando excluidos los periodos vacacionales y las huelgas; y el absentismo laboral de causa médica como el periodo de baja laboral atribuible a una incapacidad del individuo, excepción hecha para la derivada del embarazo normal o prisión».


    El Instituto Nacional de Estadística (2018) incluye entre los conceptos asociados al «coste laboral» el vinculado a las «horas no trabajadas» que define como «las horas no trabajadas durante la jornada laboral por cualquier motivo (vacaciones, incapacidad temporal, maternidad, motivos personales, conflictividad laboral, absentismo, cierre patronal, etc.)», aunque no determina qué conductas se incluyen dentro del término absentismo.


    El Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social (2018) define el concepto de absentismo laboral como «toda falta de asistencia o ausencia al trabajo, ya sea justificado o no».


    Asimismo, el Diccionario de la Real Academia Española (2018) define el concepto absentismo como la «abstención deliberada de acudir al lugar donde se cumple una obligación».


    Todas estas acepciones ponen de relieve que el absentismo es un fenómeno complejo de difícil determinación y clasificación que puede integrar diversas conductas o comportamientos en función de la perspectiva desde la que se analice. Ello hace que su estudio requiera tener en cuenta aspectos de diversa índole como el momento histórico, los aspectos sociales, las particularidades de cada organización, las diferencias individuales, etc.


    Aunque existen multitud de clasificaciones sobre el tipo de conductas que integran el absentismo profesional, parece que existe acuerdo en incluir el absentismo derivado de incapacidad temporal como un subtipo de este por la importante incidencia que posee dentro del fenómeno en su conjunto en las organizaciones de todo tipo2.


    Tomando como punto de partida una clasificación inicial del absentismo profesional en dos grandes bloques, esto es, justificado e injustificado, a priori se podría afirmar que el absentismo profesional por incapacidad temporal se ubicaría dentro del primer bloque. No obstante, la experiencia demuestra que una situación de incapacidad temporal, aunque se encuentre certificada a través del correspondiente parte médico, no tiene por qué implicar siempre la existencia de un problema de salud asociado que la justifique, de la misma forma que, sensu contrario, una situación de enfermedad o lesión no tiene por qué suponer en todo caso una incapacidad para el trabajo.


    La explicación de dichas situaciones se encuentra en la propia naturaleza de la incapacidad temporal la cual constituye un fenómeno complejo que abarca tanto la salud como el comportamiento social que conduce al abandono del trabajo3.


    Tal y como Vicente Pardo describe, «en la adecuación de la incapacidad laboral las variables de salud (enfermedad) y sanitarias (atención sanitaria) son elementales, pero la desviación de la incapacidad debe ser objeto de particular y completo análisis donde tienen su trascendencia las variables personales, las sociales, las económicas, las normativas, y las de la propia gestión de las encomendadas a las diversas entidades».


    Ahondando en el enfoque sociológico de la incapacidad temporal, adquieren relevancia conceptos tales como el de la «medicalización» tratado y analizado por numerosos investigadores entre los que destacan Foucalt, Hicks, Leibovici, Engström4, etc.


    El término medicalización hace referencia al proceso gradual a través del cual aspectos no estrictamente médicos se van generalizando como comportamientos y, a su vez, socializando como causa justificada para ausentarse del trabajo. Este proceso supone que situaciones cuyo origen no es estrictamente médico (sino de otra naturaleza como social, organizacional, personal, etc.) y que, en condiciones normales no justificarían una incapacidad para trabajar por no existir una alteración en la salud, sean tratadas como tal, convirtiéndolas en auténticas situaciones de incapacidad temporal justificadas médicamente5.


    En el proceso de medicalización intervienen también numerosas variables (como la tipología de sistemas de salud, las políticas sanitarias y sociales y, como más relevantes, los comportamientos sanitarios y las conductas individuales de los afectados) las cuales se encuentran íntimamente relacionadas (cuando no son coincidentes) con las variables vinculadas a las situaciones de incapacidad temporal principalmente porque el proceso de medicalización tiene un efecto directo en la creación de nuevas situaciones de incapacidad temporal basadas en «falsas enfermedades»6 lo cual supone, a priori, una mayor incidencia de los casos de absentismo profesional.


    A pesar de la relevancia de las variables sociales dentro del fenómeno debe tenerse también en cuenta, a la hora de analizar las situaciones de incapacidad temporal, otro tipo de aspectos como son los condicionantes personales, los cuales constituyen en sí mismos una variable independiente con especial repercusión en dichas situaciones y que merecen, por ello, un tratamiento diferenciado.


    Desde esta perspectiva, la incapacidad temporal tampoco queda determinada por los aspectos estrictamente médicos (es decir, por la situación de enfermedad y por el posterior diagnóstico médico que corrobora que la enfermedad impide desarrollar la actividad laboral normal), sino que agrega una faceta con más relevancia si cabe, la voluntad del afectado, la cual es decisiva en el dictamen médico de la incapacidad temporal. Tal es así, que la voluntad del paciente puede en casos extremos derivar en comportamientos simulados que den lugar a incapacidades temporales fraudulentas7 o, por el contrario, a situaciones de alta médica en pacientes a los cuales no les correspondería reanudar su actividad laboral8.


    A pesar de la trascendencia de estas conductas (tanto a nivel económico como para los facultativos y la gestión médica), no existen en España investigaciones relevantes en las que se aborde el fenómeno de la simulación en pacientes. No obstante, algunos de los estudios9 más recientes en los que se analiza este aspecto corroboran que las conductas simuladas por parte de pacientes suponen un porcentaje elevado respecto al total de las situaciones de incapacidad temporal10.


    Continuando con el análisis de las variables que afectan a la incapacidad temporal debe hacerse especial mención igualmente a la económica. Existen numerosas teorías que analizan el enfoque económico del absentismo profesional, no obstante, en la mayoría de los casos, su finalidad no estriba en determinar el origen concreto que lo motiva sino en detectar e identificar dichas situaciones en función de la repercusión económica que suponen para la organización de que se trate.


    En términos generales, el núcleo de dichas teorías radica en la ponderación personal que efectúa el trabajador entre el coste que supone su asistencia al trabajo o su ausencia11, el cual no tiene por qué estar vinculado exclusivamente a una ganancia económica sino que puede traducirse en una motivación de cualquier otro tipo que justifique igualmente no asistencia al trabajo.


    Aunque dichas teorías se centran en la repercusión económica del absentismo de forma global (no solo del derivado de incapacidad temporal), debe decirse que también son extrapolables a este último y que, además, en este tipo de absentismo profesional dicha variable económica adquiere una relevancia todavía mayor (especialmente en aquellos casos en los que las situaciones de incapacidad temporal no suponen un perjuicio económico para el afectado en términos retributivos) dado que, en no pocos casos, dichas incapacidades temporales vienen de la mano de conductas simuladas por parte de los trabajadores.


    Estos son precisamente los casos que revisten mayor gravedad y complejidad de detección dado que se superponen en ellos dos conductas diferenciadas: por un lado la simulación de una situación de enfermedad y, por otro, la certidumbre de que la permanencia en dicha situación no tendrá consecuencias económicas.


    Todas las variables descritas hasta el momento tienen una incidencia innegable en el absentismo profesional por lo que su análisis y estudio resultará clave para la determinación de su posible origen y causas de este y, especialmente, para la implementación de procedimientos y medios con los que minimizar dicha problemática.


    

    Antecedentes y evolución en el ámbito de la Guardia Civil


    El absentismo por incapacidad temporal en la Guardia Civil ha constituido en los últimos años un asunto de creciente atención en el marco de la política de personal del Cuerpo y de la gestión de sus recursos humanos. La importancia que ha ido adquiriendo dicho fenómeno ha conllevado que, en el seno del Cuerpo, se realicen estudios y análisis orientados a analizar dicho fenómeno con el fin de asesorar en la toma de decisiones y en la implantación de las fórmulas más convenientes para afrontar su incidencia.


    En el ámbito del Cuerpo, los informes internos que evalúan la incidencia del absentismo profesional entre su personal toman como indicador el denominado índice de absentismo (o porcentaje de días perdidos, PDP), que resulta de dividir el número de días perdidos durante el periodo considerado por causa de incapacidad temporal, entre el número medio de efectivos del periodo multiplicado por los días de este, y multiplicado el resultado por cien (según la ecuación12 a continuación), cuyo resultado refleja el porcentaje de tiempo promedio que cada miembro del Cuerpo no ha estado disponible para desempeñar sus cometidos profesionales a causa de una incapacidad temporal:


    N.º de días perdidos durante el periodo de incapacidad temporal x 100


    Ia =


    N.º medio de efectivos x N.º de días del periodo


    A modo de ejemplo, durante 2017 el índice de absentismo causado por incapacidad temporal (promedio anual) supuso el 7,40 % del personal del Cuerpo13, el más alto en los últimos seis años, y aproximadamente un 20 % superior al correspondiente a 2013 (menor índice registrado en los últimos nueve años), tal y como se refleja en la tabla siguiente:
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            7,60

          

          	
            7,17

          

          	
            6,39

          

          	
            5,96
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    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.


    



    Las especiales funciones y cometidos asignados legalmente a la Guardia Civil hacen que sus componentes se encuentren expuestos de forma continuada a multitud de factores de riesgo que originan un elevado número de accidentes e incidentes, los cuales derivan, en muchos de los casos, en situaciones de incapacidad temporal.


    Aunque, a priori, dicha hipótesis podría justificar un índice tan elevado de absentismo, si se realiza un análisis más profundo, orientado especialmente a la tipología concreta de incapacidades que tienen lugar, su origen, así como a los periodos de recuperación que cada una de ellas requiere, se obtiene que no en todos los casos existe un nexo causal directo entre dichas incidencias y el tipo de baja y duración.


    Una cuestión relevante a efectos de valorar la repercusión que la prestación del servicio y el desarrollo de los cometidos profesionales provocan en el personal del Cuerpo es el número de procesos de incapacidad temporal ocasionados durante su transcurso. En este sentido, la tabla a continuación en la que se recogen datos sobre accidentes e incidentes14 ocurridos durante el servicio demuestra que, en el periodo analizado (2010-2018), el porcentaje de bajas por esta causa no ha superado en ninguno de los años el diez por ciento del total de bajas15.
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            Número de accidentes

          

          	
            3.517

          

          	
            3.351

          

          	
            3.742

          

          	
            3.734

          

          	
            3.678

          

          	
            2.926

          

          	
            2.734

          

          	
            2.945

          

          	
            2.550

          
        


        
          	
            Accidentes de tráfico durante el servicio

          

          	
            1.791

          

          	
            1.517

          

          	
            915

          

          	
            591

          

          	
            419

          

          	
            315

          

          	
            255

          

          	
            270

          

          	
            335

          
        


        
          	
            Número de accidentados

          

          	
            4.724

          

          	
            4.556

          

          	
            5.079
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            Número de accidentes con baja

          

          	
            1.743

          

          	
            1.763

          

          	
            1.891

          

          	
            2.577

          

          	
            2.510

          

          	
            2.044

          

          	
            1.788

          

          	
            270

          

          	
            1.573

          
        


        
          	
            Personal que ha sufrido baja por accidente

          

          	
            2.049

          

          	
            1.870

          

          	
            2.036

          

          	
            3.097

          

          	
            3.222

          

          	
            2.673
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            Número de incidentes

          

          	
            0
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            0

          

          	
            1.295

          

          	
            1.252

          

          	
            995

          

          	
            851

          

          	
            654

          

          	
            663

          
        


        
          	
            Total bajas


            ACTO DE SERVICIO

          

          	
            2.049

          

          	
            1.870

          

          	
            2.036

          

          	
            3.097

          

          	
            3.222

          

          	
            2.673

          

          	
            2.351

          

          	
            1.891

          

          	
            2.160

          
        


        
          	
            Total bajas acto de servicio (%)

          

          	
            2,91

          

          	
            2,65

          

          	
            3,50
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            3,70
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            FUERA DE SERVICIO

          

          	
            64.835

          

          	
            65.244

          

          	
            52.333

          

          	
            44.178

          

          	
            53.817

          

          	
            62.516

          

          	
            58.528

          

          	
            67.322

          

          	
            67.692
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            68.352

          

          	
            68.595

          

          	
            56.075

          

          	
            47.912
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            65.442

          

          	
            61.262

          

          	
            70.267

          

          	
            70.242

          
        

      
    


    



    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.


    



    Estos resultados ponen de relieve que las incapacidades temporales que sufren los miembros del Cuerpo (en un alto porcentaje) no son consecuencia de las funciones y cometidos que estos desarrollan durante la prestación del servicio sino que en su mayoría se producen fuera del mismo con ocasión de accidentes no profesionales y/o enfermedades comunes.


    Si se analizan las situaciones de incapacidad temporal desde el punto de vista de su duración se desprende que los procesos patológicos derivados de enfermedad común y de origen psiquiátrico son los que más tiempo suponen dentro de estas. Mención especial merece este último grupo cuya tendencia se mantiene estable a lo largo del periodo analizado situándose su incidencia en aproximadamente un treinta por ciento del total de las situaciones de incapacidad temporal.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            PORCENTAJE DE DÍAS PERDIDOS POR TIPO DE INCIDENCIA SOBRE EL TOTAL DE DÍAS
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            2018

          
        

      

      
        
          	
            Accidente en acto de servicio

          

          	
            7,17

          

          	
            7,01

          

          	
            7,86

          

          	
            12,22

          

          	
            13,79

          

          	
            12,56

          

          	
            10,99

          

          	
            10,94

          

          	
            10,88

          
        


        
          	
            Accidente fuera de servicio

          

          	
            16,72

          

          	
            16,70

          

          	
            16,30

          

          	
            14,79

          

          	
            12,95

          

          	
            12,15

          

          	
            11,32

          

          	
            10,39

          

          	
            9,42

          
        


        
          	
            Enfermedad común

          

          	
            47,01

          

          	
            49,07
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            43,61

          

          	
            45,20
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            27,22

          

          	
            28,83

          

          	
            29,38

          

          	
            28,06

          

          	
            28,64

          

          	
            29,23

          

          	
            29,97

          

          	
            28,94

          
        


        
          	
            TOTAL DÍAS PERDIDOS

          

          	
            2.271.930

          

          	
            2.155.177

          

          	
            1.901.853

          

          	
            1.738.404

          

          	
            1.762.910

          

          	
            1.908.780

          

          	
            1.926.940

          

          	
            2.070.945

          

          	
            1.970.496

          
        

      
    


    



    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.


    



    En cuanto a la duración de las incapacidades temporales, antes de analizar la casuística particular del Cuerpo, debe hacerse mención al Manual de Tiempos óptimos de Incapacidad Temporal de 2017 elaborado por el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS). Dicho manual16, que se describe a sí mismo como una «herramienta para orientar la estimación facultativa de la duración de los procesos de incapacidad temporal», es usado por los facultativos médicos de los servicios de la Seguridad Social como marco de referencia para determinar la duración media de los procesos patológicos.


    Aunque dicho real decreto no es de aplicación directa a la Guardia Civil (ni a las Fuerzas Armadas), resulta sumamente relevante por la parametrización que realiza de los tiempos de sanación en función del tipo de proceso patológico de que se trate y porque es, sin duda, un claro referente a tomar en cuenta en el proceso de seguimiento y control de las situaciones de incapacidad temporal en el Cuerpo.


    Tomando este como referencia, si se efectúa una comparativa de los tiempos de curación estándar establecidos en el manual con los obtenidos de la realidad de los procesos por incapacidad temporal que sufren los guardias civiles, se evidencia que estos últimos, en algunas de las patologías, son bastante superiores a los óptimos.


    



    
      
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            DURACIÓN DE LOS PROCESOS PATOLÓGICOS

          
        


        
          	

          	
            Manual de tiempos óptimos del INSS

          

          	
            Guardia Civil

          
        


        
          	

          	
            2010

          

          	
            2011

          

          	
            2012

          

          	
            2013

          

          	
            2014

          

          	
            2015

          

          	
            2016

          

          	
            2017

          

          	
            2018

          
        

      

      
        
          	
            Traumatológicas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (luxaciones, esguinces, contusiones)

          

          	
            28,33

          

          	
            34,32

          

          	
            32,32

          

          	
            42,07

          

          	
            38,16

          

          	
            37,12

          

          	
            39,32

          

          	
            38,17

          

          	
            39.11

          

          	
            36,27

          
        


        
          	
            Psiquiátricas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (psicosis, neurosis y trastornos adaptativos)

          

          	
            52,50

          

          	
            72,24

          

          	
            69,18

          

          	
            77,12

          

          	
            71,72

          

          	
            73,51

          

          	
            76,64

          

          	
            77,15

          

          	
            76,95

          

          	
            77,60

          
        


        
          	
            Digestivas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (úlceras, gastritis, enfermedades hepáticas y colónicas)

          

          	
            17,33

          

          	
            13,72

          

          	
            13,23

          

          	
            19,10

          

          	
            11,02

          

          	
            9,05

          

          	
            8,23

          

          	
            9,12

          

          	
            8,87

          

          	
            10,02

          
        


        
          	
            Respiratorias:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (resfriados, gripes)

          

          	
            5,50

          

          	
            11,53

          

          	
            10,89

          

          	
            13,93

          

          	
            5,92

          

          	
            4,67

          

          	
            5,21

          

          	
            4,10

          

          	
            4,47

          

          	
            5,42

          
        


        
          	
            Órganos/sentidos:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (conjuntivitis, otitis)

          

          	
            5,50

          

          	
            22,39

          

          	
            22,18

          

          	
            30,24

          

          	
            23,24

          

          	
            21,14

          

          	
            20,95

          

          	
            24,31

          

          	
            23,70

          

          	
            22,77

          
        


        
          	
            Cardio/vascular:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (cardiopatía isquémica, HTA)

          

          	
            45

          

          	
            44,49

          

          	
            39,36

          

          	
            49,49

          

          	
            46,97

          

          	
            43,72

          

          	
            24,19

          

          	
            50,70

          

          	
            49,19

          

          	
            47,25

          
        


        
          	
            Uro/renal:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (infecciones, litiasis, patología genital y prostática e infecciosa)

          

          	
            14

          

          	
            22,83

          

          	
            21,64

          

          	
            27,14

          

          	
            25,59

          

          	
            21,91

          

          	
            46,07

          

          	
            25,32

          

          	
            22,97

          

          	
            20,97

          
        


        
          	
            Nerviosas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (ictus, neuropáticas, epilepsia, neurálgicas)

          

          	
            30

          

          	
            41,13

          

          	
            40,25

          

          	
            52,91

          

          	
            40,51

          

          	
            32,87

          

          	
            32,96

          

          	
            30,36

          

          	
            32,76

          

          	
            34,85

          
        


        
          	
            Infecciosas y parasitarias:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (sífilis, mononucleosis)

          

          	
            17

          

          	
            10,78

          

          	
            7,35

          

          	
            10,77

          

          	
            5,34

          

          	
            3,29

          

          	
            3,65

          

          	
            2,18

          

          	
            2,63

          

          	
            3,22

          
        


        
          	
            Piel:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (dermatitis, psoriasis)

          

          	
            15

          

          	
            21,70

          

          	
            19,66

          

          	
            23,76

          

          	
            20,16

          

          	
            19,45

          

          	
            19,02

          

          	
            21,42

          

          	
            23,97

          

          	
            23,29

          
        


        
          	
            Ginecológicas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (embarazo, riesgo de aborto, aborto, parto complicado, patología de la mama, útero y ovario)

          

          	
            19,33

          

          	
            43,01

          

          	
            40,22

          

          	
            47,51

          

          	
            50,06

          

          	
            47,28

          

          	
            49,71

          

          	
            49,11

          

          	
            45,14

          

          	
            48,48

          
        


        
          	
            Endocrinológicas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (diabetes, dislipemias, obesidad)

          

          	
            30

          

          	
            37,97

          

          	
            30,62

          

          	
            48,40

          

          	
            37,88

          

          	
            36,29

          

          	
            38,72

          

          	
            47,65

          

          	
            36,75

          

          	
            40,68

          
        


        
          	
            Hematológicas:

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          

          	
             

          
        


        
          	
            (anemias, hemofilias, trombopenias, leucemias, linfomas y mielomas)

          

          	
            60 - 180

          

          	
            49,69

          

          	
            53,21

          

          	
            51,48

          

          	
            59,40

          

          	
            74,16

          

          	
            78,03

          

          	
            73,34

          

          	
            63,39

          

          	
            63,58

          
        

      
    


    



    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.


    

    Situación actual


    Los datos hasta el momento expuestos corroboran diversos extremos de relevancia en cuanto a las situaciones de absentismo profesional derivadas de incapacidad temporal.


    En primer lugar la causa mayoritaria de absentismo profesional por incapacidad temporal se encuentra en accidentes que tienen lugar fuera del tiempo efectivo de servicio por lo que su origen no resulta consecuencia de las funciones y cometidos que los guardias civiles desempeñan como tales. Más al contrario, el mayor porcentaje de incapacidades temporales están vinculadas, en primer lugar, a enfermedades comunes y, en segundo, a procesos psiquiátricos los cuales, a priori, no está demostrado que guarden una relación directa con las actividades profesionales.


    En relación a las incapacidades temporales de origen psiquiátrico, a pesar del alto porcentaje que estas suponen dentro de la totalidad de bajas, la experiencia demuestra que, en numerosos casos, estas son utilizadas de manera forzada o como vía de escape para el afrontamiento a cuestiones de índole personal o familiar. Su alta incidencia puede asociarse a multitud de causas siendo quizás la más relevante el hecho de que una de las herramientas de trabajo de los guardias civiles sea el arma de fuego (con las graves consecuencias que pueden derivar de su uso). No obstante, no debe olvidarse que también tiene un efecto directo en su incidencia el hecho que este tipo de incapacidades temporales son más complicadas de valorar médicamente de forma totalmente objetiva, por lo que resulta más fácil maniobrar con los síntomas y su duración (especialmente en el caso de que sean fingidas) dado que los facultativos médicos no poseen instrumentos de diagnóstico incuestionables. Resulta también relevante referir que, en términos generales, esta tipología de bajas (especialmente en los casos de simulación) permiten desarrollar la vida con total normalidad mientras se permanece de baja, incluso fomentando la realización de actividades de esparcimiento y divertimento que permitan una mejor y más pronta recuperación.


    Si bien este extremo es especialmente significativo a los efectos del cómputo total de situaciones de incapacidad temporal derivadas de accidente y enfermedad profesional, debe decirse que la no inclusión de las bajas de origen psiquiátrico como acto de servicio deriva precisamente de que, objetivamente, resulta muy complicado vincular el origen exacto de un proceso patológico de esta naturaleza con las funciones y cometidos que desempeña la Institución.


    No obstante, ello no implica que no existan casos en los que dicha relación causa-efecto exista verdaderamente, debiendo ser confirmado dicho extremo por la Sanidad del Cuerpo (o en su caso por la Sanidad Militar dado que la Guardia Civil, actualmente, no cuenta con especialistas en la rama médica de psiquiatría entre sus miembros).


    Continuando con el análisis de los resultados obtenidos se desprende también que en el conjunto de las enfermedades comunes (además de patologías psiquiátricas) las que mayor incidencia suponen son las de origen traumatológico (luxaciones, esguinces, contusiones, etc.), seguidas de las respiratorias (resfriados y gripes mayoritariamente) y de las del tracto digestivo (úlceras, gastritis, y enfermedades hepáticas y colónicas).


    Salvo algunas excepciones (como es el caso de los procesos patológicos de tipo hematológico, digestivo o infeccioso), en términos generales, puede decirse que la duración de los procesos de recuperación en la totalidad de enfermedades supone entre un 12 % y un 65 % más de días de curación que los estándar previstos para los trabajadores adscritos al Régimen General de la Seguridad Social. Este extremo es un claro indicador de que existe una tendencia generalizada a alargar el plazo de recuperación de las enfermedades en una orquilla que comprende entre cinco y veinte días (en los casos más extremos) respecto a la media prevista para el régimen descrito. Esta propensión a alargar los procesos de sanación puede asociarse a múltiples variables entre las que se encuentran, sin lugar a dudas, la propia voluntad de los pacientes por permanecer más tiempo en dicha situación; la anuencia de los servicios médicos externos al Cuerpo que realizan el seguimiento de la enfermedad, a los cuales no les supone ningún perjuicio en su labor profesional el incrementar el número de días de recuperación sin valorar adecuadamente dicha necesidad; y, por último, un aspecto también muy relevante, el hecho de que encontrarse en situación de incapacidad temporal no tiene para el afectado prácticamente ninguna incidencia en términos retributivos que motive un uso más racional de los días de recuperación necesarios.


    Respecto a este último aspecto, aunque no se profundizará en su repercusión, debe decirse que es un factor ampliamente extendido en el ámbito de la Administración General del Estado, máxime teniendo en cuenta que, actualmente, tras las últimas modificaciones legales (tal y como se verá más adelante) encontrarse en situación de incapacidad temporal, cualquiera que sea su causa y duración, no supone perjuicio económico para el funcionario en cuestión.


    En conclusión, en una visión de conjunto del fenómeno del absentismo por incapacidad temporal, la situación en la que se encuentra la Institución se caracteriza por un alto índice de bajas derivadas de enfermedad común que no guardan relación directa con los efectos inherentes a la labor profesional, sino que son causadas por agentes externos al ambiente laboral. Ello queda demostrado no solo por la casuística de situaciones de incapacidad temporal que se producen durante el servicio (entre un 3 % y un 10 % del total de las bajas) sino por el conjunto de medidas que se han implementado para la mejora del régimen profesional y personal de los guardias civiles, el cual en los últimos diez años ha sufrido un profundo cambio orientado especialmente a fomentar las condiciones de vida, así como la conciliación de la vida profesional, personal y familiar de estos.


    

    El sistema de gestión del absentismo en la Guardia Civil


    El sistema a través del cual la Guardia Civil gestiona el fenómeno del absentismo profesional por incapacidad temporal está diseñado para efectuar un tratamiento integral del problema que cubra todos sus estadios, ex ante y ex post.


    Entendiendo que el absentismo profesional por incapacidad temporal es un problema complejo en el que participan multitud de factores que pueden tener una incidencia directa en la salud del guardia civil, resulta necesario que el tratamiento que se da a estas situaciones cubra ámbitos muy dispares dentro de la relación de servicio que se establece entre la Institución y el afectado.


    Así, en el ámbito interno, el tratamiento que se da al fenómeno del absentismo se encuentra estructurado en tres niveles de actuación preventiva, a semejanza de los niveles tradicionales de la prevención establecidos por la Organización Mundial de la Salud (OMS)17:


    
      	La prevención primaria, consistente en satisfacer en lo posible las necesidades y motivaciones profesionales de los guardias civiles con el fin de evitar que los condicionantes profesionales puedan desembocar en bajas médicas.


      	La prevención secundaria, destinada a conseguir que las bajas médicas duren lo menos posible y que no se propaguen, así como a llevar a cabo una adecuada intervención, control y seguimiento.


      	La prevención terciaria, orientada a propiciar medidas jurídico-legislativas que impidan que las bajas médicas constituyan una vía rentable de abandonar el Cuerpo y de pasar al sistema de clases pasivas del Estado en condición de retirado por incapacidad permanente para el servicio.

    


    

    La prevención primaria


    Tal y como se ha expuesto, la prevención primaria se centra principalmente en aquellas medidas que, desde la Institución, se llevan a cabo para satisfacer en lo posible las necesidades y motivaciones profesionales de los guardias civiles con el fin de evitar que los condicionantes profesionales puedan desembocar en situaciones de incapacidad temporal.


    Dada la naturaleza pública de la Institución, la totalidad de medidas que esta lleva a cabo para aumentar la motivación y satisfacción laboral así como para mejorar las condiciones profesionales de sus componentes se materializan a través de disposiciones normativas con rango de ley o de normas de rango inferior.


    Así, en el ámbito del Cuerpo, la prevención primaria se articula a través de tres normas que conforman el estatuto profesional de los guardias civiles: la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, Reguladora de los Derechos y Deberes de la Guardia Civil; la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, y la Ley 29/2014, de 28 de noviembre de Régimen de Personal de la Guardia Civil.


    Estas leyes, así como las disposiciones reglamentarias que de ellas se derivan, constituyen la piedra angular del régimen por el cual se regulan sus componentes y, en su conjunto, establecen un sistema integral de gestión del capital humano que abarca todos los ámbitos profesionales (desde la selección del personal hasta la promoción profesional pasando, entre otros, por aspectos tan relevantes como la formación).


    La continua evolución de dichas leyes acorde a los avances sociales y culturales así como a las exigencias nacionales e internacionales, es una prueba evidente de que se trata de normas vivas que evolucionan y se adaptan al momento y sociedad vigentes, todo ello con la finalidad de promover en cada momento las mejores condiciones profesionales que permitan disponer de un personal altamente capacitado, motivado y comprometido con sus labores profesionales.


    A tal fin, la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de noviembre, fue la primera que introdujo cambios significativos en el régimen del personal de Cuerpo. Con ella se regularon numerosos derechos fundamentales y libertades públicas que, a pesar de existir y estar reconocidos para todos los ciudadanos, hasta ese momento no habían tenido su reflejo para el personal de la Guardia Civil.


    Dicha ley orgánica partió de la premisa esencial de otorgar a los guardias civiles los mismos derechos fundamentales y libertades públicas de los que gozaba el resto de grupos o sectores de servidores públicos. Estos derechos y libertades (todos ellos reconocidos y garantizados por las previsiones constitucionales) fueron recogidos en la citada ley orgánica con una única salvedad: la de introducir aquellas limitaciones estrictamente necesarias y justificadas que, en virtud de las exigencias derivadas del servicio y de la propia configuración de la Guardia Civil como instituto armado de naturaleza militar, devinieran necesarias.


    Y ello resulta especialmente relevante porque, tanto en su configuración inicial como actualmente, dichas salvedades siguen vigentes y suponen, sin lugar a dudas, una clara limitación en el régimen del personal del Cuerpo. No obstante, dicha limitación no debe ser entendida como una discriminación o arbitrariedad respecto al régimen del resto de servidores públicos sino más al contrario como un requerimiento que debe estar siempre presente (en cualquier modificación que se efectúe en las condiciones profesionales de los guardias civiles) para asegurar un correcto y adecuado servicio al ciudadano en todo momento.


    En cualquier caso, el marco general de derechos y deberes (tal y como fue originalmente concebido por la ley orgánica) sigue vigente a día de hoy, salvo escasas excepciones18, habiendo dado lugar a una extensa normativa derivada que, sin lugar a dudas, ha ido evolucionando con el paso del tiempo para ofrecer un régimen mejorado en las condiciones profesionales de los guardias civiles.


    Descendiendo al conjunto de derechos, libertades y deberes que han sido objeto de consecutivas regulaciones, se encuentra el derecho de asociación, la libertad de desplazamiento y circulación, o el deber de residencia y domicilio.


    Asimismo, resulta relevante referir que el conjunto de derechos que ha sufrido un mayor desarrollo normativo y evolución (en el sentido de acomodarlos mayormente a la realidad social vigente) han sido, sin lugar a dudas, los vinculados a la vertiente profesional, es decir, al desempeño de las funciones y cometidos propios de la Institución. Entre estos se encuentran ámbitos tan relevantes como la prevención de riesgos laborales, la jornada y horario, la conciliación de la vida personal, familiar y profesional, o el régimen de incentivos al rendimiento.


    

    El derecho de asociación profesional


    El derecho de asociación reconoce a los guardias civiles la posibilidad de participar y expresarse acerca de sus intereses sociales, económicos y profesionales utilizando como cauce para ello, entre otros, las asociaciones profesionales, a las que los guardias civiles pueden afiliarse libremente.


    Tal y como prevé la Ley orgánica 11/2007, de 22 de octubre, la finalidad de las asociaciones profesionales es la satisfacción de los intereses sociales, económicos y profesionales de sus asociados así como la realización de actividades sociales que favorezcan la eficiencia en el ejercicio de la profesión y la deontología profesional de sus miembros.


    Para llevar a cabo sus funciones con las mayores garantías, las asociaciones profesionales gozan de un conjunto de derechos que les son propios19 que facilitan el desempeño de sus funciones y, en especial, la defensa de los derechos y obligaciones de sus asociados.


    No obstante, el instrumento del asociacionismo profesional no es ilimitado y, por ello, no contempla que sean tratados a través suyo todos los aspectos y ámbitos profesionales existentes20. Ello es así porque su actuación, aunque se sustente sobre la legítima defensa de los derechos profesionales de los guardias civiles, no puede prevalecer frente a otros derechos y deberes superiores que permiten la articulación, funcionamiento y eficacia de la Institución en su conjunto. Se trata por tanto de una de las salvedades que, como se refería, se establecen en el régimen del personal de Cuerpo y que devienen necesarias para, entre otros, evitar injerencias externas en la toma de decisiones, en el mantenimiento de la disciplina o, especialmente, en la prestación del servicio que la Guardia Civil está obligada a garantizar a la sociedad.


    Con todo, el compendio de derechos que asisten a las asociaciones profesionales pone de relieve que el actual marco normativo de regulación del sistema de representación del personal del Cuerpo garantiza sobradamente el objetivo último para el cual fue creado este instrumento que no es otro que la defensa de los derechos e intereses de los guardias civiles, la cual se lleva a cabo a través del Consejo de la Guardia Civil21, órgano colegiado creado ex professo, al más alto nivel dentro de la Institución, en el que tienen presencia los propios representantes de los guardias civiles y miembros de la Administración, y en el cual se analizan y valoran, entre otros, las propuestas y sugerencias planteadas por el personal del Cuerpo sobre los ámbitos que le son propios.


    Así, a través de este instrumento se amplía y mejora la comunicación e interlocución entre los guardias civiles y los órganos directivos de la Institución a todos los niveles, para seguir trabajando en la mejora de las condiciones profesionales y personales en todos los ámbitos22.


    

    La prevención de riesgos laborales


    En el ámbito de la prevención de riesgos laborales, el conjunto de medidas aplicables a los miembros del Cuerpo se encuentran recogidas en el Real Decreto 179/2005, de 18 de febrero, sobre Prevención de Riesgos Laborales en la Guardia Civil. Este real decreto, inspirado en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se promulgó con la finalidad de promover la seguridad y la salud en el trabajo de los guardias civiles en el desempeño de las funciones y cometidos propios.


    Entre las posibles opciones que se presentaban en la ley para implementar la prevención de riesgos laborales, la Institución optó por el modelo de gestión basado en la asunción de todas las actividades preventivas de forma autónoma a través de la constitución de órganos de prevención propios y especializados para el desempeño de la acción preventiva, así como para su control y seguimiento.


    Los citados órganos (así como sus funciones y distribución territorial) fueron recogidos en la Orden Ministerial INT/724/2006, de 10 de marzo, por la que se regulan los órganos de prevención de riesgos laborales en la Guardia Civil. Sin descender al detalle en las funciones y cometidos que cada uno de estos órganos desempeñan, sí resulta importante referir que el despliegue territorial establecido por la norma hizo que se ubicaran órganos de prevención de riesgos laborales hasta nivel provincia. Dicha presencia sobre el terreno resulta relevante porque permite tener un conocimiento cercano y actualizado del estado de situación de las unidades territoriales así como de las incidencias que se producen en el ámbito de la prevención, facilitando y agilizando su control y seguimiento.


    A pesar de lo referido, debe decirse que el modelo implementado (a priori autónomo en la gestión de la prevención de riesgos laborales) deja abierta la posibilidad de subcontratar ciertos servicios para la realización de determinadas actividades preventivas, de tal forma que estas sean llevadas a cabo por un servicio de prevención ajeno. Y este es precisamente uno de los objetivos en los que tiene empeñados sus esfuerzos actualmente la Institución.


    Hoy por hoy la Institución, siguiendo en la línea de procurar todas aquellas mejoras que permitan integrar avances en las condiciones profesionales de sus componentes, se encuentra en vías de contratar un servicio de prevención externo que le permita llevar a cabo todas las actividades preventivas establecidas normativamente en las mejores condiciones y con las garantías debidas.


    Con todo, resulta esencial reseñar la complejidad que posee la actuación preventiva en el ámbito de la Institución principalmente por la dificultad que supone la delimitación de la actividad policial como consecuencia de los riesgos que esta entraña, así como por la dificultad de parametrizar todas y cada una de las respuestas operativas que pueden darse ante una incidencia indeterminada. Este extremo limita enormemente el establecimiento de protocolos preventivos concretos que desciendan al detalle y que permitan incluir acciones preventivas asociadas a todas y cada una de las funciones y cometidos policiales que pueden llevarse a cabo.


    A pesar de ello, los datos sobre actuaciones llevadas a cabo por el Servicio de Prevención del Cuerpo en su conjunto (ver anexo B), así como los datos estadísticos sobre accidentes/incidentes acaecidos en acto de servicio expuestos en el capítulo precedente (apartado 2.2), demuestran que la actuación de los órganos de prevención en el ámbito del Cuerpo (a todos los niveles) es claramente eficaz y eficiente, y ello aun no contando con todas las herramientas para poder desempeñar las acciones preventivas que resultarían necesarias en toda su amplitud como consecuencia de los constreñimientos económicos existentes a nivel presupuestario para estos fines.


    

    La conciliación de la vida profesional, personal y familiar


    En el ámbito del Cuerpo, la promoción de la conciliación de la vida profesional, personal y familiar se ha convertido en un objetivo prioritario por el profundo alcance que entrañan las dificultades de conciliar a nivel organizacional e individual. Sin lugar a dudas, los efectos negativos de estas dificultades alcanzan no solo a la salud y a la calidad de vida de los guardias civiles, sino también a la eficacia y eficiencia del servicio que en su conjunto desempeña la Institución.


    Si bien el ámbito de actuación para mejorar la conciliación es muy amplio, en los últimos años se han implementado diversas medidas dirigidas principalmente a facilitar a los guardias civiles una mejor compaginación de sus obligaciones profesionales y personales.


    La primera de ellas radica en el régimen de vacaciones, permisos y licencias que, actualmente, disfrutan los miembros del Cuerpo cuyo marco fue establecido por la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, en consonancia con el previsto para el resto de los funcionarios de la Administración General del Estado en la legislación vigente, aunque adaptado a la singularidad de las funciones y cometidos que desempeña la Institución.


    Teniendo en cuenta dicho mandato legal, se promulgó la Orden General 1/2016, de 22 de enero, por la que se regulan las vacaciones, permisos y licencias del personal de la Guardia Civil, la cual regula actualmente todas las situaciones que amparan la ausencia justificada del trabajo.


    Si bien esta norma se ha inspirado completamente en el Estatuto Básico del Empleado Público23, debe decirse que su articulado incluye mejoras cualitativas respecto a este en algunas de las situaciones que contempla24. Dichas mejoras se dirigen principalmente a ampliar el formato del disfrute de algunos de los permisos, vacaciones y licencias, permitiendo a los guardias civiles una mayor flexibilidad a la hora de hacer uso de dichas situaciones.


    Así, dicho ámbito mejorado es un claro indicio de que, desde la Institución, se trabaja y procura porque el personal pueda atender suficientemente sus necesidades de conciliación personal, siempre teniendo en cuenta que la especificidad de las funciones y cometidos que desarrolla la Institución no siempre permiten incluir dentro del citado régimen todas las medidas que serían deseables para lograr una conciliación más amplia y completa.


    

    El régimen de prestación del servicio


    Además de lo expuesto hasta el momento, un aspecto clave que debe ser reseñado y que también tuvo una influencia crucial en la actual configuración del régimen de vacaciones, permisos y licencias, fue la regulación sobre la prestación del servicio recogida en la Orden General 11/2014, de 23 de diciembre, por la que se determinan los regímenes de prestación del servicio, y la jornada y horario del personal del Cuerpo.


    Este ámbito normativo también fue objeto de las exigencias previstas en la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, que preveían el desarrollo de la jornada de trabajo, el horario de servicio y las modalidades de su prestación, de acuerdo con las necesidades del servicio y teniendo en cuenta, además, la conciliación de la vida familiar y laboral de los guardias civiles25.


    Así, la Orden General 11/2014, de 23 de diciembre (tal y como sucedió con la Orden General 1/2016, de 22 de enero), supuso un avance importante en la mejora de las condiciones profesionales relacionadas con la prestación del servicio, y la jornada y horario de los miembros del Cuerpo y, sobre todo, un progreso sin precedentes en el objetivo de garantizar un adecuado equilibrio entre la conciliación de la vida familiar y laboral y el eficaz desempeño de las obligaciones profesionales de todos los miembros del Cuerpo.


    La Orden General 11/2014, de 23 de diciembre, se concibió no solo para sumar una nueva etapa al avance regulador en este ámbito sino para abordar novedades sustanciales, en especial porque por primera vez se pudo construir una norma omnicomprensiva capaz de albergar y garantizar un régimen de prestación de servicio concreto para todo el personal del Cuerpo, independientemente de la unidad de encuadramiento y del puesto de trabajo o cargo ocupado. Ello hizo posible la derogación normativa expresa de la dispersa y parcial regulación que sobre régimen de servicio se había ido acumulando, y abarcar plenamente el mandato de reglamentación sobre la materia que preveían la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre.


    La principal novedad de la Orden General 11/2014, de 23 de diciembre, fue la regulación de una jornada de trabajo específica para todo el personal de la Guardia Civil, independientemente de los distintos regímenes en que se integrasen y garantizando un adecuado equilibrio entre el eficaz desempeño de las obligaciones profesionales y la conciliación de la vida personal y familiar, dotando a la norma de una mayor claridad y seguridad jurídica, y teniendo en cuenta la realidad social y momento temporal en que la Institución desarrollaba sus funciones.


    En estrecha conexión con esta, se aprobada otra norma de forma simultánea, la Orden General 12/2014, de 23 de diciembre, por la que se regulan los incentivos al rendimiento del personal de la Guardia Civil. Esta supuso igualmente un avance importante en la vertiente económica de la prestación del servicio, consolidando y delimitando con claridad cuáles eran los incentivos económicos que, al amparo de este concepto, se atribuían al desempeño en cada puesto de trabajo.


    Así, la aprobación de la Orden General 12/2014, de 23 de diciembre, supuso el establecimiento de un marco configurador del sistema de incentivos al rendimiento que permitiera compensar retributivamente las circunstancias del servicio en que así se previera, siempre bajo los principios generales de objetividad, transparencia, justicia, racionalidad y proporcionalidad.


    Concretamente, en lo referente a las compensaciones, la entrada en vigor de la Orden General 11/2014, de 23 de diciembre, estableció por primera vez el pago de cantidades económicas con el objetivo de robustecer el efectivo cumplimiento de la jornada planificada, en especial los descansos, todo ello con la finalidad de garantizar en todo lo posible que los guardias civiles dispusiesen de un marco que favoreciera la conciliación de su vida profesional, y familiar y personal y especialmente para que las variaciones que se produjeran a dicha planificación resultasen realmente ineludibles como consecuencia de la obligación de afrontar las necesidades del servicio surgidas.


    

    El régimen de residencia, desplazamientos y localización


    La entrada en vigor del Real Decreto 274/2018, de 11 de mayo, por el que se regula la residencia, desplazamientos y localización del personal de la Guardia Civil, ha supuesto igualmente un avance importante en el núcleo de derechos y libertades de los guardias civiles.


    Su objetivo principal no ha sido otro que el de dar cumplimiento a lo previsto en el art. 21 de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, sobre el deber de residencia y domicilio de los guardias civiles siempre bajo la premisa de permitir asegurar el adecuado cumplimiento de las obligaciones profesionales.


    En este sentido, el real decreto pone especial énfasis en facilitar los trámites y procedimientos para fijar el domicilio en un municipio distinto al de destino y, por esta razón, establece como único requisito el de comunicar dónde se fijará la residencia. Además, resulta también relevante referir que dicha norma recoge una casuística importante de situaciones asociadas a diferentes factores que pueden concurrir en los guardias civiles a lo largo de todo el territorio nacional en un intento por dar cabida y respaldo a la multitud de situaciones que pueden originarse, habilitando por ello un procedimiento expreso para atender supuestos especiales justificados, ya sea por razones familiares, de seguridad o de ubicación fronteriza de las unidades.


    Igualmente, en lo que se refiere al régimen de desplazamientos de los guardias civiles el Real Decreto habilita a que puedan realizarse desplazamientos por todo el territorio comunitario, pero distingue entre aquellos de pequeña duración (a países de la Unión Europea o colindantes con España), de aquellos que suponen el desplazamiento a países que, por su situación interna, no reúnan los requisitos de seguridad determinados por el secretario general de Política de Defensa en las normas que regulan los desplazamientos al extranjero del personal militar, poseyendo estos últimos un procedimiento reforzado de comunicación.


    En una visión de conjunto, sin lugar a dudas, el Real Decreto efectúa una regulación de los diferentes regímenes de residencia, desplazamiento y localización de forma congruente y proporcional al fin que persiguen, estableciendo un marco objetivo y homogéneo para su aplicación al conjunto del personal del Cuerpo de forma que queden asegurados tanto la correcta prestación del servicio como las necesidades personales de los guardias civiles.


    

    La prevención secundaria


    Tal y como se refería inicialmente, la prevención secundaria constituye el ámbito de actuación dentro del Cuerpo orientado a conseguir que, una vez que se ha producido la situación de incapacidad temporal, esta dure lo menos posible y que no se propague, así como a llevar a cabo una adecuada intervención, control y seguimiento.


    Dado que la piedra angular en esta fase de la prevención gira en torno a la propia situación de incapacidad temporal, la naturaleza y especificidad de las medidas a adoptar en este estadio hacen necesario que sean los servicios médicos del Cuerpo los encargados de llevarlas a cabo como órganos competentes en el control y seguimiento de las situaciones de incapacidad temporal (tal y como así lo prevé el art. 103 de la Ley 29/2014, de 28 de noviembre, que establece que la Sanidad del Cuerpo26 es la responsable de efectuar el seguimiento y control de las bajas temporales del personal del Cuerpo de la Guardia Civil).


    El procedimiento que regula el control y seguimiento de las bajas temporales (recogido tanto en la propia Ley como en diversas normas de rango inferior27), establece diversos aspectos relevantes bajo los cuales debe desarrollarse. Entre ellos destacan los relativos a las potestades que se atribuyen a los servicios médicos como garantes iniciales de dicho proceso siendo responsables, entre otros, de:


    
      	Emitir las bajas temporales directamente o bien, «valorar y confirmar, en su caso, las bajas temporales que hayan sido expedidas por facultativos ajenos a la Sanidad del Cuerpo cuya recuperación no se haya producido antes del décimo día desde que fueron emitidas» (apartado c) del artículo 103.1).


      	«Disponer que quienes se encuentren en situación de baja temporal sean sometidos a los reconocimientos psicofísicos que se estimen convenientes» (apartado d) del artículo 103.1).


      	«Efectuar el control y la revisión de las bajas temporales, para lo cual podrán emitir los dictámenes que estimen oportunos o solicitar, en su caso, una valoración a los órganos médicos de la Sanidad Militar que sean necesarios. Estos dictámenes prevalecerán sobre los que hubiesen sido emitidos por otros facultativos» (artículo 103.4).


      	Emitir las altas correspondientes, cualquiera que haya sido el facultativo médico que haya dictaminado la baja temporal inicial.

    


    Tal y como se desprende del literal, estas atribuciones dotan al personal médico de la Sanidad de la Guardia Civil de una posición de preeminencia frente a los facultativos médicos ajenos al Cuerpo en el sentido de que sus valoraciones y dictámenes prevalecen sobre los emitidos por médicos externos, aspecto sumamente importante en la gestión de las incapacidades temporales dentro de la Institución.


    Así, el procedimiento de gestión, a priori, está rodeado de un conjunto de garantías que dota a los servicios médicos del Cuerpo de las herramientas necesarias para llevar a cabo una adecuada gestión de las bajas temporales que sufren los guardias civiles con la finalidad primordial de velar por su salud y de garantizar una pronta recuperación.


    Como aspecto relevante a tener en cuenta debe referirse también que la tendencia generalizada por parte de los miembros del Cuerpo es la de optar por la asistencia sanitaria externa proporcionada por las entidades privadas colaboradoras de ISFAS (frente a los servicios médicos internos), los cuales emiten los partes iniciales de bajas así como las correspondientes continuidades, que deberán ser confirmados, a posteriori, por los servicios médicos de la Institución.


    Aunque, tal y como se ha referido al inicio de este apartado, los servicios médicos del Cuerpo tienen la obligación de confirmar los partes médicos, dicha obligación no se extingue con el mero acto formal de validar el parte médico externo, sino que requiere de una actitud proactiva por parte del médico que la recibe para constatar que, efectivamente, el diagnóstico que refleja se ajusta a la sintomatología que presenta el afectado y que los periodos marcados para ello son también los oportunos.


    Así, la acción de control por parte de los servicios médicos del Cuerpo resulta vital para verificar o modificar los aspectos esenciales de las incapacidades temporales en un doble sentido: el de variar el diagnóstico establecido inicialmente, o bien el de acortar, alargar o dejar inalterados los periodos de tiempo que resultan necesarios para la recuperación del proceso patológico en cuestión.


    Aunque la citada acción de control debería formar parte del protocolo de trabajo diario de los servicios médicos, la experiencia acumulada demuestra que el control real y efectivo no siempre puede llevarse a cabo bajo los parámetros de objetividad y exhaustividad que resultan imprescindibles, principalmente por alguna/s de las siguientes causas:


    
      	En primer lugar porque, en términos generales, el número de médicos presentes en la estructura orgánica de la Guardia Civil es escaso como para poder efectuar un control exhaustivo de la totalidad de bajas que se producen en su ámbito territorial de responsabilidad28.


      	En segundo lugar porque la casuística de enfermedades y procesos patológicos que se producen no siempre pueden ser controlados y seguidos por los médicos que se encuentran desplegados en las unidades territoriales del Cuerpo al no poseer estos la especialidad médica necesaria que permita llevar a cabo dicha actuación.


      	En tercer lugar, porque la Sanidad Militar de las Fuerzas Armadas (a la cual pertenece la Sanidad de la Guardia Civil), aunque posee especialistas médicos en todas las áreas funcionales, no tiene la competencia de llevar a cabo el control y seguimiento de las bajas del personal de la Guardia Civil, tal y como prevé la Instrucción 1/2013, de 14 de enero, de la subsecretaria de Defensa, por la que se dictan normas sobre la determinación y el control de las bajas temporales para el servicio del personal militar29.


      	En cuarto lugar porque, para el caso concreto de la utilización fraudulenta de las situaciones de incapacidad temporal, ni los servicios médicos competentes ni la Institución en su conjunto cuenta con mecanismos directos y eficaces para investigar dichos extremos aún en el caso de existir indicios evidentes de ello.


      	En último lugar porque, existen casos en los que la proactividad y profesionalidad del personal de la Sanidad de la Guardia Civil no siempre es la deseable, habiéndose detectado en algunos de sus miembros ciertas actitudes de indulgencia, permisividad, e incluso de pasividad en las labores de control y seguimiento de los procesos de baja de los guardias civiles, las cuales obstaculizan el fin último de dicha labor.

    


    A pesar de que las limitaciones expuestas afectan directamente a los servicios médicos del Cuerpo, la realidad apunta también a que estas no son las únicas limitaciones existentes en el control y seguimiento de las situaciones de baja temporal, principalmente porque los médicos del Cuerpo no son los únicos actores que participan del proceso.


    Tal y como se refería anteriormente, un porcentaje importante de bajas son dictaminadas inicialmente por médicos pertenecientes a la red de entidades privadas colaboradoras del ISFAS. La motivación e involucramiento de dicho personal médico es un aspecto de suma importancia para disminuir los efectos de las incapacidades temporales (tanto cuantitativa como cualitativamente), principalmente porque una actitud proactiva en esta fase del proceso neutraliza la posibilidad de que, quien baraje la opción de ampararse en una baja con débil justificación, cuente con esta opción para obtenerla. Sin lugar a dudas una mala praxis en este ámbito dificulta la efectividad del control posterior que llevan a cabo los servicios médicos del Cuerpo los cuales se ven condicionados en algunos casos por los dictámenes emitidos por aquellos.


    

    La prevención terciaria


    Tal y como se describió inicialmente, la prevención terciaria está principalmente orientada a propiciar medidas jurídico-legislativas que impidan que las situaciones de incapacidad temporal se prolonguen en el tiempo y, paralelamente, constituyan una vía rentable de abandonar el Cuerpo y de pasar al sistema de clases pasivas del Estado en condición de retirado por incapacidad permanente para el servicio. En el ámbito del Cuerpo, la prevención terciaria está compuesta por diversas medidas, principalmente de tipo disciplinario y económico.


    En el ámbito disciplinario, la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, recoge en su art. 8.11, como falta grave, la no prestación del servicio amparándose en una supuesta enfermedad, así como la prolongación injustificada de la baja para no prestarlo igualmente. Aunque el enunciado del tipo disciplinario es claro y directo, el principal problema que tiene la aplicación práctica de esta falta es que no existen cauces ni procedimientos para detectar y perseguir dichas conductas simuladas, por lo que su aplicación es prácticamente residual.


    Controlar la actividad de alguien que, supuestamente, se ampara en una enfermedad o la prolonga para no prestar servicio, además de ser una tarea complicada supone una inversión importante en medios humanos y materiales que se detraen de los cometidos estrictamente policiales que desarrolla la Institución. Asimismo, desde el punto de vista médico, con los recursos actualmente disponibles, no resulta factible que los servicios médicos de la Guardia Civil puedan llevar a cabo por sí mismos la valoración médica que se requeriría para justificar esa supuesta enfermedad o prolongación injustificada que incluye el tipo de la falta grave para que se iniciara el correspondiente expediente disciplinario.


    En cuanto a las medidas de índole económica, debe decirse que el ámbito de actuación es también bastante limitado y se reduce a la gestión del concepto retributivo de la productividad, cuya administración sí se encuentra entre las potestades de la Institución30. No así la modificación de otros conceptos como las retribuciones fijas e invariables (sueldo, trienios y pagas extraordinarias) las cuales son objeto de reforma a través de ley, excluyéndose cualquier margen de maniobra en este sentido para la Institución31.


    Aunque diversas han sido las medidas que a nivel legislativo se han establecido para garantizar la estabilidad presupuestaria, y especialmente como freno a los altos índices de absentismo profesional en el conjunto de la Administración General del Estado, lo cierto es que dichas medidas han sido fugaces en el tiempo y han respondido a situaciones de crisis aguda en nuestro país.


    Tal es el caso de las establecidas a través del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, que impuso una deducción en las retribuciones fijas e invariables de los funcionarios de la Administración General del Estado desde el tercer hasta el vigésimo día de incapacidad temporal (según tramos) para disminuir la tasa de bajas de corta duración. Actualmente dichas deducciones no son operantes al haber sido modificadas por el Real Decreto 956/2018, de 27 de julio, por el que se aprueba y publica el Acuerdo adoptado por la Mesa General de Negociación de la Administración General del Estado el 23 de julio de 2018, en relación al régimen retributivo de la situación de incapacidad temporal del personal al servicio de la Administración General del Estado y Organismos o Entidades Públicas dependientes32.


    Tras la entrada en vigor de dicho Real Decreto, el régimen retributivo para el personal al servicio de la Administración General del Estado en situación de incapacidad temporal ha pasado a ser del 100 % de las retribuciones fijas e invariables, independientemente de la duración del periodo de baja. No obstante, dado que las previsiones del Estatuto Básico del Empleado Público son supletorias para los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (salvo que su normativa propia establezca lo contrario, entre ellas los acuerdos que se constituyan a través de la negociación colectiva), por el momento las disposiciones previstas en el Real Decreto 956/2018, de 27 de julio (toda vez que no se efectúa una referencia expresa a los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Guardia Civil tal y como sucedió en el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio), no son aplicables a los miembros de la Guardia Civil en tanto en cuanto no se disponga otra cosa.


    Así, teniendo en cuenta que en el ámbito del Cuerpo sigue vigente el Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, así como la norma interna a través de la que se traspuso dicho Real Decreto33, por el momento se continúan aplicando las deducciones previstas durante los veinte primeros días de incapacidad temporal en las retribuciones fijas e invariables de los componentes del Cuerpo.


    Además, las situaciones de incapacidad temporal, suponen paralelamente una merma en el complemento de productividad por la propia definición y contenido de este concepto retributivo «destinado a retribuir el especial rendimiento, la actividad y dedicación extraordinarias no previstas a través del complemento específico, y el interés o iniciativa en el desempeño de los puestos de trabajo, siempre que redunden en mejorar el resultado de estos últimos»34.


    En el ámbito del Cuerpo, la regulación del complemento de productividad se encuentra recogida en la ya mencionada Orden General 12/2014, de 23 de diciembre, la cual establece las situaciones en las que se percibirá dicho complemento en función de si se presta o no servicio efectivo y de las causas que producen dicha ausencia. En este sentido debe decirse que el complemento de productividad no se trata de un concepto exclusivo del ámbito retributivo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado sino que se encuentra también previsto como retribución para el resto de miembros de la Administración General del Estado, con una regulación similar para los casos en que el funcionario se encuentre en situación de incapacidad temporal.


    Sin lugar a dudas, la deducción de retribuciones implementada a través del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, tuvo el efecto esperado y originó un descenso en el total de días perdidos por incapacidad temporal así como una reducción de la duración de las bajas, tal y como queda demostrado en la evolución de los índices de absentismo mensual correspondientes al año 2012 (especialmente a partir de julio, fecha en la se produjo la entrada en vigor de la norma), así como en la comparativa con los años precedentes y sucesivos.


    En las tablas a continuación se efectúa una comparación bianual de la evolución del índice de absentismo mensual, desde 2010 a 2014, donde puede observarse el descenso en el número de bajas experimentado a partir del julio de 2012.
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    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.


    



    Además de los índices de absentismo también resulta relevante analizar la evolución del número absoluto de situaciones de incapacidad en dicho periodo, la cual gráficamente arroja el siguiente resultado (según datos anexo I):


    



    *Fuente: elaboración propia en base a informes y estadísticas internos.
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    De nuevo las cifras expuestas evidencian que la entrada en vigor del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, fomentó unas cifras de bajas menores que las existentes hasta ese momento y que, además, se mantuvieron cuasi estables en los meses sucesivos a su promulgación (aproximadamente dentro del año siguiente). No obstante, si bien inicialmente tuvo el impacto esperado, solo se trató de un punto de inflexión en su evolución, dado que a medio plazo el índice de absentismo profesional volvió a crecer sostenidamente recuperando los máximos experimentados en años anteriores.


    Además de lo referido, los resultados obtenidos son significativos también desde el punto de vista de la veracidad y gravedad de las enfermedades que originan las situaciones de incapacidad temporal dado que, tras aplicar las restricciones económicas, se vieron reducidas drásticamente en un porcentaje importante, lo cual es un indicador de la existencia de una cifra importante de situaciones de incapacidad temporal simuladas o no justificadas suficientemente.


    Así, en una visión de conjunto, los instrumentos legales existentes para reducir la incidencia y duración de las situaciones de incapacidad temporal en el Cuerpo (orientados principalmente a las vertientes punitiva y económica de la incapacidad temporal, tal y como se ha analizado), no han contrarrestado suficientemente los índices de absentismo expuestos, no porque dichos instrumentos no sean adecuados en sí mismos, sino principalmente porque no van acompasados con procedimientos y medidas que los hagan viables y que permitan optimizar su eficacia real.


    

    Ámbitos de mejora


    Tal y como se ha analizado a lo largo de los capítulos precedentes, el tratamiento del absentismo profesional causado por incapacidad temporal es un aspecto sumamente complicado a nivel organizativo y desde la perspectiva de la gestión de los recursos humanos. Tal es así que las medidas contempladas en cada uno de los niveles preventivos existentes no han logrado hacer frente completamente a los altos índices de incapacidad temporal habidos en los últimos años, hecho que pone de relieve la existencia de carencias y limitaciones no solo en las propias medidas, sino en su aplicación real.


    La adecuada gestión y control de los procesos de incapacidad temporal, teniendo en cuenta las singularidades derivadas de las funciones y cometidos propios del Cuerpo, exige una actuación conjunta y simultánea en numerosos ámbitos, que permita llevar a cabo dicha gestión y control de forma integral y efectiva.


    Uno de los aspectos más relevantes dentro de la gestión de las situaciones de incapacidad temporal es sin duda el seguimiento y control que los servicios médicos del Cuerpo deben llevar a cabo el cual, en una visión de conjunto, resulta ineficaz por diferentes razones que, en síntesis, se reducen a la existencia de una saturación de los servicios médicos territoriales presentes, a una carencia de facultativos médicos especialistas sobre el terreno, así como a la falta de mecanismos directos y eficaces que les permitan controlar la eventual utilización fraudulenta de las situaciones de incapacidad temporal.


    Si se toma como modelo el sistema de gestión previsto en el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de la Seguridad Social, se observa que el seguimiento y control de las situaciones de incapacidad temporal se lleva a cabo por el Instituto Nacional de la Seguridad Social, entidad gestora encargada de la gestión y administración de dichas situaciones o, cuando así esté previsto, a través de las entidades colaboradoras (mutuas colaboradoras). Ello es relevante dado que en ambos casos los procedimientos y los medios destinados al control e inspección de las situaciones de incapacidad temporal tienen una entidad muy importante, existiendo una regulación extensa y detallada sobre cómo debe llevarse a cabo el seguimiento de dichas situaciones e incluso previendo un régimen de infracciones y sanciones para los casos en los que no se cumpla lo establecido.


    El modelo expuesto pone de relieve que para llevar a cabo un adecuado seguimiento y control de las situaciones de incapacidad temporal se requiere una estructura dimensionada y unos procedimientos precisos, los cuales no se hallan en el ámbito del Cuerpo. Teniendo en cuenta la dificultad que supondría dotar a la Guardia Civil de una estructura y medios suficientes (tanto humanos como materiales) para llevar a cabo un seguimiento y control verdaderamente eficaces de dichas situaciones, a priori sería más oportuno explorar la posibilidad de externalizar dichos procesos en un servicio ajeno que los llevara a cabo y que, además, fuera el único competente para dictaminar o confirmar las bajas médicas emitidas por otros médicos ajenos a la Institución.


    Dicha medida, aun teniendo en cuenta los costes asociados que conllevaría para la Institución, supondría sin lugar a dudas un avance importante en el procedimiento que hasta este momento se ha venido llevando a cabo en el ámbito de la gestión de las incapacidades temporales.


    No obstante, dicha medida debería ir acompañada de una regulación normativa que amparara su actuación y estableciera un procedimiento de actuación detallado a semejanza del previsto en el Régimen General de la Seguridad Social. Sin lugar a dudas, una regulación específica y pormenorizada, que prevea mecanismos ágiles para el seguimiento y control de dichas situaciones y contundentes frente a posibles vulneraciones, sería una herramienta importante dentro del conjunto de medidas a ejercer para controlar y minimizar las consecuencias del absentismo profesional.


    Otro de los aspectos de posible mejora en la gestión y control de las situaciones de incapacidad temporal radicaría en la modificación del régimen de retribuciones establecido legalmente. Si bien este aspecto trasciende del ámbito competencial de la Institución, los resultados experimentados en el índice de bajas a raíz de la reforma legal habida en 2012 demuestran que las medidas de índole económica tienen un efecto directo en la minimización de las situaciones de incapacidad temporal, e incluso en la reducción del índice de fraude en estas. Si bien, como se ha expuesto en el capítulo II, la Institución posee cierto margen de maniobra a la hora de regular el complemento de productividad, la realidad es que este complemento supone una cantidad ínfima respecto a la suma total de los conceptos retributivos que componen el sueldo, por lo que aunque se establezca un régimen de compensación de este complemento orientado a penalizar las situaciones de incapacidad temporal (en determinados supuestos), dichas restricciones posiblemente no provocarían por sí solas una disminución estable y duradera en el número de situaciones de incapacidad temporal sino solo un efecto temporal. Por ello deviene necesario que las medidas a implementar se establezcan a más alto nivel, de forma conjunta e integral, para el conjunto de la Administración General del Estado.


    Descendiendo a otros ámbitos de mejora orientados especialmente a la prevención de las situaciones de incapacidad temporal fraudulenta podría destacarse el destinado a endurecer el régimen sancionador previsto en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, para dichas situaciones. El tipo disciplinario previsto en la ley orgánica para la simulación o prolongación de una incapacidad temporal se encuentra recogido como una falta grave. No obstante, si se establece un paralelismo con en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, no parece coherente que para un trabajador cualquiera se prevea la posibilidad de que una simulación o prolongación de una incapacidad temporal se pueda traducir en un despido disciplinario (que trae como consecuencia la finalización del contrato laboral35) y, en el ámbito de la Administración General del Estado, ello no traiga consecuencias prácticamente de ningún tipo.


    Expuestas estas posibles propuestas que podrían revertir en la mejora del sistema de gestión y control de las situaciones de incapacidad temporal, resulta importante referir como ámbito inicial de mejora, la necesidad de que se lleven a cabo en el seno del Cuerpo los estudios y análisis necesarios que permitan tener un conocimiento exhaustivo del fenómeno, de sus causas y especialmente de su origen como punto de partida para llevar a cabo estas o aquellas mejoras o modificaciones que se consideren convenientes.


    A este respecto debe decirse que en marzo de 2018 la Guardia Civil llevó a cabo un análisis sobre la incidencia del absentismo en hombres y mujeres orientado a analizar las posibles diferencias entre el absentismo profesional masculino y femenino. Para su desarrollo, el Servicio de Estadística del Cuerpo llevó a cabo un elaborado estudio en el que se analizaron las situaciones de incapacidad temporal en función de variables tales como la edad, el sexo, el origen geográfico, la escala, la causa y duración de la baja, etc.


    A pesar del arduo trabajo realizado las conclusiones obtenidas no reflejaron el posible origen ni las causas de un índice tan elevado de absentismo focalizándose más sus resultados en los patrones conductuales de hombres y mujeres respecto a la tipología y duración de las incapacidades temporales.


    Así las cosas, la situación actual en el seno del Cuerpo respecto al grado de conocimiento del fenómeno sigue siendo prácticamente la misma que antes de llevar a cabo el estudio descrito, toda vez que los resultados obtenidos no permiten descender hasta aspectos tan relevantes como el origen, las causas, así como los factores que promueven su continuidad o incluso un crecimiento sostenido en el tiempo.


    

    Conclusiones


    Si bien es innegable que el absentismo profesional derivado de incapacidad temporal se trata de un fenómeno complejo y transversal en el que participan numerosas variables, también lo es que su gestión y control deben ser coherentes con la dificultad que este entraña, motivo por el cual la Guardia Civil debe dotarse necesariamente de las herramientas y mecanismos idóneos que le permitan afrontarlo del mejor modo.


    Ello pasa inexcusablemente por hacer una profunda y escrupulosa revisión del actual sistema de gestión y control de las situaciones de incapacidad temporal y, especialmente, un estudio exhaustivo del origen y causas de dicha problemática más allá de mantener una actitud de cierta pasividad y de tolerancia frente a unos índices de absentismo profesional por incapacidad temporal anormalmente elevados e injustificados.


    Desde un plano objetivo, y tras el estudio de las estadísticas y evolución de las situaciones de incapacidad temporal en el Cuerpo, ha quedado confirmado que el absentismo profesional por esta causa, aun habiendo experimentado una importante disminución en 2012 como consecuencia de las reformas legislativas habidas, ha crecido de forma sostenida en los últimos diez años alcanzando unos niveles en la actualidad que van más allá de los que se consideran deseables en cualquier organización.


    De igual modo los estudios hasta el momento efectuados en la Institución no desentrañan cuáles son las posibles causas ni el origen de una incidencia tan elevada, ni se encuentran claros factores exógenos a los que pueda atribuirse esta situación o que la justifique.


    Esta situación acontece sin embargo en un contexto en el que de manera progresiva e intensa se han mejorado las condiciones profesionales y personales de los guardias civiles especialmente en los ámbitos de la prestación del servicio, la jornada y horario de trabajo, la conciliación de la vida profesional, personal y familiar e, igualmente, en el ámbito de la prevención de riesgos laborales implantando progresivamente y de forma efectiva nuevos elementos para mejorar dicha protección. Sin embargo, a pesar del esfuerzo realizado en estas medidas que componen la prevención primaria, no se ha obtenido el reflejo esperado en los niveles de absentismo profesional.


    Asimismo, el nivel de eficacia logrado en la gestión y control de las situaciones de incapacidad temporal por parte de los servicios médicos del Cuerpo ha sido también muy limitado, principalmente por una carencia de efectivos médicos, tanto en términos cuantitativos como cualitativos de especialistas de las ramas médicas cuyas patologías tienen más incidencia dentro del total de bajas, no habiéndose logrado tampoco minimizar su incidencia a través de su actuación.


    Sin lugar a dudas, la falta de potenciación de los servicios médicos del Cuerpo (los cuales cuentan cada vez con menos efectivos) y la inexistencia de instrumentos directos y específicos para llevar a cabo los cometidos de inspección que tienen legalmente encomendados, ha derivado en un ineficaz control de las situaciones de incapacidad temporal, en ocasiones difícil de llevar a cabo e incluso en otras inexistente.


    En cuanto a la prevención terciaria, las medidas comprendidas en este estudio, a pesar de haber quedado demostrado que tienen un efecto directo en la minimización de las situaciones de incapacidad temporal (especialmente las de índole económica), se trata de medidas cuyo ámbito competencial (salvo algunas excepciones) trasciende del institucional por lo que resulta difícil promover y plantear soluciones de esta naturaleza cuando su regulación reside en los órganos superiores directores de la Administración General del Estado.


    Uno de los aspectos transversales que han actuado también como freno a la efectividad de las medidas incardinadas en todos los niveles preventivos ha sido ciertamente la carencia de una regulación específica y detallada, que prevea mecanismos ágiles y contundentes para la gestión de las incapacidades temporales y, especialmente, frente a sus vulneraciones.


    Así, en una visión de conjunto, ha quedado demostrado que el grado de efectividad de las medidas incardinadas en cada uno de los niveles de prevención (especialmente en la prevención secundaria) no es suficiente para afrontar adecuadamente la gestión integral de las situaciones de incapacidad temporal dentro de la Institución, principalmente por presentar carencias funcionales y de dimensionamiento de las estructuras médicas que impiden que pueda llevarse a cabo un tratamiento completo y especializado de dichas situaciones.
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    Anexo A


    EVOLUCIÓN DEL NÚMERO DE BAJAS DESDE 2010


    
      
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            Total bajas

          

          	
            Total días

          
        


        
          	
            2010

          

          	
            70.401

          

          	
            2.284.695

          
        


        
          	
            2011

          

          	
            70.465

          

          	
            2.171.874

          
        


        
          	
            2012

          

          	
            58.111

          

          	
            1.924.814

          
        


        
          	
            2013

          

          	
            51.009

          

          	
            1.315.953

          
        


        
          	
            2014

          

          	
            60.717

          

          	
            1.776.413

          
        


        
          	
            2015

          

          	
            68.115

          

          	
            1.921.863

          
        


        
          	
            2016

          

          	
            63.613

          

          	
            1.935.167

          
        


        
          	
            2017

          

          	
            72.158

          

          	
            2.078.648

          
        


        
          	
            2018

          

          	
            72.402

          

          	
            1.975.183

          
        

      
    


    

    Anexo B


    ACTUACIONES LLEVADAS A CABO POR EL SERVICIO DE PREVENCIÓN DE LA GUARDIA CIVIL


    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            CENTROS DE SERVICIO1

          

          	
            PUESTOS DE SERVICIO2

          

          	
            MEDIDAS DE EMERGENCIA

          
        


        
          	
            Número total

          

          	
            2.217

          

          	
            82.606

          

          	
            2.148

          
        


        
          	
            Realizados durante el 4º trimestre 2018

          

          	
            38

          

          	
            493

          

          	
            21

          
        


        
          	
            Total realizados hasta fin 4º trimestre 2018

          

          	
            859

          

          	
            51.406

          

          	
            1.342

          
        


        
          	
            Porcentaje realizado durante 4º trimestre

          

          	
            1,71 %

          

          	
            0,60 %

          

          	
            0,98 %

          
        


        
          	
            Porcentaje realizado sobre el total

          

          	
            38,75 %

          

          	
            62,23 %

          

          	
            62,48 %

          
        


        
          	
            Pendiente de realizar

          

          	
            61,25 %

          

          	
            37,77 %

          

          	
            37,52 %

          
        

      
    


    



    (1) Los centros de servicio se corresponden con unidades al completo.


    (2) Los puestos de servicio se corresponden con los puestos de trabajo individuales.


    

    Anexo C


    EFECTIVOS PRESENTES EN LOS SERVICIOS DE SANIDAD Y PSICOLOGÍA DE LA GUARDIA CIVIL


    

    
      
        
        
      

      
        
          	
            Psicólogos

          

          	
        


        
          	
            Guardias civiles

          

          	
            41

          
        


        
          	
            Cuerpo Militar de Sanidad

          

          	
            4

          
        


        
          	
            Total:

          

          	
            45

          
        


        
          	

          	
        


        
          	
            Médicos

          

          	
        


        
          	
            Guardias civiles

          

          	
            2

          
        


        
          	
            Cuerpo Militar de Sanidad

          

          	
            25

          
        


        
          	
            Personal laboral

          

          	
            14

          
        


        
          	
            Total:

          

          	
            41

          
        


        
          	

          	
        


        
          	
            ATS

          

          	
        


        
          	
            Guardias civiles

          

          	
            22

          
        


        
          	
            Cuerpo Militar de Sanidad

          

          	
            25

          
        


        
          	
            Personal laboral

          

          	
            6

          
        


        
          	
            Total:

          

          	
            53

          
        

      
    


    



    *Datos obtenidos a fecha 01/04/2019.
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        «En España, la última encuesta de opinión aplicada a una muestra representativa de la población española, concluye que los trabajadores alegan motivos de salud para estar de baja por ITCC, cuando en realidad un 45 % de los entrevistados reconoce que se ausentan por motivos puramente fraudulentos –por ocio, por cuento, por vaguedad; falta de ganas de trabajar; incluso hay quien reconoce que estaba de juerga o realizando otro trabajo–; también se argumentó problemas de conciliación de vida personal; problemas derivados del estrés, la depresión o la ansiedad; y por último, algunos atribuyeron sus ausencias a motivos laborales como el mal ambiente o la conflictividad. Además, la mitad señaló que era “muy o bastante frecuente” que esto ocurriera en España y que era “muy o bastante fácil” conseguir un parte de baja por IT sin estar enfermo; (Agencia Estatal de Evaluación de las Políticas Públicas y la Calidad de los Servicios [AEVAL], 2009)». VILLAPLANA GARCÍA. 2015.

      


      
        11 «El enfoque económico se basa en el supuesto de que el tiempo fuera del trabajo tiene un valor positivo para la persona, quien finalmente toma la decisión racional de estar ausente para lograr ciertas recompensas (Nielsen, 2008). Así, los empleados cuya utilidad del ocio supera los ingresos salariales, maximizan su beneficio aumentando su tiempo de ocio frente al de trabajo. Se concibe el absentismo como resultado del binomio ocio/trabajo, de modo que, como propone Kaiser (1998, p. 88), se entiende que en un momento determinado un trabajador manifestara un comportamiento absentista, siempre y cuando el beneficio marginal percibido de la ausencia supere al de su coste marginal percibido». VILLAPLANA GARCÍA. 2015.
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        14 Se contemplan como «accidentes» los sucesos que se producen durante la prestación del servicio y que ocasionan daños personales. Dentro de estos se contabilizan los accidentes in-itínere como los sucesos de tráfico. El número de incidentes, por su parte, incluye aquellos sucesos en los que los componentes que prestan servicio no han sufrido daños personales.

      


      
        15 No se incluyen como bajas asociadas a la prestación del servicio las de origen psiquiátrico por la dificultad que entraña vincular dichas situaciones de incapacidad temporal con el exclusivo desempeño profesional. Dicha vinculación causa-efecto debe ser dictaminada en todo caso por la Sanidad Militar a través de los órganos periciales oportunos, esto es, las juntas médico-periciales.

      


      
        16 El Manual de Tiempos óptimos de Incapacidad Temporal de 2017 se elabora para dar cumplimiento a las previsiones del Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por el que se regulan determinados aspectos de la gestión y control de los procesos de incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta y cinco días de su duración. Este real decreto señala expresamente que, con el fin de dotar a las actuaciones médicas del mayor respaldo técnico, se pondrá a disposición de los médicos a los que competan dichas actuaciones tablas de duración óptima tipificadas por los distintos procesos patológicos susceptibles de generar incapacidades.

      


      
        17 La OMS define 3 niveles de prevención como objetivo de la medicina del trabajo: la prevención primaria, secundaria y terciaria, que suponen técnicas y objetivos diferentes, al unir el criterio del conjunto salud-enfermedad, según sea el estado de salud del individuo, grupo o comunidad a las que están dirigidas. A la hora de la prevención de cualquier enfermedad se habla de:


        – La prevención primaria, que evita la adquisición de la enfermedad (vacunación, eliminación y control de riesgos ambientales, educación sanitaria, etc.).


        – La prevención secundaria, encaminada a detectar la enfermedad en estadios precoces en los que el establecimiento de medidas adecuadas puede impedir su progresión.


        – La prevención terciaria, la cual comprende aquellas medidas dirigidas al tratamiento y a la rehabilitación de una enfermedad para ralentizar su progresión y, con ello, la aparición o el agravamiento de complicaciones e invalideces e intentando mejorar la calidad de vida de los pacientes.

      


      
        18 La versión consolidada de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, modificó el art. 30 y derogó el art. 8, apartado 1, de su predecesora. Asimismo, modificó la Disposición adicional segunda para hacerla coherente con el nuevo sistema de escalas en el Cuerpo.

      


      
        19 Entre los más relevantes destacan la posibilidad de realizar propuestas y dirigir peticiones relacionadas con sus fines a las autoridades competentes en los términos establecidos reglamentariamente; proporcionar asesoramiento, apoyo y asistencia a sus asociados e, igualmente, erigirse como representación legítima de sus asociados ante los órganos de la Administración en materias que afecten a la profesión (salvo que esté expresamente excluida); promover candidaturas a las elecciones al Consejo de la Guardia Civil o de otros órganos en que su participación se prevea, así como convocar y celebrar reuniones en centros oficiales del Cuerpo para desarrollar el ejercicio del derecho de asociación. Se establecen por tanto un conjunto de derechos que garantizan la plena libertad y defensa, por parte de las asociaciones, de los derechos y obligaciones de sus asociados.

      


      
        20 Entre estas se encuentran las cuestiones relacionadas con el servicio.

      


      
        21 Según prevé el art. 52 y ss. de la Ley Orgánica 11/2007, de 22 de octubre, el Consejo de la Guardia Civil es el órgano colegiado en el que participan los representantes de los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y de los Ministerios del Interior y de Defensa, con el fin de mejorar las condiciones profesionales de su integrantes, así como el funcionamiento del Instituto.

      


      
        22 «(…) La LODD ha dado carta de naturaleza e interlocución a un fenómeno que puede reportar, está reportando, mejoras en muchos aspectos del funcionamiento de la Institución. Las asociaciones profesionales de guardias civiles son un útil instrumento de participación, un medio adecuado para complementar tradicionales cauces de comunicación interna como el conducto reglamentario, un agente que favorece la transparencia, el conocimiento y la difusión de todo tipo de cuestiones profesionales, un sagaz observador que desvela muchas carencias e insuficiencias que afectan a las condiciones profesionales y un recurso para acceder, mediante sus candidaturas, al desarrollo de las facultades reconocidas al Consejo de la Guardia Civil, órgano cuyas funciones tienen por objeto la mejora de las condiciones profesionales de sus integrantes, así como el funcionamiento del Instituto.


        (…) La LODD ha dado cobertura a las asociaciones profesionales dando inicio a una andadura en la que el Cuerpo y sus integrantes deben saber incorporar estos nuevos agentes. A pesar de los límites que, como la disciplina y la neutralidad, modelan el ejercicio del derecho de asociación, y que son imprescindibles si se quieren mantener la naturaleza del Cuerpo y la condición de sus miembros, las asociaciones profesionales tienen a su alcance diversas posibilidades de satisfacer los intereses profesionales, económicos y sociales de sus asociados de manera compatible con estos bienes jurídicamente protegidos, pudiendo desarrollar iniciativas en nuevos escenarios de participación de los que la Institución debería beneficiarse y sacar el mejor partido». MARÍN LIZÁRRAGA. 2011.

      


      
        23 Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

      


      
        24 Tal es el caso de las modalidades de disfrute del permiso por lactancia, la recuperación de días de asuntos particulares en situaciones de embarazo que no permitan su disfrute durante el periodo anual, la creación de un permiso específico para el cuidado de hijos menores de doce años cuando estos deban ser intervenidos quirúrgicamente en determinadas situaciones, etc.

      


      
        25 En la citada ley se reconocieron aspectos directamente relacionados con el favorecimiento de las condiciones de prestación del servicio de los guardias civiles, e incluso el establecimiento de una disposición de índole compensatoria, cuya pretensión indirecta era procurar en todo lo posible que los miembros del Cuerpo no vieran alterado el servicio que se les ha planificado y anticipado con la suficiente antelación.

      


      
        26 A los efectos del artículo 103, y en la forma que reglamentariamente se determine, los servicios de Sanidad de la Guardia Civil están incluidos en la Sanidad Militar de las Fuerzas Armadas. En la actualidad, prácticamente la totalidad de personal médico que presta su servicio en la Guardia Civil pertenece al Cuerpo de Sanidad Militar de las Fuerzas Armadas.

      


      
        27 Entre ellas la Orden General 11/2007, de 18 de septiembre, sobre bajas para el servicio por motivos de salud.

      


      
        28 Efectuando un promedio a partir de los datos obrantes en los anexos A y C (número de bajas anuales y número de personal médico en el Cuerpo), se deduce que un médico del Cuerpo tiene que efectuar el control y seguimiento de una media de 1.700 procesos de incapacidad temporal anuales.

      


      
        29 El ámbito de aplicación de la Instrucción 1/2013, de 14 de enero, de la subsecretaria de Defensa, recogido en el apartado primero, epígrafe tercero, contempla como destinatarios «al militar profesional en servicio activo o en reserva, destinado o en comisión de servicio en las unidades, centros u organismos del Ministerio de Defensa, a los alumnos de los centros docentes militares de formación y a los reservistas cuando se encuentren incorporados a las Fuerzas Armadas». Igualmente, su apartado séptimo establece que, dentro de la Sanidad Militar, «serán competentes para proponer y verificar las bajas, confirmación de las mismas y las propuestas de altas, conforme a lo regulado en esta instrucción, el servicio médico de las UCO, con independencia de que el personal se encuentre allí destinado o sea designado para prestar el servicio médico en ella, los órganos médico periciales de la Sanidad Militar y el personal facultativo de la red hospitalaria militar».

      


      
        30 La determinación del régimen de productividad para los miembros del Cuerpo se encuentra delegada en el director general de la Guardia Civil en virtud del apartado quinto, epígrafe 2.1.1 de la Orden INT/985/2005, de 7 de abril, por la que se delegan determinadas atribuciones y se aprueban las delegaciones efectuadas por otras autoridades. No obstante, el marco normativo para su gestión se encuentra recogido en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública (art. 23.3); en el Real Decreto 950/2005, de 29 de julio, de retribuciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (art. 4 c); así como en la correspondiente ley de presupuestos generales (arts. 22 e) y 25 d) de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018).

      


      
        31 El marco normativo para la regulación de las retribuciones básicas se encuentra igualmente previsto en las leyes y real decreto antes citados con la única salvedad que para dichos conceptos su cuantía se encuentra tasada de antemano de acuerdo a los grupos de clasificación previstos en anexo I del Real Decreto 950/2005, de 29 de julio.

      


      
        32 La Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, en su disposición adicional quincuagésima cuarta, estableció un nuevo marco normativo para el régimen de la incapacidad temporal del personal al servicio de la Administración General del Estado. Dicho marco eliminó las limitaciones que hasta ese momento habían estado vigentes y autorizó a que cada Administración determinara (previa negociación colectiva), las retribuciones a percibir por parte del personal a su servicio durante la situación de incapacidad temporal.

      


      
        33 Instrucción 1/2013, de la Dirección General de la Guardia Civil, para regular las previsiones del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, respecto a la situación de incapacidad temporal del personal de la Guardia Civil.

      


      
        34 Art. 4 c) del Real Decreto 950/2005, de 29 de julio, de retribuciones de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

      


      
        35 Existe numerosa jurisprudencia del Tribunal Supremo en la que se falla sobre el particular, entre otras la Sentencia del Tribunal Supremo 9395/2011, de 6 de octubre, de la Sala de lo Social, Sección 1, Rec. 3583/2010.
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Figura 6. Serie cronoldgica de la extension mensual de hielo marino de
septiembre de 1979 a 2017 (SIPN, 2019). Fuente: https://www.arcus.org/
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Ilustracion 26. CENAD Chinchilla (2016)
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